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juan odisio y marcelo rougier

Introducción | Planificación y desarrollo 
en perspectiva histórica

La intervención estatal en la gestión económica tuvo injerencia cre-
ciente a partir de la década de 1930 en todo el mundo. Al impacto 
de la crisis capitalista pronto se le adosó el contraejemplo de la 
Unión Soviética, embarcada en un acelerado proceso de crecimien-
to orientado desde 1928 por sucesivos Planes Quinquenales. Desde 
la teoría económica, el descrédito de las concepciones liberales 
dominantes y la crítica que el naciente keynesianismo les destinó, 
brindaron argumentos ideológicos para que el Estado adoptara un 
papel ampliado, actuando sobre la vida económica en procura de 
reducir la “incertidumbre” con un horizonte de mediano y largo 
plazo.1 Poco después, la concentración del esfuerzo organizacional 
y productivo para enfrentar la Segunda Guerra Mundial (SGM) y 
la posterior preocupación por la desmovilización, cementaron el 
nuevo papel de la intervención económica y de los organismos 
que la misma prorrumpía.

En el mundo desarrollado los objetivos de la intervención pasa-
ron por atacar la depresión, primero, y por estimular la moviliza-
ción durante la SGM; pero fue durante las décadas siguientes que 
la planificación se asoció al Estado de Bienestar y sus demandas: 
pleno empleo con salarios elevados, ampliación de la seguridad 
social y los servicios públicos, regulación económica, etcétera.2 

1	 No casualmente, en los años veinte Frank Knight y John Keynes se interesaron 
por la incertidumbre y se comenzó a discutir cómo incorporar sus efectos a la 
teoría económica.

2	 Para el caso europeo, puede verse Ward (1981). Pioneros estudios con perspectiva 
histórica pueden encontrarse en el simposio específico organizado en el Tenth 
International Economic History Congress; véase Aerts y Milward (1990).
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En los países subdesarrollados y en Argentina especialmente, el 
tratamiento de estos temas y problemas estuvo atravesado por ejes 
que partieron aguas en la discusión de la época: el intervencionis-
mo o “dirigismo económico” y la industrialización. Por ejemplo, a 
inicios de los años treinta, Alejandro Bunge veía muy auspicioso el 
crecimiento de la actividad manufacturera como consecuencia de la 
sustitución de importaciones y alentaba al gobierno a emprender 
una mayor intervención para estimular la demanda interna, aunque 
seguía recelando la intervención directa del Estado.3 Los intercam-
bios de la época, expresados por distintos actores sociales, termina-
ron por instalar a la industria y la planificación como temas clave de 
la discusión sobre el desarrollo económico y darles una mayor difu-
sión y consenso social contribuyendo finalmente a su legitimación. 

Las posiciones respecto a un papel más destacado del Estado 
y una mirada más favorable al crecimiento industrial, si bien 
relativamente marginales a comienzos de los años treinta, fueron 
ganando terreno hacia finales de esa década. De hecho, puede 
identificarse en esos años una especie de nacionalismo “burocrá-
tico” protoplanificador en determinados sectores de la estructura 
administrativa del Estado (como por ejemplo en Yacimientos 
Petrolíferos Fiscales, YPF). Pero fue la SGM la que acentuó estas 
discusiones y alentó un clima intelectual favorable al indus-
trialismo y la planificación. De hecho, el Plan de Reactivación 
Económica, elaborado por Raúl Prebisch y presentado por el 
ministro de Hacienda Federico Pinedo, motivó un generoso debate 
en diversos foros del que participaron numerosos intelectuales, 
empresarios, funcionarios y técnicos. 

Desde el punto de vista teórico, un hito importante en ese 
avance lo constituye el trabajo de Adolfo Dorfman (1944) que 
incorporaba la discusión internacional sobre planificación y desa-
rrollo disponible hasta el momento. Dorfman consideraba que 
había llegado el momento de “iniciar la aplicación de un Plan 
económico nacional, completo, atinado, racional”.4 Para este autor, 

3	 Véase por ejemplo Bunge (1932).
4	 Dorfman (1944), pp. 21 y 22.
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en la Argentina, como en muchos otros países, se hallaban presen-
tes los elementos esenciales que había inducido la intervención 
gubernamental: la desorganización de la producción, la concentra-
ción y el monopolio, la dificultad de las fábricas para obtener los 
elementos o la financiación adecuada para asegurar la marcha de 
sus instalaciones, y el amplio desarrollo que ya ostentaba el sector 
industrial. De allí la necesidad de un “plan”, que no podía surgir 
de manera “natural”: 

Por eso es que cabe al Estado atemperar los efectos anárqui-
cos de la desenfrenada libre competencia, sin inmiscuirse el 
mismo –como propósito último y exclusivo–, en los nego-
cios industriales sino a través del dictado de normas útiles 
para la sociedad, a la que habrán de sujetarse las actuacio-
nes de los entes económicos que la integran.5 

De algún modo, las ideas intervencionistas e industrialistas tendrían 
relativa concreción durante el gobierno peronista, que impulsó 
la planificación a escala nacional y fue justificada a la luz de la 
experiencia capitalista internacional y la necesidad de prevenir a 
la economía local de las fluctuaciones del comercio exterior. Pero 
la coyuntura abierta luego de la crisis externa de 1949-1952 alentó, 
además de medidas concretas, el planteamiento de nuevas investiga-
ciones llevadas a cabo por distintos intelectuales, muchas de ellas en 
línea con el pensamiento que había iniciado poco antes la Comisión 
Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL). Este fue el caso 
del joven Aldo Ferrer, que había sido contratado por las Naciones 
Unidas y tuvo allí acceso a la profusa circulación de teorías sobre 
el desarrollo de esos años.6 Su tesis doctoral, presentada en 1954, 
puede considerarse otro jalón en la discusión sobre intervención 
estatal y desarrollo en el país. En El Estado y el desarrollo económico, 
Ferrer cuestionaba la perspectiva neoclásica y los postulados teóricos 
ortodoxos, aun cuando a la vez señalaba lo incipiente del desarrollo 

5	 Ibídem, p. 256.
6	 Sobre la trayectoria intelectual de Ferrer véase Rougier (2014).
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teórico para comprender los problemas del crecimiento económico 
en los países latinoamericanos, “no se ha desarrollado aún –decía– 
un cuerpo sistemático de doctrina para interpretar y trazar normas a 
la acción gubernamental en la economía, ni la política económica de 
los distintos países ha tenido sentido claro ni propósitos muy defini-
dos” que pudieran modificar las estructuras económicas existentes 
y orientar el desarrollo económico.7 La intervención estatal solo se 
había aplicado para aliviar los impactos de los desequilibrios econó-
micos originados en el exterior pero no para modificar las estructu-
ras económicas en pos de lograr el desarrollo. 

En su perspectiva, dadas las condiciones en que se desarrolla-
ban las economías latinoamericanas, la iniciativa privada no podía 
ser el agente dinámico esencial del progreso económico: 

El desarrollo de las economías atrasadas –señalaba– exige 
un intenso esfuerzo colectivo de estímulo y organización 
de las capacidades productivas, que dada la debilidad de 
la empresa privada, sólo puede ser puesto en marcha por 
el Estado. Por otra parte y aunque parezca paradójico, el 
fortalecimiento de la empresa privada y su aporte efectivo 
al progreso económico y social depende de que el Estado 
cree las condiciones básicas que lo permitan.8 

De allí en más las ideas sobre planificación se inscribieron de 
manera decisiva en los imperativos de la época: la industriali-
zación y el desarrollo económico, impulsados por las modernas 
teorías económicas y por el discurso y práctica de la CEPAL, que 
al mismo tiempo introdujo una dimensión sociológica y política 
a la planificación.9 Este cuerpo de ideas ubicó al Estado como 
agente ineludible para el desarrollo pero sin proponer la centrali-
zación socialista. Por ende, la planificación económica (inductiva, 
no coercitiva) era la única forma de garantizar la concreción de 

7	 Ferrer (1956), p. 7.
8	 Ibídem, pp. 8-9.
9	 Kaplan (1991), p. 804.



introducción | 13

objetivos socialmente deseables frente a la opción del libre juego 
de las fuerzas del mercado.10 

Asociado al despliegue de la planificación en la Argentina de los 
años sesenta, hacia 1970 otro artículo marcaría un aporte de relevan-
cia. Guido Di Tella buscaría desplegar una base teórica que suplan-
tara a la de la economía neoclásica tradicional, fundada en la hipóte-
sis de rendimientos decrecientes, pero sin dejar de lado los criterios 
de eficiencia y optimalidad. Di Tella señalaba varias trabas por las 
cuales el sistema económico de libre mercado no lograba alcanzar 
el óptimo social. Así, basándose en principios de la “nueva econo-
mía del bienestar” y en adelantos teóricos de la economía socialista 
de posguerra, proponía establecer un sistema de planificación que 
utilizara precios sombra (es decir, corregidos), en vez de fijarse 
objetivos físicos para unos pocos sectores, aplicando los modelos 
de programación económica y de insumo-producto. Para ello era 
necesario discriminar mejor las tareas asociadas a los órganos de 
planificación y proponía establecer entre la definición de objetivos y 
el control de las proyecciones cuantitativas –que constituían, según 
Di Tella, las dos tareas del modelo “clásico” de planificación– otras 
dos etapas intermedias, de definición de la política de precios rela-
tivos y de “interferencias directas” por fuera del sistema de precios, 
orientadas a solucionar las imperfecciones en los mercados de pro-
ductos y factores o a atender demandas extraeconómicas.11

Dejando en claro el vínculo entre planificación y desarrollo, 
Di Tella vinculaba estas tareas, que debían constituir el núcleo de 
la “nueva planificación”, con su propuesta de “desarrollo indirec-
to” que por entonces comenzaba a pregonar: 

La técnica de la planificación a través de los precios es 
ciertamente compatible con una mayor permisividad y con 
el máximo grado de descentralización posible, y se presta 

10	Un abordaje conceptual sobre la cuestión de la planificación, planteando sus 
vínculos con los debates de la planificación socialista y las teorías del desarrollo, 
puede hallarse en Müller (2013).

11	Di Tella (1970-1971), pp. 354 y ss.
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admirablemente bien para estrategias de tipo eficientista, 
que en nuestros países implican estrategias de tipo abierto 
o indirecto. 12

Mientras estas discusiones tomaban vuelo, cobraba creciente impor-
tancia el papel del Estado empresario, que también tuvo un claro 
impacto sobre el sendero de la planificación y la orientación del 
desarrollo del país. En particular, resultaron actores claves las 
empresas públicas vinculadas al sector manufacturero del país.13 
Es que, al contrario de lo que podría verse a priori como una con-
tradicción de intereses, el campo de negocios inaugurado por la 
oferta y demanda estatal y el apoyo público estampó una alta com-
plementariedad entre intereses públicos y privados. Como señalara 
Schvarzer, es posible vislumbrar que el diseño y el resultado de gran 
parte del perfil productivo e industrial argentino se debieron menos 
a la iniciativa privada que al empuje del Estado y sus empresas.14

Desde un punto de vista analítico, la planificación económica 
debe entenderse como un momento específico dentro de la activi-
dad estatal, en el que se establecen los lineamientos más generales 
para su desenvolvimiento y, a su vez, favorece a cristalizar deter-
minada orientación de la política pública.  El fenómeno implica 
realizar un análisis del Estado fundamentalmente en tanto “apa-
rato institucional” –de acuerdo al conocido sentido pergeñado 
por Oszlak y O’Donnell (1976)– aunque ello no implica descuidar 
la dimensión que lo refiere como “relación social”, es decir la 
articulación entre la esfera estatal y social. En ese plano, inquirir 
sobre la planificación conlleva a la pregunta sobre la construcción 
y configuración del aparato institucional, sus actores y la manera 
en que incidieron sobre la política pública.15

12	Ibídem, p. 373. Cfr. Di Tella (1973).
13	Aportes que han comenzado a transitar nuevamente la problemática del Estado 

empresario argentino pueden encontrarse en Belini y Rougier (2008), Rougier 
(2009) y Regalsky y Rougier (2015).

14	Schvarzer (1979), p. 61.
15	Por otra parte, debe notarse que el cálculo de estadísticas se encuentra estrecha-

mente asociado a la cuestión de la planificación, en tanto constituye el basamento 
sobre el que opera. En este plano, algunas investigaciones han dado cuenta del 
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Desde un punto de vista historiográfico, en los últimos años 
los estudios del “Estado desde adentro”, sobre saberes, expertos y 
prácticas estatales, han encontrado un relativo auge en Argentina, 
que permitieron complejizar las visiones heredadas acerca de los 
modos de la intervención estatal en el siglo veinte.16 El estudio de 
su desempeño y particularidades ha permitido mostrar evoluciones 
dispares en su constitución y límites –de distinto orden– en el des-
pliegue de sus capacidades, adoptando una aproximación analítica 
que parte de la actividad de los “habitantes” del sector público y no 
de asignar una orientación predefinida para un Estado monolítico.17

De tal modo, diversos estudios de historia económica y política 
han abordado la planificación económica, aunque no son dema-
siados los trabajos que tomaron el fenómeno como motivo de 
indagación central. Más específicamente, tras la crisis que azotó 
a la Argentina a principios de este siglo se produjo cierto resurgi-
miento del tema: los aportes de Berrotarán y de Campione, ambos 
de 2003, iniciaron esta segunda etapa, que vino a sumar una nueva 
mirada al debate sobre el despliegue estatal durante el “peronis-
mo clásico”. El estudio de vínculos entre economía e intervención 
social como entre actores socioeconómicos y burocracia pública, 
desde los años treinta hasta mediados de los cincuenta, permitie-
ron alumbrar nuevos matices en relación a la historiografía here-
dada sobre el tema.18

A partir de allí, y como sucede también con otros aspectos de 
la historia argentina, la planificación durante el período peronista 
parece haber concitado el mayor interés entre los estudiosos del 
tema. Es cierto también que en esos años la voluntad planificadora se 

proceso de cuantificación de la vida social argentina durante las primeras déca-
das del siglo pasado. Puede verse al respecto Otero (2006), Pantaleón (2009) y 
González Bollo (2014).

16	Cfr. Neiburg y Plotkin (2004), Bohoslavsky y Soprano (2010) o Plotkin y 
Zimmermann (2012).

17	Un planteo cuyos ecos, de cierta forma, también aparecen en la presentación que 
González Bollo hace del dossier “Exploraciones sobre la Argentina planificada 
(1944-1972)”, del Anuario IEHS de 2014-2015.

18	Como Herrick (1967), Murmis y Portantiero (1971), Jorge (1971), Germani (1973), 
Peña (1973), Gaudio y Pilone (1984), Llach (1984) o James (1990).
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amplificó, en instrumentos y objetivos, ubicándose incluso como uno 
de los pilares de la estrategia social y económica del gobierno. Dentro 
de ese conjunto de investigaciones, pueden mencionarse los trabajos 
de Elena (2005), Jáuregui (2005), Persello (2006), Belini (2009 y 2014), 
Rougier (2012), Stawski (2012), Gómez (2013b) o Sowter (2014). Por 
otra parte, no es sencillo encontrar aportes que se dediquen a estudiar 
la planificación económica durante otros períodos con detenimiento, 
con la posible excepción de los trabajos de Rougier (2004), Sikkink 
(2009) o Castellani (2009) sobre el período de mayor despliegue de la 
industrialización, aunque sus miras exceden dicha cuestión. 

Debe notarse, no obstante, que la planificación se mantuvo como 
elemento nodal de la estrategia económica de sustitución de impor-
taciones, que atravesó a todos los gobiernos posteriores –tanto civi-
les como militares– hasta 1976. Con todo, el consenso de posguerra 
construido en torno a la potencialidad y necesidad de la planifi-
cación para orientar la actividad económica y canalizar distintas 
demandas sociales no tuvo como correlato una efectiva aplicación. 
Al contrario, cualquier mirada retrospectiva debe principiar por 
notar los vaivenes, las fallas y hasta la intrascendencia de algunos 
de los planes pregonados en la Argentina de la industrialización 
por sustitución de importaciones. Coligado a esta inestabilidad se 
halló la frecuente interrupción de programas, elencos burocráticos e 
instituciones; la estructura y los artífices del sistema de planificación 
nacional tuvieron la misma firmeza que la dinámica institucional 
del país. La práctica y la prédica de la planificación ha sido escu-
driñada por los principales estudios que discurren sobre esos ele-
mentos con mayor amplitud temporal –y que, en parte importante, 
han señalado dicho desacople entre el sentido técnico y el devenir 
político de la planificación– como Cordone (2004), Bernazza (2006), 
Tereschuk (2008 y 2013), Fiszbein (2010), Casparrino, Briner y Rossi 
(2011), Gómez (2013a) y Jáuregui (2013, 2014 y 2014-2015).19 

19	Obras tradicionales sobre la planificación son Hirsch (1964), Bladel (1966), 
Mallon (1966), Domenech (1968), Montuschi y Vázquez Presedo (1970) y Oyuela 
(1976 y 1977); su enfoque privilegió el análisis de la evolución institucional de los 
organismos vinculados a la actividad planificadora.
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Por su parte, los trabajos reunidos en este volumen permiten 
obtener una imagen plural sobre la experiencia de la planificación 
económica y los dilemas del desarrollo en Argentina durante el 
siglo veinte. Las distintas vetas exploradas dan cuenta de las res-
tricciones estructurales para el logro del desarrollo económico, así 
como de las ideas y políticas desplegadas para resolverlas a partir 
de la intervención estatal; asimismo abordan diseños y dinámicas 
tanto de instituciones y agencias, políticas y programas, como 
sobre distintas figuras técnicas y sus saberes estatales.20 

El primer trabajo, que lleva la firma de Melina Piglia, nos intro-
duce de lleno en el recorrido cronológico que propone el libro. El 
capítulo vincula el estudio histórico de la Aeroposta Argentina 
(primera aerolínea regular de la Argentina) con las preocupaciones 
por la integración territorial del país –en concreto, de la región 
patagónica– y el despliegue de las primeras políticas aeroco-
merciales propiamente dichas, durante las primeras décadas del 
siglo veinte. El estudio de la empresa, que abarca desde su fun-
dación por capitales franceses en 1929 hasta su transformación en 
empresa mixta veinte años más tarde para dar origen a Aerolíneas 
Argentinas, permite develar una trama en la que confluyen los 
intereses de pilotos y capitalistas en el negocio de la navegación 
aérea con las necesidades de comunicación de la Patagonia y sus 
actividades productivas de una parte, como con las cambiantes 
preocupaciones estatales, tanto civiles como militares, sobre la 
integración del país y su desarrollo económico, por otra. 

El siguiente capítulo, de Leandro Sowter, estudia el papel 
jugado por la planificación dentro de la construcción política y 
económica del primer peronismo. En particular, analiza el modo 
en que se intentó llevar a cabo la “cooperación” estatal con empre-
sarios y trabajadores y en qué sentido ello afectó –y fue afectado 
por– la dinámica política más general durante la década de 1946 
a 1955. Valiéndose de un enfoque relacional, que pone en juego la 

20	Replicando de alguna forma los tres ejes de abordaje señalados por Pereyra 
(2012) como parte de la renovación más general sobre los estudios históricos del 
Estado en Argentina de los últimos años.



18 | estudios sobre planificación y desarrollo

articulación entre los distintos sectores involucrados, se descubre 
que en la lógica de intervención económica ensayada subyacía el 
contenido ideológico del proyecto peronista. Replicando el clivaje 
que otros estudios también han mostrado en distintas esferas de la 
orientación económica gubernamental luego de la crisis de 1949, 
el autor plantea que el objetivo de mantener el “equilibrio” entre 
precios y salarios condujo a que la intervención se volcara cre-
cientemente a favor de los grupos empresarios, sobre todo con la 
creación de la Comisión Económica Consultiva en 1953. 

El tercer apartado se refiere al período de la denominada 
“Revolución Libertadora”. En él, Martín Stawski expone las 
modificaciones acaecidas en la organización burocrática estatal 
luego de la prosopopeya planificadora del peronismo, abordan-
do específicamente los cambios en las dependencias de gestión 
económica. Durante la breve presidencia de Eduardo Lonardi, la 
recurrencia a funcionarios que habían tenido actuación durante 
el gobierno peronista dio cuenta de la dificultad para aplicar a 
rajatabla la política de “desperonización” del Estado, impulsada 
por el gobierno militar. En paralelo, los planteos de Raúl Prebisch 
–convocado especialmente para ofrecer su visión “técnica” sobre 
los problemas de la economía argentina y proponer soluciones– 
caerían en un ambiente político particularmente convulsionado 
y una coyuntura económica difícil, que únicamente posibilitó la 
aplicación de las propuestas de ajuste de corto plazo. Después de 
1956 –ya con Pedro Aramburu al frente del gobierno militar– fue 
profundizándose la orientación liberal de los elencos ministeriales, 
mudanza que se hizo patente con la reforma burocrática de junio y 
durante el siguiente año, con el arribo de Adalbert Krieger Vasena 
a Hacienda, la adopción de una política económica más ortodoxa 
y la reforma financiera, que terminó por desarmar el entramado de 
intervención bancaria erigido durante el peronismo. 

Gustavo Pontoriero aporta, en el cuarto capítulo de este volumen, 
un análisis acerca de los posicionamientos de los militares –uno de los 
grupos de poder más importantes en el escenario político argentino 
del siglo pasado– durante el gobierno desarrollista. La guerra fría 
puso el marco en que se complejizaron los desvelos de las fuerzas 
armadas, que pasaron a ubicarse en la “amenaza comunista” antes 
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que en una agresión externa. La preocupación por el desarrollo –en 
auge durante toda la posguerra– permeó de manera particular las 
concepciones castrenses. Así, rearticulando argumentos de los milita-
res industrialistas pioneros (asociados a las posibilidades de “movili-
zación industrial” en un contexto bélico), la relación entre soberanía, 
seguridad interna y desarrollo engendró una postura favorable a 
un mayor despliegue de la industria de base, la infraestructura y las 
fuentes de energía nacionales. Sin embargo, el autor muestra que más 
allá de la coincidencia programática con los postulados del desarro-
llismo, las fuerzas armadas entablaron una relación conflictiva con el 
presidente Frondizi, ilustrando desde un nuevo ángulo la conocida 
presión que el sector militar ejerció durante su gestión. 

El capítulo quinto continúa la perspectiva abierta por Pontoriero 
en el plano de las ideas y de las propuestas destinadas a lograr el 
desarrollo a partir de claras definiciones del sector público. En este 
caso, Marcelo Rougier y Juan Odisio abordan los debates econó-
micos en los años sesenta, con especial énfasis en los problemas 
y posibilidades de financiamiento para el sector industrial. Los 
autores destacan que el problema de la inversión y su financia-
miento fue ganando cada vez mayor importancia dentro de las 
preocupaciones sobre la planificación y el desarrollo económico. 
La profundidad del debate que se generó pronto conllevaría a la 
aparición de numerosas propuestas para solucionar lo que se visi-
bilizaba como uno de los límites más importantes a vencer para 
profundizar el desarrollo industrial en la época: la recurrente res-
tricción externa, asociada a su vez a la falta de economías de escala 
y a la escasa capacidad exportadora de las manufacturas locales. 

En el sexto trabajo del libro, Ramiro Coviello explora el impacto 
de los debates económicos que se dieron en Argentina a partir de 
la segunda mitad de los años sesenta sobre la formulación del Plan 
Trienal para la Reconstrucción y la Liberación Nacional 1974-1977. 
Además de un análisis de su elaboración y divulgación, investiga 
las continuidades con la experiencia previa de planificación en 
Argentina y fundamentalmente, la huella dejada por la emergen-
cia de la “conciencia teórico-prescriptiva industrial exportadora”. 
Esta propuesta era el resultado de los mencionados debates que, 
en lo central, planteaban que la salida de la dinámica cíclica de la 
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economía argentina (el célebre movimiento de “stop and go” aso-
ciado al déficit de divisas) pasaba por una reorientación de la pro-
ducción industrial hacia los mercados exteriores. Se logra exponer 
así que, aunque ello no fuera explícito, la intervención económica 
peronista recogió las principales preocupaciones y prescripciones 
de los economistas locales en el contexto de los primeros años seten-
ta, como aquellas vinculadas a las posibilidades de profundizar el 
crecimiento industrial, revertir la extranjerización, superar el ahogo 
externo, ampliar el margen para la intervención estatal, entre otras. 

Los capítulos séptimo y octavo abordan el mismo período: 
el de la última dictadura cívico-militar en Argentina. El texto de 
Pablo Pryluka se inserta en un debate presente en la historiografía 
económica acerca de la existencia (o no) de un plan económico pre-
concebido antes de abril de 1976. Para ello toma en consideración 
la filiación y los antecedentes intelectuales de la postura esgrimida 
por José Martínez de Hoz al frente del Ministerio de Economía, el 
estudio de los objetivos proclamados al inicio del programa eco-
nómico y sus posteriores modificaciones y finalmente, las políticas 
económicas implementadas y sus consecuencias sobre la macroe-
conomía local. Con esos argumentos, el autor considera que la 
gestión económica de Martínez de Hoz intentó la aplicación de un 
“plan sin planificación”, es decir, más allá de los vaivenes asocia-
dos a los problemas económicos de corto plazo (vgr., inflación) y 
las presiones internas de los propios elencos militares, los resulta-
dos a largo plazo de la apertura y desregulación dan efectiva cuen-
ta de la aplicación de un programa de reestructuración económica, 
que desde varios años antes era propuesto por los economistas 
neoliberales locales como solución a los problemas del país. 

Por su parte, el escrito de Lucas Iramain explora la actividad 
y los resultados de las empresas públicas del sector energético 
durante el período de la última dictadura. Con ese objetivo, analiza 
la evolución en la planta de trabajadores, el salario real, la produc-
tividad, la inversión fija, los precios y tarifas, el endeudamiento en 
moneda extranjera de las principales empresas hidrocarburíferas y 
de electricidad en manos estatales: YPF, Yacimientos Carboníferos 
Fiscales, Gas del Estado, Servicios Eléctricos del Gran Buenos 
Aires (SEGBA), Hidroeléctrica Norpatagónica (Hidronor), y Agua 



introducción | 21

y Energía Eléctrica. Las conclusiones revelan que estas firmas –y 
en especial YPF– fueron utilizadas como instrumento sustancial 
para el imprudente endeudamiento público externo propiciado 
por esos años; aunado a ello, la caída en sus niveles de inversión 
visibiliza la carencia de una estrategia sustentable para este con-
junto de empresas; la racionalización de los planteles laborales 
y la rebaja de salarios (sólo en parte revertida hacia el final de la 
dictadura) son focalizadas como parte central de un duro discipli-
namiento sobre la fuerza de trabajo. La visión de conjunto revela 
que la improvisación y el mantenimiento de fallas estructurales 
fueron la nota dominante en la gestión pública de estas firmas, en 
línea con la propensión privatista del principio de “subsidiariedad 
del Estado” enunciado por el ministro Martínez de Hoz. 

En el noveno capítulo, Florencia Sember retoma el plano de 
las ideas y analiza la visión –un tanto desesperanzada– de Raúl 
Prebisch en el tramo final de su trayectoria intelectual, durante los 
años ochenta. La postura que adoptará el economista en su análisis 
del “capitalismo periférico tardío” lo lleva a sostener que era nece-
saria una fuerte intervención estatal para superar los límites a que 
el sistema daba origen, sin brindarles solución. Prebisch encontra-
ba contradicciones importantes entre el funcionamiento económi-
co y el proceso democrático, ya que el insuficiente desarrollo de la 
productividad daba origen a procesos inflacionarios basados en 
pujas distributivas. Frente a ello, era necesaria la intervención del 
Estado a fin de garantizar el “uso social del excedente”, de manera 
de poder utilizarlo “racionalmente” para acelerar la acumulación 
de capital y alcanzar una distribución más equitativa del ingreso 
sin que se filtrara hacia el consumo suntuario de las clases favore-
cidas. Además de trazar la filiación de dicho planteo con las ideas 
previas de Prebisch, la autora identifica ambigüedades y carencias 
en su propuesta. Sin embargo, ello no la conduce al rechazo de 
esas ideas, sino a la necesidad de seguir avanzando en el cami-
no por ellas señalado: la exigencia de proyectar un pensamiento 
novedoso y autónomo para atacar los problemas económicos que 
aún se ciñen sobre el mundo no industrializado. 

Como cierre, el último capítulo de libro discurre por una 
perspectiva diferente; escrito por Daniel Schteingart, el trabajo 
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propone una traza de largo plazo sobre la restricción externa, que 
permite contextualizar los problemas abordados por varios de los 
estudios anteriores a la vez que plantear los dilemas de los últi-
mos años y las alternativas actuales. Gracias a una profusa labor 
empírica, el autor logra discriminar la importancia de la escasez 
de divisas sobre las posibilidades de expansión de la economía 
argentina desde los años sesenta hasta el presente. El análisis del 
comportamiento de las principales variables macroeconómicas 
da cuenta de la dinámica estructural del sector externo duran-
te tres largos períodos: “la última fase de la ISI” (1960-1975), el 
“ajuste estructural y la liberalización económica” (1976-2001) y 
la “posconvertibilidad” (2002-2013). Schteingart aporta evidencia 
para argumentar que el sendero hacia el desarrollo impulsado 
por la industrialización sustitutiva no se hallaba “agotado”, que 
los problemas socioeconómicos argentinos de los últimos lustros 
del siglo pasado fueron motivados por una mayor vulnerabilidad 
externa –explicada por la aplicación de una política económica 
de corte neoliberal– y que la bonanza del último período estuvo 
motorizada, en gran parte al menos, por las mejores perspectivas 
que afrontó el país en el frente externo. En suma se trata de una 
mirada que nos alienta a pensar las disyuntivas de la planificación 
y el desarrollo para el futuro cercano.

Como se puede notar, la problemática aquí presentada no deja 
de lado el tratamiento de cuestiones tanto técnicas y económicas 
como sociales y políticas, dando cuenta de la heterogeneidad 
inmanente de la experiencia de la planificación argentina y de la 
complejidad de la búsqueda del desarrollo económico, que por 
definición no puede restringirse al análisis de unas pocas variables 
ni a explicaciones simplificadoras. No obviamos que la dificultad 
que radica en dicho estudio se ve amplificada además por el hecho 
de tratarse de un prisma desde el cual se ve aparecer al Estado en 
tanto arena de la puja política como un actor social y económico 
de primer nivel. En ese orden de análisis, se puede colegir que 
la definición del campo de actuación estatal y los modos en que 
encaró esa práctica, determinaron en cada momento la morfolo-
gía y las reglas para desenvolver ese precepto y con ello, de sus 
posibilidades de éxito. De allí que comprender la historicidad de 
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la forma estatal debe ayudar a dar cuenta de las particularida-
des de nuestra sociedad en el presente. Si bien compartimos que 
los paralelismos “se esfuman a poco que advertimos no sólo las 
obvias diferencias de contexto sino el propio peso de la historia 
transitada que imprime a las transformaciones contemporáneas su 
sello distintivo y singular” (Berrotarán y Pereyra, 2012), no por eso 
dejamos de notar que las capacidades y limitaciones del Estado 
argentino actual son resultado en gran parte –casi huelga mencio-
narlo– de la trayectoria que asumió el orden político en el pasado. 

En suma, no esperamos arrojar con este libro una visión con-
cluyente acerca de la articulación entre planificación y desarrollo 
económico, sino contribuir a mantener en pie la discusión acerca 
de la imbricación entre Estado y economía, y sus respectivas 
potencias y limitaciones. Al considerar la relación entre sistema 
político y económico como un fenómeno eminentemente históri-
co –es decir, mudable– creemos que las preguntas arrojadas sobre 
el pasado que nos presenta este libro nos asistirán para iluminar 
tanto los nudos del tiempo contemporáneo como los que están, 
todavía, por venir.
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melina piglia

1 | La Aeroposta Argentina,  
el desarrollo de la Patagonia  

y los orígenes de la política aerocomercial

El avión a su paso y descenso por las poblaciones del sur, lleva 
y trae los elementos básicos de su potencialidad económica, con-
tribuyendo a hacer más efectivo el patrimonio nacional. (Aero, 
septiembre-agosto 1931.)

Durante los años veinte y treinta, las transformaciones tecno-
lógicas, aceleradas por la Primera Guerra Mundial, crearon las 
condiciones para que se desarrollara la aviación civil y, funda-
mentalmente, la aviación comercial. Orientadas al transporte más 
rápido de correspondencia, al principio, y poco después también 
al de pasajeros y carga, comenzaron a surgir en Europa, Estados 
Unidos, el norte de África y, poco después en Sudamérica, las 
primeras aerolíneas. La Aeroposta Argentina S. A. fue la primera 
aerolínea argentina; de capitales franceses, la empresa comenzó 
a volar en 1929 y continuó operando hasta su nacionalización 
durante la creación de Aerolíneas Argentinas en 1949. 

El desarrollo de los transportes modernos en los últimos 150 
años ha transformado de modo profundo el mundo en que vivimos, 
afectando el desarrollo de la economía, de las ciudades y el territo-
rio, alterando la vida cotidiana e impactando profundamente en la 
cultura y en las sensibilidades. El análisis histórico de los cambios 
asociados con el nuevo paradigma de “modernidad cinética” ha 
abordado estas cuestiones desde múltiples perspectivas como la 
historia económica y política, la historia de la tecnología y de la 
cultura, la historia del turismo, de la ciudad y del territorio, sólo 
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por nombrar las aproximaciones más frecuentes. Se han analizado 
los ferrocarriles, los subterráneos, la difusión de los automotores y, 
en menor medida, del avión como medio de transporte (Bednarek, 
2013; Piglia, 2016). En el caso argentino, el ferrocarril ha sido el 
objeto más visitado por los historiadores, aunque el impacto de la 
difusión de los automóviles sobre la cultura, las políticas públicas 
y las infraestructuras viales ha sido abordado en los últimos años 
por varios investigadores (Booth y Piglia, 2009). La cuestión del 
transporte aéreo ha recibido, en cambio, una atención académica 
mucho más escasa. Algunos aspectos han sido analizados por 
Ricardo Salvatore, que ha estudiado la forma en que los medios 
de transporte (entre ellos las líneas aéreas Panagra y Panam) rea-
firmaron la constitución de un imperio informal norteamericano, 
mientras la construcción de la infraestructura de tierra ha sido 
puesta en foco, en parte, por Anahí Ballent, en su análisis sobre la 
compleja operación territorial involucrada en la construcción del 
aeropuerto de Ezeiza (Ballent, 2002; Salvatore, 2006). La mayoría 
de las historias existentes sobre la aviación comercial argentina 
proceden de fuera de los círculos académicos, como la Historia de 
la aviación comercial argentina del ingeniero Pablo Potenze (1987), 
La Aeroposta Argentina y sus orígenes, del Centro Argentino de 
Estudios Históricos Aerocomerciales (2010), o las historias sobre 
los pioneros de la aviación, como Aquellos precursores, de Salvador 
Roberto Martínez (2013).

Este trabajo propone, a través de un análisis histórico de la 
trayectoria de la Aeroposta Argentina, reflexionar, por un lado, 
acerca de los vínculos entre el transporte y el desarrollo y la inte-
gración territorial de la Patagonia, una región que se incorporó tar-
díamente al Estado argentino; por el otro, nos interesará analizar 
la génesis de una primera política aerocomercial en la Argentina, 
centrada en torno a la emergencia de una concepción del trans-
porte aéreo como servicio público y como agente de progreso y 
prestando atención, en particular, a las articulaciones entre los 
intereses locales, el Estado y los empresarios en la conformación 
de esa política y de las propias rutas aéreas. 
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Los orígenes de la Aeroposta Argentina

La aviación civil comienza en la Argentina de la mano de una serie 
de sportmen, un núcleo de personajes socialmente prominentes,1 fas-
cinados con una cierta versión de la modernización: amantes de los 
novedosos vehículos a motor y de las nuevas prácticas deportivas, 
consideraban que el progreso de la nación dependía crucialmente 
de adoptar esas tecnologías y hábitos que se difundían acelerada-
mente en los países “civilizados”. En las dos primeras décadas del 
siglo veinte estos aficionados importaron aparatos –como el célebre 
globo “Pampero”– realizaron vuelos experimentales, fundaron 
aeroclubes en las principales ciudades y procuraron el desarrollo 
de la aviación militar, que quedó oficialmente inaugurada en 1912 
con la creación de la Escuela de Aviación Militar, sobre la base del 
parque aerostático y los instructores del Aeroclub Argentino. 

La Primera Guerra Mundial significó un gran impulso para el 
desarrollo de la aviación. Terminado el conflicto, ese impulso se 
volcó hacia la aviación comercial, que podía brindar una salida 
para las industrias aeronáuticas europeas y norteamericanas y 
dar empleo a los pilotos. América Latina aparecía como un mer-
cado con enorme potencia, en particular porque en buena parte 
de sus territorios las comunicaciones de superficie (vías férreas y 
carreteras) estaban poco desarrolladas. Italia, Alemania, Francia 
y Estados Unidos comenzaron entonces una competencia que se 
haría cada vez más aguda por el control de las rutas aéreas lati-
noamericanas (Phillips Newton, 1965). Desde 1919 llegaron así las 
“misiones” aéreas (francesa, italiana, alemana) a la Argentina, des-
tinadas a mostrar las posibilidades de los nuevos aviones, sobre 
todo para el transporte de correo.

En 1924 se dieron los primeros pasos para el establecimiento 
de una línea aérea en el país. Una empresa francesa, la Compagnie 

1	 Los hermanos Eduardo y Jorge Luro, el barón Antonio de Marchi, Aarón de 
Anchorena, Horacio Anasagasti, Jorge Newbery y el luego presidente, Marcelo 
T. de Alvear (que participó en algunas carreras de automóviles en la primera 
década del siglo veinte), eran algunos de estos sportmen de la élite.
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Generale D’Entreprises aeronautiques de Pierre G. Latécoère, que 
había desarrollado desde 1919 una línea de transporte de corres-
pondencia por vía aérea entre Francia, Marruecos y Dakar, envió 
una misión a Brasil, con el objeto de estudiar el establecimiento de 
un servicio aeropostal con Europa, con cabecera en Buenos Aires 
y con escala en Natal (CAEHA, 2010). Desde 1926, Latécoère ini-
ció negociaciones con un empresario francés radicado en Brasil, 
Marcel Bouilloux Lafont, con el fin de obtener capital para ins-
talar la línea sudamericana. En abril de 1927, Bouilloux Lafont, 
adquirió el 93% de las acciones de la empresa, que pasó a llamarse 
Compagnie Generale Aeropostale.2 Las negociaciones avanzaron, 
conducidas por Vicente Almandos Almonacid, un piloto argentino 
y héroe de la aeronáutica francesa en la Primera Guerra Mundial, 
que había regresado a la Argentina en 1919 como parte de una 
misión aérea francesa con la que realizó pruebas y exhibiciones.3 

La obtención de contratos de distribución para el transporte de 
correspondencia era clave: el negocio postal fue hasta la segunda 
posguerra la base de la rentabilidad de las líneas aéreas, aunque 
todas ellas eran deficitarias y sobrevivían con algún tipo de apoyo 
del Estado. En febrero de 1927 se firmó un convenio de exclusi-
vidad con el correo argentino. Las fuentes coinciden en que fue 
Almandos Almonacid el que estableció los contactos con el presi-
dente Marcelo T. de Alvear para la obtención del convenio para el 
transporte de correo aéreo (CAEHA, 2010). Es posible que también 
desempeñara un papel clave poniendo en contacto a los inversores 
franceses con empresarios locales o funcionarios menores y es muy 
probable, también, que buena parte de esos contactos procedieran 
de su circulación en los clubes deportivos de élite, especialmente 
el Aeroclub Argentino, en los que coexistían aficionados civiles y 
militares y pilotos profesionales. 

2	 El negocio principal de Latécoère era la producción de aeronaves; continuó 
siendo el principal proveedor de aviones para Aeropostale y para la Aeroposta 
Argentina hasta 1935.

3	 Almandos Almonacid era ingeniero y había obtenido su brevet de piloto en 
Francia en 1913. En 1919 fue el primero en cruzar con éxito la Cordillera de los 
Andes de noche (Martínez, 2013). 
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Mientras comenzaban estos primeros ensayos, el gobierno 
de Alvear elaboró en 1925 un “Reglamento para la aeronavega-
ción”; en el contexto de la posguerra, los Ministerios de Guerra y 
Marina incluyeron disposiciones de seguridad territorial militar, 
estableciendo, entre otras cosas, que el espacio aéreo argentino 
sólo podía ser utilizado por empresas extranjeras solicitando per-
misos previos y sometiéndose a engorrosos controles (Superior 
Decreto, 4 de septiembre de 1925). En ese marco, la Compagnie 
Generale Aeropostale en septiembre de 1927 resolvió la constitu-
ción de una sociedad anónima radicada en la Argentina, Aeroposta 
Argentina S. A. En ella participaron empresarios locales, aunque 
de modo minoritario: entre ellos, dos armadores, Alberto A. 
Dodero y Alejandro Menéndez Behety. Dodero tenía por entonces 
una participación todavía minoritaria en la compañía naviera de 
Nicolás Mihanovich, que explotaba las rutas fluviales del noroeste 
argentino. Las familias de José Menéndez (padre de Alejandro) y 
de Mauricio Braun, socias desde 1908 y emparentadas por matri-
monio, eran los accionistas principales de la S. A. Importadora y 
Exportadora de la Patagonia –conocida como “La Anónima”, que 
prestaba servicios de transporte marítimo entre Punta Arenas, la 
Patagonia argentina y Buenos Aires– y poseían también extensas 
estancias de cría de ovinos, un frigorífico en Río Grande y, para 
1929, más de veinte almacenes de ramos generales en la región 
(Argentina Austral, 1943).

La línea Buenos Aires-Toulouse (a cargo de la compañía fran-
cesa) quedó inaugurada en 1928; en 1929, los servicios a Santiago 
de Chile (sólo correo) y desde Buenos Aires a Asunción (correo 
y pasajeros, a cargo de la subsidiaria argentina). El plan original 
para la Aeroposta era transformar a Buenos Aires en el núcleo para 
la distribución de correo a los países limítrofes y su enlace con 
Europa; sin embargo, casi simultáneamente comenzaron las explo-
raciones para abrir una nueva ruta entre Comodoro Rivadavia y 
Bahía Blanca, la más poblada de las localidades patagónicas, con 
conexión por ferrocarril a Buenos Aires (Aero, septiembre-octubre 
de 1930, p.  7). Rufino Luro Cambaceres, un terrateniente radi-
cado en Bahía Blanca que había obtenido su brevet de piloto en 
1926, se sumó a la Aeroposta en 1929 y fue un colaborador clave 
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en la organización de la ruta, que se inauguró oficialmente en 
noviembre de 1929.4 En abril de 1930, la línea se extendió hasta 
Río Gallegos bajo su dirección. En el verano 1929-1930, además, 
Aeroposta Argentina había realizado vuelos a Mar del Plata. 

Aunque la versión más frecuentemente difundida indica que 
la iniciativa para el establecimiento de la ruta patagónica prove-
nía de Almandos Almonacid, es posible conjeturar que se ligara 
también con la presencia en el directorio de empresarios como 
Menéndez Behety, que, como vimos, tenía fuertes inversiones en 
la Patagonia (García, 1972).5 

La Patagonia es un espacio vasto, con un clima duro y una 
población escasa y dispersa. El territorio, completamente incorpo-
rado a la soberanía del Estado argentino recién tras la “Campaña 
del Desierto” hacia finales del siglo diecinueve, tuvo un proceso 
de ocupación muy discontinuo, con localidades aisladas entre sí.6 
Podemos distinguir, básicamente, tres grandes espacios: el alto 
valle del Río Negro, que tuvo una colonización exitosa, basada en 
la agricultura de regadío, en torno a las estaciones del ramal Bahía 
Blanca-Zapala que el Ferrocarril del Sud construyó desde 1899 por 
presión del Estado nacional; la región de los lagos, en la cordillera 
patagónica norte, que se había ligado desde la segunda mitad 
del siglo diecinueve al comercio de ganado con Chile y cuyos 
circuitos comerciales se desarticularon en los años veinte a causa 
de la política del gobierno de Yrigoyen (1916-1922),7 y la costa 
patagónica, la zona más tempranamente poblada y que albergaba 
los centros urbanos más prósperos de la región (Ruffini, 2005). Las 

4	 También inician en marzo de 1930 vuelos a Mar del Plata.
5	 La familia continuó ligada al transporte aéreo en la Patagonia: formó parte de 

Aeroposta a lo largo de toda su historia y en 1957 algunos de sus miembros 
participaron de la creación de Austral Compañía Argentina de Transportes 
Aéreos (estatizada en 1980).

6	 En 1914 solamente el 1,4% de la población argentina residía en la Patagonia; la 
cifra se había elevado al 2,3% para 1947. Santa Cruz y Tierra del Fuego eran los 
territorios más despoblados (Lobato y Suriano, 2000, pp. 565-566). Cfr. Lobato, 
Mirta y Suriano, Juan, Atlas histórico, Nueva Historia Aergentina, Sudamericana, 
Buenos Aires.

7	 Para fines de los años veinte la región buscaba alternativas económicas, todavía 
con poco éxito, en el desarrollo turístico y en la explotación forestal.
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localidades costeras habían tenido un origen ligado al transporte 
marítimo entre Buenos Aires y el Pacífico a través del estrecho de 
Magallanes; a fines del siglo diecinueve se sumó la producción 
ovina (para aprovechamiento de la lana, pero también de la grasa 
y de la carne) que se canalizaba a través de esas mismas localida-
des portuarias. El descubrimiento y comienzo de la explotación 
del petróleo en la zona de Comodoro Rivadavia en 1907 le dio un 
mayor impulso a la ciudad, que para 1947, con 25.651 habitantes, 
era la más poblada de la Patagonia (CEPAL, 1990, p. 33).8 A partir 
de la ley de fomento de los territorios nacionales, el Estado avan-
zó en la construcción, a su cargo, de algunos ferrocarriles, con el 
objeto de estimular la colonización (ley 5559/1908). Se dio inicio a 
la construcción de una línea desde el Puerto de San Antonio Oeste 
a Bariloche (el tramo final se inauguró en 1934) y se construye-
ron líneas que conectaron algunos de estos puertos con las zonas 
rurales y, luego, con los campamentos petroleros (en el caso de 
Comodoro Rivadavia).9 Desde allí la comunicación hacia Buenos 
Aires se hacía por barco y el viaje completo demoraba diez días o 
más, dependiendo del clima. El resto de la Patagonia era aún más 
inaccesible: los caminos eran rudimentarios e intransitables en 
muchos casos durante el invierno. 

Más allá de que haya habido actores interesados directamente 
en la instalación de la ruta patagónica, la decisión parece razonable: 
dadas las condiciones de la Patagonia, el avión podía competir muy 
eficazmente con los medios de transporte alternativos, reduciendo 
de un mes a una semana el tiempo entre una carta y su respuesta, 
mientras el volumen de correspondencia asociado a la prosperidad 
de la explotación ovina –los precios de la lana, aunque fluctuantes, 
se mantuvieron relativamente altos en los años veinte– y petrolera 

8	 En los alrededores de Comodoro Rivadavia se instalaron en las primeras décadas 
del siglo veinte campamentos de la petrolera estatal –Yacimientos Petrolíferos 
Fiscales (YPF)– y de varias petroleras privadas (para los años veinte solamente 
operaban Astra, Diadema y Compañía Argentina de Petróleo S. A.).

9	 Se construyeron líneas entre Puerto Madryn y Trelew, entre Puerto Deseado 
y General Las Heras, y entre Comodoro Rivadavia y Colonia Sarmiento. La 
petrolera Astra construyó un ramal propio para conectar con esa línea su 
campamento al norte de Comodoro Rivadavia.
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prometía una cierta rentabilidad (Barsky y Gelman, 2005, p. 265). 
Una vez puesta en marcha, la ruta mostró servir a necesidades 
más amplias: a las empresas petroleras instaladas en la región, que 
requerían traslados rápidos de personal, correspondencia y repues-
tos, y también a las poblaciones. En 1930 la empresa transportó 763 
pasajeros en 211 viajes y cerca de tres mil kilogramos de correspon-
dencia y otro tanto de paquetes (Aeroposta, octubre de 1938, p. 8). 
Como mostraría la reacción del Estado nacional frente a la crisis 
de la compañía (que sobrevino muy poco después), la ruta aérea 
patagónica ofrecía también respuestas a las preocupaciones de las 
élites respecto de la integración a la nación de este territorio aislado 
y cuya soberanía se creía amenazada.

Un último elemento podría tenerse en cuenta: en el marco de 
la competencia entre Estados Unidos, Alemania y Francia por el 
tráfico aéreo latinoamericano, es posible que el desarrollo de la 
ruta patagónica formara parte también de la ocupación de posi-
ciones estratégicas de una aerolínea que buscaba activamente 
expandirse en América Latina (veáse supra nota 15) y que contaba 
con la ventaja (transitoria) que le daba el haber desembarcado 
primera en la Argentina.10 Del mismo modo parecía haberse com-
portado la empresa germano-brasileña Corporación Cóndor (una 
empresa subsidiaria de Lufthansa); según un informe del Comité 
Norteamericano para las Relaciones Internacionales, durante la 
entreguerra habían buscado agresivamente desplegar rutas sobre 
lugares estratégicos de Brasil, aunque comercialmente no resulta-
ran rentables (Rudolph, 1943).

10	Las norteamericanas Nyrba (New York Rio and Buenos Aires Line) y Panagra 
(Pan American Grace Airways) desembarcaron en Argentina en 1929. Se trataba 
de líneas internacionales, pero explotaban, secundariamente, algunas rutas 
de cabotaje. A fines de 1929, Nyrba volaba casi a diario de Buenos Aires a 
Montevideo llevando correo y pasajeros; también explotaba una línea a Santiago 
de Chile (con un vuelo semanal), una Buenos Aires-Salta-Yacuiba, sólo para 
pasajeros, que conectaba con la línea aérea a La Paz, e incluso realizó vuelos a 
Mar del Plata durante la temporada 1929-1930. Panagra, por su parte, tenía un 
vuelo semanal a Santiago de Chile (con conexión a Nueva York) que realizaba 
una escala en Mendoza (Aero, noviembre de 1929, pp. 6-7).
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La línea del sur 

1931: crisis e intervención estatal

La depresión económica internacional que había comenzado en 
1930 afectó profundamente a las empresas aéreas, agudizando el 
déficit operativo característico de la actividad aerocomercial en 
todo el mundo en esta etapa. El déficit se ligaba, por un lado, a 
las restricciones que el nivel de desarrollo de la industria aero-
náutica imponía: aviones pequeños que podían transportar poco 
peso y por lo tanto también poco combustible, lo que obligaba a 
hacer escalas muy frecuentes (aumentando los costos) y limitaba 
la capacidad de obtener ingresos por pasajes y carga.11 En el caso 
de Aeroposta Argentina, esto se complicaba además por el aisla-
miento relativo de las poblaciones a las que servía la ruta al sur, 
los elevados costos del transporte de combustible y repuestos y 
la necesidad de mantener personal permanente en escalas que se 
usaban una o dos veces por semana. 

Los vuelos de Aeroposta debieron ser suspendidos en 1931 por 
falta de financiamiento, mientras en Francia la empresa matriz 
entraba en liquidación, en medio de un escándalo judicial, acusa-
ciones de malversación de fondos y el retiro de los subsidios oficia-
les.12 Aeroposta procuró infructuosamente negociar una subvención 
con el gobierno de facto de José Félix Uriburu (1930-1932), que, en 
cambio, tomó a su cargo los servicios a fines de 1931, alquilando a 
la Aeroposta todos sus bienes y financiando el déficit operativo a 
medias entre la Dirección de Aviación Civil y el Correo (Aero, agosto-
septiembre de 1931, pp. 9-10.). El Estado sólo mantuvo funcionando 

11	Aeroposta utilizaba inicialmente aviones Latécoère 25, que podían llevar un 
piloto y cinco pasajeros; tenía también dos Potez 25, aviones de carga de cerca 
de mil kilos de capacidad, y un Potez 29, que podía llevar dos tripulantes y 
cinco pasajeros. Desde 1930 tuvieron también algunos Latécoère 28, que podían 
llevar dos tripulantes y hasta ocho pasajeros o 925 kilos de carga. Tenían un 
instrumental muy básico y se navegaba visualmente.

12	El gobierno francés, que subsidiaba algunas de las rutas de la casa matriz, acusó 
a Bouilloux Lafont de desviar esos fondos a las subsidiarias sudamericanas 
(Neiertz, 1989, pp. 30-33).
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la ruta patagónica: una frecuencia semanal Bahía Blanca-Comodoro 
Rivadavia y otra Bahía Blanca-Río Gallegos (CAEHA, 2010, p. 7). 
Luro Cambaceres quedó a cargo de su dirección. La revista Aero, 
que reunía a aficionados al nuevo medio de transporte, celebró: 
“Los patagónicos cuentan nuevamente con la línea que les era tan 
familiar y el Estado ha dado el primer paso efectivo a favor de la 
aviación comercial” (Aero, agosto-septiembre de 1931, p. 1.).

La explotación directa de Aeroposta formó parte de un conjunto 
de intervenciones estatales del gobierno provisional que respondían 
al diagnóstico que, en círculos militares y civiles, se hacía de los pro-
blemas argentinos: la crisis económica internacional actualizaba una 
interpretación que veía en la falta de integración del territorio y en 
el desarrollo desigual del Litoral y el interior del país, la clave de los 
males argentinos (Ballent y Gorelik, 2002). En este marco, el mismo 
en el que la construcción de caminos se volvió por primera vez 
una prioridad para el Estado, la aeronavegación también ingresó 
más plenamente en la agenda de preocupaciones estatales: parecía 
ofrecer una solución a los problemas de integración territorial de 
la Patagonia, una región que ocupaba un lugar importante en las 
preocupaciones geopolíticas de los militares argentinos.13 

La preocupación por la Patagonia era doble: de un lado, la región 
era vista como un espacio cuya soberanía estaba en riesgo; del otro, 
en una mirada tanto económica como también política, la Patagonia 
aparecía como un territorio de grandes promesas, la reserva de 
riquezas de la nación, con las que contrastaba una realidad de 
desarrollo y de población crecientes, pero juzgada muy insuficiente. 
Los militares –sostiene Bohoslavsky (2009)– fueron asimismo una 
pieza clave en esta preocupación, a partir de una nueva versión de 
la idea decimonónica del progreso, que daba un papel central a la 
intervención del Estado, particularmente de sus fuerzas armadas, 
como agente del progreso. Sin embargo, como han señalado Pedro 
Navarro Floria y Paula Núñez, parte de esa renovada preocupación 
por la región se alimentaba también de la estructuración, durante la 

13	Esta preocupación también fue un elemento clave en la constitución de la 
Dirección de Parques Nacionales en 1934.
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década del treinta, de “una esfera pública local, territorial y regio-
nal que dialogaba –en términos más o menos críticos– con el poder 
político local y nacional”.14 

En mayo de 1932 le fueron devueltos a la Aeroposta Argentina 
S. A. todos sus bienes. La administración del presidente Agustín P. 
Justo continuó con el apoyo a Aeroposta, que quedó reducida a su 
línea en la Patagonia, pero prefirió una opción más económica y, 
más frecuente en el mundo: el subsidio fijo anual.15 YPF y las empre-
sas petroleras privadas, beneficiadas por el transporte a sus cam-
pamentos, colaboraron con combustible sin cargo; YPF también le 
daba un subsidio fijo mensual y la Dirección de Correos y Telégrafos 
de la Nación facilitaba los servicios, encargándose de la “transmi-
sión sin cargo de todos los telegramas y poniendo a la disposición 
de la empresa, locales para escritorios en aquellos puntos donde no 
los tenía de su propiedad” (Aeroposta, octubre de 1938, p. 9.).

En 1931, por indicación de la Dirección de Aeronáutica Civil, 
Luro Cambaceres había explorado la ruta a Río Grande y a 
Ushuaia;16 en noviembre de 1935 quedó inaugurada la extensión 
de la línea entre Río Gallegos y Río Grande.17 Menéndez Behety, 
parece haber realizado efectivas gestiones para lograr la extensión, 
que incluyeron la cesión de un terreno adyacente al frigorífico 
para la instalación del aeródromo de Río Grande (CAEHA, 2010, 
p. 8). Sin embargo, los problemas financieros de la empresa con-
tinuaron. La extensión de la línea –que funcionó solamente unos 

14	Los municipios (y los Congresos de Municipalidades), las asociaciones civiles, los 
militares con actuación en la región, YPF, la Sociedad Anónima Importadora y 
Exportadora de la Patagonia (que además publicaba desde 1929 una revista, Argentina 
Austral), eran nodos en esta red de intereses locales que reclamaban escuelas, 
caminos, ferrocarriles, policía y juzgados, una mejor distribución de la tierra pública 
y autonomía política para los Territorios (Navarro Floria y Núñez, 2012, p. 4).

15	El subsidio, que fue de diez mil y veinte mil pesos en combustible anuales hasta 
1933 y desde entonces y hasta 1936, de 180 mil pesos anuales, se sumaba a los 
ingresos que la compañía percibía por la sobretasa cobrada al correo aéreo y a las 
contribuciones de YPF en nafta.

16	Los internos del penal de Ushuaia construyeron un campo de aterrizaje en 1933, 
pero la línea a Ushuaia, complementaria de la ruta Río Gallegos-Río Grande, no 
se estableció regularmente hasta principios de los años cuarenta.

17	El recorrido completo desde Bahía Blanca (con una frecuencia semanal) llevaba 
un día y medio.
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meses– incrementó los costos, ya acrecidos por la renovación del 
material de vuelo (con la adquisición de los Latécoère 28), pero los 
ingresos no evolucionaron al ritmo necesario, sobre todo debido a 
la reducida capacidad de carga de los Latécoère. 

Los avances de la industria aeronáutica a principios de los años 
treinta, que respondían a la presión de las aerolíneas, dieron lugar 
al desarrollo de aviones con mayor autonomía de vuelo, sistemas de 
navegación más modernos (por radio) y mayor capacidad de carga.18 
La competencia entre las aerolíneas que se disputaban el mercado 
latinoamericano en el marco de la crisis económica internacional 
hacía imprescindible esta renovación que, a la vez, implicaba fuertes 
inversiones no solo en la compra de los aviones y en la contratación 
y entrenamiento de los pilotos, mecánicos y radiooperadores, sino 
porque suponía además la readecuación de la infraestructura de 
tierra, desde los aeródromos hasta los equipos de radio. En este 
contexto, muchas aerolíneas se fusionaron o fueron absorbidas por 
empresas mayores y otras dejaron de operar. Tras su liquidación, en 
1933 la Compagnie Générale Aéropostale se fusionó con otras cuatro 
líneas aéreas para formar Air France. La disolución de la compañía 
matriz francesa acabó con cualquier esperanza de auxilio financiero 
para la Aeroposta Argentina y en 1936 la casi totalidad de su paquete 
accionario fue adquirido por un grupo argentino. 

La nueva etapa: la empresa próspera

El nuevo consorcio estaba encabezado por Ernesto Pueyrredón y 
el vicealmirante (retirado) Ismael F. Galíndez19 e integrado también 

18	En 1931 comenzaron a volar los trimotores alemanes Junkers Ju 52 (17 pasajeros), 
que al año siguiente fueron adquiridos por el Lloyd Aéreo Boliviano y luego por 
la Corporación Cóndor, y en 1933 se lanzaron al mercado en Estados Unidos los 
Douglas DC-3 (21 a 28 pasajeros más tres tripulantes), que comenzaron a usarse 
en Norteamérica y el Caribe (Potenze, 2012). 

19	Galíndez había tenido actuación como marino en la Patagonia y en la Antártida, 
y había sido comisionado a Europa en 1931 para adquirir submarinos para la 
Armada. Pueyrredón tenía negocios ligados al agro (poseía un haras en la zona 
norte de la provincia de Buenos Aires y una estancia dedicada al ganado ovino 
en el actual partido de Mar Chiquita) y comprobables contactos con el gobierno 
conservador a través de su hermano, Carlos Alberto, que fue diputado nacional por 
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por Alejandro Menéndez Behety, todas “figuras conocidas de nues-
tros ambientes industriales y bursátiles”. Usando sus contactos, se 
reunieron con Justo y le expusieron “el riesgo inminente que corría 
la indispensable pero costosa ruta aérea patagónica” y su plan de 
modernización y reorganización: 

Aviones multimotores más veloces pero seguros y resis-
tentes a los fuertes vientos, munidos de los respectivos 
materiales de radiotelegrafía y goniometría; contratación 
de instructores extranjeros para el perfeccionamiento de 
los pilotos y radiotelegrafistas, y la posibilidad de exten-
sión del recorrido hasta la capital de la República. Las 
necesidades de combustible de los trimotores (en mayores 
cantidades y de una calidad diferente a la que se producía 
en el país) hacía por otro lado “imposible continuar con el 
viejo sistema de recibir nafta en forma gratuita de YPF y de 
las otras compañías” (Aeroposta, octubre de 1938, p. 9-10).

Los nuevos dueños obtuvieron del gobierno un aumento de la 
subvención, que pasó a calcularse, además, por kilómetro volado. 
Las tarifas aéreas también fueron ajustadas, aunque permanecerían 
estables los siguientes diez años. Con estos recursos y el capital 
aportado, emprendieron la renovación de la compañía. Se adqui-
rieron en Brasil cinco trimotores Junkers (imagen 1). Los Junkers, 
más grandes y pesados, requerían además pistas más firmes y 
largas, mientras el aumento del tráfico demandaba mejoras en las 
comodidades para los pasajeros que esperaban los vuelos: las pis-
tas de tierra se reacondicionaron y, en algunos casos, como en Río 
Grande, se comenzó en 1942 a construir pistas de piso duro (MB, 
1941, p. 3); también se construyeron salas de espera y se iniciaron 
negociaciones para adquirir terrenos para la ampliación de algunos 
aeródromos, como los de Río Gallegos y San Julián (MB, 1945, p. 2). 

el conservadurismo entre 1932 y 1936, presidió la Comisión de Comunicaciones y 
Transportes y desde los años cuarenta perteneció al directorio de la empresa.
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Imagen 1. Pasajero despidiéndose de su familia. Al fondo, un trimotor 
Junkers de Aeroposta.

Fuente: folleto de Aeroposta, circa 1942.

También se modernizó la red radioeléctrica. Desde 1938, los vuelos 
comenzaron a partir desde Buenos Aires. 

A partir de 1941 la empresa buscó ampliar más sus rutas. El 
primer objetivo, en 1941, fue recuperar la extensión original hasta 
Río Grande (para uno de los dos viajes semanales) (imagen 2). La 
empresa tenía propósitos más ambiciosos aún: aspiraba a obtener 
el permiso oficial para explotar una ruta en la cordillera de la 
Patagonia norte (Comodoro Rivadavia-Bariloche-Esquel),20 una a 
Punta Arenas, en Chile, y otra que cubriera el oeste del territorio 

20	El desarrollo de Bariloche como localidad turística de élite (la “puerta” 
de los Lagos del sur) a partir, sobre todo de la labor de la Dirección de 
Parques Nacionales entre 1934 y 1943, volvía atractiva esa ruta. La localidad 
estaba conectada por ferrocarril con Buenos Aires y el viaje era relativamente 
confortable, aunque muy prolongado (alrededor de 30 horas), por lo que el avión 
podía resultar competitivo.
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de Santa Cruz (Aeroposta, abril de 1939, pp. 18-20; Informe DAC, 
1936).21 Sólo esta última se concretó: en 1944 Aeroposta inauguró 
una frecuencia semanal Comodoro Rivadavia-Lago Buenos Aires 
Cañadón León (hoy Gobernador Gregores)-Lago Argentino-Río 
Gallegos. Desde 1945, durante la temporada estival, se realizaban 
además vuelos a Mar del Plata.

Imagen 2. Las rutas de Aeroposta en 1942

Fuente: folleto de Aeroposta, circa 1942.

21	El servicio a Bariloche fue finalmente asumido por una línea aérea que dependía 
de Ministerio de Guerra: LASO (Líneas Aéreas del Sudoeste), creada en 1940. 
LASO y su gemela LANE (Líneas Aéreas del Noreste, que desde 1944 volaba a 
las Cataratas del Iguazú) se convirtieron en 1945 en las Líneas Aéreas del Estado 
(LADE) (Potenze,1987, p. 32). La proyectada ruta a Punta Arenas no se concretó.
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La ruta precordillerana atendía una zona muy poco poblada y 
resultaba sumamente deficitaria desde el punto de vista de la 
venta de pasajes y el transporte de carga y correspondencia, pero 
servía al financiamiento de Aeroposta, ampliando enormemente la 
cantidad de kilómetros recorridos y, por lo tanto, el subsidio que la 
empresa recibía (cuadro 1) (MB, 1945). 

El kilometraje recorrido se había incrementado en más de un 
30% entre 1933 y 1938, pero se duplicó entre 1938 y 1945, y al 
mismo ritmo crecieron los ingresos por el subsidio estatal; más 
importante aún, la correspondencia transportada, que creció casi 
el 40% entre 1933 y 1938, aumentó en más del 100% entre 1938 y 
1945, mientras los aeropaquetes tuvieron una evolución todavía 
más notable. Con los nuevos aviones se sumó, además, un nuevo 
rubro, la carga: en 1938 se transportaron 23,9 toneladas y esa cifra 
creció casi un 50% en los siguientes seis años (cuadro 1).

Cuadro 1. El rendimiento de Aeroposta, 1933-1942

Año
Kilómetros  

volados
Correspon- 

dencia Paquetes Pasajeros
Carga 

(tn)
Subsidio 

($)
1933 295.190 5.600 3.212 706 - 180.000 

1934 292.640 5.489 3.895 804 - 180.000 

1935 299.075 6.173 4.314 789 - s/d

1936 320.320 7.109 5.081 106 - 180.000 

1937 330.471 7.897 5.814 1.281 - 495.706 

1938 420.586 9.052 6.033 2.130 23,9 630.879 

1939 422.865 10.052 6.607 3.039 26 634.297 

1940 423.409 11.287 7.568 3.357 28,3 635.113 

1941 476.816 12.940 9.828 3.760 29,4 715.224 

1942 514.283 14.700 12.469 4.410 29,6 771.424 

1945 802.580 20.063 19.822 7.355 33 1.203.870*

 
Fuente: elaboración propia sobre la base de Memoria y Balance de Aeroposta Argentina 
S. A., ejercicios 1941, 1942 y 1945; Revista Aeroposta, Nº 1 al 5 (1938 a 1940); Informe de 
la Dirección de Aeronáutica Civil, “Líneas aéreas nacionales en actividad y proyectadas”. 
s/f (circa 1936).

*Hemos hecho un cálculo aproximado para 1945 ya que los balances no discriminan en las 
entradas de explotación aquellas provenientes del subsidio y no contamos con datos precisos 
sobre los vuelos a Mar del Plata en 1945, que no estaban subvencionados y que solamente 
funcionaban en temporada.
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El balance era en general muy positivo para la empresa; el incre-
mento en el kilometraje recorrido elevó la contribución del Estado 
y entre 1942 y 1945 los ingresos de explotación crecieron un 
48,32%, compensando el 40,5% de ascenso en los gastos de explo-
tación originado, por supuesto, en la expansión de las actividades 
de la empresa pero, también, como dijimos, en los costos elevados 
del abastecimiento de escalas en zonas poco accesibles por tierra 
y en el aumento de los precios de insumos y equipos importados 
a causa de la Segunda Guerra Mundial (MB, 1941 y 1945). En ese 
marco, la empresa obtuvo beneficios y distribuyó utilidades.22

Avanzada la guerra, sin embargo, el panorama comenzó a 
complicarse para la aerolínea. A la escasez y el encarecimiento de 
repuestos, equipos y combustibles causados por el conflicto bélico 
y los problemas de divisas de la Argentina, se sumaron desde 1942 
las perturbaciones producto de las presiones económicas ejercidas 
por Estados Unidos frente a la negativa argentina a entrar en la 
guerra, lo que en conjunto dificultó las operaciones de la compañía 
y detuvo los planes de expansión del servicio. Los directores de 
Aeroposta vislumbraban que, en un futuro cercano, sería necesario 
además realizar cuantiosas inversiones para adquirir aviones de 
nueva generación –que la industria militar estaba desarrollando al 
calor del conflicto– y para adaptar la infraestructura de tierra a las 
exigencias de las nuevas máquinas. Por otro lado, aunque confia-
ban en que esa transformación proveería la solución definitiva a 
los problemas de rentabilidad del transporte aerocomercial, creían 
que sería necesaria un mayor apoyo financiero del Estado y defen-
dían, más que el subsidio, un esquema de compañías mixtas en 
las que el Estado se hiciera cargo de los déficits y supervisara sin 
intervenir en la administración cotidiana (MB 1941, 1942 y 1945; 
Aeroposta, mayo de 1940, pp. 12-13).

22	Los accionistas recibieron utilidades anuales de entre el 6 y el 7% de los 
beneficios. En 1945, cuando ya estaba avanzado el proceso por el cual Aeroposta 
pasaría a formar parte de una nueva empresa mixta, se repartió un dividendo 
normal del 6,5% y otro complementario del 3,5%.
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Aeroposta y el desarrollo de la Patagonia

Los buenos resultados alcanzados hasta 1941 se debían sin duda 
al apoyo del Estado y esto resultó seguramente un factor de peso 
a la hora de decidir encarar y mantener la ruta precordillerana. 
Las memorias, que evitan toda mención al subsidio, achacaban en 
cambio la prosperidad de la empresa al modo favorable en que la 
coyuntura internacional había impactado en la Patagonia, sobre 
todo por “los precios excepcionales alcanzados por su principal 
producto: la lana” (MB, 1941, p. 2).

Tras la caída de precios durante la Gran Depresión, aunque en 
niveles menores que los de la Primera Guerra Mundial, el nuevo 
conflicto bélico internacional incrementó los precios de la lana y 
estimuló su demanda. Los efectos sobre la economía ovina pata-
gónica se vieron, desde 1942, crecientemente neutralizados por el 
boicot norteamericano a los productos argentinos. Sin embargo, 
la expansión de la industria textil local, que llegó a abastecer por 
completo al mercado interno y exportaba crecientemente su pro-
ducción, amplió la demanda de lana patagónica (Belini, 2009, pp. 
143-149). Las existencias de ganado ovino, relativamente estables 
desde 1914, aumentaron cerca de un 20% entre 1937 y 1947 (Lobato 
y Suriano, 2000, p. 573).

De la mano de la explotación ovina, de la acción de la 
Dirección de Parques Nacionales (Piglia, 2012) y de la activi-
dad petrolera (Gadano, 2006, pp. 405-441), algunas zonas de la 
Patagonia comenzaron a prosperar y a crecer. Así sucedió, por 
ejemplo, en Comodoro Rivadavia y sus alrededores: para 1917 la 
población total de la zona de Comodoro Rivadavia se estimaba 
en 3.232 habitantes, casi la mitad de los cuales residían en el cam-
pamento de YPF; treinta años más tarde había aumentado en más 
de veinte mil habitantes. Sin el estímulo de la actividad petrolera 
otras zonas habían crecido también, aunque de forma mucho 
más moderada: el departamento de Rawson –que comprendía la 
localidad de Trelew– había pasado de 7.226 habitantes en 1914 a 
9.605 en 1947. 

La Aeroposta colaboró con esta expansión y fue una de sus 
beneficiarias. Para 1945 mantenía tres frecuencias semanales con 
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destino final a Comodoro Rivadavia;23 su presencia en la Patagonia, 
conduciendo con regularidad y relativa rapidez correspondencia 
comercial, medicamentos, repuestos e insumos, era vital para aten-
der las necesidades de la población y de los negocios. La expansión 
de la carga transportada, a la que nos referimos anteriormente, 
resulta un dato elocuente al respecto. Además de crecer en volumen 
(véase cuadro 1), según lo señalaba la propia compañía en 1940, la 
carga había crecido en variedad. Esto implicaba una cierta compe-
tencia con el comercio de las diferentes localidades –habituado a un 
mercado relativamente cautivo– y probablemente generara algunas 
rispideces. La revista que la Aeroposta comenzó a publicar en 1938 
reflejaba esta tensión en una extensa aclaración respecto de las 
ventajas que esos envíos tenían para el propio comercio patagónico 
ya que hacían “notar al comerciante local la conveniencia de traer 
determinada mercadería” (Aeroposta, mayo de 1940, p. 31).24

El transporte de pasajeros fue, sin embargo, el rubro de mayor 
crecimiento (véase cuadro 1) y fue aumentando su importancia 
relativa respecto del transporte de correspondencia, que había 
sido la base del negocio aerocomercial a comienzos de los años 
treinta.25 Sin embargo, comparado con el período posterior a 1945 
–cuando se multiplicaron las rutas y los vuelos patagónicos– resul-
taba todavía relativamente reducido.26 La capacidad de carga de 

23	Los tres vuelos semanales realizaban el trayecto hasta Comodoro con escalas 
en Bahía Blanca, Carmen de Patagones y Trelew; uno de ellos continuaba luego 
hasta Río Gallegos por la costa y al día siguiente hasta Río Grande, con escalas 
en Puerto Deseado y San Julián, mientras un tercer vuelo semanal llegaba hasta 
Río Gallegos por la ruta cordillerana.

24	La revista se publicó por lo menos hasta 1941. Es posible que se distribuyera, 
además de entre los pasajeros, en comercios y oficinas en la Patagonia, ya que 
parece estar destinada también a un público que aún no vuela y contiene, sobre 
todo, publicidad de esa región.

25	La cantidad de pasajeros se multiplicó por 10 entre 1933 y 1945, mientras se 
cuadruplicaba la correspondencia transportada (MB, 1941, 1942 y 1945). 

26	En términos de ingresos, disponemos de cifras solamente para 1946, 1947 y 1948, 
pero su comparación resulta ilustrativa. En 1946 se transportaron 8.300 pasajeros 
(unos mil más que en 1945) y los ingresos por venta de pasajes representaron 
cerca del 50% de los ingresos de explotación totales; en 1947, en cambio, viajaron 
14.700 pasajeros y los ingresos generados por esos pasajes representaron el 63% 
de los ingresos totales; en 1948 viajaron más del doble (40.952) y los ingresos 
procedentes de esa fuente representaron ya casi el 80% de los ingresos totales. 
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los trimotores era todavía relativamente pequeña y las poblaciones 
atendidas, con la excepción de Comodoro Rivadavia, también lo 
eran. Contrastadas con los aviones posteriores a la Segunda Guerra 
Mundial, estas aeronaves, aunque mucho más seguras que las 
anteriores, resultaban bastante incómodas para los pasajeros. No 
tenían servicio a bordo ni sanitarios y la cabina no se presurizaba, 
por lo que debían volar más bajo que los aviones actuales y sufrir 
fuerte turbulencia, agravada por los intensos vientos de la región, 
con los correspondientes malestares físicos asociados al continuo 
movimiento del avión. Las escalas eran muy frecuentes: siete entre 
Buenos Aires y Río Gallegos, por ejemplo, y en las postas de rea-
bastecimiento todo el pasaje debía descender por seguridad, ya 
que la aeronafta era mucho más inflamable que los combustibles 
actuales. Esto extendía enormemente los tiempos del viaje: el vuelo 
a Río Gallegos, que salía de Buenos Aires los domingos y los jueves, 
demoraba unas 13 horas (Potenze, 1987, pp. 34 y 71). 

Amén de incómodo, volar resultaba aún una práctica extraña y 
percibida como riesgosa. La revista de la compañía buscaba familia-
rizar a los potenciales pasajeros con el viaje en avión: junto a notas 
sobre los seguros detalles técnicos de los Junkers o de las instalacio-
nes meteorológicas y de radio que la compañía tenía, publicaba una 
sección específica, “¿Ha viajado usted ya en avión?”, que enfatizaba 
la seguridad del nuevo medio de transporte. “¡Cuán equivocados 
están los que aún creen que viajar por el aire es más peligroso que 
viajar por tierra!”, se lamentaba la revista en 1940, mientras afirma-
ba que había mayor riesgo en cruzar una calle del centro de Buenos 
Aires, que en subirse a un avión (Aeroposta, mayo de 1940, p. 15). El 
lector temeroso al que estas notas se referían no era, se sostenía, el 
de la Patagonia: “Allí, diez años de convivencia con la Aeroposta 
han producido ese estado de comprensión y fe en la aviación que 
hace que sus habitantes empleen para sus viajes el avión con la 
misma naturalidad que si se tratase del tren o el automóvil”. Como 

En septiembre de 1947 se introdujo una rebaja en la sobretasa por correo aéreo, 
lo que contrajo aún más la importancia de la correspondencia en los ingresos de 
explotación de la compañía (MB, 1947 y 1948).
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ejemplo de esa “conciencia aeronáutica”, la nota se ilustraba con 
la foto de un grupo de jovencitas residentes de Tierra del Fuego y 
alumnas de colegios en Buenos Aires, “cuyos padres las confían al 
avión con la misma tranquilidad que si las enviasen por barco. Es 
decir, no, con mayor tranquilidad, porque en avión el viaje solo dura 
horas, mientras que por mar son ocho o diez días de preocupación 
para los familiares” (Aeroposta, abril de 1939, p. 42).

El dramático acortamiento del tiempo era sin duda el elemento 
más competitivo del avión: quienes necesitaban viajar con premu-
ra se arriesgaban a algo que todavía resultaba, para muchos, poco 
seguro. Un relato de un viaje de un hombre “de tierra adentro” de 
la meseta patagónica refleja esta situación que seguramente era la 
norma: 

Tratábase de una gran urgencia, y por ello no ha vacilado 
en dejar, por primera vez, a su fiel caballo […] y�se ha 
“largado” en avión. Acaba de terminar el viaje y él ha que-
dado muy satisfecho del experimento […]. El Progreso, en 
su manifestación más terminante, la aviación, ¡lo acaba de 
ganar para siempre! Sin duda habrá echado de menos a 
su caballo, ¡pero ha quedado tan contento de constatar lo 
rápido, cómodo y seguro que se viaja en avión! (Aeroposta, 
noviembre de 1938, p. 19.)

En otros puntos de la ruta, en los que la población era más bien 
escasa, la línea revelaba su relación estrecha con los grandes inte-
reses económicos locales. Así, la extensión de la línea hasta Río 
Grande, que en 1940 contaba con una población de cerca de 500 
personas, se justificaba por la importancia vital que tenía para 
los negocios de algunos grandes estancieros. “Si el pueblo de Río 
Grande presenta, por el momento, escasa importancia y ofrece 
pocos atractivos, no sucede lo mismo con las relativamente nume-
rosas estancias del territorio, algunas de ellas muy importantes”, 

sostenía la revista de Aeroposta en 1940, refiriéndose al viaje 
de inspección de la línea del nuevo director de aviación civil, el 
mayor ingeniero Francisco de Arteaga (Aeroposta, mayo de 1940, p. 
5). En Río Grande, de Arteaga recibió la hospitalidad de la familia 
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Menéndez Behety y visitó la estancia modelo “María Behety”. El 
viaje de inspección fue ocasión para que vecinos y funcionarios 
de Aeroposta presentaran ante el nuevo director la petición para 
extender la línea hasta Ushuaia, un viejo sueño de los pilotos que 
volaban en el sur (García, 1972).

Durante la buena estación, el correo del avión es transpor-
tado desde Río Grande hasta la capital del territorio por 
un mandadero a caballo, pero cuando la nieve intercepta 
el camino, Ushuaia queda aislada, sin más comunicación 
que la muy precaria que, con intervalos aproximados de un 
mes, le aseguran los transportes de la Armada (Aeroposta, 
mayo de 1940, p. 5). 

La empresa ofrecía el establecimiento de un ramal local Río 
Grande-Ushuaia, con un avión exclusivamente destinado a ese 
tramo (para no comprometer la regularidad de la línea principal) 
y que volaría solamente si el clima lo permitía. Sin embargo, las 
difíciles condiciones para el aterrizaje en Ushuaia y su menor 
atractivo económico (aunque estaba más poblada) pospusieron la 
instalación de servicios aéreos regulares hasta 1948.

Si la línea se volvió un elemento protagónico en la vida de las 
poblaciones patagónicas y en su economía, desempeñaba también 
un papel de creciente importancia desde la óptica del Estado, en el 
que había arraigado una concepción del transporte aéreo como un 
servicio público, como factor de fomento de la integración nacio-
nal y del progreso. Durante los años treinta, el Estado Nacional 
planificó y construyó una red nacional de caminos troncales, 
que rediseñó la circulación de bienes y personas, superponiendo 
su malla a la del ferrocarril. A partir de 1935, el Estado nacional 
procuraría –todavía con poco éxito– aplicar este modelo, que 
planificaba, ordenaba y regulaba, unificando bajo una única línea 
el espacio aéreo.27 En ese marco y aunque la política al respecto 

27	A principios de 1935 fue finalmente aprobada la adhesión de la Argentina a 
la Convención de París sobre aeronavegación internacional de 1919, lo que 
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siguiera siendo hasta mediados de los años cuarenta muy frag-
mentaria, la autorización de la ruta precordillerana de Aeroposta 
muestra cómo el Estado apoyó el desarrollo de rutas aéreas que 
permitían mejorar la integración de zonas fronterizas muy escasa-
mente pobladas y mal comunicadas y por cuya soberanía se temía. 
Para esas localidades, como Cañadón León (que para 1947 tenía 
algo más de 500 habitantes) o Calafate (en el Lago Argentino, con 
368 habitantes en 1947),28 el papel de la aerolínea era fundamental, 
especialmente en los largos inviernos en los que quedaban por 
completo aisladas del resto del país. 

El intento estatal de trazar y centralizar la regulación de 
las rutas del aire cristalizaría unos años más tarde, cuando las 
transformaciones tecnológicas y las ansiedades que generaba 
la Segunda Guerra Mundial impulsaron al Estado a regular y a 
encauzar de manera clara y con una política nacional definida, la 
actividad aérea comercial

El fin de la Aeroposta S. A.: la nueva política estatal 
y el advenimiento de las compañías mixtas

La Segunda Guerra Mundial trajo aparejada una revolución 
tecnológica y de los equilibrios geopolíticos y económicos, plan-
teando a las naciones agudos interrogantes sobre el futuro. 
Parecía innegable que, una vez terminada la guerra, la actividad 

dio un marco más moderno a la regulación de la actividad aerocomercial. 
Promulgada la ley, a la Dirección de Aeronáutica Civil se le encomendó el estudio 
y la elaboración de un plan para una red nacional de rutas aéreas internas, que 
debían ser puestas a remate público. Para definir los requisitos del remate y 
fijar la política aérea nacional más conveniente, el presidente Agustín P. Justo 
encomendó un pormenorizado estudio sobre el tema, que fue presentado en 
1938. El anteproyecto de ley orgánica de aviación civil propuesto por ese informe 
no llegó sin embargo a sancionarse; tampoco se definió claramente una política 
aerocomercial, ni se realizaron concursos para la adjudicación de nuevas rutas y 
el panorama continuó dominado hasta 1945 por medidas parciales.

28	El extremo norte de la línea precordillerana, la localidad de Perito Moreno en el 
Lago Buenos Aires, era por entonces la más poblada, con casi mil habitantes en 
1947.
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aerocomercial iba a experimentar un impulso decidido; también 
resultaba cada vez más claro que Estados Unidos iba a ser la voz 
cantante: su industria aeronáutica superaba a la europea ya desde 
antes de la guerra y lideraba claramente, luego de la guerra, la 
producción de aeronaves; sus aerolíneas eran las más prósperas y 
extendidas y su gobierno apoyaba la expansión de estas empresas 
en el mundo, promoviendo agresivamente una política de liber-
tad de competencia a nivel mundial. Sin embargo, se trataba de 
una etapa todavía relativamente plástica, en la que la aviación 
comercial mundial estaba aún cobrando forma y las presiones 
norteamericanas encontraron una fuerte, y relativamente eficaz, 
resistencia. Así en septiembre de 1944, en la conferencia interna-
cional sobre aeronavegación comercial, Gran Bretaña se opuso a 
las pretensiones de Estados Unidos de que se garantizara libre 
competencia universal, proponiendo, en cambio, la regulación 
del uso de las rutas. Los acuerdos alcanzados en este encuentro y 
las conferencias de los años siguientes (de las que participó muy 
activamente la Argentina) establecieron el control de cada Estado 
sobre el acceso al cabotaje para defender los intereses locales de 
situaciones de dumping organizadas fuera de sus fronteras; los 
vuelos internacionales de empresas extranjeras, por otra parte, se 
autorizaban, en general, sobre la base de acuerdos recíprocos entre 
países (Perucchi, 1984; Potenze, 2012).29 La supervivencia de las 
empresas aerocomerciales locales frente a la arrasadora competen-
cia norteamericana dependió entonces, en esta etapa, de manera 
fundamental de la protección que les brindaron los Estados. 

La guerra trajo, además, una transformación radical en la 
tecnología aérea, tanto en los aviones en sí (fuselaje, motores, 
instrumental de vuelo), como en la infraestructura de tierra nece-
saria (radares, por ejemplo), una mayor disponibilidad de pilotos 

29	En la reunión de 1946 en Bermudas, Argentina defendió las negociaciones 
bilaterales y la reciprocidad como forma de organizar la aeronavegación 
internacional, tomando como base la igualdad entre las partes en cuanto a sus 
derechos sobre el tráfico originado en sus países y regulando la oferta en función 
de datos estadísticos de la demanda, para garantizar a los transportistas locales 
una cuota del mercado. 
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formados y una creciente familiaridad social con el hábito de volar. 
Tras el conflicto, rápidamente parte de los aviones de guerra se 
reconvirtieron para usos civiles y muy poco después comenzó la 
producción de una nueva generación de aviones para pasajeros.30 

Las líneas aéreas se enfrentaban a la urgente necesidad de 
reconvertirse tecnológicamente para alcanzar el estándar de la 
aeronavegación comercial que estos cambios técnicos fijaban a 
nivel mundial. Como dijimos, esto involucraba no sólo la compra 
de nuevos aviones y el entrenamiento de los pilotos; sino también 
una sustancial transformación de los aeródromos (campos con 
pistas de tierra) en aeropuertos con pistas largas y de concreto, 
capaces de soportar estos aviones más grandes y veloces, pero 
también mucho más pesados,31 y la modernización de los sistemas 
de seguridad en tierra, incorporando radares y mejorando los sis-
temas de comunicación radioeléctrica. Estás demandas excedían 
con mucho las capacidades técnicas y financieras de las aerolíneas 
y requerían necesariamente la participación de los Estados. 

Muchos Estados asumieron, en este marco, en parte o total-
mente la construcción y mejora de la infraestructura de tierra y 
consideraron prioritario ponerse incluso a la cabeza del desarrollo 
aerocomercial en sus territorios, como forma de asegurarse su esta-
tus de países modernos, impulsados por expectativas respecto de 
los efectos que la actividad tendría sobre sus economías, pero tam-
bién, e incluso principalmente, por consideraciones geopolíticas. 
Se multiplicaron las aerolíneas con capitales mixtos e incluso las 
líneas aéreas por completo (o prácticamente) de propiedad estatal: 
así, por ejemplo, Brasil nacionalizó el Sindicato Cóndor (de capita-
les alemanes) en 1941, al entrar en la guerra mundial, y Uruguay 
transformó a Pluna en empresa mixta, con un 83% de participación 

30	El contraste era dramático: si un Douglas DC-3 (norteamericano) podía llevar 
entre 21 y 28 pasajeros y volar a una altura de 1,6 km, un DC-6 –que salió al 
mercado en 1946– podía llevar entre 48 y 102 pasajeros y casi un 300% más 
de peso, tenía un 300% más de potencia, una cabina presurizada con espacio 
para que circularan los asistentes de vuelo y podía volar a casi 5 km de altura 
(Potenze, 2012). 

31	Las exigencias de los nuevos aviones llevaron en 1945 a la modificación del proyecto 
original del nuevo aeropuerto internacional de Ezeiza (Ballent, 2002, p. 16).
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del Estado en 1946, mientras el mismo año el gobierno francés se 
quedó con la mayor parte del paquete accionario de Air France.32

Para los militares que participaron del golpe de Estado de 1943 
en Argentina, el fortalecimiento del “poder aéreo nacional” era un 
aspecto central de la defensa de la soberanía que el nuevo contexto 
mundial imponía. Este proyecto tenía varias aristas: implicaba for-
talecer la aviación militar, procurar el desarrollo de una industria 
aeronáutica local, estimular el surgimiento de una “conciencia 
aeronáutica nacional” entre la población y, finalmente, también 
impulsar la aviación comercial. 

Con ese propósito, el gobierno de facto del general Edelmiro 
J. Farrell dictó en 1945 una serie de decretos que buscaban darle 
unidad a la política argentina en materia de aeronavegación. En 
enero de 1945 se creó la Secretaría de Aeronáutica; con eso, la 
Fuerza Aérea nacía como fuerza armada autónoma. Poco después, 
en abril, un nuevo decreto sentaba las bases de la política respec-
to de la aeronavegación comercial: la nueva norma establecía la 
soberanía nacional sobre el espacio aéreo nacional, nacionaliza-
ba toda la infraestructura de tierra, aeródromos y aeropuertos, 
comunicaciones y meteorología, y ponía en manos de la Secretaría 
de Aeronáutica el fomento de la aviación comercial y deportiva 
(decreto 9358, 27 de abril de 1945).33 Ya en 1944, Juan Pistarini 
(ministro de Obras Públicas), Juan D. Perón (ministro de Guerra) 
y Alberto Tessaire (ministro de Marina) habían resuelto la cons-
trucción de un gran aeropuerto internacional en Ezeiza, con un 
proyecto que respondía no al tráfico existente, sino a las optimistas 
expectativas respecto del tráfico aerocomercial de la Argentina en 
la posguerra.34

32	En Europa, Iberia, KLM, la Societé Anonyme Belge d’Exploitation de la 
Navigation Aérienne (SABENA) y Swiss Air eran también empresas mixtas o 
estatales.

33	Durante el gobierno de Perón, la Dirección de Aeronáutica Civil (que dependía 
de la Secretaría de Aeronáutica) pasó a la órbita del Ministerio de Transporte. Eso 
dejó a la aviación comercial argentina durante décadas entre dos aguas: el control 
de las Fuerza Aérea y el control civil. 

34	Se trataba de un proyecto muy amplio de intervención territorial que incluía, 
además del aeropuerto, instalaciones recreativas, zonas residenciales y una 
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El decreto de abril de 1945, que luego fue confirmado por una 
ley, reservaba las líneas aéreas de cabotaje para el Estado o para 
empresas mixtas, en las que los privados debían ser argentinos 
residentes en el país. Las líneas aéreas internacionales podían 
funcionar con algunas condiciones: debían ingresar al país por 
aeropuertos de frontera y abstenerse de realizar vuelos de cabo-
taje, y sus países de origen debían autorizar los vuelos interna-
cionales de aerolíneas argentinas.

Las nuevas compañías mixtas se organizaron sobre la base 
de la división de las líneas según zonas de influencia. Se crearon 
así tres empresas de cabotaje: ZONDA (Zonas Oeste y Norte 
de Aerolíneas Argentinas); ALFA (Sociedad Mixta de Aviación 
del Litoral Fluvial Argentino) y la Sociedad Mixta Aeroposta 
Argentina, que absorbió a Aeroposta Argentina S. A. (Patagonia). 
Se creó asimismo una línea aérea internacional, FAMA, sobre la 
base de LADE. El Estado participaba con un 20% del capital, pero 
se ocupaba de cubrir el déficit operativo y de garantizar al capi-
tal privado un dividendo mínimo del 5% del capital invertido 
(Gregoratti, 1996, pp. 76-79). 

Durante los poco más de dos años de existencia –entre febrero 
de 1947 y mayo de 1949– la empresa mixta Aeroposta, asistida por 
los dineros del Estado, amplió y hasta cierto punto modernizó su 
equipamiento y expandió enormemente la escala de sus opera-
ciones, cuadruplicando los kilómetros volados y quintuplicando 
el número de pasajeros (véase supra nota 26). La carga tuvo una 
evolución aún más impresionante, multiplicándose por ocho en 
esos dos años, a partir de la implementación de una política de 
fomento que incluyó el relevamiento de comercios a lo largo de la 
costa y la promoción del transporte tanto de manufacturas como 

autopista. Comenzada la obra en diciembre de 1945, fue oficialmente inaugurada 
el 30 de abril de 1949. Un año antes se había inaugurado el aeroparque de la 
ciudad de Buenos Aires, en terrenos cercanos al Río de La Plata. Inicialmente 
iba a tener también una dársena para hidroaviones, pero no llegó a construirse. 
Ambos aeropuertos se originaban en la sanción de la ley 12285/1935 que 
establecía la construcción de un aeropuerto para la ciudad de Buenos Aires 
(Ballent, 2002, pp. 10-16). 
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de productos perecederos, con una tarifa promocional inferior a 
los costos.35 

Todas las empresas mixtas resultaron deficitarias, aunque 
Aeroposta fue la más eficiente y exitosa de las cuatro. En 1949, el 
gobierno puso fin a la experiencia de las empresas mixtas, deci-
diendo su nacionalización y unificación en una única compañía: 
Aerolíneas Argentinas.

Conclusiones

Aeroposta fue la primera línea aérea regular de la Argentina, la 
“línea más larga del mundo” y luego “la más austral”. A lo largo 
de este capítulo hemos analizado su trayectoria desde sus orígenes 
y hasta su transformación en empresa mixta, preguntándonos, 
centralmente por sus vínculos con la Patagonia, un territorio de 
características peculiares y sobre el que las élites gobernantes pro-
yectaron ansiedades e ilusiones.

Supuestamente tomada en Francia, la decisión de instalar una 
línea desde Bahía Blanca al sur en 1928 resulta curiosa; el análi-
sis revela, en cambio, la trama local de relaciones entre pilotos, 
empresarios y terratenientes, que da cuenta de forma más cabal de 
un proyecto que buscó inicialmente sacar provecho de las necesi-
dades de transporte de correspondencia de la explotación lanera 
y la explotación petrolera en la región. A partir de su existencia, 
la línea se volvió rápidamente un elemento importante en la dura 
vida de las poblaciones patagónicas, que –según el relato de la 
propia compañía– un año más tarde la defendieron en la crisis que 
puso en riesgo su continuidad.

 

35	A la ida, los cargueros iban en 1948 al 61% de su capacidad; al regreso, 
transportaban casi exclusivamente productos de mar y los aviones volaban al 
21% de su capacidad. Los ingresos en concepto de cargas, crecieron a un ritmo 
mucho más lento que su volumen (un 167%), y representaban solamente un 7% 
de los ingresos de explotación totales, que reposaban mayoritariamente en la 
venta de pasajes (MB, 1948).
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El contexto era propicio: si en los años veinte el Estado miraba 
la aeronavegación comercial desde una concepción simplista del 
espacio aéreo, preocupada porque aviones extranjeros no vulne-
raran las fronteras, hacia los años treinta emergieron perspectivas 
más complejas. Los reverdecidos nacionalismos, muchos de ellos 
marcados por concepciones organicistas de diferente cuño, pusie-
ron particular atención a la cuestión de la integración territorial y 
del desarrollo económico como una de las dimensiones claves de 
la soberanía. Y si la línea de la Patagonia había venido a llenar ini-
cialmente una necesidad de las actividades económicas –no tanto 
de la escasa población–, a partir de los años treinta pareció brindar 
soluciones a las preocupaciones de las élites civiles y militares 
sobre la soberanía en la Patagonia y su progreso material. 

Fue en ese marco que desde el Estado se comenzó a pensar la 
aviación comercial como servicio público y como factor de progre-
so y desarrollo para la Patagonia y se decidió la intervención direc-
ta, primero, y el subsidio del transporte aéreo, después. La proyec-
ción de las rutas “necesarias” para el país por parte de la Dirección 
de Aviación Civil a mediados de los años treinta responde al afian-
zamiento de esa concepción. En lo relativo a la Patagonia, el pro-
yecto de la Dirección de Aviación Civil apuntaba al refuerzo de la 
soberanía en áreas aisladas (con una ruta precordillerana en Santa 
Cruz) y al fomento de sus actividades económicas, ya sea produc-
tivas o turísticas (con una ruta a Bariloche y a Esquel). Aunque 
no cristalizara todavía una política aérea centralizada y primaran 
las medidas parciales, ambas rutas, que habían sido demandadas 
por Aeroposta, se concretaron a principios de los años cuarenta: la 
primera se puso en manos de Aeroposta, la segunda, del Ejército 
(véase supra nota 21).36 

36	Otras iniciativas de la Aeroposta, que favorecían la integración con Chile (como 
la ruta a Punta Arenas), no prosperaron, probablemente porque no resultaban 
compatibles con el proyecto estatal para la región. El directorio de la sociedad 
mixta Aeroposta, en el que Pueyrredón y Menéndez Behety seguían teniendo 
cargos importantes, insistió desde 1947 con el proyecto de la línea a Punta 
Arenas, pero otras rutas recibieron mayor prioridad y ésta no llegó a concretarse 
(MB, 1948).
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La política de creciente apoyo estatal al transporte aerocomer-
cial se alimentaba también de la presión que la propia compañía 
lograba ejercer sobre el Estado, a partir de los vínculos que los nue-
vos dueños, y los intereses con los cuales se asociaban, tenían con 
los gobiernos conservadores, pero también a través de su protagó-
nica participación en la construcción de una esfera pública regio-
nal/local, en virtud del importante peso que tenían en la economía 
de la Patagonia. La revista de Aeroposta, la revista que publicaba 
La Anónima (una empresa a la que, como vimos, Aeroposta estaba 
ligada) o la participación en los congresos de Municipalidades de 
los territorios son algunas de las estrategias a partir de las cuales 
estos intereses procuraron constituir y liderar una opinión pública 
patagónica desde la cual interpelar a los poderes públicos y, a la 
vez, darles a sus reclamos particulares legitimidad, al hablar en 
nombre del interés general de la región. 

La actividad económica de la Patagonia y su población crecieron 
de forma apreciable entre la primera posguerra y los años cuarenta, 
aunque siempre por detrás de las expectativas que despertaba una 
región pensada a la vez como “vacía” y como plena de riquezas 
potencialmente explotables. La Aeroposta prosperó gracias a este 
crecimiento y al subsidio estatal, en una coyuntura de desarrollo 
técnico de la industria aeronáutica que mantenía en límites mode-
rados las exigencias en términos de inversión fija. Es difícil medir el 
impacto que la línea tuvo en el desarrollo de la Patagonia, pero no 
parece haber sido menor para la vida cotidiana de las poblaciones 
y para la marcha de los negocios en la región; un indicio al respecto 
es la perduración del interés de las familias Menéndez y Braun por 
el transporte aerocomercial (durante buena parte del siglo veinte), 
que se ligaba no solo a la rentabilidad del negocio en sí –superior a 
otras alternativas de inversión–, sino también, probablemente a la 
creciente importancia estratégica de la aviación comercial para la 
marcha de sus otros (y principales) negocios, como la exportación 
de lana y, sobre todo –frente a la expansión de la población pata-
gónica–, el abastecimiento de los mercados patagónicos a través 
de la red de almacenes que derivarían luego en los supermercados 
La Anónima. El apoyo del que la Aeroposta parece haber gozado 
en las diferentes localidades de la región y la perduración que ha 
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tenido en la memoria de la Patagonia, recordada como un factor 
de progreso crucial en la dura vida de los “pioneros”, son también 
indicios de este impacto.37
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2 | La planificación estatal y la cooperación 
económica en el primer peronismo

Introducción

En la segunda posguerra las democracias industriales debieron 
asumir el desafío de enfrentar las tendencias a la crisis de la eco-
nomía capitalista al tiempo que mitigar las desigualdades sociales. 
La planificación emergía como la solución que, a diferencia de la 
experiencia nazi fascista y soviética, podría preservar las libertades 
individuales y la propiedad privada. La obra de Karl Mannheim 
expresó el problema cuando sostuvo que ya “no cabe elegir entre 
planificación y laissez faire sino sólo entre buena y mala planifica-
ción” (1942 p. 13). Pero si durante la guerra la planificación había 
sido compulsiva, en la posguerra se impuso la idea de que sólo a 
través del consenso entre el Estado, los empresarios y los trabaja-
dores se podría articular una intervención estatal capaz de hacer 
frente a estos desafíos. Entonces, la participación de empresarios 
y trabajadores en la planificación tuvo un sentido tanto político 
(reducir incertidumbre y generar apoyos al sistema socioeconómi-
co) como práctico (diseñar políticas que permitan una expansión 
sostenida de crecimiento con inclusión social). 

El gobierno peronista procuró articular la planificación sobre 
estas bases, poniendo al Estado en el centro del sistema pero a su 
vez apuntando a integrar institucionalmente a los actores socio-
económicos.1 Distintos autores estudiaron la planificación en la 
Argentina, aunque mayormente fueron obras de síntesis que se 

1	 Por “actores socioeconómicos” se entiende a las asociaciones representativas de 
los empresarios y los trabajadores.
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enfocaron en la historia de su evolución organizacional, sin cen-
trarse específicamente en las particularidades de la experiencia 
peronista (Domenech, 1968; Montuschi y Vázquez Presedo, 1970; 
Oyuela, 1976; Fiszbein, 2010). Aquellos que abordaron este perío-
do generaron sustanciales aportes en distintos aspectos, como 
el proceso de construcción estatal (Berrotarán, 2003), el rol de la 
burocracia estatal (Stawski, 2012) o los avatares de las políticas 
económicas (Belini, 2009, Rougier, 2012). 

En cuanto a las especificidades de la planificación peronista, 
hay autores que subrayan la habilidad del gobierno para incor-
porar de forma efectiva, aunque selectiva, distintas demandas de 
la sociedad civil (Elena, 2005) o para señalar la brecha entre las 
ambiciones de transformación económica y los pobres resultados 
(Jáuregui, 2005). Sin embargo, son pocos los estudios que trataron 
el problema de la participación de los actores socioeconómicos en 
los organismos estatales que definían la planificación peronista; 
y quienes sí lo hicieron en general marcaron que dicha participa-
ción fue pobre y no contó con mecanismos estables y orgánicos 
(Jáuregui, 2004; Stawski, 2012; Wynia, 1986). 

Basándose en estos aportes, este trabajo analiza el problema de 
la cooperación económica, es decir, la forma en que el gobierno 
peronista buscó incorporar, directa o indirectamente, a los actores 
socioeconómicos en los organismos estatales que diseñaban la 
planificación económica.2 A partir de ello, se describe el particular 
modus operandi de la planificación económica y se discuten cuestio-
nes relativas a la construcción de la autonomía estatal, el modelo 
de desarrollo, el lugar de la industria y los conflictos sociopolíticos 
con y entre los actores socioeconómicos.

Si la planificación económica implica la racionalización de 
medios orientados al logro de objetivos socialmente deseables en 
forma eficiente y efectiva, está claro que la problemática incluye 
cuestiones tanto técnicas y económicas como sociales y políticas. 

2	 Por “cooperación económica” se entiende la vinculación de los actores socio-
económicos (empresarios y/o trabajadores) con las instituciones estatales que 
definen la planificación y las políticas económicas. 
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En este sentido, analizar el proceso de la planificación y la forma en 
que se incorporan los actores socioeconómicos permite adentrarse 
en los parámetros que sostienen los actores respecto del horizonte 
deseable por el que las distintas fuerzas sociales pugnan. En tanto 
que el Estado proyecta un determinado ordenamiento socioeconó-
mico, se pone de relieve la pregunta por la legitimidad del modelo 
que la planificación pretende construir y, con ello, la legitimidad 
de una determinada orientación de la intervención económica 
estatal (IEE).3

El problema de la relación entre la IEE y los empresarios ha sido 
estudiado por distintos autores. Chibber (2008) subraya que tanto 
la calidad y autonomía de la intervención estatal, como el grado 
de coincidencia de intereses y confianza entre el Estado y los capi-
talistas, resultan claves para entender la trayectoria de la planifi-
cación, es decir, del poder real del Estado y sus capacidades para 
orientar la industrialización. Castellani y Llanpart (2012) señalan 
la necesidad de estudiar las articulaciones entre el Estado y los 
privados, así como analizar las prácticas empresarias y sus condi-
cionamientos sobre la calidad de la IEE. Schneider (1999) enfatiza 
el rol de las asociaciones empresarias en cuanto al intercambio de 
información, gestión de negociaciones y generación de confianza, 
factores que intervienen en el “enraizamiento” de la autonomía 
estatal.4 Pero, como destaca Skopcol (1989), resulta imprescindible 
analizar en cada caso histórico cómo y de qué forma se construyó 
la autonomía estatal, algo que en el caso argentino implica tener 
en cuenta también al actor trabajador. 

En la Argentina, al igual que otros países de la región, la pla-
nificación en la segunda posguerra pasaba por la adopción de un 
determinado modelo de industrialización, aspecto que sin duda 

3	 La IEE alude genéricamente a las acciones u omisiones del Estado que tienen por 
efecto regular y modelar la estructura económica y las fuerzas del capital y el 
trabajo en un país. Al respecto, ver Castellani y Llanpart (2012).

4	 La categoría “autonomía enraizada”, opuesta a la de “aislamiento burocrático”, 
es utilizada por Evans (1996) para referir a las vinculaciones institucionales que 
ligan al Estado con los actores empresario, en las que se negocian objetivos rela-
tivos a las política públicas y hay intercambio de información.
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marcó y fue marcado por las interacciones del Estado con y entre 
los actores socioeconómicos. El estudio de la planificación y de 
lo que llamamos cooperación económica resulta relevante para 
dar cuenta, al menos en algunos de sus aspectos, del derrotero 
sociopolítico que transitó la industrialización sustitutiva en países 
de desarrollo intermedio como la Argentina, algo que no ha sido 
suficientemente estudiado. 

Este trabajo busca ser un aporte para comprender tanto la 
forma en que se buscó legitimar el modelo económico, y la plani-
ficación y la IEE que de él se derivaban, como la manera en que 
las interacciones Estado-actores socioeconómicos configuraron 
una determinada dinámica sociopolítica que afectó el proceso de 
planificación. 

Los orígenes de la planificación  
y el proyecto peronista

A partir de la crisis económica de la década de 1930 tuvo lugar un 
quiebre en la IEE, que adquirió una densidad y sistematización 
cualitativamente distinta a períodos previos. Así, más allá de que 
la IEE no se planteara una reorientación del modelo económico 
agroexportador, las políticas y los planes de los gobiernos conser-
vadores constituyeron antecedentes para la planificación argenti-
na y tuvieron ciertas características que vale la pena reseñar. En 
primer lugar, a partir del Plan de Acción Económica Nacional de 
1933, y culminando con el frustrado Plan de Reactivación Nacional 
de 1940, la IEE fue planteada como parte de un plan concebido de 
forma orgánica e integral. Éste es un punto importante porque 
empezó a legitimar la planificación así como la propia interven-
ción estatal. Segundo, estos cambios incluyeron una participación 
más sistemática de actores socioeconómicos, práctica que se ins-
titucionalizó a través de consejos y comisiones (Persello, 2009). 
El supuesto que justificaba dicha participación era que quienes 
tenían la “experiencia” (en particular los empresarios) disponían 
del “conocimiento técnico”, cuyo concurso se volvía “imprescindi-
ble” a fin de lograr una IEE efectiva. Tercero, la burocracia estatal 
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que diseñaba e implementaba las políticas comenzó a nutrirse más 
sistemáticamente con profesionales y técnicos, como el grupo en 
torno a Raúl Prebisch que trabajó junto a Federico Pinedo. La pro-
fesionalización de esta burocracia y la ampliación de la estructura 
estatal serían la condición de posibilidad para la autonomía estatal 
y para el surgimiento del peronismo como élite político-estatal 
(Sidicaro, 2002). 

Estas características de la IEE, su organicidad, la incipiente 
institucionalización de la participación y la emergencia de una 
burocracia más profesionalizada fueron configurando los oríge-
nes de la planificación económica. Es claro que la sistematización 
y densificación de la IEE marcó una evolución en la esfera de 
competencia estatal frente a la sociedad civil, lo cual significó 
la culminación de la construcción del Estado moderno (Oszlak, 
2006). En ocasiones ello provocó disputas con el poder económico 
establecido, tal como quedó demostrado con el fuerte conflicto 
desatado con la élite económica en 1942 a propósito del proyecto 
de ley que aumentaba los gravámenes al capital (Sidicaro, 1995; 
Sánchez Román, 2013). 

Luego del golpe militar de junio de 1943 se abrió un nuevo 
período en el que la política económica cobró un impulso más 
decididamente proindustrial y una renovada pretensión de auto-
nomía estatal (Campione, 2007). En los comienzos del gobierno de 
facto hubo coincidencias con los empresarios industriales, quienes 
apoyaron medidas como la creación de la Secretaría de Industria 
y Comercio, el Banco de Crédito Industrial Argentino (BCIA) y 
la ley de fomento industrial. En particular, fue muy bienvenida 
la ampliación e institucionalización de los distintos consejos que 
comenzaron a crearse rutinariamente en los organismos econó-
micos estatales, en 38 de los cuales la Unión Industrial Argentina 
(UIA) nombró representantes (Jáuregui, 2000 p. 208). 

Sin embargo, la orientación de las políticas estatales y la polari-
zación sociopolítica en torno a la aplicación de la legislación social 
impulsada por Perón no sólo alienó el apoyo y la legitimidad de 
la IEE a ojos de los empresarios, sino que además produjo una 
fuerte división en la sociedad y una politización de las relaciones 
socioeconómicas. La conflictividad que presidió la emergencia del 
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peronismo, junto con el enraizamiento proobrero que cobró la IEE 
peronista, marcaron los contornos sociopolíticos definitivos que 
terminó asumiendo tanto el proyecto peronista como la construc-
ción de la autonomía estatal (Sowter, 2014a). 

Resulta imprescindible tener en cuenta esta evolución a fin de 
analizar tanto la formulación e implementación de la planificación 
económica como sus resultados y consecuencias, buscadas o ines-
peradas. El actor que se analiza en este proceso es la élite política 
peronista, es decir, el grupo político que se constituyó en torno al 
liderazgo de Perón, que ocupó los principales puestos en el gobier-
no y que se organizó a partir del control del aparato estatal, deten-
tando un alto grado de homogeneidad ideológica (Sidicaro, 2008). 

La élite peronista se propuso una serie de objetivos sociales, 
políticos y económicos que configuraron el proyecto peronista, 
entendido este último como el conjunto de ideas, políticas y 
planes que a grandes rasgos legitimaron y articularon la IEE y 
que orientaron el modelo industrial sustitutivo en la segunda 
posguerra. Pero el proyecto peronista no se presentaba como un 
proyecto político más, sino que pretendía, a través de la planifica-
ción, refundar la nación. La condición era que todos los argentinos 
aceptaran un conjunto de valores incuestionables (un país “justo, 
libre y soberano”) que legitimaran la orientación de la IEE y la 
planificación (Sowter, 2014b). 

El pivote fundamental del proyecto peronista era el Estado, que 
era el garante de un amplio pacto social, que incluía a la burguesía 
nacional y los trabajadores, y que articulaba la cooperación esta-
tal-privada como modo privilegiado de organización del consen-
so. Si hay un núcleo duro dentro del proyecto peronista sin dudas 
es la idea de la “colaboración”. Básicamente en esto consistía la 
idea de la “comunidad organizada” y del “pacto social” que signó 
la estrategia sociopolítica de la IEE peronista hasta la muerte de 
Perón en 1974. 

De tal manera, la IEE y la planificación peronistas asumieron 
un determinado modus operandi, el cual configuró una forma de 
intervención singular y heterodoxa que le otorgó características 
distintivas a la política económica peronista (Sowter, 2014b). 
Dicho modelo constaba básicamente de dos grandes componentes. 
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Por un lado, estaba la participación de los actores, que podían 
expresarse acerca de las políticas a través de sus asociaciones 
representativas. Otro tipo de participación más indirecta pasaba 
por las distintas instancias en las cuales el Estado recababa deter-
minadas demandas, por ejemplo a través de instrumentos como 
las consultas directas, encuestas, llamados a formular propuestas, 
correspondencia.5 Por otro lado, el gobierno esperaba la colabora-
ción de los actores socioeconómicos, lo cual implicaba distintos 
grados de subordinación y alineamiento respecto de los objetivos 
gubernamentales. 

Este modus operandi combinaba aspectos del “corporatismo 
social”, construido “desde abajo”, con el “corporatismo estatal”, 
“desde arriba”, en lo que hace a la representación e incorporación 
de intereses en el Estado (Schmitter, 1974). Ello no debe confun-
dirse con la implementación de un corporativismo como régimen 
político. En este sentido, desde la década de 1920 la tradición del 
nacionalismo católico bregaba por dicho modelo, el cual buscó 
realizarse durante el gobierno de Uriburu (1930-1932). Si bien éste 
fue un fracaso, lo que sí hizo fue poner de relieve los problemas 
del sistema institucional que vinculaba a los actores socioeconó-
micos con el Estado. En este sentido, se observa un proceso de 
institucionalización de la cooperación económica en la década de 
1930 (Persello, 2009), que adquiere un nuevo impulso a partir del 
golpe de 1943 y que presenta un punto de quiebre con la llegada 
del peronismo al poder (Sowter, 2014a). 

En el caso del peronismo, ambos componentes, la participación 
y la colaboración, estuvieron siempre presentes en el proceso de 
la política económica, y adquirieron diferente peso según la dis-
tinta combinación de necesidades políticas, sociales y económicas 
del gobierno a lo largo del período. En función de este modelo 
de consenso, se diseñaron espacios institucionalizados para la 
cooperación económica, los cuales cumplirían una doble función: 

5	 Durante la formulación de las políticas, estas demandas podían o no ser incor-
poradas. Para el caso del Segundo Plan Quinquenal, ver Elena (2005); acerca del 
Consejo Nacional de Posguerra, ver Berrotarán (2003).
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práctica (formular soluciones efectivas) y de legitimación (gene-
rar aquiescencia en torno a las políticas). La centralidad de dicha 
política se manifiesta en su cristalización dentro de la arquitectura 
estatal peronista, desde el Consejo Nacional de Posguerra hasta 
el Congreso Nacional de la Productividad y Bienestar Social, 
pasando por el Consejo Económico y Social, el Consejo Económico 
Nacional y la Comisión Económica Consultiva. 

El gobierno esperaba que la participación y canalización ins-
titucional de los conflictos y demandas corporativas redundaran 
en un insumo de valor para una política económica efectiva y 
de calidad.6 Por ello, se requería la representación de todos los 
sectores de la nación en sendas organizaciones asociativas. Pero 
para poder formar parte de la “comunidad organizada”, una aso-
ciación profesional de tercer grado sería legítima sólo si cumplía 
determinados requisitos. Primero, debería ser representativa, a 
nivel nacional y sectorial, y “democrática”; es decir, debía ser la 
expresión de los trabajadores o el empresariado de todo el país, y 
no sólo de Buenos Aires, y de todo el capital, la gran y pequeña 
burguesía de la industria, el comercio y las actividades agropecua-
rias. Segundo, debía ayudar a (re)socializar a los trabajadores y 
empresarios en un sentido “nacional”, haciéndolos parte del con-
senso peronista. Tercero, serviría para efectivizar las negociaciones 
tripartitas, Estado-empresarios-trabajadores. Por último, debía 
servir a la legitimación de la IEE y el modelo económico, a la vez 
que canalizar la cooperación para la efectividad de la planificación 
económica. 

Sin embargo, los conflictos sociopolíticos en la emergencia del 
peronismo provocaron una fuerte politización de las relaciones 
socioeconómicas en toda la gama de actores empresarios y traba-
jadores. Ello provocó que el ideal de colaboración social peronista 
terminara cumpliendo un rol distinto al proyectado, limitándose 
a los requerimientos del gobierno en problemas específicos que 

6 Los problemas de calidad y efectividad de la IEE y su relación con los actores 
socioeconómicos están tratados, entre otros, en Castellani y Llanpart (2012) y 
Evans (1996).
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hacían a la planificación de un determinado modelo económico, 
que como veremos estuvieron relacionados con el sostenimiento 
de un “equilibrio” ente precios y salarios. 

La experiencia del Consejo Nacional de Posguerra (CNP) 
muestra claramente las vicisitudes de la planificación durante 
este período y evidencia la forma en que el conflicto sociopolítico 
afectó la política de la cooperación peronista. Además de ser uno 
de los primeros intentos orgánicos de planificación en el país, el 
CNP funcionó como un foro de alto nivel en donde empresarios 
y trabajadores cooperarían para definir el rumbo en la posguerra. 
Berrotarán (2003) muestra algunas de las herramientas que el 
CNP aplicó a fin de construir un diagnóstico consensuado sobre 
las posibles estrategias económicas, como encuestas empresarias, 
informes financieros y reuniones en los municipios. A través de 
estos mecanismos se recababa información acerca de los proble-
mas percibidos por los actores y sus demandas, que luego era 
incorporada a la planificación. 

Presidido por el entonces vicepresidente Perón y gestionado 
por su más cercano colaborador, José Figuerola,7 el CNP concebía 
una planificación que incorporaba la “colaboración” de empre-
sarios y trabajadores a través de sendas subcomisiones aseso-
ras.8 El “Ordenamiento Económico-Social” –principal producto 
de esta experiencia sobre la cual se formularía el Primer Plan 
Quinquenal–, se publicó en enero de 1945 y es una muestra del 
consenso que definió una idea de industrialización procesadora 
de materias primas y una política social activa. El documento 
sugería promover la producción de combustibles, energía eléc-
trica, maquinarias y transportes. La elaboración de planes y 

7	 Emigrado de España en 1930 tras la caída de la dictadura de Primo de Rivera, de 
la cual fue funcionario, Figuerola se desempeñaba en el Departamento Nacional 
del Trabajo en 1943 y se convertiría en la mano derecha de Perón, ocupando a 
partir de 1946 la Secretaría de Asuntos Técnicos (heredera del CNP) elaborando 
leyes, decretos, discursos de Perón y documentos del Partido Justicialista. El 
“Gallego” pertenecía al Grupo Bunge nucleado en torno a la Revista de Economía 
Argentina, dirigida por Alejandro Bunge. 

8	 Poco se conoce acerca del funcionamiento de estas subcomisiones, pero es preciso 
marcar que la obrera no llegó a constituirse. 
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proyectos en el área industrial quedó en manos de la Secretaría 
de Industria, a cargo de Emilio Llorens, también integrante del 
Grupo Bunge. Si bien es cierto que el sector privado no participó 
en la formulación de propuestas en esta área (Belini, 2006), tam-
bién lo es que Bunge y su grupo tuvieron fuertes vinculaciones 
con los sectores empresarios desde su mismo origen (Rougier y 
Odisio, 2014).

La paradoja entre la política de la cooperación económica pero-
nista y su escasa efectividad en estos años debe rastrearse en la 
dinámica del conflicto sociopolítco. En efecto, la polarización del 
período 1945-1946, de la cual el peronismo fue causa y consecuen-
cia, atentó contra la política de la cooperación económica, limitán-
dola a un papel más acotado y mayormente definida en términos 
de “colaboración”. Hacia septiembre de 1945 la UIA renunció a 
todos los espacios de participación dentro del Estado. Respecto 
del CNP, la revista de la entidad denunció que “hasta el presente, 
la labor de ese Consejo ha sido poco fructífera” (Revista Argentina 
Fabril, julio 1945, nº 919, p. 33). Luego de que Perón ganara la con-
tienda electoral, en mayo de 1946, el sector más antiperonista se 
impuso en las elecciones internas de la UIA. Con el argumento de 
que la entidad no se había “democratizado”, el gobierno decretó 
su intervención. Este desenlace pone de relieve la forma en que los 
parámetros del proyecto peronista determinaron la organización 
de los intereses corporativos. 

La planificación peronista y la colaboración  
de los actores en los años de bonanza

En términos generales, la planificación peronista apostaba a supe-
rar el modelo de desarrollo agroexportador al que se consideraba 
agotado y se proponía la industrialización del país. Ello suponía 
una reconsideración del rol del Estado en la economía, lo cual 
tenía como condición el desarrollo de capacidades en el plano 
institucional, burocrático y técnico. El norte que habría de seguir, 
y legitimar, la planificación y la IEE pasaba por el apoyo a la indus-
tria, que en la perspectiva oficial permitiría blindar al país tanto de 
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las amenazas externas (agresiones armadas y vulnerabilidad ante 
los ciclos económicos) como internas (revolución social). 

Pero la planificación no puede ser abordada sin antes tener en 
cuenta la estrategia sociopolítica más general. Entre 1946 y 1948 
el gobierno peronista buscó cumplir simultáneamente con dos 
objetivos: la consolidación política del movimiento y la expansión 
general de la economía, lo cual implicaba una combinación de 
necesidades políticas y económicas complejas. Con el Estado como 
articulador de la “colaboración” del capital y el trabajo, se procu-
ró que la “independencia económica” confluyera con la “justicia 
social”. 

Una vez ganadas las elecciones de febrero de 1946, se decre-
taron, todavía bajo el gobierno de Farrell, una serie de reformas 
institucionales que edificaron la infraestructura organizacional y 
burocrática de la planificación. La reforma del sistema financiero 
fue la piedra angular desde la que el gobierno operó la (re)“orga-
nización” de la economía y logró un control sin precedentes sobre 
sus principales variables. 

La nacionalización de los depósitos y las modificaciones al 
régimen de depósitos bancarios culminaron con la creación del 
llamado “Sistema del Banco Central”, gracias al cual el gobierno 
pudo controlar la moneda y el crédito y decidir hacia qué sectores 
orientarlo (Rougier, 2015). El Banco de Crédito Industrial, creado 
en abril de 1944 y reformado en junio de 1946, contribuyó a poten-
ciar las actividades industriales. El Instituto Argentino para la 
Promoción del Intercambio (IAPI) permitió la nacionalización del 
comercio exterior y su cuasi monopolización por parte del Estado. 
Ello implicaba la apropiación estatal de una parte de la renta agro-
pecuaria toda vez que los precios internacionales fueron mayores 
que los que se le pagaban al productor, situación que duró hasta 
1949.

La política económica se orientó bajo dos grandes objetivos: 
lograr una mejor distribución de los ingresos (“justicia social”) y 
una centralización nacional de las decisiones económicas (“inde-
pendencia económica”). En este sentido, se aplicó una política 
de ingresos basada en una doble redistribución: del campo hacia 
las actividades urbanas (a través del accionar del IAPI) y de los 



70 | estudios sobre planificación y desarrollo

empresarios a los trabajadores (a través de aumentos de salarios 
reales y la prestación de servicios sociales). La nacionalización 
de los ferrocarriles y otros servicios públicos y la expansión del 
Estado empresario fueron otras de las políticas que signaron este 
primer período. Las consecuencias económicas de estas decisiones 
no sólo permitieron un fuerte aumento de los salarios reales y de 
la participación de los trabajadores en el ingreso nacional, sino que 
además beneficiaron ampliamente a los empresarios industriales, 
especialmente a aquellos vinculados al mercado interno. Eran los 
años de oro del primer peronismo. 

Todas estas transformaciones institucionales operaron una cen-
tralización burocrática que reforzó el poder decisorio del Poder 
Ejecutivo frente a otras instancias estatales, como el Congreso, 
y otros sectores de poder, económicos y políticos. El proceso de 
reforma estatal se hizo desde una concepción según la cual el 
Estado debía basar su intervención sobre criterios de racionalidad 
técnica; de este modo, era el único actor habilitado para diagnosti-
car los problemas y determinar el curso óptimo de acción, aunque 
con los debidos “resortes consultivos”. La centralización burocrá-
tica y administrativa y la búsqueda de una mayor racionalidad 
técnica constituyeron las bases que posibilitaron la construcción 
de la autonomía estatal durante este período. 

El alma mater de esta reforma financiera fue Miguel Miranda, 
quien desde la presidencia del Banco Central de la República 
Argentina (BCRA) manejó la economía y dispuso de un enorme 
poder de decisión, lo cual le valió acusaciones de arbitrariedad 
y también de corrupción.9 En junio de 1946, pocos días después 
de asumido el gobierno, se creó la Secretaría de Asuntos Técnicos 
(SAT), que quedó a cargo de José Figuerola y que significó la 

9	 Miranda fue el prototipo de empresario argentino que se expandió al amparo 
del proteccionismo y la sustitución de importaciones. De ideología nacionalis-
ta, abogó por la “superación” del país agroexportador. Amasó su fortuna con 
una fábrica de hojalatas, pero pronto diversificó sus intereses en compañías de 
pesca, de conserva y líneas aéreas. En 1944, siendo representante de la UIA en 
el CNP, trabó amistad con Perón y fue designado director del Banco de Crédito 
Industrial. 
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institucionalización de la planificación económica que venía lle-
vando a cabo el CNP. 

La SAT cumplió básicamente tres grandes funciones: planifi-
cación, coordinación interinstitucional y cooperación económica. 
Desde esta oficina se continuó con la tarea primaria de confección 
de estadísticas, materia prima para la elaboración de cualquier 
plan.10 Pero sin duda su principal misión fue la formulación y 
ejecución del Plan de Gobierno o Primer Plan Quinquenal (PPQ) 
1947-1951. 

El Plan fue presentado por Perón y Figuerola en la Cámara de 
Diputados el 21 de octubre de 1946. Su tratamiento parlamentario 
se extendió hasta 1948 y la oposición, que se abstuvo de asistir a 
la presentación, aprobó solamente la mitad del Plan, denuncian-
do que otorgaba poderes arbitrarios al Poder Ejecutivo. Desde 
el punto de vista oficial, el PPQ fue el instrumento con el que se 
buscaba cumplir con los objetivos del proyecto peronista y llevar a 
cabo la “(re)organización” de la economía. En términos generales, 
el Plan cristalizó la estrategia de fortalecer el mercado interno y 
promover las industrias, buscando atender problemas estructu-
rales de la economía argentina, como la vulnerabilidad ante los 
vaivenes del comercio internacional. Además, buscó prever la 
demanda de materias primas, energía, maquinarias y equipos y 
programó obras e inversiones para cubrirlas. 

Aunque el propio gobierno buscó legitimar el Plan a partir de 
la industrialización que se proponía, ello no significaba per se un 
proyecto radical de transformación económica. El objetivo pasaba 
más bien por descentralizar las industrias y diversificar la produc-
ción. En efecto, si bien es cierto que la apuesta a la industrializa-
ción significaba un giro en el discurso público y en el lugar que 
ocupaba en la planificación, de las 27 leyes que formaban el Plan 
sólo dos trataban sobre la materia: la de fomento industrial y la de 
reforma aduanera. 

10 En 1944 se había creado la Dirección Nacional de Estadísticas y Censos, que 
centralizó esta función y desde donde se organizó el censo nacional ejecutado 
en 1947. 
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No obstante, se proyectaba una industrialización que iba un 
poco más allá del mero procesamiento de materias primas y de 
las ventajas comparativas, implícitas en los estudios del CNP. El 
PPQ proponía tanto el fomento de industrias existentes (textil y 
metalúrgica), como de nuevas industrias, que apuntaban a pro-
fundizar la sustitución de importaciones (aceros, laminados y 
productos químicos básicos), y aquellas de interés para la defen-
sa nacional y la promoción de industrias de exportación (Belini, 
2009: 22). Asimismo, el Plan disponía el rescate de la deuda 
externa pública y privada, la nacionalización de los servicios 
públicos y un plan general de obras para sanidad, educación y 
vivienda. El financiamiento se haría básicamente a través de los 
recursos crediticios que la reforma financiera ponía a disposición 
del Ejecutivo, una reforma impositiva, el uso de las reservas de 
oro y divisas y la emisión de títulos de deuda de forma bastante 
discrecional. 

La idea de que la “reorganización” de la riqueza en la economía 
llevaría a una rápida industrialización demuestra la visión en gran 
medida voluntarista en estos primeros años de gobierno. Con la 
reforma del sistema bancario y financiero, el uso del crédito pasó 
a ser una de las principales herramientas para recanalizar los flujos 
de capital, dirigiéndolos hacia la industria, “encargada” de agre-
gar valor y generar empleo. El campo cumpliría la “función” de 
producir la materia prima y las divisas, y el Estado, la de controlar 
y regular todo el proceso asegurando la distribución “justa” de los 
beneficios. En estos términos lo puso Perón cuando presentó el 
Plan en octubre de 1946: 

Debemos producir el doble de lo que estamos produciendo; 
debemos a ese doble multiplicarlo por cuatro, mediante 
una buena industrialización, es decir, enriqueciendo la 
producción por la industria; distribuir equitativamente esa 
riqueza y aumentar el estándar de vida de nuestras pobla-
ciones hambrientas, que son la mitad del país; cerrar ese 
ciclo con una conveniente distribución y comercialización 
de esa riqueza; y cuando el ciclo […] se haya cerrado, no 
tendremos necesidad de mendigar mercados extranjeros, 
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porque tendremos el mercado dentro del país y habremos 
solucionado con ello una de las cuestiones más importan-
tes, la estabilidad social.11

El PPQ no establecía un conjunto claro de prioridades ni una arti-
culada estrategia de industrialización por etapas. Más bien tendía 
a fomentar la reproducción del sistema económico, e industrial, 
existente. Si bien contenía ambiciosos objetivos, éstos eran dema-
siado amplios, poco específicos y no se detallaban los instrumen-
tos para alcanzarlos, careciendo de las disposiciones operativas 
necesarias para cumplirlos. 

No obstante, el Plan establecía grandes facultades al Poder 
Ejecutivo “para que realice en el término de cinco años el plan de 
industrialización general del país” (Presidencia de la Nación, Plan 
de Gobierno, Tomo 1, p. 409). Sin duda, se garantizaba una gran 
cuota de discrecionalidad al Ejecutivo para llevar a cabo el Plan, lo 
cual, por un lado justificaba los temores de la oposición y, por otro 
lado, revelaba en alguna medida la improvisación en los primeros 
pasos de la planificación. No obstante, también quedaba en claro 
la voluntad política para la protección y promoción de la industria. 

El Plan suponía una fuerte intervención estatal en la econo-
mía en general y en la industria en particular. Términos como 
“regular”, “controlar”, “intervenir”, “prever”, “orientar”, son 
recurrentes a lo largo del Plan. Pero si bien el control de la econo-
mía por parte del Estado era un requisito clave, tanto para lograr 
“reorganizarla” como para manejar las variables que permitirían 
la confluencia de los actores socioeconómicos en un modelo que 
garantizaba salarios altos a cambio de protección a la industria, 
los empresarios resintieron en distinta medida el nuevo papel del 
Estado y el accionar del gobierno peronista. 

En términos generales, los empresarios ligados a la ampliación 
del mercado interno, como la metalurgia liviana, los textiles y 
los pequeños y medianos empresarios del Interior, apoyaron la 

11	Revista Finanzas, nº 124-125, 1946, pp. 15-16.
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planificación y las políticas peronistas y se identificaron a través 
del nacionalismo económico. Pero aquellos vinculados al comer-
cio exterior, como los grandes intereses industriales, financieros y 
agropecuarios (incluyendo los pequeños productores) tendieron 
a oponerse. Todos criticaron el aumento del poder obrero en las 
plantas fabriles y las modificaciones operadas en las relaciones 
laborales, lo que pondría en primer lugar el problema de la pro-
ductividad. Dos cuestiones suscitaron especial preocupación en 
las filas empresarias: las prerrogativas ganadas a través de la 
firma de convenios colectivos, que incluso iban más allá de los 
beneficios garantizados por la legislación social peronista, y el 
accionar de las comisiones internas, que nunca fue regulado por 
el Estado y que fue denunciado como “ilegal” por los empresarios 
(Doyon, 2006). 

Los empresarios buscaron alguna forma de vinculación con 
el gobierno y/o los organismos estatales. A pesar de los intentos 
de reemplazar la intervenida UIA, como el caso de la Asociación 
Argentina de la Producción, la Industria y el Comercio y la 
Confederación Económica Argentina, los empresarios no lograron 
constituir una corporación que los representara y, a la vez, cum-
pliera con las exigencias oficiales de representatividad y “demo-
cratización”. La inexistencia de una central empresaria compara-
ble a la CGT fue el principal factor que dificultó la política de la 
“colaboración” que el gobierno preveía a fin de institucionalizar el 
vínculo con los empresarios (Rougier y Sowter, 2015). 

No obstante, el gobierno abrió distintas instancias por las que 
los actores socioeconómicos participaron en los organismos econó-
micos estatales. Primero, ocupando puestos de primer nivel en el 
gobierno, donde gozaron de un poder privilegiado en la definición 
de la política económica.12 Segundo, conformando los directorios 

12	Entre los principales empresarios estaban Miguel Miranda, presidente del BCRA, 
del IAPI y del Consejo Económico Nacional, que ejecutó la política económica; 
Rolando Lagomarsino, secretario de Industria y Comercio; Ernesto Herbín, pre-
sidente del BCIA; Orlando Maroglio, presidente del BCRA, y Aquiles Merlini, 
director del BCIA y director y vicepresidente del BCRA. Por su parte, los sin-
dicalistas ocuparon puestos en el Congreso Nacional, en las embajadas como 
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de instituciones medulares a la arquitectura estatal en el área 
económica, como el Banco Central y el de Crédito Industrial, 
entre otros. Tercero, y continuando con la experiencia del CNP, el 
gobierno institucionalizó distintos espacios para la cooperación 
económica, con la idea de que la participación de los actores socio-
económicos redundaría en una mayor efectividad y legitimidad de 
las políticas económicas y de la planificación. 

El primero de estos espacios fue creado por decreto en julio de 
1946: el Consejo Económico y Social (CES), como organismo con-
sultivo de la SAT, a cargo de José Figuerola. Este Consejo quedó 
finalmente conformado con trece funcionarios, once representan-
tes empresarios y doce trabajadores de los más variados rubros, 
sin quedar muy claro el criterio de integración. En julio de 1947 
se decretó la creación del Consejo Económico Nacional (CEN), 
organismo de control y coordinación de la política económica 
que incorporó al CES a su estructura y que culminó el proceso de 
centralización burocrática, consolidando así el poder de Miguel 
Miranda.13 

La experiencia del CES muestra que el rol de la cooperación 
económica en la planificación peronista estuvo sujeto a las nece-
sidades del gobierno en torno a un determinado “equilibrio” 
económico entre precios y salarios, que no era otra cosa que la 
sustanciación del equilibrio sociopolítico sobre el que el peronis-
mo pretendía basar su poder, construir su alianza de gobierno y 
legitimar la propia IEE. Esto es lo que se deriva del análisis de sus 
principales documentos, de los discursos de Perón y Miranda en 
el marco del CEN y de la transcripción taquigráfica de la reunión 
de junio de 1948 en donde empresarios y gobierno discutieron en 
torno a la orientación de la política económica. 

agregados obreros y en ministerios clave: José María Freire (sindicato del vidrio), 
en Trabajo y Previsión; Ángel Borlenghi (empleados de comercio), en Interior; 
Ramón Cereijo (asesor de diversos sindicatos) en Hacienda y Atilio Bramuglia 
(abogado de la Unión Ferroviaria), en Relaciones Exteriores. 

13	En 1947 el “zar de las finanzas” tuvo serias acusaciones de corrupción, lo cual le 
valió a Perón un entredicho con las Fuerzas Armadas. Miranda renunció al Banco 
Central, que quedó a cargo de su aliado Orlando Maroglio, y siguió manejando 
la economía desde el CEN.
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La función del Consejo, entonces, no fue la de viabilizar la parti-
cipación de los actores socioeconómicos para debatir y consensuar 
políticas en el marco de un determinado modelo económico, sino 
más bien la de resolver el tema puntual de la inflación de la posgue-
rra, clave para garantizar el equilibrio económico y sociopolítico. 
Por ello, se esperaba que el CES, por un lado, ayudase a mejorar la 
construcción de diagnósticos, canalizar demandas y elevar propues-
tas y soluciones a fin de legitimar las políticas implementadas, y, por 
otro lado, operara para que los actores socioeconómicos alineasen 
su comportamiento con los objetivos de la política económica. 

Sin embargo, estos espacios de cooperación tuvieron una 
dinámica unilateral y dependiente del gobierno, pues era éste el 
que convocaba las reuniones, de acuerdo a su calendario de nece-
sidades, y el que determinaba el temario y definía la pertinencia, 
recepción y difusión pública de las demandas empresarias. Habría 
que esperar a la crisis económica de 1949-1952 para que el gobier-
no activase con mayor decisión la efectividad de estos organismos 
que canalizaban la cooperación económica. 

Paralelamente, a lo largo de la ejecución del Plan de Gobierno 
y durante la implementación de políticas más específicas, como 
por ejemplo en el control de precios y la lucha contra el agio y 
la especulación, surgieron problemas tanto de administración y 
organización como de control. Si bien las políticas determinaban 
los objetivos, no quedaban claros los criterios que permitirían 
hacerlos efectivos ni los mecanismos para asegurar la reciprocidad 
por parte de los actores empresarios, por ejemplo en el caso del 
crédito. Con el propósito de afianzar las instancias de coordina-
ción del crecido aparato burocrático, se crearon en 1948 el Consejo 
de Coordinación Interministerial, encargado del control del plan 
de obras públicas, y el Consejo Federal Coordinador, a cargo de 
coordinar dichas obras nacionales con las provincias. Con la refor-
ma de 1949, estos organismos pasaron a depender de la SAT. 

Visto en términos globales, el período 1946-1948 –signado por 
una fuerte expansión económica, incremento de las ganancias 
empresarias y aumento del poder obrero y de su participación en 
la economía–, presenta una planificación económica fuertemente 
centralizada y con un tipo de cooperación con los actores que 
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más bien sería de “colaboración”, término que impregna todo el 
discurso oficial y que remite a una exigencia de subordinación y 
apropiación de los objetivos oficiales a ser cumplidos por los tra-
bajadores y, especialmente, por los empresarios. 

Crisis económica y reorientación de la planificación

Hacia mediados de 1948 se vislumbraron los primeros nubarrones 
económicos de la posguerra, lo cual puso en cuestión el esquema 
económico expansionista de los primeros años y las características 
de la estructura industrial divisa-dependiente de la industria-
lización sustitutiva, agravando así la dependencia de Estados 
Unidos.14 De esta manera, la crisis económica presentó serios 
desafíos a un proyecto político que buscaba la industrialización y 
la “armonización” del capital y el trabajo. Ello estuvo en la base 
de los cambios burocráticos y la reforma administrativa de 1949. 

En enero Miranda renunció al CEN y se retiró del gobierno, 
exiliándose en Uruguay. En su reemplazo asumió un equipo eco-
nómico con un perfil más técnico, con Alfredo Gómez Morales a la 
cabeza desde de la recientemente creada Secretaría de Finanzas.15 
La presidencia del CEN fue asumida por el ministro de Hacienda, 
Ramón Cereijo, y la nueva Secretaría de Economía quedó a cargo 
de Roberto Ares. José Figuerola fue reemplazado por Raúl Mendé 
en la Secretaría de Asuntos Técnicos.16 Al año siguiente se creó el 
Consejo Nacional de Planificación, que reemplazaba al anterior 

14 En 1947 este país implementó el Programa para la Reconstrucción de Europa. El 
llamado Plan Marshall excluyó a los productos argentinos, lo cual hizo que el 
país perdiera grandes porciones de sus tradicionales mercados.

15 Gómez Morales era contador y doctor en Ciencias Económicas y su trayectoria 
laboral la hizo básicamente en el Estado. 

16 Raúl Mendé, vinculado a la Iglesia Católica, trabajó en la Fundación Eva Perón 
y redactó algunos de los discursos de Perón. Contribuyó a la consolidación de la 
doctrina peronista y fue director de la Escuela Superior Peronista y de la revista 
Mundo Peronista. Desde el Ministerio de Asuntos Técnicos se encargó de la orga-
nización del Segundo Plan Quinquenal, en el que fue autor de las secciones de 
salud pública y sanidad. 
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Consejo de Coordinación Interministerial y del cual pasó a depen-
der el Consejo Federal Coordinador. 

Rougier y Stawski (2014) sostienen que estos cambios organi-
zacionales terminaron diluyendo el “Sistema del Banco Central” 
a tan sólo tres años de ser creado, pues el presidente pasó a ser el 
propio Secretario de Finanzas, por lo cual el Banco Central perdió 
su autonomía. El IAPI pasó a la órbita de Economía e incorporó 
representantes rurales en su directorio, dejando progresivamente 
el comercio en manos privadas y de cooperativas. Por su parte, el 
CEN acotó su rol al de coordinador interinstitucional de la acción 
económica del Estado y, como veremos, comenzó a desempeñar 
un rol clave en tanto canalizador de la cooperación económica. 

A raíz de la crisis económica se implementaron políticas que 
apuntaban de forma pragmática a resolver el problema de la 
escasez de divisas y la inflación. Entre otras medidas ortodoxas, 
se disminuyó el gasto público, se restringió el crédito y la circula-
ción monetaria, se desalentó el consumo y promovió el ahorro. En 
este período el CEN produjo tres documentos que marcaron los 
principales lineamientos sobre los que transcurrió la planificación 
económica: la “Situación económico-financiera del país”, del 31 de 
enero de 1949; el “Plan de acción en materia económica”, del 1 de 
junio de 1949, y la “Situación económica actual y perspectivas para 
1952”, de noviembre de 1951. 

El diagnóstico del nuevo equipo económico establecía que la 
escasez de divisas provocada por la disminución de las exportacio-
nes constituía el principal problema, y atribuía sus causas al despla-
zamiento de la producción agropecuaria por el crecimiento de la acti-
vidad industrial y el aumento del consumo interno que dejaba cada 
vez menos saldos exportables. Las políticas sectoriales debían apun-
tar a incentivar la producción y exportación agropecuaria, racionali-
zar y consolidar la industria y lograr un mayor disciplinamiento de 
los trabajadores con miras al aumento de la productividad.

En tanto la crisis económica puso de relieve transformaciones 
profundas al interior del modelo de desarrollo, el gobierno puso 
en marcha políticas que privilegiaban el aumento de la produc-
ción y que interpelaban a los empresarios por un mayor “com-
promiso”. Las nuevas prioridades llevaron al gobierno a ajustar 
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la estrategia sociopolítica de la IEE, cambiando el lugar que los 
empresarios habían tenido hasta ese momento, tanto en el plano 
económico (aumentando su participación en la economía) como 
en el sociopolítico (equilibrando el poder de los trabajadores y 
presionando para conformar una central única representativa del 
capital nacional). 

A fin de lograr que los actores socioeconómicos coadyuvasen 
a lograr los objetivos de la política económica, se creó en agosto 
de 1949 la Comisión Nacional de Cooperación Económica, que 
reemplazaba al CES como organismo consultivo del CEN. Si 
bien no fue muy efectiva ni contó con una eficiente organización 
burocrática, según se desprende de los discursos de algunos de 
sus participantes,17 su creación mostraba el mayor énfasis que el 
gobierno comenzó a poner en una planificación que debía “ser 
trazada sobre la base de coordinar en mayor medida la colaboración 
de todos los sectores del país […] a fin de lograr una plena iden-
tificación del pensamiento y de la acción del Capital, el Trabajo y 
el Estado, que contribuya a la orientación política inmediata y a la 
creación de planes orgánicos para el futuro” (decreto 18.814/49, 
subrayado propio). 

En el acto de constitución de la Comisión, en febrero de 1950, 
Perón enmarcó los cambios organizacionales dentro de las políti-
cas de “estabilización” que requerían de la “organización sistemá-
tica de la economía”; pero también brindó pistas para entender 
la lógica de la cooperación económica del período previo, pues 
sostuvo que aunque el accionar el CES “fue sumamente útil […], 
no pudo ser muy efectivo ni intervenir porque en las épocas de 
reformas hay que andar rápidamente. Las reformas que nosotros 
tuvimos que realizar no se prestaban para hacer muchas consul-
tas” (Subsecretaría de Informaciones, 1950, p. 14).

El empeoramiento de la coyuntura económica hizo que el 
gobierno reclamara con mayor fuerza por la organización del 
empresariado. Al igual que con la CGT, se esperaba que su 

17	Ver por ejemplo Consejo Económico Nacional, Equilibrio de Precios y Salarios, 1952.
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socialización a través de una central imbuida de los parámetros 
del “proyecto nacional” permitiría contar con una “colaboración” 
más decidida del capital. En mayo de 1950, frente a delegados de 
distintas cámaras de comercio, y recogiendo una de las demandas 
que los empresarios habían formulado en reuniones del CES en 
1948, Perón explicitó los nuevos lineamientos: 

Lo que yo quiero establecer es que nuestra Constitución 
dé al Estado la posibilidad de regular, en el orden general, 
un sistema que pueda ir siendo cada vez menos de control, 
vale decir, cada vez más libre, que no depende del gobier-
no, sino del propio comercio, de la propia industria y de la 
propia producción (Perón, [1950] 1997 p. 196). 

En la medida que el gobierno contenía los reclamos salariales a 
través del férreo control de la CGT, jugándose parte de su capital 
político, se volvía urgente contar con el compromiso empresario 
para aumentar la producción y respetar un acuerdo de precios. 
La cooperación económica por momentos pareció funcionar como 
un reemplazo transitorio de una central empresaria. En referencia 
a la Comisión Nacional de Cooperación Económica, Perón dijo 
en el discurso al Congreso en mayo de 1951 que “atendiendo a la 
necesidad imperiosa de una colaboración directa de los produc-
tores, hemos debido organizar nosotros mismos esa cooperación” 
(Perón, [1951] 1997 p. 269). 

Mientras tanto, la crisis económica arreciaba de la mano de una 
fuerte sequía que empeoró la producción agropecuaria. La infla-
ción promedió el 31% anual entre 1949 y 1951, algo inédito hasta 
ese momento. Luego de ganadas las elecciones presidenciales, que 
fueron adelantadas a noviembre de 1951 (debieron realizarse en 
febrero de 1952), el gobierno, reelecto con más del 60% de los votos, 
consideró la aplicación de un plan de ajuste más decidido, que 
cristalizó en el Plan Económico de 1952. Pero la negociación de un 
acuerdo de estabilidad de precios y salarios exigía la conformación 
de una única central empresaria. Por ello, en diciembre de 1951 el 
gobierno convocó a los empresarios a una reunión en la Facultad 
de Derecho, de donde surgieron tres confederaciones nacionales: 
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de industria, comercio y producción. Rápidamente, en enero de 
1952, se organizaron una serie de reuniones en el CEN, donde el 
gobierno exigió a empresarios y trabajadores que consensuaran 
propuestas para elevar al Poder Ejecutivo con el fin de “recuperar” 
y “mantener” el “equilibrio” perdido entre precios y salarios. 

La experiencia de lo que sería la Comisión Nacional de Precios 
y Salarios, muestra claramente esta nueva etapa, signada por la 
necesidad de comprometer a los empresarios en la lucha contra la 
inflación, pues parecía claro que las medidas represivas, como el 
control de precios y ganancias y el combate al agio, no resolvían el 
problema. Luego de arduas negociaciones, se acordó un congela-
miento temporario de los precios de algunos productos básicos, al 
tiempo que los salarios fueron aumentados y también congelados, 
apuntando a lograr una tregua en la inflación por dos años. Este 
acuerdo constituyó un capítulo del Plan Económico de 1952. Una 
de las cosas más valoradas por los empresarios fue la posibilidad 
de participar en estas instancias, fórmula que fue resumida por 
Gómez Morales: “que no saliera ningún precio sin conocimiento 
de las partes interesadas” (Consejo Económico Nacional, Equilibrio 
de Precios y Salarios, 1952, sexta reunión plenaria, p. 47). 

El gobierno esperaba que el conjunto de la “comunidad orga-
nizada”, que incluía tanto a las organizaciones como a los indivi-
duos, se movilizase en el cumplimiento de las metas trazadas por 
la planificación. El 18 de febrero 1952, por Radio Nacional, Perón 
en persona anunció el Plan de Emergencia Económica, luego de 
lo cual se distribuyeron a los diarios y las agencias copias del dis-
curso en un folleto cuyo acápite rezaba: “Para que cada argentino 
sepa lo que debe hacer”. A partir de esta etapa el gobierno juzgó 
clave la participación en la planificación: el “pueblo” debía empe-
ñarse “en la realización de los planes trazados por el gobierno” 
(Ministerio de Finanzas, 1952, p. 13). 

De forma progresiva pero en un sentido claro, se sistematizó 
el funcionamiento de los organismos para la cooperación econó-
mica y los actores, en especial empresarios, lograron participar en 
determinados aspectos de las políticas estatales. Esto implicó un 
cambio en el lugar que ocupaba el Estado, que pasó a ser el cus-
todio de una estructura institucional que buscaba funcionar como 
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ámbito de discusión para que los actores socioeconómicos propu-
sieran políticas concretas. Ello supuso un quiebre de proporciones 
importantes y que aún no ha sido suficientemente profundizado. 
En cualquier caso, está claro que este proceso en sí mismo no 
supuso una pérdida de autonomía estatal, pues los outputs genera-
dos por dichos organismos nunca asumirían la forma de políticas 
a ser aplicadas, sino tan sólo inputs que el gobierno utilizaría, de 
forma selectiva, para una IEE más efectiva y con mayores niveles 
de calidad. 

La participación empresaria y la colaboración 
laboral en los años finales del peronismo

El Plan Económico de 1952 ayudó a superar la crisis económica: 
para 1953 la balanza comercial subió a 330 millones de dólares 
corrientes mientras las reservas se ubicaron en 377,1 y la inflación 
cayó al 4%, y al 3,8% para 1954. Parte del éxito hay que atribuirlo 
a una política que supo combinar el ajuste ortodoxo en el corto 
plazo con formas de implementación heterodoxas, dentro de lo 
que se destacó el rol de la cooperación económica. Esta estrategia 
doble fue la que estuvo en la base de la confianza en el programa 
de estabilización, crucial para generar expectativas positivas en 
los actores. 

A fin de lograr la consolidación de esta nueva etapa econó-
mica el gobierno consideró necesario introducir nuevos cambios 
en la estructura estatal. En 1952 se creó la Secretaría de Asuntos 
Económicos, con jerarquía de Ministerio, a cargo de Alfredo 
Gómez Morales, y se sustituyó el Ministerio de Economía por el 
de Comercio Exterior, encabezado por Antonio Cafiero. Miguel 
Revestido se hizo cargo del Ministerio de Finanzas, Pedro J. 
Bonanni de Hacienda, y Raúl Mendé fue ratificado en Asuntos 
Técnicos. A cualquier efecto, la política económica continuó siendo 
definida por Gómez Morales, quien además presidió el CEN. 

Una vez pasado lo peor de la crisis económica, el gobierno 
se abocó a proyectar lineamientos de más largo plazo a través 
de la planificación. En este sentido, se apuntó a consolidar el 
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“equilibrio” en dos grandes esferas. Por un lado, entre la industria 
y la producción agropecuaria, algo que resultaba imprescindible a 
fin de atacar el problema de la escasez de divisas. Por otro lado, 
entre empresarios y trabajadores, es decir, entre precios y salarios, 
a fin de controlar la inflación. 

De esta forma, el Segundo Plan Quinquenal (SPQ) 1953-1957 
marcó los nuevos “objetivos nacionales” sobre dos grandes pilares: 
la producción primaria exportadora y la racionalización e integra-
ción industrial. Así, se puso mayor énfasis en aspectos como la 
productividad (por ejemplo, premiando con menores impuestos a 
los réditos los sectores más eficientes), la reducción del gasto públi-
co (incluyendo las inversiones y un mayor énfasis en el equilibrio 
fiscal), una política crediticia selectiva, un control más fino en las 
importaciones y la estimulación del ahorro interno. Cuando quedó 
claro que este último no sería suficiente, se abrió el camino para la 
incorporación de capital extranjero con la ley 14.222 de 1953. 

Pero la orientación económica no apuntó a desarmar el camino 
andado, por ejemplo volviendo al modelo agroexportador, sino 
que se profundizó el modelo industrial sustitutivo. El avance en 
la “etapa difícil” de la industrialización conllevó una progresiva 
retirada del sector público en la economía y una mayor partici-
pación del sector privado. A su vez, se dispensó un tratamiento 
más favorable al capital y un disciplinamiento más efectivo del 
factor trabajo, punto que se jugó en torno a la problemática de la 
productividad (laboral). 

A partir de ahora, el Estado sólo impulsaría las industrias en el 
caso de que el sector privado no estuviese en condiciones de enca-
rarlas, aunque también se retiró de otras áreas, como la construc-
ción. Así lo dejó en claro el propio Gómez Morales: “El sentido de 
la política en materia de construcciones está trazado con suficiente 
claridad. Se trata de disminuir las inversiones en obras públicas 
y de promover su aumento en las privadas, con lo cual se logrará 
que la industria tenga la suficiente estabilidad” (Ministerio de 
Asuntos Económicos, 1952, p. 25). 

La élite estatal peronista reconoció que el PPQ no había logra-
do los resultados propuestos, lo cual era atribuido, entre otras 
cosas, a la carencia de organismos de planificación que generaran 
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información estadística confiable. En cambio, el SPQ contó con 
condiciones técnicas superiores, no solamente porque se dispuso 
de mayor tiempo y se contaba con mayor experiencia técnica en la 
materia, sino precisamente porque se había desarrollado toda una 
infraestructura institucional que mejoraba la práctica de la plani-
ficación. Instituciones especializadas como la Dirección Nacional 
de Planificación, el Consejo Nacional de Planificación y el Consejo 
Federal Coordinador, que incluían en su seno representantes de 
gobiernos y ministerios de las provincias, organizaron la reco-
lección de información, con comisiones que recorrieron el país 
estableciendo contacto directo con cada región y acumulando una 
gran masa de información (Cos Cardoso, 1954). 

Por otra parte, a diferencia del PPQ, el SPQ estableció una 
jerarquía más clara en cuanto a los objetivos, priorizando el desa-
rrollo de la industria pesada: la siderurgia, la industria química, 
el aluminio y las industrias mecánicas y eléctricas. Esta profun-
dización de la industrialización requirió de fuertes y sostenidas 
inyecciones de capital, lo cual puso en el centro de la escena otro 
tipo de actores: los grandes capitales, en especial extranjeros, y las 
grandes fábricas, además de una intensificación en el accionar del 
Estado empresario. En términos generales, la estrategia económica 
dio resultados positivos en el período 1953-1955: el PBI creció en 
un promedio que rondó el 5% y la inversión, cerca del 17% anual, 
mientras que se logró un aceptable control de la inflación. 

El proceso de formulación del SPQ quedó en manos del 
Ministro de Asuntos Técnicos, quien atendió todo lo relativo a su 
desarrollo, incluyendo la coordinación con los gobiernos munici-
pales y provinciales. El Poder Ejecutivo mandó este proyecto de 
ley al Congreso el 28 de noviembre de 1952. En la primera semana 
de diciembre se llevaron a cabo las deliberaciones en la asamblea 
legislativa, aunque la oposición nuevamente se abstuvo de partici-
par. Finalmente, el SPQ fue convertido en ley (14.184) y comenzó a 
implementarse a partir del 1 de enero de 1953. 

Si hay algo que caracterizó al SPQ fue la forma que asumió 
su formulación, con el llamado a los individuos y a las organi-
zaciones a participar en el mismo. En el mensaje de presentación 
al Congreso, el Presidente y el Ministro de Asuntos Técnicos 
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enfatizaron este punto como condición para su efectivo cumpli-
miento. En palabras de Perón, la “unidad de concepción” que se 
deriva de la nacionalización de la “doctrina”, y que constituye el 
“alma” del Plan, era la base para la “unidad de acción”. Bajo estas 
condiciones, el logro de los objetivos precisaba de tres elementos: 
el conductor, cuadros políticos y la masa organizada (Segundo 
Plan Quinquenal, 1953, p. 15). 

De esta manera, la reorientación de la IEE y los cambios en la 
estructura estatal fueron acompañados por una intensa campaña 
para invitar a participar en la planificación. El 3 de diciembre de 
1951 Perón pidió por radio a toda la población y a las organizacio-
nes de la sociedad civil sugerencias, opiniones y necesidades “para 
contribuir al Segundo Plan Quinquenal” en el marco de la campa-
ña “Perón quiere saber lo que su pueblo necesita”, que acopiaría 
las distintas propuestas hasta marzo del año siguiente.18 Sin duda, 
toda esa gran masa de información, si bien informe y dispersa, 
constituyó tanto un insumo para la formulación de la planifica-
ción, como una herramienta de valor político. Esta campaña marcó 
el inicio de los intentos oficiales por hacer que la participación 
confluyera con la legitimación de la nueva orientación de la plani-
ficación y que ello redunde en mayor efectividad. 

“La organización integral de la comunidad es básica, abso-
lutamente básica, para que el Segundo Plan Quinquenal sea 
totalmente realizado en los objetivos que competen al pueblo”, 
enfatizó Perón en un ciclo de disertaciones radiales en febrero de 
1953 (Perón, [1953] 2000, p. 943). No casualmente era éste el tema 
del primer capítulo del Plan, la “Organización del Pueblo”, donde 
se determinaba como “Objetivo Fundamental”, “la conformación 
de la unidad del Pueblo Argentino sobre las bases y principios de 
la Constitución Nacional Peronista. A tal fin el Estado auspicia la 
organización integral de la comunidad nacional en sus sectores 

18 Archivo General de la Nación, Secretaría de Asuntos Técnicos, legajo 647. En 
estos archivos se pudo constatar gran cantidad de cartas, pedidos y propuestas 
de todo el país y de todos los niveles socioeconómcios. Para un análisis de este 
material, ver Elena (2005). 
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básicos: social, económico y político” (Presidencia de la Nación, 
Segundo Plan Quinquenal, 1953, p. 41). 

Las negociaciones tripartitas, que suponían un capítulo impor-
tante de la cooperación económica en la “comunidad organizada”, 
no habían funcionado aceitadamente en la medida que no existía 
una central empresaria legitimada por el gobierno y capaz de 
representar al empresariado nacional. Sin embargo, entre 1952 y 
1953, luego de definida la disputa intraempresaria en favor de los 
empresarios del Interior liderados por José Ber Gelbard, el gobier-
no otorgó el monopolio de la representación del capital nacional 
a la Confederación General Económica (CGE) a través de la ley 
14.295. Con ello quedaron constituidas las bases para el funcio-
namiento del sistema de negociaciones que el proyecto peronista 
preveía (Rougier y Sowter, 2015). 

Bajo estas condiciones, y acorde a la estrategia oficial, se llevó 
a cabo una nueva modificación en la estructura estatal de la 
cooperación económica: la creación de la Comisión Económica 
Consultiva (CEC). El decreto 1.516 del 28 de enero de 1953 que la 
creaba afirmaba: 

Es necesario disponer del asesoramiento permanente de 
representantes de las entidades de empresarios y de tra-
bajadores, tanto más si se tiene en cuenta la responsabi-
lidad asignada a esos sectores de la economía nacional, 
para el cumplimiento de otros objetivos del Segundo Plan 
Quinquenal. 

La CEC adquirió una dinámica más eficaz (cuatro miembros por 
cada sector representado del Estado, la CGT y la CGE) y, a dife-
rencia de los anteriores organismos, habilitó una participación 
más efectiva por parte de los actores socioeconómicos, en especial 
de los empresarios, quienes lograron introducir modificaciones 
en cuestiones como el control de precios. Presididas por el propio 
Presidente de la Nación o por el Ministro de Asuntos Económicos, 
la CEC preveía reunirse “por lo menos” una vez al mes para tratar 
distintas problemáticas y habilitar la elevación de propuestas al 
gobierno. 
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La Comisión estaba compuesta por siete comisiones que fun-
cionaban en los respectivos Ministerios (Nivel de Vida, Comercio 
Interior, Comercio Exterior, Industrias Extractivas, Industrias 
Agropecuarias, Industrias de Transformación, Vivienda). Sin 
dudas, la más importante fue la de Nivel de Vida, que absorbió 
a la Comisión Nacional de Precios y Salarios, y quedó bajo la 
órbita del Ministerio de Asuntos Económicos. De esta forma, 
empresarios y trabajadores debían negociar salarios y niveles de 
precios, una idea que fue bien recibida por la CGE (Brennan y 
Rougier, 2009). 

En 1954 tuvo lugar la última y definitiva reforma ministe-
rial, que estableció el Reglamento de la Ley Orgánica de los 
Ministerios. La estructura estatal quedó dividida en dos grandes 
áreas: la de conducción, a cargo de las secretarías, y las de ejecu-
ción, que quedó en manos de los ministerios. Esto formalizó la 
preeminencia de Gómez Morales dentro del gabinete económico, 
que desde la Secretaría de Asuntos Económicos, a cargo de Gómez 
Morales, manejó la política económica, ejecutada a través de los 
ministerios de Obras Públicas, Transportes, Hacienda, Agricultura 
y Ganadería, Industria, Comercio y Finanzas (Stawski, 2012). A su 
vez, la Secretaría de Asuntos Económicos asumió la presidencia 
del CEN, jerarquizando así la cooperación económica. 

La constitución de la CGE permitió al gobierno abrir la partici-
pación en varios niveles. Gelbard fue admitido en las reuniones de 
gabinete semanales y el comité ejecutivo participó en las distintas 
subcomisiones de la CEC para aconsejar sobre la planificación eco-
nómica. Sin dudas, la nueva central empresaria ejerció un conside-
rable grado de influencia en los últimos años del gobierno peronis-
ta. Por ejemplo, en 1953 Perón ordenó al Ministro de Finanzas que 
incluyera a la CGE al único representante de los empleadores en la 
planificación económica, específicamente en la determinación del 
papel a desempeñar por el Banco Industrial en el SPQ (Brennan y 
Rougier, 2009, p. 90). Respecto de la política industrial, el gobierno 
preveía que “la planificación en la distribución de divisas para las 
necesidades industriales será realizada con el asesoramiento de la 
Comisión Económica Consultiva” (Perón, [1953] 2000, p. 943-949). 
En 1954, el BCRA comenzó a conceder licencias de importación 
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para maquinaria industrial siguiendo las directivas de planes pre-
parados conjuntamente por el gobierno y la CGE. 

La CGE permitió al gobierno peronista poner efectivamente en 
acción la “comunidad organizada”, y así implementar políticas 
que dejasen progresivamente la economía en manos privadas. Con 
ello, el gobierno buscaba correrse del foco del conflicto sociopolí-
tico, pues ahora eran los actores los que, una vez socializados bajo 
los parámetros de la doctrina peronista, debían resolver los proble-
mas en común acuerdo y luego elevar propuestas al gobierno. En 
otros casos, se apuntó a que empresarios y trabajadores resolviesen 
sus conflictos, en temas como los convenios salariales y cuestiones 
relativas a la vida interna de las fábricas (disciplina y ausentismo 
obrero, rol de las comisiones internas, productividad). Sin embar-
go, la lógica del conflicto obligó al gobierno a seguir interviniendo, 
en especial en los casos de conflictos laboral-salariales. 

Desde las reuniones de 1952 sobre el equilibrio de precios y sala-
rios sostenidas en el CEN, y también en el Congreso General de la 
Industria de 1953 y el Congreso de Organización de las Relaciones 
Laborales de 1954, la expresión de la posición empresaria había 
logrado una mayor legitimidad en la “comunidad organizada”. El 
argumento era que para atacar “de raíz” el problema de la infla-
ción, debía aumentarse la producción y ello dependía de la produc-
tividad. Pero si la solución consistía en aumentar la productividad 
laboral y atar a ésta a la evolución de los salarios, el requisito previo 
pasaba por regular el comportamiento de las comisiones internas, 
combatir el ausentismo, el trabajo a desgano y la “industria del 
despido”. 

Esta posición confluía con el diagnóstico oficial, pues si duran-
te la crisis económica el gobierno se había limitado a exigir el equi-
librio de precios y salarios, a partir de 1953 se propuso atacar los 
problemas de fondo de la industrialización de cara al largo plazo. 
El apuntalamiento de la productividad prometía conciliar la suba 
de salarios con la acumulación de capital, aspectos cruciales tanto 
para la viabilidad del modelo económico como para la legitima-
ción del propio proyecto político. 

Sin embargo, y a pesar del libreto oficial, la clase trabajado-
ra luchó por una recomposición en los salarios reales y por su 
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participación en el ingreso nacional. El año 1954, cuando se reno-
vaban los convenios, se reactivó el conflicto laboral, medido por el 
número de huelguistas y de días perdidos (Doyon, 2006, p. 252). 
Claramente, el reanudamiento de la expansión económica fogo-
neaba la puja por la participación en el ingreso. Ante el riesgo de 
que ello provocara una nueva carrera entre precios y salarios, el 
gobierno formuló el “Plan de Acción para el Equilibrio Nacional” 
en octubre de 1954, que postulaba como principal objetivo mante-
ner el “equilibrio” de precios y salarios. Para ello, la productividad 
sería la “estrella polar” que “guiaría” la IEE y la planificación. Este 
Plan, el último del gobierno peronista, cristalizó los cambios que 
el gobierno venía operando en torno al papel del estado y de los 
actores socioeconómicos. La economía ya no sería un “organismo 
del estado”, tal como se pregonaba en 1945 desde el CNP, sino que 
quedaba en manos de la “acción coordinada de las fuerzas orga-
nizadas del Pueblo”. 

En una conferencia que Perón dio el 1 de octubre de 1954 que-
daron claros los nuevos “roles” que el gobierno esperaba de cada 
actor. El empresario debía racionalizar, organizar eficientemente 
la empresa e incorporar la técnica moderna. Los obreros “deberán 
esforzarse por aumentar su productividad”. Los consumidores, 
evitar “los despilfarros”. Los propietarios rurales “se esmerarán 
en explotar eficientemente sus campos”. Y, finalmente, el Estado 
debía proseguir con su “política de equilibrio presupuestario” y 
asegurar la consolidación y el mantenimiento del crecimiento con 
equilibrio (Perón, [1954] 2002, p. 437).

En esta última etapa queda claro que para la élite política pero-
nista la “función de gobierno” pasaba a ser materia de responsa-
bilidad compartida por la “comunidad organizada”. Ahora sería 
el Estado el que “colaboraba” con el sector empresarial, algo que 
sería garantizado a través de la participación directa de la CGE en 
los organismos económicos estatales. Ante la primera convención 
de presidentes, secretarios y tesoreros de las federaciones econó-
micas de las provincias en la CGE el 29 de junio de 1954, Gómez 
Morales sostuvo que “las organizaciones de la CGE podrían 
llevar a cabo ciertas tareas que actualmente realizan organismos 
estatales, aprovechando su experiencia y su conocimiento de las 



90 | estudios sobre planificación y desarrollo

necesidades del mercado” (Ministerio de Asuntos Económicos, 
1954, p. 16). 

Al mes siguiente, en otra convención de la CGE, Perón expuso 
la idea de evolucionar hacia una responsabilidad compartida en 
las funciones de gobierno: 

Lo que yo quiero es que ustedes se organicen y obliguen a 
todos los estamentos estatales y gubernamentales para que 
se cumplan en la realidad estas ideas que acordamos entre 
nosotros. Eso lo vamos a obtener solamente si al construir 
yo la organización estatal y gubernamental, y al construir 
ustedes sus organizaciones económicas, lo hacemos ya en 
grado de que a cada escalón del de ustedes corresponda 
uno de los nuestros […]. Yo he agregado a las obligaciones 
ministeriales de orden general, por primera vez en la histo-
ria argentina, la conexión, coordinación y funcionamiento 
permanente en coordinación y colaboración con las orga-
nizaciones populares. Eso llevará a lo que yo considero el 
gobierno verdaderamente representativo. Lo que yo deseo 
es asegurar las formas para que en la propia organización 
del Estado […] estén real y fehacientemente representadas 
todas las actividades del país. Perón ([1954] 2002), p. 293.

En diciembre de ese mismo año en la Confederación General de la 
Industria, Perón enumeró algunas áreas que se abrían dentro del 
Estado para la participación privada. En cuanto al nivel de pro-
tección, señaló: “Nosotros haremos el proteccionismo que la CGE 
nos aconseje” (Perón, [1954] 2002, p. 615). En cuanto al sensible 
problema de las divisas sostuvo: “También queremos que sea la 
CGE la que distribuya las divisas para reequipamiento, de acuerdo 
a las necesidades”. Además, se esperaba que la CGE asumiera “la 
responsabilidad de las decisiones gubernamentales […]; nuestro 
interés no está solamente en recibir esa colaboración, sino en com-
plicarlos a todos ustedes con nosotros, así cuando protestamos, 
protestaremos todos” (Perón, [1954] 2002, p. 616). 

El llamado que hizo el “Plan de Acción...” para la realización 
del Congreso Nacional de la Productividad y el Bienestar Social 
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para marzo de 1955 se inscribe en esta lógica de involucrar a los 
actores para consensuar políticas y así lograr que, por un lado, 
tengan una mayor efectividad, y, por otro lado, legitimar a su vez 
el disciplinamiento estatal en caso de que no se respete lo acor-
dado. Sin embargo, el enrarecimiento de la coyuntura política, el 
enfrentamiento con la Iglesia y los rumores de malestar en las filas 
militares se combinaron de manera que el gobierno no pudo pres-
cindir del sector obrero y mucho menos alienar su apoyo político 
disciplinándolo en nombre de la productividad. El golpe cívico-
militar de septiembre de 1955 no sólo significó una reorientación 
de la IEE sino que también puso fin a la experiencia peronista de 
planificación a través de la “colaboración”. 

Conclusiones

La planificación fue el instrumento que el gobierno peronista dis-
puso a fin de alcanzar los objetivos estratégicos, políticos y econó-
micos del propio proyecto. Sobre la base de un conjunto de metas 
ideales (“un país justo, libre y soberano”) se procuró construir un 
consenso que permitiese refundar la nación. Estos valores articu-
larían una “unidad” que permitiría resolver los problemas de la 
posguerra pero con miras al logro de los objetivos nacionales de 
más largo plazo. La “comunidad organizada”, en donde Estado, 
empresarios y trabajadores colaborarían para el logro de los 
objetivos comunes, era el ideal sobre el que el gobierno peronista 
buscó legitimar un tipo de planificación que se suponía superior 
al liberalismo atomista del capitalismo y al colectivismo despótico 
del comunismo. 

Desde el punto de vista oficial, este proyecto de refundación 
requería a su vez de la reconstrucción del Estado como herramien-
ta para lograr los objetivos nacionales. La condición para ello no 
sólo pasaba por la modernización de una burocracia pública bajo 
criterios de racionalidad técnica, sino también por su autonomía 
respecto de los factores de poder económico. Acorde con estos 
lineamientos, se crearon una serie de organismos destinados a 
construir una infraestructura burocrática estatal capaz de cubrir 
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las debilidades que tenía el Estado argentino respecto de las esta-
dísticas y la planificación de la intervención económica estatal. 

En el contexto de la segunda posguerra, la planificación econó-
mica se orientó a la maximización de las potencialidades produc-
tivas de todos los sectores económicos. Si bien la industrialización 
que se pensó en el Consejo Nacional de Posguerra y en el Primer 
Plan Quinquenal no implicaba una transformación estructural de 
la economía argentina tal como ésta sería pensada a partir de la 
década de 1960, sí suponía un cambio respecto del reconocimiento 
que la industria tenía en la economía y la necesidad de planificar 
su desarrollo. La (re)organización de la economía implicaba que el 
Estado cumpliría un rol central coordinando la “colaboración” de 
los actores socioeconómicos. De esta forma, predominó una idea 
más bien voluntarista respecto de la industrialización del país, 
aspecto que se vio claramente reflejado en el Plan de Gobierno. 

En base al común denominador que suponía la “doctrina nacio-
nal”, la planificación e intervención económica estatal contarían con 
la cooperación de los actores socioeconómicos para el logro de los 
objetivos comunes. Con este criterio se establecieron una serie de 
organismos que tenían por función canalizar la participación de 
los actores a fin de asegurar que su colaboración redundase en una 
mayor efectividad y legitimidad de la planificación. El derrotero de la 
política de cooperación económica y la forma definitiva que adoptó 
fue producto de la propia dinámica del conflicto sociopolítico y de la 
combinación de prioridades políticas y económicas del gobierno. En 
cualquier caso, lo que definió esta política no fue una gran discusión 
nacional en torno al modelo de desarrollo a seguir, sino más bien un 
particular modus operandi en la formulación e implementación de la 
planificación, que combinó tanto la colaboración como la participa-
ción de los actores socioeconómicos en las distintas coyunturas.

En el período 1946-1948, caracterizado por una fuerte expan-
sión económica, una de las prioridades del gobierno fue la de 
lograr y mantener un determinado equilibrio entre empresarios 
y trabajadores, entre precios y salarios, punto que se consideraba 
fundamental a fin de proyectar un crecimiento bajo condiciones 
de “armonía social”. Sin embargo, la experiencia del Consejo 
Económico y Social, encargado de canalizar la “colaboración” 
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de los actores socioeconómicos con la planificación, tuvo serias 
dificultades para poder cumplir sus funciones. Distintos factores 
hicieron que el gobierno tuviese pocos incentivos y que pagase 
costos relativamente marginales por no promover una coope-
ración económica más efectiva. Entre dichos factores se puede 
mencionar el contraste en el nivel de organización corporativa de 
los empresarios respecto de los trabajadores, los fuertes conflictos 
entre los actores socioeconómicos y la preeminencia de los objeti-
vos de consolidación política del gobierno. 

En 1949, cuando surgieron las primeras dificultades económi-
cas de la posguerra, vinculadas a la crisis del modelo industrial 
sustitutivo, se aplicaron políticas que pragmáticamente buscaron 
atender la escasez de divisas y la inflación. Luego del cambio de 
equipo económico, se reorientó de forma progresiva la planifica-
ción económica, que procuró el estímulo a las actividades expor-
tadoras y la profundización de la sustitución de importaciones en 
su fase “difícil”. Esto abrió una nueva etapa en la intervención 
económica estatal, que implicó un período de transición que cul-
minaría con una mayor apertura al empresariado, ahora nucleado 
en la CGE. El caso de la Comisión Nacional de Precios y Salarios, 
cuyas recomendaciones formaron un capítulo del Plan Económico 
de 1952, mostró que el gobierno consideraba imprescindible una 
mayor efectividad de los organismos de la cooperación económica. 

Si bien la idea de participación, tanto a nivel individual como 
de las organizaciones corporativas, fue un componente impor-
tante que hizo a la formulación y legitimación del Segundo Plan 
Quinquenal, fue la cooperación de los actores socioeconómicos, 
en especial la de los empresarios, la que se consideró crucial a fin 
de lograr una mayor efectividad en la intervención económica y 
la planificación, en particular en lo referido al mantenimiento del 
equilibrio de precios y salarios. Por lo tanto, a partir de 1952-1953 
se practicó de forma sistemática esta cooperación a través de la 
Comisión Económica Consultiva, organismo que fue el que mayor 
sistematicidad mostró a lo largo de la planificación peronista.

En el marco de la nueva fase del modelo industrial sustitutivo, 
el gobierno reconsideró el rol del Estado y ponderó la participa-
ción empresaria en la “comunidad organizada”. La élite peronista 
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pasó a sostener una estrategia sociopolítica que procuraba involu-
crar y comprometer a los actores con la política económica, con el 
supuesto de que su participación era fundamental tanto para dis-
minuir los costos políticos como para generar una mayor calidad 
y efectividad en la planificación. Al final del período, y aunque la 
retórica oficial deslizaba lo contrario, era el Estado el que buscaba 
“colaborar” con los actores, en especial los empresarios. 

Sin embargo, la política de cooperación tuvo sus problemas, 
pues en la “comunidad organizada” los actores socioeconómicos 
no se atuvieron estrictamente al libreto de “colaboración” que el 
gobierno les exigía. De esta manera, cada actor tuvo su propia 
agenda, que sólo en parte coincidió con la oficial. El unanimismo 
que pretendía el proyecto de reconstrucción nacional viró, vía 
exacerbación del conflicto sociopolítico, en un consenso peronista, 
que alcanzó solamente para legitimar la intervención económica 
estatal ante los actores que ya participaban de dicho consenso. La 
“doctrina nacional” fue tan sólo la “doctrina peronista”. 

A pesar de ello, los organismos para la cooperación económica 
no fueron, como a veces se sostiene, una fachada vacía de dudosa 
utilidad, sino que permitieron al gobierno y a los actores poner en 
discusión las distintas agendas y nutrir a la planificación con infor-
mación de primera mano respecto de los problemas y oportunida-
des que cada uno percibía. En este sentido, se puede sostener que 
la cooperación económica, aunque imperfecta y discontinua, generó 
elementos que alimentaron la calidad de las políticas y de la plani-
ficación, en especial a partir de la crisis económica. Precisamente, 
cuando la intervención económica estatal tuvo que introducir los 
ajustes necesarios para seguir desarrollando el modelo industrial 
sustitutivo, el gobierno ya contaba con los organismos de coope-
ración económica que permitieron articular una planificación más 
ajustada a los problemas que percibían los propios actores. 
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3 | Las transformaciones  
de los organismos de gestión económica 

durante la “Revolución Libertadora”

Introducción

En las últimas décadas fueron numerosos los estudios históricos 
que analizaron la planificación económica en la historia argentina. 
Fundamentalmente se centraron en la década de 1930 y el primer 
quinquenio de los años cincuenta, con una supremacía de trabajos 
sobre el peronismo.1 Sin dudas estas investigaciones permitieron 
una comprensión más profunda del vínculo entre economía, 
Estado y burocracia. No obstante, poco se ha analizado acerca de 
la autodenominada “Revolución Libertadora” y su relación con las 
modificaciones burocráticas económicas.

El vínculo entre planificación mundial y su correlato en la 
Argentina se remonta a la falta de respuesta que tuvo la economía 
clásica en la década de 1920 basada en la teoría del equilibrio gene-
ral bajo un sistema de libre competencia. Esta transformación epis-
temológica permitió el surgimiento de un pensamiento novedoso 
que planteaba la intervención estatal en la economía. El impacto 
de la crisis de 1929 demostró que los Estados nacionales necesita-
ban manejar determinados datos sobre la producción, el consumo, 
el ahorro y la inversión para darle una orientación a la economía. 

1	 Llach (1984), Berrotarán (2003), Campione (2003), Murmis y Portantiero (2004), 
Jáuregui (2005), Persello (2006), Fernández López (2008), Belini (2009), Fiszbein 
(2010), Rougier (2012), Stawski (2012). 
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El contexto de 1930 presentó al mundo un nuevo escenario con 
una crisis sin precedentes en el capitalismo, a la vez que surgían 
la economía planificada en la Unión Soviética y el keynesianismo 
como teoría económica para corregir las fallas del mercado (Ferrer, 
2008, p. 239).

En la Argentina la idea de planificación (aunque presente 
desde años previos) estuvo fuertemente vinculada a la imple-
mentación o el impulso de planes de gobierno propuestos por los 
elencos burocráticos. En la década del treinta fueron claro ejemplo 
los Planes aplicados en 1933 y 1940. Posteriormente, este escena-
rio se consolidó con el Consejo Nacional de Posguerra de 1944 y 
fundamentalmente con el peronismo y sus planes quinquenales de 
largo alcance de 1946 y 1953 y los de corto plazo de estabilización 
económica de 1949, 1952 y 1954. 

Sin embargo, son pocos los trabajos que han abierto el cami-
no para lograr la comprensión de lo acontecido en el gobierno 
sucesor del peronismo. Historiográficamente, falta abordar lo 
ocurrido en los organismos de gestión económica durante la 
“Revolución Libertadora” (como el Banco Central de República 
Argentina –BCRA–, el Ministerio de Hacienda, o el Ministerio 
de Finanzas). El presente trabajo tiene como objetivo estudiar 
las transformaciones de los organismos del Estado encargados 
de dictar las políticas económicas en el período 1955-1958. Pero 
antes, y debido a la importancia del tema, haremos una des-
cripción de las modificaciones burocráticas realizadas durante 
el peronismo. Asimismo analizaremos la trayectoria personal y 
profesional de los actores más representativos en materia econó-
mica durante este período.

Las modificaciones peronistas

Gran parte de las transformaciones en el Estado y por consiguien-
te en la burocracia estatal comenzaron a delinearse en la década 
de 1930. Las interpretaciones tradicionales de ese período (cons-
truidas luego de 1945), calificándolo como “década infame” o de 
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gobiernos fraudulentos, no parece poder sustentarse actualmente.2 
Ese momento de la historia argentina marca el comienzo de un 
nuevo Estado, y su intervención en la economía se acrecentó de 
manera significativa. La crisis provocada en el comercio exterior 
logró que los gobiernos conservadores utilizaran nuevas herra-
mientas de intervención estatal como medio para hacer frente a 
los desajustes económicos. Sin embargo, las únicas herramientas 
que tenía en sus manos el Poder Ejecutivo en materia financiera 
eran los noveles “planes económicos”, debido a que no existía un 
organismo rector que pudiera tomar las riendas de la economía. 

Una vez realizado el golpe de Estado de 1943, la política ten-
diente a la intervención estatal iba a tomar un nuevo impulso, 
aunque la propia dinámica del Estado –la estructura organizativa 
y el comportamiento de las burocracias– fue heredada del sistema 
anterior. Ante la imposibilidad de crear un ministerio de Finanzas, 
el gobierno dictatorial resultante del 4 de junio mantuvo y aceleró 
el proceso de expansión estatal, pero transformando profunda-
mente el sentido y la orientación previos (Campione, 2003).

 El resultado de estas modificaciones se puede observar en la 
génesis de nuevas secretarías con jerarquía ministerial, el Consejo 
Nacional de Posguerra (CNP) (Berrotarán, 2003; Domenech, 1968), 
el Instituto Argentino para la Promoción del Intercambio (IAPI) 
(Novick, 1986) o la Reforma Financiera de 1946. Es posible adver-
tir ya en este momento la presencia de una tecnoburocracia, con 
una identidad profesional y con un margen de autonomía que los 
separaba de los intereses corporativos.

Con la salida de Perón del gobierno, a fines de 1945, el CNP se 
desactivó formalmente y las medidas tendientes a la planificación 
quedaron en suspenso, pero después de las elecciones de febrero 
se retomó el camino, y surgió una de las figuras más influyentes de 
la economía argentina de ese período: Miguel Miranda.

2	 Esta interpretación, que en parte fue incorporada por algunos trabajos históricos, 
fue producto del periodista José Luis Torres (1945).
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La reestructuración del sistema bancario y la nacionalización 
de los depósitos emprendida por Miranda a comienzos de 1946 
volvieron a ubicar a un refundado BCRA en el centro de la política 
económica del gobierno como generador de las principales deci-
siones económicas. Así se conformó un único sistema de bancos, el 
“Sistema del Banco Central”, integrado por los bancos nacionales, 
provinciales y privados, todos bajo el control directo del BCRA. 
También se crearon nuevas agencias, siendo la más trascendental 
e influyente el IAPI, del que Miranda fue también presidente. Sin 
embargo, aún no se había creado un ministerio específico para 
conducir, bajo la supervisión de la presidencia, la política eco-
nómica. De esta forma continuaba persistiendo una importante 
variedad de agencias de gestión económica, pero esta vez con una 
fuerte tendencia a centralizarlas en torno a un solo organismo de 
dirección (Rougier, 2012; Stawski 2012).

Por otra parte, por primera vez –aunque no formalmente– el 
Poder Ejecutivo se estaba posicionando en la cima de la pirámide 
como rector de la política económica de todas estas agencias. A su 
vez, el presidente del BCRA era también el presidente de hecho de 
todas las instituciones incluidas en el nuevo esquema, otorgándole 
en este caso a Miranda un poder omnímodo en la sanción, ejecu-
ción y coordinación de la política económica. 

Una vez realizada la reforma bancaria se encaró por primera 
vez la puesta en marcha de un Consejo Económico y Social, direc-
tamente por decisión del Poder Ejecutivo y sin pasar por la discu-
sión parlamentaria, como en los fracasados intentos anteriores. De 
todos modos su condición de cuerpo consultivo de la Secretaría 
Técnica relativizaba su incidencia en las decisiones de política 
económica. En todo caso, mostraba la vocación de Perón por orga-
nizar una dependencia que apuntara a un diseño integral de la 
“economía nacional” bajo su tutela. Con su constitución comenzó 
una política de ensayo y error para la creación de diversas agen-
cias, característica de todo el período peronista.

En paralelo a esta acumulación de dependencias de gestión 
económica el peronismo intentó rápidamente instaurar un modelo 
de planificación, similar a lo que sucedía en muchos de los países 
avanzados durante la posguerra (Fiszbein, 2010). Así y todo, en 
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plena época de bonanza de la economía, las políticas del peronis-
mo planteaban realizar una racionalización de la estructura buro-
crática, idea muy a tono con los tópicos del liberalismo pragmático 
del período previo y que no condecía en la práctica con el singular 
incremento de funcionarios públicos que engendraba la mayor 
intervención estatal. 

Por cierto, la política intervencionista seguía su curso y rápi-
damente se puso en marcha el Primer Plan Quinquenal, aun sin 
estudios previos que lo sustentaran técnicamente, como lo reco-
nocería más tarde el propio Perón. La iniciativa planificadora del 
peronismo era pensada con la idea de marcar un corte con el pasa-
do. Paralelamente se disponía la creación de un Consejo Económico 
Nacional que apuntaba a regular y coordinar la política económica, 
ante el impedimento de crear un nuevo Ministerio, de Economía 
o Finanzas, hasta que se reformara la Constitución. La alternativa 
encontrada desde el Poder Ejecutivo fue crear un cuerpo superior 
que, por su carácter interministerial, le permitiría supervisar la polí-
tica económica de todo el país. El organismo, presidido por Miguel 
Miranda, pasó a tener un papel destacado en la definición de polí-
tica económica al depender sólo de la presidencia y encabezar su 
titular el Consejo, el BCRA y el IAPI simultáneamente.

A pesar de esta creación de nuevas dependencias estatales para 
la gestión económica, resultaba evidente en lo económico la falta 
de un programa integral de gobierno. En todo caso la elección 
para los nuevos puestos de gente joven, sin fuertes compromisos 
políticos con las administraciones anteriores (en algunos casos, 
como Ramón Cereijo, de una nueva extracción profesional), era el 
dato más saliente. Desde ya, el fuerte crecimiento económico de 
esos años otorgaba al gobierno un margen de acción muy amplio, 
sumado al fuerte respaldo popular generado por sus políticas 
redistributivas. 

De todos modos, uno de los mayores inconvenientes, percibido 
por el propio gobierno, era la descentralización y superposición de 
funciones de los distintos organismos. La solución se avizoraba, 
según Perón, en la reforma ministerial asociada a una reforma de la 
Carta Magna. Mientras tanto el gobierno peronista apuntaba a refor-
zar los cuadros técnicos en las estructuras de decisión económica.
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En conjunto, puede decirse que en este primer período 1946-
1949, la economía fue manejada con un criterio que mostró la 
preeminencia de la política sobre la técnica. Esto se reflejó en las 
marchas y contramarchas de la política económica del período. 
Miranda se constituyó indudablemente en la figura de mayor 
poder, denominado el “zar” o “mago de las finanzas”; en su 
último año de gestión ese poder se fue erosionando debido a sus 
manejos un tanto arbitrarios, los diversos negocios que se le atri-
buían con empresas de su propiedad y algunos actos de dudoso 
comportamiento con relación a negociados públicos. Finalmente, 
tuvo que dejar sus funciones y abandonar el país como exiliado 
político, a comienzos de 1949. La crisis institucional y económica 
que afloró paralelamente iba a dar paso a una etapa de transfor-
maciones de mayor envergadura aún en la estructura burocrática 
de los entes de gestión económica. 

Tras la doble crisis desatada en 1949, el gobierno de Perón logró 
la requerida reforma ministerial que venía solicitando desde 1946, 
junto con la reforma constitucional que permitió su reelección. La 
necesidad de contar con un Ministerio de Finanzas resultaba en su 
concepción indispensable para dirigir los rumbos de la economía 
nacional en una coyuntura tan compleja (Rougier y Stawski, 2015).

Así emergió la figura de Alfredo Gómez Morales, un experto 
graduado en Ciencias Económicas, que unía su formación acadé-
mica a su trayectoria en el área, como parte de una camada con 
características similares que marcó uno de los rasgos sobresalien-
tes de la gestión peronista. Por primera vez en la historia argentina 
el acceso a la cúspide de la burocracia estatal se hacía dejando de 
lado los canales tradicionales que se habían observado en el pasa-
do (Rougier y Stawski, 2013).

 En este nuevo período era necesario que especialistas o exper-
tos condujeran los destinos de la economía. Prontamente el saber 
técnico se subordinó a la lógica de lealtades muy característica 
del partido gobernante. Esto no implicó, necesariamente, que se 
hayan descartado en la política económica los elementos técnicos 
propios de una reforma de estas dimensiones. Lo que sucedió fue 
una reorientación de las medidas gracias a las nuevas herramien-
tas que dio la reforma ministerial. 
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La profundización de la reforma del Estado que siguió a la sali-
da de Miranda permitió conformar, sobre la base de la estructura 
burocrática de los entes de gestión económica, un aparato admi-
nistrativo con cierta autonomía, donde se afirmaba la preeminen-
cia del saber técnico por sobre lo político. 

Las tendencias que operaron a partir de 1949 fueron aparente-
mente contradictorias. Por un lado se crearon nuevos ministerios 
de gestión económica, que continuaban con la lógica de descen-
tralización que primaba anteriormente. Al mismo tiempo emergió 
al primer plano un personaje, Alfredo Gómez Morales, que prota-
gonizaría al cabo de los años un nuevo proceso de centralización. 
Como flamante ministro de Finanzas comenzó concentrando en 
un solo ente las tareas que venían desarrollando el BCRA y otras 
instituciones en materia de política cambiaria, monetaria y credi-
ticia. También desde ese Ministerio se definieron hasta 1952 los 
lineamientos de una política económica que tuvo ahora ciertos 
ingredientes de ortodoxia. No obstante, el entrecruzamiento de 
actividades con los otros ministerios de gestión económica provo-
có ciertos desacoples reconocidos por el propio Perón al modificar 
nuevamente en 1954 la estructura ministerial.

Una vez puesta en marcha la nueva estructura desde el 
Ministerio de Finanzas se encaró una nueva Reforma Financiera, 
que supuso de alguna manera el fin del Sistema del Banco Central. 
Básicamente se colocó al BCRA bajo la órbita del Ministerio de 
Finanzas, suprimiendo su autonomía al tiempo que se reforzaba el 
poder de Gómez Morales, bajo las directivas de Perón, en la san-
ción de la política económica. Desde Finanzas se canalizaban hacia 
las diversas dependencias las directivas que debían implementar 
en la gestión económica. 

A partir de estas medidas se abrió nuevamente un proceso de 
racionalización y reorganización administrativa que afectó al IAPI, 
al Ministerio de Hacienda, al CEN y fundamentalmente al BCRA 
disminuyendo considerablemente su poder decisorio como parte 
de la acción del gobierno frente a la crisis. 

A través de esta racionalización, entendida más como económi-
ca antes que burocrática, se afianzó la autoproclamada “Doctrina 
Nacional” y un orden valorativo propio, profundamente articulado 
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por redes entre los distintos estamentos decisorios. En este senti-
do el equipo económico muestra sólo una parte de la progresiva 
centralización de los organismos de gestión en todas las esferas de 
la administración pública. En otras palabras, este proceso implicó 
que el equipo económico impusiera a través de las medidas lleva-
das a cabo en ese contexto una “peronización” más trascendente 
que los organismos y la trama burocrática en su conjunto. Por lo 
tanto la primacía de lo político quedó reafirmada en este nuevo 
escenario aun cuando se observan profundas transformaciones en 
la dinámica burocrática.

Tal como afirmó Patricia Berrotarán (2003), una de las principa-
les metas del peronismo fue la sistemática ampliación de las com-
petencias estatales con un cambio en el rumbo inicial de la política 
de gobierno. Si en un primer momento la racionalización estaba 
pensada en términos burocráticos, a partir de 1949 se va a asumir 
en términos económicos, como un retorno parcial a los fundamen-
tos de la teoría clásica, ahora condicionada por la cuestión social.

En ese esquema se aspiró a una nueva política de planifica-
ción, complementada con la aplicación de planes económicos 
destinados a lidiar con la coyuntura: en el largo plazo, el Primer 
y Segundo Plan Quinquenal, y en el plazo más corto, los planes 
de Acción en Materia Económica de 1949, el de Estabilización de 
1952 y el de Acción Sobre el Equilibrio de la Economía Nacional de 
1954, que intentaron mantener el ritmo de crecimiento económico 
con el fin de sostener la política redistributiva hacia los sectores 
populares (Rougier 2012; Rougier y Stawski, 2014). 

Sin embargo, y en la práctica, la lógica implementada para 
encarar los problemas de largo plazo fuera fagocitada por la 
coyuntura que se colocó por encima de la planificación. En esa 
línea, los programas quinquenales y las agencias tendieron a facili-
tar y potenciar la intervención directa del Estado más que a lograr 
una transformación de la estructura de la economía argentina.

Por otra parte, el gobierno aprovechó el poder que detentaba 
y avanzó sobre la tecnoburocracia especializada, acontecimien-
to que volvió a actualizar las tensiones constantes entre la téc-
nica y la política. Las nuevas medidas se vieron acompañadas 
de múltiples cambios en la estructura burocrática, siempre con 
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el fin de consolidar el programa económico del gobierno. Así, 
el Estado se manifestó al igual que en los años treinta en defen-
sa de un orden preestablecido al no trastocar la estructura de 
poder tradicional. 

El Segundo Plan Quinquenal (SPQ), de 1953, demostró la 
necesidad de que las nuevas políticas estuvieran acompañadas de 
la consolidación de un Estado con fuertes rasgos técnicos y buro-
cráticos. El conflicto entre los diversos sectores productivos con 
el consecuente papel de árbitro por parte del Estado, pregonado 
hasta el cansancio por Perón en sus primeros años de gestión, dio 
paso a una tensión entre el propio gobierno y los demás actores 
económicos. 

Una vez encarada la puesta en marcha del SPQ y en vista de 
afianzar el control del Ejecutivo sobre los ministerios, se decidió 
en 1954 continuar con la reforma del Estado, en la misma línea 
observada anteriormente de ensayo y error. Las múltiples agencias 
económicas creadas a partir de 1949 quedaron subordinadas a los 
ministerios de gestión económica, y éstos a su vez quedaron bajo 
el control de la Secretaría de Asuntos Económicos, dirigida por 
Gómez Morales, quien respondía a los lineamientos marcados por 
Juan Perón.

En ese contexto las críticas a la falta de racionalización se hicie-
ron más abundantes por parte del arco opositor. La Ley Orgánica 
de Ministerios de 1954, encuadrada dentro de los objetivos de 
racionalización del gobierno del SPQ, intentó que los ministerios 
dispusieran solamente la facultad de ejecutar las directivas de la 
presidencia. Este objetivo contrastaba rotundamente con el de la 
reforma de 1949, que impulsó la creación de una mayor cantidad 
de ministerios para lograr los múltiples objetivos gubernamentales. 

En todo caso, y como medio de asegurarse cierto grado de con-
trol, Perón decidió subordinar las carteras económicas a la nueva 
Secretaría. Así, y una vez que se implementó este sistema, Gómez 
Morales dispuso de un real poder decisorio a nivel nacional. Las 
agencias con un importante poder de decisión en el pasado, como 
el IAPI, el BCRA y las diversas Comisiones, perdieron gran parte 
de su poder al quedar supeditadas a las directivas de la Secretaría 
de Asuntos Económicos (Stawski, 2012).
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Las transformaciones “libertadoras”:  
el período de Lonardi

Una vez derrocado el gobierno de Juan Perón se intentó avanzar 
sobre los lineamientos económicos que impulsaría el nuevo Poder 
Ejecutivo. El 23 de septiembre de 1955 el flamante presidente pro-
visional Eduardo Lonardi realizó un discurso al prestar juramento 
de la posesión del cargo y dejó en claro que el nuevo gobierno 
era profundamente democrático y que imperaba “el imperio del 
derecho”, aunque paralelamente aseguraba que durante el pero-
nismo se había asistido a una dictadura comandada por un tirano. 
Lonardi justificaba el accionar de las Fuerzas Armadas en la res-
tauración del orden institucional y religioso –“muestra el designio 
de Dios de prestarnos ayuda especial”– como un propósito que 
había que realizar. En esa misiva, casi de carácter premonitorio, 
aseveraba que su programa estaría marcado temporalmente por las 
circunstancias y que ante algún problema complejo se convocaría a 
los “hombres de talento, de rectitud notoria, para que suplan, con 
la luz que la Providencia les ha dado, las medianías de este modes-
to soldado que nunca soñó en erigirse gobernante o estadista”.3

Exaltando su diatriba antiperonista, el nuevo gobierno tuvo 
que lidiar con la herencia del clásico problema de la inflación y se 
propuso para combatirla una disminución de la burocracia –a la 
que denominaba “casta parasitaria”–, a la que consideraba respon-
sable del aumento de precios y en clara alusión a la necesidad de 
reformular drásticamente la estructura administrativa que tanto le 
había costado al peronismo (Lonardi, 1980). En esa línea el presi-
dente provisional planteó la necesidad de achicar el gasto público 
y lograr un mayor control sobre la moneda nacional y el ahorro, 
ya que consideraba que el gobierno precedente había realizado 
políticas infaustas en la faz económica. Con relación al tema rela-
cionado con la faz energética y el petróleo (que tantos problemas 
le había ocasionado a Perón) Lonardi resaltó que se respetarían 

3	 Discurso del presidente provisorio de la Nación, 23 de septiembre de 1955, 
Presidencia de la Nación, Secretaría de Prensa, p. 5. 
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los acuerdos firmados preexistentes pero que se harían todos los 
esfuerzos necesarios para que la perforación fuera producto de la 
industria nacional, amén de que ese escenario pudiera provocar 
algún tipo de demora en la producción del crudo (Lonardi, 1980).4 
De esta forma, el análisis inicial económico sobre el que se asen-
taba el nuevo gobierno no contemplaba un verdadero programa, 
sino que se basaba en observaciones difusas y desestructuradas 
con la única lógica de lograr “desperonizar” el Estado nacional. 

A los días de haber asumido, el nuevo gobierno realizó un 
diagnóstico económico que impulsó una serie de medidas tendien-
tes a debilitar el poder sindical, redistribuir el ingreso en benefi-
cio de los sectores que habían sido perjudicados por la política 
económica peronista e incorporar al país en el circuito financiero 
internacional (Ferrer, 2008, p. 297).

Para el presidente, la situación económica era la mayor y más 
grave de las preocupaciones gubernamentales. Con una fuerte 
crítica al accionar peronista, cuestionó que durante ese período 
“lúgubre” el país había gastado sus reservas monetarias debido a la 
insensatez de consumir más de lo que el aparato productivo podía 
promover. Esta situación había llevado a un fuerte déficit interno 
con el consecuente crecimiento de la deuda pública en cifras exor-
bitantes y al mismo tiempo había provocado un desequilibrio en el 
frente externo que conducía inexorablemente a acumular una masa 
inquietante de obligaciones con países extranjeros.

Lonardi cuestionaba que las repatriaciones del capital extran-
jero promovidas por el peronismo en el año 1955 eran similares 
a la deuda externa, que alcanzaba 757 millones de dólares. A su 
vez, consideraba que las obligaciones no podían ser cumplidas 
debido a la crisis en el sistema exportador, con importantes caídas 
desde el año 1950 a la mitad de lo que había sido en el quinquenio 
anterior a la guerra. Para el presidente, ésa era la razón del dese-
quilibrio externo y planteaba: 

4	 Ante la controversia de los contratos firmados por argentinos y estadounidenses 
durante el peronismo, el gobierno dictatorial realizó intentos de importación de 
petróleo soviético. Véase Finanzas, n° 235-236, 1955.
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No disponemos de las divisas suficientes para importar las 
materias primas y combustibles indispensables al desen-
volvimiento regular de la actividad económica. No hay 
exportaciones para pagar ni una máquina, ni un equipo 
industrial ni de transportes. Pero sabremos tomar medidas 
urgentes a fin de remediarlo.5

En ese contexto se provocó un reordenamiento político donde, en 
palabras de María Estela Spinelli, “el gobierno de facto y los par-
tidos antiperonistas retomaron los resortes políticos y culturales 
del país abriendo un prolongado debate sobre el orden político y 
económico y social posible y deseable. Éste partía de un negativo 
balance sobre el peronismo en todos sus aspectos” (Spinelli, 2005). 

Ese escenario le permitía al nuevo gobierno un llamamiento a 
todas las fuerzas políticas –salvo el peronismo y el comunismo– 
para consolidar el sistema republicano en una Argentina que había 
transitado, en la versión oficial, una feroz dictadura. Lo interesante 
de todo esto es que esta lectura acerca de la aberración del pero-
nismo fue interpelada positivamente por la mayor parte del arco 
político, permitiendo al gobierno un consenso inicial impensado y 
ciertas prerrogativas de carácter político. 

De esta forma, y pocos días después del golpe de Estado, se 
modificó parcialmente la estructura económica que había cimen-
tado el peronismo en los diez años de gestión. Con relación a la 
conformación burocrática de los entes de gestión económica, el 
20 de septiembre de 1955 dejó de existir la Secretaría de Asuntos 
Económicos, institución simbólica del depuesto gobierno que se 
había transformado en órgano decisorio de política económica 
(Stawski, 2012).

El presidente dispuso que al frente del Ministerio de Hacienda 
estuviera Eugenio Folcini, un doctor en Ciencias Económicas egre-
sado de la Facultad de Ciencias Económicas de la Universidad de 

5	 Presidencia de la Nación (1955), Informe al país de la situación económica y 
financiera brindado por el general de división Eduardo Lonardi, Buenos Aires, 
26 de octubre de 1955.
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Buenos Aires con una amplia trayectoria en la docencia univer-
sitaria y en la burocracia estatal, incluso durante el peronismo.6 
Folcini ejerció también la presidencia del BCRA, siendo el primer 
funcionario en ocupar simultáneamente ambos cargos, aunque 
fugazmente ya que su período duró apenas días (desde el 24 de 
septiembre al 10 de octubre de 1955). 

Sin dudas la falta de una planificación por parte del gobierno 
–y en momentos donde se priorizaba la cuestión política por sobre 
la economía– permitió que el principal funcionario económico 
–que había cumplido labores durante el gobierno de Perón– no 
fuera cuestionado por su pasado. Hay que destacar que el peronis-
mo había colocado por primera vez a la técnica por sobre la políti-
ca en amplios sectores de la burocracia estatal, y esta situación fue 
sin dudas capitalizada por el gobierno de facto.

Por su parte, el ministerio de Finanzas creado durante el pero-
nismo y que había adquirido un carácter decisorio en la política 
económica continuó su funcionamiento hasta junio de 1956. Hasta 
ese momento se puede observar cierta continuidad entre la refor-
ma burocrática económica peronista y el primer momento del 
gobierno autodenominado “revolucionario”. Por lo expuesto, se 
resolvió darle continuidad a la cartera creada por Perón y se desig-
nó como ministro a Julio Alizón García, también un ex funcionario 
con antecedentes en el gobierno peronista. 

El nuevo ministro prolongaba la línea de especialistas al frente 
de los gabinetes económicos, ya que disponía del título de doctor 
en Ciencias Económicas. Había sido empleado del ministerio de 
Hacienda durante el gobierno del GOU, y luego, en el peronismo 
se desempeñó como gerente del Departamento de Investigaciones 
Económicas del Banco Central, hasta el año 1947, para volver a esa 
institución el 10 de octubre de 1955 en el cargo de presidente hasta 
el 8 de junio del año siguiente.7

6	 Folcini había ocupado diversos cargos en el BCRA entre 1938 y 1955. Fue 
Inspector de Bancos entre 1938 y 1940, cumplió funciones en el Departamento de 
Contabilidad entre 1941 y 1949, y en las Gerencias de Investigación –entre 1949 y 
1953– y de Asuntos Financieros, entre 1953 y 1955 (Quién es quién, 1963, p. 374).

7	 Quién es quién (1963), p. 25.
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Así, y a pesar de intentar una clara ruptura con la política eco-
nómica del peronismo, quedó en pronta evidencia que el nuevo 
gobierno no detentaba un claro programa económico. Debido a 
ello tuvo que mantener una importante porción de funcionarios 
que habían tenido trascendental actuación en el período previo, 
a pesar de que legalmente se intentó que funcionarios de primer 
orden no accedieran a cargos públicos (decretos 4161 y 4258 de 
marzo de 1956).8 No obstante, el principal organismo de decisión 
económica era, como en el período previo a la reforma constitucio-
nal de 1949, el Ministerio de Hacienda, o al menos eso intentaba 
demostrar el gobierno. 

Sin embargo, y al margen de la continuidad de la estructura 
burocrática en parte heredada por el peronismo, el gobierno de 
facto apeló al saber técnico de Raúl Prebisch (y un equipo técnico 
integrado por Julio Alizón García, Álvaro Alsogaray, Eugenio 
Blanco, Juan Llamazares, Alberto Mercier y Raúl Migone), por 
aquellos tiempos secretario ejecutivo de la Comisión Económica 
para América Latina y el Caribe (CEPAL) para la elaboración 
de un diagnóstico de situación económica y la realización de un 
futuro programa estratégico (Gilbert, Rougier y Tenewicki, 2000).9 
Según la propia apreciación del gobierno sustentada en la lectura 
económica, la economía heredada dejaba al ejecutivo con muy 
poco margen de maniobra en la decisión de política económica.10

A pesar de que la imagen de Prebisch detentaba cierto carácter 
contradictorio ya que por un lado había participado de los gobier-
nos conservadores de los años treinta y, por otro, era funcionario 
de renombre internacional por la CEPAL siendo fuerte impulsor 
de medidas heterodoxas, el gobierno no vaciló en convocarlo para 
una nueva reorientación económica (Ferrer, 2008, p. 297).

No vamos a detenernos en este trabajo a analizar los tres escri-
tos presentados por Prebisch y su equipo entre octubre de 1955 y 

8	 Presidencia de la Nación, Memoria del gobierno provisional, p. 34.
9	 Para una visión de época véase el trabajo de Oscar Alende (1956) o publicaciones 

periódicas como Camoatí, Economic Survey o Qué. Para la obra de Prebisch véase 
Dosman (2010).

10	BCRA, Memoria anual, vigesimosegundo ejercicio, Buenos Aires, 1957, pp. 5-45.
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enero de 1956 (“Informe Preliminar”; “Moneda sana o inflación 
incontenible” y “Plan de restablecimiento económico”), pero se 
puede mencionar que conjuntamente estos documentos eran 
sumamente críticos de la política económica desplegada duran-
te el peronismo, a la que responsabilizaba de la crisis financiera 
como consecuencia, entre otras, de la alta inflación, la expansión 
monetaria, salarial y crediticia y el desfasaje en la balanza de pagos 
(Gilbert, Rougier y Tenewicki, 2000).11 Según Prebisch el principal 
obstáculo para el desarrollo argentino partía de la dificultad de 
importar maquinarias y equipos, así como también de materias 
primas y combustibles como producto del estancamiento de las 
exportaciones agropecuarias (Gerchunoff y Llach, 1998, p. 235). El 
programa partía de una fuerte concepción de la planificación de 
corto plazo entendida en términos conservadores, también había 
una matriz desarrollista de proposiciones de largo alcance como 
la tecnificación de la agricultura y el impulso a sectores industria-
les estratégicos como siderurgia, ingeniería mecánica, química y 
petroquímica (Fiszbein, 2010, p. 20).

A pesar de ser un experto en la materia y una voz altamente 
reconocida, las recomendaciones del economista provocaron las 
primeras resistencias y fracturas en los grupos de poder guberna-
mentales y asimismo estimularon la primera respuesta del pero-
nismo a la política económica (Belini, 2013, p. 120).

 De esta forma, con importantes marchas y contramarchas 
no exentas de tensiones, se configuraba el andamiaje burocráti-
co del nuevo gobierno, sostenido en un saber técnico específico 
encabezado por el controversial Raúl Prebisch. Con su ingreso, 
los organismos de decisión económica –y política– continuarían 
modificándose. Sin dudas, una de las más trascendentales agen-
cias durante la “revolución” fue la denominada Junta Consultiva 
Nacional (JCN).

Creada por decreto 2011 del 27 de octubre de 1955, la JCN 
tenía como propósito ser un organismo asesor del Poder Ejecutivo 
que procuraba la “permanente consulta entre el gobierno y el 

11	El Plan fue aprobado en abril de 1956 mediante el decreto 7756.
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pueblo, no sólo a los efectos del futuro advenimiento del Estado 
constitucional de derecho, sino también para la futura conduc-
ción democrática del propio gobierno revolucionario de hecho”. 
Cuerpo colegiado, inicialmente se componía de veinte miembros 
y la presidencia la ejercía el vicepresidente de la Nación. Se intentó 
conformar una “entidad nacional compuesta por figuras repre-
sentativas de las más diversas corrientes de opinión de raigambre 
democrática”.12

En esta estrategia de reordenamiento institucional, la JCN fun-
cionó como si se tratara de un cuerpo legislativo y su objetivo era 
propiciar –o ayudar a– la desaparición del peronismo en su faz 
gubernamental como también en su expresión como ideología. 
Así, se solicitó la participación e incorporación de los partidos 
políticos –excepto claro está, el peronismo y el comunismo– a la 
flamante agencia (Valobra, 2013). 

El acto de inauguración de las sesiones de la JCN fue un suce-
so sin precedentes en la historia política argentina. Con más de 
trescientos invitados especiales, el vicepresidente Isaac Rojas (uno 
de los tres presidentes de la JCN junto al radical Oscar Alende y 
el católico apartidario Luis María Bullrich) en un elegante unifor-
me de gala encabezó la magna reunión en el Congreso Nacional 
el 28 de octubre de 1955. Este acontecimiento, junto a otros de 
alcance político, demostró el papel preponderante de Rojas dentro 
del gobierno oponiéndose al “tibio” presidente Lonardi. La cere-
monia fue transmitida en cadena nacional por radio y en el acto 
de asunción los consultores desfilaron de acuerdo a su afiliación 
partidaria (UCR, Partido Socialista, Partido Demócrata Nacional, 
Partido Demócrata Cristiano, Partido Demócrata Progresista y 
Unión Federal).

A pesar de ser creada por Lonardi, la JCN comenzó a fun-
cionar luego de la separación de éste del cargo de presidente 
provisional (Spinelli, 2005, p. 194).13 En la Junta, el partido con 

12	Presidencia de la Nación (1958), Memoria del Gobierno Provisional de la 
Revolución Libertadora, 1955-1958, Buenos Aires, pág. 32.

13	Con motivo del enfrentamiento con la mayoría de los partidos políticos y del 
ala más conservadora e intransigente de las Fuerzas Armadas, el presidente fue 
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mayor representatividad fue el radicalismo, que prontamente vio 
reflejado sus disputas internas en la propia dinámica institucional 
debido a sus tres líneas: el unionismo, la intransigencia nacional 
y el frondizismo. 

Asimismo, en el flamante organismo también quedaron expues-
tas las divisiones gubernamentales. Con motivo de atender las 
cuestiones económicas, el 18 de noviembre, en la tercera reunión, se 
deliberó sobre el programa de Prebisch. Formaron parte del debate 
el propio Raúl Prebisch y los ministros de las carteras económicas de 
Industria, Hacienda, Finanzas y Comercio (representados por Álvaro 
Alsogaray, Eugenio Blanco, Julio Alisón García y Juan Llamazares 
respectivamente), que fueron interpelados por los consultores.14 

El consultor Rodolfo Pastor Martínez (futuro Ministro del 
Interior de Guido) le planteaba a Prebisch: 

De lo resultante de los documentos que tenemos entre 
manos, estamos en presencia de un estudio preliminar y no 
de un plan. Sin embargo, la propaganda aviesa y la ligere-
za con que a veces se informa a la opinión pública hablan 
de estas medidas de emergencia como un plan. Hay cierta 
idea de que se está en presencia de un plan, de que está en 
ejecución un plan y de que estamos soportando los efectos 
sociales y económicos de dicho plan. No es así, estamos en 
las medidas de emergencia que no ha sido posible evitar, y 
cuya repercusión nos dará un aumento del costo de la vida 
mayor del que se habría producido si estas medidas no se 
hubieran tomado.15 

Esta disertación dejó de manifiesto la falta de organicidad y de 
una planificación económica que pudiera al menos mostrar una 

obligado a renunciar. Lo reemplazó Pedro Eugenio Aramburu, quien se había 
comprometido a cogobernar con una Junta Militar.

14	Con motivo de lograr consenso político el gobierno de Aramburu comenzó a 
designar como embajadores a miembros de los partidos que integraban la JCN 
(Rougier, 2014).

15	Junta Consultiva Nacional, versiones taquigráficas, Tomo I, pág. 34.
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diferente realidad económica en comparación con el peronismo. 
No obstante, todavía en esta coyuntura política se podía obser-
var algún elemento heredado, ya que estos ministros cumplían 
funciones similares a las que antiguamente asumía el Consejo 
Económico Nacional creado en 1947.

Gran parte de este escenario fue advertido por los elencos 
más conservadores de las Fuerzas Armadas, que percibían una 
doble situación que los incomodaba. Por un lado, que Lonardi 
era demasiado tolerante con el gobierno depuesto y, por el otro, 
la existencia de cierto personalismo por parte del mandatario, 
ya que consideraban que se oponía a compartir el poder con los 
militares (Spinelli, 2005). Esta situación propició una reunión que 
tomó por sorpresa al presidente en la noche del 12 de noviembre 
en la Residencia de Olivos mientras se encontraba cenando con su 
familia. 

Intempestivamente un grupo de altos oficiales se presentaron 
ante Lonardi y le plantearon una serie de reparos sobre el “carác-
ter netamente nacionalista que había tomado el gobierno y por las 
designaciones de funcionarios de esa tendencia”. Inmediatamente le 
impusieron una serie de condiciones como la creación de una Junta 
Militar para compartir las responsabilidades del gobierno, la inter-
vención de la CGT y la disolución del Partido Peronista, situación que 
fue descartada por el presidente. En paralelo al encuentro en Olivos 
el contraalmirante Rojas presionaba a sectores civiles para deponer al 
presidente y utilizó su poder para lograr que la tendencia nacionalista 
de la Junta Consultiva presentara la renuncia, que se efectivizó al día 
siguiente (Lonardi, 1980, p. 208-224; Spinelli, 2005, p. 72). 

En ese contexto, la salida de Lonardi era una certeza y así 
resultó en la mañana del día 13 de noviembre. En su lugar se 
designó como presidente de la República al general Pedro Eugenio 
Aramburu e inmediatamente a la nueva asunción comenzaron 
algunos cambios en las agencias de gestión económica. Eugenio 
Folcioni tuvo que dimitir ese mismo día como ministro de 
Hacienda debido a que el gobierno se encontraba más atencioso 
en desentramar el aparato burocrático peronista y en conformar 
un bloque de unidad puertas adentro que en la formulación de un 
programa económico. 
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La experiencia económica de Aramburu

Al mismo tiempo de los cambios administrativos y burocráticos, 
se daba marcha atrás respecto de los instrumentos que el pero-
nismo había diseñado en torno a la planificación económica, en 
particular el IAPI,16 el IMIM y el CEN serían eliminados inme-
diatamente producido el golpe militar de 1955 o meses después. 
Misma suerte tuvo la Constitución de 1949 con sus modificaciones 
económicas, que fue inmediatamente derogada y restituida la 
Carta Magna de 1853. 

Una vez que se consolidó, el gobierno de facto derogó dos de las 
leyes más emblemáticas del peronismo relacionadas a la reforma 
del Estado: la ley 14.184 aprobatoria del Segundo Plan Quinquenal 
y la ley 14.121 relativa a la organización de los ministerios, dejando 
inconcluso el proyecto originario de 1946 de racionalización esta-
tal y planificación económica. Esta situación dejaba a Aramburu 
con un mayor margen de maniobra económica y administrativa 
que su predecesor Lonardi.

A pesar del discurso oficial que estigmatizaba a la “tiranía 
peronista” y el intento de destruir la estructura burocrática creada 
por el peronismo, se puede observar cierta continuidad de las 
agencias de decisión económica en 1955 y 1956. Es probable que 
el gobierno no observara con malos ojos algunas instituciones 
previas (como Finanzas) o, en su defecto, que ante la ausencia de 
un programa económico no tuviera las herramientas para encarar 
una reforma administrativa que cimentara un nuevo orden econó-
mico-financiero.

En continuación con la línea impuesta por el peronismo de 
colocar al frente de las carteras económicas a especialistas del 
área, Aramburu dispuso que el nuevo ministro de Hacienda fuera 
un personaje que pudiera desarmar el andamiaje burocrático 

16	Aunque suene paradójico, el IAPI fue liquidado mediante dos decretos. El 
primero de ellos con fecha de 4 de noviembre de 1955 con la firma de Lonardi y 
el ministro de Comercio César Bunge (ex funcionario peronista del BCRA y de los 
Ministerios de Agricultura e Industria) y el segundo, el 9 de diciembre de 1955, 
signado por Aramburu e Isaac Rojas.
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construido por el peronismo. Así, Eugenio Alberto Blanco fue 
designado ministro el 14 de noviembre de 1955, cargo que ocupa-
ría hasta el 25 de enero del año 1957. 

El nuevo titular de la que se transformaría en la agencia más 
importante del quehacer económico se había recibido de Contador 
Público Nacional en el año 1919 por la FCE-UBA y posteriormente 
se doctoró en Ciencias Económicas en 1924 en esa misma casa de 
altos estudios, lugar en el que en las décadas siguientes logró ser 
docente. Asimismo, fue contador de grandes empresas como el 
Banco de Italia o la Compañía de Seguros Columbia. En 1945 tuvo 
una fugaz designación como decano de la Facultad de Ciencias 
Económicas de la UBA, cargo del que fue separado por el gobierno 
de 1943. Una vez consumado el golpe de Estado de 1955, Blanco 
ocupó brevemente la dirección del Banco Hipotecario Nacional 
hasta su designación como ministro. 

Por su parte, Alizón García continuó sus labores hasta el 14 
de junio de 1956, fecha en que fue disuelta la cartera. Al igual 
que durante el peronismo, el gobierno “libertador” no trastocó la 
estructura del BCRA hasta 1956, ya que el ministro de Finanzas o 
Hacienda detentaba la presidencia del banco (excepto un interreg-
no inicial donde Folcioni fue presidente desde el 24 de septiembre 
al 10 de octubre de 1955, y Blanco, del 8 de junio al 13 de agosto 
de 1956). Así, hasta su desaparición la cartera de Finanzas tenía 
un amplio poder de decisión económica. No obstante, una vez 
liquidado este ministerio, la gestión administrativa volvía a un 
estadio inicial previo a 1946, con Hacienda como órgano rector de 
la política económica.

Además, el BCRA retornaba a la lógica imperante en los 
años treinta, cuando la presidencia del banco no le correspondía 
al ministro de Hacienda o Finanzas. El presidente designado 
–el 13 de agosto de 1956– fue el abogado entrerriano Eduardo 
Laurencena, con pasado en la UCR, pero sin formación alguna en 
ciencias económicas.17 

17	Laurencena había sido diputado, senador, ministro de Hacienda y gobernador de 
Entre Ríos. Quién es quién, p. 36, 1955.
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La coyuntura económica se tornaba cada vez más complicada 
para el régimen nacional, que como ya mencionamos, carecía de 
un programa económico planificado. Es así que en enero de 1956 
el gobierno argentino solicitó oficialmente la cooperación de las 
Naciones Unidas para hacer un estudio a fondo de los problemas 
del desarrollo económico del país (en línea con el programa de 
Prebisch y el Informe Preliminar). El Secretario General propuso 
que la Secretaría de la CEPAL y la Administración de Asistencia 
Técnica se hicieran cargo de la realización de estas tareas den-
tro de sus respectivas jurisdicciones. Se sumaron a la misión la 
Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la 
Alimentación (FAO), la Organización Internacional del Trabajo y 
el Fondo Monetario Internacional (FMI). Por su parte, el gobierno 
argentino designó a funcionarios especializados para que, conjun-
tamente con los de la ONU, se encargaran de estudiar, sistematizar 
y analizar las distintas informaciones y estadísticas sobre la econo-
mía nacional. Para eso el gobierno dictó el decreto 6778 del 13 de 
abril de 1956.

La misión de las Naciones Unidas estuvo en la Argentina desde 
mediados de 1956 hasta mediados de 1957, y entregó en Santiago 
de Chile la elaboración y la redacción del informe. Según el propio 
documento el gobierno nacional solicitó asimismo a los funcio-
narios de las Naciones Unidas asesoramiento técnico en diversas 
materias de intereses inmediatos y de largo plazo. El estudio, que 
detentaba un tamaño considerable, fue dividido en tres volúme-
nes, en los que se examinaron la crisis estructural de la economía 
Argentina y se presentaron diversas alternativas. 

Obviamente uno de los consejos fue la incorporación de la 
Argentina a los organismos de crédito internacional.18 Y sería 
sobre la base de este documento que la política económica 
argentina modificaría, ahora sí, la línea heredada por el gobierno 
peronista.

Una vez consolidado cierto consenso económico acerca de 
las nuevas políticas económicas y con el apoyo de gran parte del 

18	CEPAL, Análisis y proyecciones del desarrollo económico, México, 1959
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establishment económico, seis días después del decreto de coopera-
ción económica con la CEPAL, el gobierno argentino sancionó los 
decretos 7103 del 19 de abril (disponiendo los trámites necesarios 
para la entrada y la cooperación de informes) y 15.970 del 31 de 
agosto de 1956 situando el ingreso de la República Argentina 
al Fondo Monetario Internacional y al Banco Internacional de 
Reconstrucción y Fomento.

Esta coyuntura se dio como parte del intento del gobierno de 
incorporar al país al régimen multilateral de comercio caracterís-
tico de la posguerra, pero también con el objetivo de resolver en 
cierta forma los problemas derivados de la balanza de pagos. Esta 
situación le permitía al gobierno avanzar sobre la modificación de 
la estructura económica burocrática que tantos inconvenientes le 
había ocasionado en el corto plazo. 

La modificación se hizo efectiva el 8 de junio de 1956, median-
te el decreto ley 10.351 de Reestructuración de los Ministerios 
Nacionales y Organismos Dependientes del Poder Ejecutivo. Los 
ministerios pasaron a ser trece, siendo tres de competencia econó-
mica: Hacienda, Agricultura y Ganadería, y Comercio e Industria. 

Al mes siguiente el gobierno decidió crear, bajo la dependen-
cia del Ministerio de Hacienda, la Dirección Nacional de Política 
Económica y Financiera que tenía a su cargo las relaciones del 
Ministerio de Hacienda con el Banco Central y otras instituciones 
bancarias oficiales y se dedicaba a la atención de la política mone-
taria, crediticia, cambiaria, mobiliaria y económica en general. Así, 
se traspasaban las antiguas funciones del Ministerio de Finanzas 
a la cartera de Hacienda, y el 13 de septiembre de 1956 (un año 
después del golpe de Estado), el decreto 17.071 le dio un tiro de 
muerte a la cartera emblemática del peronismo.

 En esa disposición, el gobierno se dio cuenta que el nuevo 
ordenamiento ministerial resultaría mucho más complejo que lo 
previsto. Como resolución se decidió la creación de la Subsecretaría 
del Ministerio de Hacienda para “permitir ajustar el mecanis-
mo administrativo a las nuevas necesidades producidas por la 
incorporación de los servicios que se hallaban a cargo del ex 
Ministerio de Finanzas, como así también actualizar el planteo 
organizativo de la Subsecretaría de Hacienda, cuya fisonomía se 
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ha ido alterando en forma parcial a través de distintos actos de 
gobierno”. La nueva agencia estaba integrada por seis direcciones 
(Asuntos Jurídicos, Contabilidad y Administración, Finanzas, 
Impuestos y Contribuciones, Política Económica y Financiera, y 
Obra Social) y una división de Biblioteca e Informaciones.19 De 
esta forma, el sistema financiero-económico volvía a un estadio 
similar al que había funcionado hasta 1943. 

También, y como objetivo de modificar el sistema económico 
previo al peronismo, en agosto de 1956 se logró la modificación 
de la carta orgánica del BCRA. Por decreto 14.570, y siguiendo 
los lineamientos del “Plan de Restablecimiento Económico de 
Prebisch”, el gobierno decidió imprimir la orientación general en 
materia monetaria bancaria, por lo que propugnó la autarquía téc-
nica administrativa del BCRA para el desempeño de sus funciones 
específicas proponiendo que sus directores estarían siete años en 
el cargo. 

El decreto criticaba el carácter organizativo del Banco Central 
durante el peronismo y denunciaba que estaba convertido en una 
dependencia administrativa del Poder Ejecutivo con gravísimas 
consecuencias para la política monetaria y crediticia. Por lo tanto 
consideraba imperioso modificar la Carta Orgánica para actuar 
independientemente del gobierno de turno.20 De esta forma, se 
transformaba parcialmente la reforma financiera instituida por el 
peronismo en el año 1949 que ponía por encima de la política del 
BCRA al Ministerio de Finanzas (Stawski, 2012).

Con estos avatares políticos e institucionales se configuró el 
primer año del gobierno provisional. Informalmente la dirección 
de la política económica estaba supeditada a los planes dirigidos 
por Raúl Prebisch y existía cierto optimismo por parte del econo-
mista y su equipo de que la economía se recuperaría rápidamente. 
Esto se lograría gracias a la caída de las variables inflacionarias y 
al aumento de la producción con el consecuente aumento salarial. 
Sin embargo, la realidad política hizo que el gobierno no pudiera 

19	Decreto 17071-56, PEN, Boletín Oficial 28 de septiembre de 1956, p. 1. 
20	Ministerio de Hacienda, Memoria del año 1956, Buenos Aires, 1958, p. 705.
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llevar adelante un programa coherente de largo plazo y esa situa-
ción se hizo evidente con las variaciones constantes de los princi-
pales ministros de decisión económica.

Los encargados de gestionar la estrategia financiera se encon-
traban más preocupados en sortear la difícil coyuntura política 
que en generar un plan económico como salida a la crisis. De esa 
forma, se tomaron las recetas más simples como la devaluación del 
peso y la unificación de los tipos de cambios preferenciales y no 
preferenciales en una única cotización oficial de 18 pesos moneda 
nacional contra un promedio de 6,25 pesos previo a la devalua-
ción. Paralelamente se recreó el mercado de cambios libres, cerca 
de 30 pesos, para permitir la importación de bienes difíciles de 
tramitar en el sistema oficial y para premiar las exportaciones no 
tradicionales con un dólar más caro. A pesar de estas previsiones y 
a contramano de lo que Prebisch preveía con relación a la política 
monetaria, la inflación fue superior que en la segunda presidencia 
de Perón (Gerchunoff y Llach, 1998, pp. 237-238). 

La crisis continuó durante 1956 (la previsión de ingresos de 
capital luego de los acuerdos internacionales no se hizo efectiva) y 
la balanza comercial siguió con valores negativos con la consecuente 
caída de reservas. Precisamente, se debieron reimplantar restric-
ciones a las importaciones que habían sido derogadas inicialmente 
y comenzó la política de endeudamiento de largo plazo gracias 
a préstamos contraídos con el FMI y el Banco Internacional de 
Reconstrucción y Fomento (luego Banco Mundial). Así, las previsio-
nes iniciales de Prebisch tuvieron un consenso fugaz debido al deseo 
de un gobierno que procuraba más que una modificación estructu-
ral, el pronto abandono del poder (Gerchunoff y Llach, pp. 240-1).

La crisis económica y la estrecha relación con las cuestiones 
sociales (el gobierno tuvo que ceder a la lucha redistributiva) hicie-
ron que la conflictividad aumentara considerablemente durante 
1956, momento que el régimen debió enfrentar huelgas impen-
sadas un año atrás. Diversos errores como el vínculo entre deva-
luación e inflación, la reapertura distributiva y la alta expansión 
monetaria y el aumento considerable del gasto público provocaron 
la modificación de la estructura burocrática y la política económica 
(Rapoport, 2000, p. 544).
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Es por eso que como intento de saltear la crisis, a inicios de 
1957 el Ejecutivo decidió una nueva modificación de las agencias 
de decisión económica y fundamentalmente en el funcionamiento 
del BCRA. Uno de los primeros funcionarios en ser víctima de los 
aprietes económicos fue –como había sido históricamente en nues-
tro país– el ministro de Hacienda. De esta forma, Eugenio Blanco 
vio cómo finalizaba su mandato el 25 de enero de 1957 luego de 
catorce meses gestión. 

El 26 de enero asumió la cartera de Hacienda Roberto Verrier, 
quien se había doctorado en la facultad de Ciencias Económicas 
de la UBA para luego perfeccionarse en diferentes institutos vin-
culados a la economía en Francia. En 1935, con veintinueve años 
de edad, retornó a la Argentina e ingresó al empleo público en 
el BCRA. Allí, y como la mayoría de los ministros, estuvo hasta 
1947 en el cargo de jefe principal de la Gerencia de Investigaciones 
Económicas. Luego, con el golpe de 1955 continuó en la burocracia 
estatal en el puesto de subsecretario del Ministerio de Finanzas y 
como vicepresidente del Banco Central.21

Inmediatamente a la asunción de Verrier, el 20 de marzo de 
1957, Aramburu planteaba en reunión con ministros, jefes milita-
res y representantes de los partidos políticos y por cadena radio-
fónica que la situación económica pedía “inmediatas soluciones, 
basadas en la austeridad, el sacrificio y el trabajo”; ante la imposi-
bilidad de resolver los problemas económicos se podría “crear el 
fantasma de «una revolución en potencia»” para cualquier futuro 
gobierno elegido democráticamente. Asimismo, señalaba que el 
gobierno provisional adoptaría las medidas para resolver la crisis 
aun “a costa de la impopularidad”. Posteriormente a la alocución 
se realizó una reunión de gabinete donde, durante cinco horas, 
se examinó un informe de Verrier sobre la situación económica y 
las posibles soluciones. La prensa internacional puso atención en 
las fracciones gubernamentales y resaltaba que “el gobierno está 
dividido entre los ministros militares que apoyan el programa de 

21	Quién es quién, p. 993, 1963.
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austeridad de Verrier y otro grupo de ministros que se oponen a 
cualquier clase de medidas drásticas, por el resentimiento público 
a que podrían dar lugar antes de las elecciones que se proyecta 
celebrar este año”.22 El círculo volvía a cerrarse como en el gobier-
no de Lonardi, donde las propias divisiones dentro del grupo de 
oficiales, la inconsistencia del programa económico y la falta de 
consenso político dejaban al régimen cerca del final de su efímera 
gestión.

A nadie le llamó la atención cuando solamente seis días des-
pués de la reunión de gabinete, el ministro de Hacienda tuvo que 
renunciar a su cargo en clara demostración del triunfo de la posi-
ción más conservadora dentro del gobierno. Para llevar adelante 
un programa mucho más ortodoxo asumió funciones el 26 de 
marzo de 1957 el último ministro de Hacienda de la “Revolución 
Libertadora”, Adalbert Krieger Vasena.

Nacido en Buenos Aires en 1920, y proveniente de una familia 
de banqueros, Krieger Vasena se doctoró en Ciencias Económicas 
en la FCE-UBA en 1944 con una tesis sobre “renta nacional”. Entre 
1938 y 1946 se desempeñó en varios cargos de la burocracia estatal, 
como en la Dirección de Impuesto a los Réditos, en el Ministerio 
de Hacienda y en la Secretaría de Industria y Comercio. Formó 
parte de diversas comisiones argentinas en el extranjero en los 
años 1955-1956 y propició junto a Prebisch el ingreso de Argentina 
al FMI. Hasta su designación como ministro en 1957 integró el 
directorio del BCRA.23 

En términos coyunturales Krieger Vasena formuló una política 
más ortodoxa que sus antecesores y en septiembre realizó una 
batería de medidas impopulares que afectaron la popularidad del 
gobierno en términos políticos y económicos. Se decidió un conge-
lamiento salarial hasta marzo de 1958 y paralelamente aplicar una 
política restrictiva de la emisión monetaria, situación que provocó 
una merma de la relación entre el circulante y los precios. Con 
una inflación del 24,7%, la tasa monetaria se contrajo a un 0,4% y 

22	Diario ABC, jueves 21 de marzo de 1957, Madrid, pp. 38-39.
23	Quién es quién, p. 521, 1963.



gestión económica en la “revolución libertadora” | 125

provocó rápidamente la reducción de los salarios reales en un 18% 
(Rapoport, 2000, p. 545).

En relación a la estructura económica, la última de las grandes 
medidas económicas del gobierno fue la reforma financiera de 
1957. Allí se derrumbó lo cimentado por el peronismo en 1946 
y 1949 (Rougier, 2012; Stawski, 2012). De esta forma se retornó a 
un régimen bancario ortodoxo que implicó fundamentalmente el 
abandono del sistema basado en la nacionalización de los depósi-
tos (Olarra Jiménez, 1971). El nuevo sistema BCRA se basaba en la 
visión gubernamental de que la organización bancaria argentina 
no estaba preparada para afrontar con éxito las exigencias de la 
reconstrucción económica del país. 

La necesidad de una Reforma Financiera se sustentaba en tres 
aspectos principales. El primero de ellos era la acentuación del 
papel del Banco Central en el sistema bancario para lograr un con-
trol absoluto de la política monetaria y crediticia. Con ese propó-
sito se creía indispensable otorgarle mayores facultades al BCRA 
para determinar la índole y extensión de las actividades de los 
establecimientos bancarios. Esta situación, en la observación del 
gobierno, provocaría una sana competencia entre el sistema públi-
co y privado. En segundo lugar, el gobierno argumentaba que era 
necesario sanear las carteras de los establecimientos oficiales de 
crédito mediante la consolidación de las obligaciones crediticias 
pendientes con el Estado y el reajuste de las relaciones de éste con 
el Banco Central. Y por último se esperaba dar al Banco Industrial 
una organización y recursos para apoyar activamente la recupera-
ción industrial nacional y promover el establecimiento de nuevas 
industrias y el crecimiento de las existentes.24

De esta forma el sistema bancario volvió a operar sobre las pla-
taformas más tradicionales y el BCRA recuperó parte de su ante-
rior autonomía. La base del nuevo régimen consistía en que los 
depósitos se restituían a los respectivos bancos y éstos, para rea-
lizar sus operaciones de crédito activo dependían en lo sucesivo 

24	Ministerio de Hacienda, “Normalización y saneamiento del sistema bancario 
argentino”, Buenos Aires, 1957, p. 13.
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sólo de sus propias disponibilidades y éstas exclusivamente de los 
depósitos que el público efectuaba (Olarra Jiménez, 1968, p. 111).

Como complemento del decreto 14570 de 1956 que instalaba 
la autarquía del Banco Central (en cierta forma un punto inter-
medio entre el sistema mixto de 1935 y la subordinación al Poder 
Ejecutivo de 1946 y 1949) se llegó a configurar un directorio sin 
representación del sector privado, pero con la salvedad de que el 
presidente y vicepresidente duraban siete años en su cargo, con la 
idea de independizar la acción económico-financiera de los vaive-
nes políticos.

Los decretos leyes (todos rubricados el 22 de octubre de 1957) 
que propiciaron la reforma financiera fueron los siguientes: 

•	 13.125: proponía la normalización del sistema bancario, el 
saneamiento de las carteras de los bancos oficiales y restituir a 
todas las instituciones bancarias la responsabilidad en la ejecu-
ción de sus operaciones.

•	 13.126: de actualización de la Carta Orgánica del BCRA.
•	 13.127: nueva Ley de Bancos, eliminaba las disposiciones relati-

vas a la incautación de los depósitos privados operada en 1946.
•	 13.128: modificaba la Carta Orgánica del Banco Hipotecario 

Nacional.
•	 13.129: reformaba la Carta Orgánica del Banco Nación.
•	 13.130: modificaba la Carta Orgánica del Banco Industrial; se 

cambiaba sustancialmente el fin del banco con relación a su 
accionar durante el peronismo. Al incentivo a la industria y 
la minería, la nueva carta proponía atraer, promover y con-
traer fondos a largo y corto plazo con organismos locales o 
internacionales.25

A pesar de los intentos económicos y políticos por lograr cier-
ta estabilidad y poder finalizar el mandato de la forma más 

25	Misterio de Hacienda, Normalización y saneamiento del sistema bancario 
argentino, Buenos Aires, 1957; Revista de Economía y Estadística, UNC, FCE, 
Córdoba, año I, n° 1, 1957, pp. 82-155.
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ordenada posible, las divisiones políticas y la coyuntura económi-
ca no coadyuvaron a la salida ordenada del régimen. En paralelo 
a la Reforma Financiera el gobierno se encontraba bajo dos postu-
ras internas claramente irreconciliables: la posición de Aramburu 
que propiciaba una retirada ordenada con entrega del poder a un 
candidato electo o resistir prolongando la “revolución”, tendencia 
sostenida por el vicepresidente Rojas y la Marina (Spinelli, 2005, 
p. 297).

A la crisis política se le sumaba la situación sofocante de la 
economía. Los índices no ayudaban al gobierno y la intención de 
equilibrar el presupuesto fiscal tuvo su correlación con el incre-
mento impositivo y la tendencia negativa de la inversión pública, 
escenario que hizo fracasar la política oficial que pretendía obtener 
un crecimiento con estabilidad. Este escenario crítico le dio las 
herramientas necesarias al arco político para quitarle respaldo al 
gobierno y solicitar una pronta salida a la crisis. Así, si las metas 
gubernamentales eran reducir drásticamente la inflación y el pro-
blema de la balanza de pagos heredados durante el peronismo, la 
implantación de las políticas liberales demostraron que lo único 
que se hizo fue profundizar la crisis económica. 

Conclusión

La planificación económica y la reforma del Estado que el pero-
nismo, con sus marchas y contramarchas, había impulsado desde 
1946, tuvieron un abrupto final en 1956. Prácticamente se deses-
tructuró el andamiaje administrativo de las instituciones económi-
cas impulsadas por los elencos técnicos peronistas. Salvo honrosas 
excepciones como la “continuidad” del Ministerio de Finanzas –
refundado un mes después de su disolución y con funciones hasta 
junio de 1956– la lógica de planificación entendida en términos 
peronistas había sido derrotada políticamente.

La llegada al poder de la autodenominada “Revolución 
Libertadora” intentó modificar el andamiaje económico que al 
peronismo tanto trabajo le había costado. A pesar de que cier-
tas instituciones continuaban funcionando, la lógica de volver 
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–“relativamente”– a un período anterior a 1943-1946 era más que 
una obsesión para los elencos gubernamentales. 

La experiencia efímera de Lonardi demostró a las claras las 
divisiones que el gobierno tendría como una constante en los dos 
años y medio de gestión. El tibio intento por atacar en paralelo a la 
inflación y a la burocracia peronista no tuvo el resultado esperado 
y fue imposible lograr una planificación real económica. El ensayo 
inicial de reforma burocrática tuvo un éxito parcial en la nueva 
conformación y también en la destrucción de lo adquirido. El pri-
mer ministro de Hacienda –al igual que todos en el período– tuvo 
un fugaz paso por la cartera y su pasado de funcionario peronista 
no había sido juzgado como contemplaba la propia ley antipero-
nista. Algo similar sucedió con el ministro de Finanzas. 

Como elemento de continuidad con el gobierno depuesto en 
1955 las principales agencias de gestión económica fueron coman-
dadas por expertos del área que detentaban un importante saber 
técnico. A ellos se les sumó un fuerte crítico del peronismo como 
Raúl Prebisch y junto a él un grupo de asesores que no tardaron 
en denunciar en sus informes la caótica situación económica 
argentina (el trabajo de Prebisch, los funcionarios de la CEPAL y 
los miembros de la ONU dejaron una base sólida para que luego 
del fin del régimen en 1958 se recomenzara con la lógica de la 
planificación de largo plazo). Sobre esta base, Lonardi intentó 
construir infructuosamente una nueva estructura burocrática, pero 
la coyuntura política interna propició su pronta salida del poder. 

Con la asunción de Aramburu, se profundizaron las tendencias 
antiperonistas y de conservadurismo económico. La JCN –creada 
durante el interregno de Lonardi– se transformó en una especie de 
Consejo Económico y Social de importante consulta y sugerencia al 
Poder Ejecutivo, pero con atribuciones más de corto plazo que de 
planificación económica y social. No obstante, con el correr de los 
meses fue perdiendo injerencia ya que las divisiones propias de los 
consultores y del gobierno, sumadas a que el organismo atenía a 
todas las cuestiones políticas, impidieron la sanción de un plan eco-
nómico de largo plazo y una lógica de ordenamiento burocrático.

Con el flamante ejecutivo se logró avanzar en la nueva estruc-
tura administrativa, se suprimió el ministerio de Finanzas (y otras 
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instituciones emblemáticas del peronismo) y se dotó al longevo 
ministerio de Hacienda de las labores decisorias de la política eco-
nómica gubernamental. El cambio liberal u ortodoxo se puso en 
marcha y junto a la reforma burocrática se decidió el ingreso a los 
canales de financiación internacional para lograr superar el proble-
ma de divisas y de pagos en el que se encontraba subsumido el país. 

Así, para mediados de 1956 se hizo efectiva la modificación 
administrativa y los ministerios pasaron a ser trece, con tres de 
competencia económica. No obstante, la imposibilidad o la inope-
rancia del gobierno hicieron que las transformaciones burocráticas 
y creaciones de nuevas dependencias continuaran la misma lógica 
de marcha y contramarcha que tanto había caracterizado al pero-
nismo. Clara muestra de ello es la absorción de Finanzas por parte 
de Hacienda.

Asimismo, y siguiendo los consejos de Prebisch, desde 1956 se 
comenzó a modificar el sistema financiero. A pesar de que el cargo 
de ministro de Hacienda era altamente inestable, se avanzó en la 
modificación de un sistema bancario intermedio entre el propug-
nado por el peronismo y el de 1935.

 Este escenario se completó con la llegada de Krieger Vasena en 
clara representación del ala más ortodoxa en términos económi-
cos de los “revolucionarios”. Sin embargo, las tensiones políticas 
iban en aumento con su correlato social y la economía no lograba 
mejorar sus índices. La solución conservadora propugnada por 
Krieger provocó que salieran a la luz las discrepancias políticas 
internas del gobierno y la consecuente quita de respaldo por parte 
del arco opositor, que por primera vez en años creyó en la salida 
democrática cómo la única alternativa a la crisis. 
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4 | Las Fuerzas Armadas  
y la política económica del gobierno  

de Arturo Frondizi 

El contexto internacional y el proyecto desarrollista

Después de la Segunda Guerra Mundial los vínculos entre los 
países americanos se vieron influidos por las discusiones sobre 
la temática seguridad-desarrollo, mientras el conflicto Este-Oeste 
se acentuaba y conducía a un rediseño del papel de las fuerzas 
armadas latinoamericanas. Los gobiernos se adaptaron a la situa-
ción de la posguerra, maniobrando para obtener un margen de 
beneficios por su adhesión a la política norteamericana, situación 
que Gordon Connell-Smith conceptualizó de “reciprocidad”, en el 
otorgamiento de ayuda económica como recompensa por el apoyo 
a la lucha contra el comunismo (Connell-Smith, 1971). Este proce-
so introdujo en el contexto político argentino un nuevo conjunto 
de temas vinculados a la Guerra Fría, a los problemas del desarro-
llo y el subdesarrollo, al papel de los militares del Tercer Mundo 
como élite modernizante, etcétera. Estas cuestiones se articularon 
con otras de carácter local, sobre todo después del derrocamiento 
de Juan Domingo Perón, en 1955: el incremento de las medidas 
de seguridad nacional que identificaban al peronismo resistente 
como principal oponente, el proceso incompleto de industrializa-
ción y el creciente rol político de las Fuerzas Armadas.

En este contexto, las relaciones interamericanas se vieron teñi-
das por un giro muy claro en cuanto a las hipótesis de conflicto. 
La amenaza representada por las potencias del Eje, tras el final de 
la guerra en Europa y en el Pacífico, cedió lugar al comunismo 
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internacional en un rápido desplazamiento. La defensa continental 
debió reformularse, entonces, teniendo en cuenta las nuevas carac-
terísticas de la Guerra Fría. La debilidad de las potencias europeas 
tras el fin de la contienda provocó un vacío en cuanto al suministro 
de material bélico y entrenamiento que Estados Unidos cubrió 
rápidamente, ubicando sus sobrantes de guerra. Este avance nor-
teamericano se complementó con el aumento de las inversiones y 
el comercio que, si bien se había gestado en la primera mitad del 
siglo veinte, reconoció una auténtica expansión a partir de 1945. 
En consecuencia, el principio de solidaridad continental, institui-
do desde la Conferencia Interamericana de Panamá (1939), fue 
consolidado como un verdadero compromiso internacional con 
el Acta de Chapultepec y el Tratado Interamericano de Asistencia 
Recíproca. Aún más, se constituyó a través de este último un siste-
ma de seguridad colectiva, a partir del cual toda amenaza o ataque 
armado extracontinental a cualquier país miembro implicaría un 
conflicto con todos los firmantes del pacto. 

La década del cincuenta fue testigo en consecuencia de acciones 
concretas en este sentido, como la intervención en Guatemala, en 
1954, para brindar apoyo al movimiento que derrocó al presidente 
Jacobo Arbenz y el hostigamiento a la Cuba castrista a partir de 
1959. Se profundizó en esos años la utilización de los conceptos de 
seguridad y desarrollo para el estudio de las relaciones interame-
ricanas, y los reclamos de los principales países latinoamericanos 
reflejaban la idea de que el desarrollo económico de la región era 
el freno más eficaz contra el avance comunista (Morgenfeld, 2012). 

En esos años el gobierno de Arturo Frondizi participó de la 
visión que otorgaba al desarrollo un papel fundamental en la lucha 
contra el comunismo en América Latina. Durante sus encuentros 
con el presidente norteamericano Dwight Eisenhower, en enero de 
1959, Frondizi advirtió sobre el riesgo que representaba mantener 
en el estancamiento y la pobreza a los países americanos. Expresó 
que “la verdadera defensa del continente consiste en eliminar las 
causas que engendran la miseria, la injusticia y el atraso cultural” 
(Morgenfeld, 2012, p. 140). Ni siquiera el anuncio de la “Alianza 
para el Progreso” durante la administración Kennedy fue recibido 
por el gobierno de Frondizi como un avance en tal sentido, ya que 
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no promovía con claridad el desarrollo de sectores fundamentales 
como infraestructura, transportes, siderurgia y energía.

En el marco de este contexto internacional y regional, Frondizi 
desplegó una estrategia de acercamiento a las Fuerzas Armadas 
con el objetivo de captar su apoyo a la política económica del 
gobierno, específicamente a las medidas propuestas para el sector 
energético. Dicha estrategia debió tener en cuenta la fuerte oposi-
ción que existía en los sectores militares que habían promovido el 
golpe de 1955 y que aún observaban con desconfianza los linea-
mientos industrialistas del modelo peronista. El desarrollismo 
frondizista se apoyó entonces en la nueva concepción del desarro-
llo como pilar de la seguridad que gradualmente había ganado el 
pensamiento de amplios sectores castrenses a finales de la década 
del cincuenta. Esta política tomaba en cuenta las condiciones 
previas que contribuyeron a la evolución del pensamiento indus-
trialista en las Fuerzas Armadas, marco en el cual tanto la Marina 
de Guerra como el Ejército adquirieron un protagonismo cada vez 
más importante y visible en la primera mitad del siglo veinte. 

En esta estrategia de acercamiento a las Fuerzas Armadas, 
Frondizi brindó gran importancia a la idea de la planificación 
económica y a la integración de equipos técnicos que incluyeran 
a militares y civiles. El desarrollo requería de una élite profesio-
nal que, a partir de sus conocimientos específicos, reorganizara 
el aparato estatal para dotarlo de herramientas modernas de 
programación, gestión y control de resultados. Desde media-
dos del siglo diecinueve y hasta los inicios del siglo veinte, los 
cuadros técnicos del Estado se habían constituido prácticamente 
con especialistas contratados en el extranjero o con sus primeros 
discípulos formados en el país. Posteriormente, durante al menos 
cuarenta años, Argentina implementó un exitoso proceso de 
selección, formación técnica y especialización de profesionales 
integrados a las distintas funciones que el Estado fue adqui-
riendo.1 Los años del peronismo significaron un fuerte impulso 

1	 Sobre la presencia de europeos y norteamericanos en los primeros planteles 
técnicos estatales, ver Pontoriero (2010). Con respecto a la formación de cuadros 
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a estas políticas, reflejado tanto en la experiencia del Consejo 
Nacional de Posguerra como en la elaboración de los Planes 
Quinquenales. Pese a que, en 1955, la llamada “Revolución 
Libertadora” desmanteló gran parte de la plantilla oficial, se 
había ingresado a una etapa diferente en cuanto a la formulación 
de los planes de desarrollo. En ese contexto, a los planteles técni-
cos formados en reparticiones y empresas estatales, se fue super-
poniendo una nueva tecnoburocracia. Con el desarrollismo de 
Frondizi y Frigerio surgieron la Cafade (Comisión Nacional de 
Administración del Fondo de Apoyo al Desarrollo Económico), 
el CFI (Consejo Federal de Inversiones) y el Conade (Consejo 
Nacional de Desarrollo), organismos sobre los cuales volvere-
mos más adelante.2 Su personal también se nutrió en los años 
sesenta de los miembros de un puñado de think tanks surgidos en 
aquel tiempo: el Instituto Torcuato Di Tella (1958), el Instituto de 
Desarrollo Económico y Social (1960) y la Fundación Bariloche 
(1963), entre otros (Thompson, 1994). No podemos dejar de 
señalar el aporte sustancial que venían desarrollando en este 
sentido la Comisión Económica para América Latina (CEPAL) y 
el Instituto Latinoamericano para la Planificación Económica y 
Social (ILPES).

Frondizi y su equipo realizaron un diagnóstico negativo sobre 
las características de la burocracia estatal heredada del pero-
nismo, al punto de considerar que sería una traba para el ritmo 
que pretendían imponerle a su plan de gobierno. En su Mensaje 
Presidencial del 1º de mayo de 1958, Frondizi afirmó: 

Es necesario e impostergable iniciar una acción de aus-
teridad y racionalización que permita detener el proceso 
de hipertrofia administrativa […]. Debemos combatir los 
males de la burocracia como uno de los principales facto-

técnicos en distintas reparticiones públicas, ver Pontoriero, (2006a), (2006b), 
(2007) y (2008); Plotkin y Zimmermann (2012).

2	 Sobre la formación de cuadros técnicos en los gobiernos de Perón y Frondizi, 
consultar Berrotarán (2003), Martínez Tami (2002) y Tereschuk (2007).
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res que paralizan el esfuerzo nacional. […] Para impulsar 
su propio progreso, el país necesita una Administración 
Pública eficiente, ágil y moderna. 

Con el lanzamiento del Plan de Racionalización y Austeridad, el 
gobierno intentó dar una respuesta a las necesidades de desarro-
llo económico y social. Sin embargo, las propuestas de su Comité 
Ejecutivo (CEPRA) fueron bastante limitadas y básicamente el 
programa se circunscribió a la reorganización de la estructura 
orgánica y funcional de la Administración Central y al recorte 
de personal (decreto 10.974/58). Entretanto, el lanzamiento de 
la “Alianza para el Progreso” impulsó la creación de una serie 
de organismos que se ocuparían de instrumentar dicha ayuda, 
interactuando con las entidades internacionales de crédito y la 
Agencia de Cooperación de Estados Unidos (AID).3

Paralelamente, el gobierno impulsó la creación del Instituto 
Superior de la Administración Pública (ISAP), cuyo objetivo 
principal era la formación de una nueva capa burocrática pro-
fesionalizada, mediante cursos de especialización y asistencia 
técnica. Su alcance fue muy limitado y finalmente pasó a la órbita 
de la Secretaría de Hacienda (Ministerio de Economía) hasta su 
disolución en 1970. En 1973, sería reactivado con el nombre de 
Instituto Nacional de Administración Pública (INAP). En cuanto 
a la reorganización del Poder Ejecutivo, Frondizi continuó con la 
política iniciada por Perón consistente en aumentar y concentrar 
las funciones estratégicas en la Presidencia de la Nación y en algu-
nos ministerios claves (Economía, Defensa y Obras y Servicios 
Públicos) (Bonifacio y Salas, 1983). Promovió además la creación 
de nuevos organismos de estudio y planificación del desarrollo 
para coordinar las investigaciones que realizaran las reparticiones 
públicas pertinentes. Así surgieron los ya mencionados Cafade, 

3	 En una conferencia extraordinaria del Consejo Interamericano Económico-Social 
(OEA), en Punta del Este (Uruguay), los representantes de todos los países del 
continente acordaron participar del programa y se comprometieron a elaborar y 
ejecutar planes de desarrollo, a partir de sus recursos humanos y naturales, con 
la colaboración de la CEPAL.
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CFI y Conade, que se constituyeron en una nueva tecnoburocracia 
destinada al diseño de planes sectoriales (agropecuario, indus-
trial, público, externo, financiamiento, transporte, salud pública, 
vivienda y energía). En líneas generales, esa nueva élite técnica 
estatal estaba formada en la concepción cepalina del desarrollo y 
rápidamente se instaló como un factor clave en el asesoramiento 
de los sucesivos gobiernos de aquella época.

El Conade, en particular, fue creado por decreto 7290, del 23 
de agosto de 1961, con la función de “asumir la responsabilidad 
principal de la coordinación de los estudios y análisis requeridos 
para la formulación orgánica de los programas de desarrollo, así 
como para el asesoramiento de la acción de gobierno”. Dependía 
de la Presidencia de la Nación, y aunque el Ministro de 
Economía ejercía su comando, la responsabilidad directa sobre 
el organismo quedó en manos de un Secretario Ejecutivo, cargo 
ocupado por Cecilio Morales y el contraalmirante Francisco 
Castro, sucesivamente.

Este trabajo estudiará los apoyos y resistencias que la gestión 
Frondizi encontró en las Fuerzas Armadas para la aceptación e 
implementación de las propuestas desarrollistas, incluyendo la 
reformulación de los sectores petroquímico, siderúrgico y auto-
motriz así como la introducción de técnicas de programación 
económica.

El papel de los militares  
en el desarrollo económico hasta el golpe de 1955

A principios del siglo veinte, los militares comenzaron a señalar 
con insistencia la necesidad de disponer de una economía menos 
dependiente del exterior y una acción más decidida por parte del 
Estado en cuanto al control de los recursos estratégicos relacio-
nados con la energía, la industria y la producción bélica, con el 
objetivo de dotar al Ejército y la Marina de Guerra de capacidades 
reales para asegurar la soberanía nacional. Así lo demuestran 
numerosos artículos publicados en el Boletín del Centro Naval o 
en la Revista Militar en los cuales el reclamo del sector castrense 
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se acentuó a medida, que los resultados de algunas contiendas 
bélicas como la guerra ruso-japonesa, la Primera Guerra Mundial 
o los enfrentamientos del período de entreguerras confirmaban la 
urgencia de contar con las condiciones básicas para garantizar la 
defensa nacional en un mundo cada vez más complejo y conflicti-
vo. El creciente nacionalismo económico de los años veinte y trein-
ta influyó así sobre las nuevas promociones militares, las cuales se 
interesaron cada vez más por los asuntos económicos y sociales, en 
un contexto marcado por las sucesivas crisis del mundo capitalista 
y los desafíos que suponía la “amenaza” del comunismo soviético.

Las Fuerzas Armadas argentinas reconocían, por su parte, una 
larga tradición de participación en el desarrollo económico del 
país y la misma constituyó la base sobre la cual se construirían 
nuevas propuestas. El proceso de profesionalización militar en 
los estados nacionales de formación reciente, como era el caso de 
la Argentina de fines del siglo diecinueve, dio lugar a un prota-
gonismo diferente por parte de los nuevos oficiales. Los cambios 
tecnológicos aplicados a la industria bélica y al arte de la guerra, 
en general, impulsaron a los militares a tener una preparación más 
adecuada a los nuevos tiempos. El crecimiento de las primeras 
academias militares y la especialización produjeron consecuencias 
notables en la consolidación gradual de una élite técnica de fuerte 
base científica y activo compromiso con el desarrollo nacional. La 
misma se caracterizó por el amplio conocimiento que alcanzó sobre 
los variados recursos naturales del país y su potencial económico. 
Al mismo tiempo, estos oficiales desplegaron una nítida visión 
geopolítica, interesándose por el rol de la Argentina en el contexto 
latinoamericano e internacional y participando activamente de los 
debates centrales del período previo a la Primera Guerra Mundial 
y de la primera mitad del siglo veinte. Ellos impulsaron la inves-
tigación y el desarrollo científico ya que la modernización de los 
distintos sistemas de armas y las necesidades logísticas requerían 
de amplios estudios sobre astronomía, meteorología, magnetismo, 
electricidad, metalurgia, física y química, entre otras disciplinas 
(Puglisi, 2007, 2011a y 2011b).

Este proceso los llevó naturalmente a concentrarse en la cues-
tión del desarrollo energético y a exigir una actitud decidida por 



140 | estudios sobre planificación y desarrollo

parte de las instituciones militares y del Estado argentino. Las 
enseñanzas que dejaron las guerras en cuanto al valor estratégico 
de los recursos naturales y su disponibilidad para la producción 
y movilización de los elementos bélicos, acentuaron aún más el 
interés debido a su relevancia para garantizar la defensa de la 
soberanía nacional. Es a partir de esta mirada que puede com-
prenderse el protagonismo de oficiales navales y del Ejército en 
los primeros estudios prospectivos de los yacimientos de carbón 
de Río Turbio y otras regiones patagónicas, en los orígenes de la 
explotación petrolera en Comodoro Rivadavia, en las propuestas 
de aprovechamiento de la fuerza de las mareas en las costas pata-
gónicas, en los primeros proyectos hidroeléctricos y en los inicios 
del desarrollo nuclear de nuestro país (Anaya, 1987; Caillet-Bois, 
1932; Chingotto, 2005; Escola 1923a y 1923b; Lamuedra, 2006; 
Lenzi, 1972; Molina Carranza, 2004; Rodríguez, 2000; Hurtado 
de Mendoza, 2005 y 2009; Oca Balda, 1923). La incorporación 
de notables científicos y docentes procedentes de universidades 
nacionales y extranjeras a los institutos de formación castren-
ses consolidaron el papel que, gradualmente, se atribuyeron las 
Fuerzas Armadas en este terreno. Las comisiones enviadas al 
exterior para la compra de armamento y el estudio de la estrategia 
militar desarrollada por las grandes potencias de la época también 
contribuyeron a facilitar los contactos con las escuelas más avan-
zadas de Europa y de Estados Unidos, y con el personal técnico de 
los grandes astilleros, acerías y fábricas de motores, armamento e 
instrumental. 

A modo de ejemplo puede citarse la intervención de la Marina 
de Guerra en la administración de los yacimientos hidrocarburífe-
ros de Comodoro Rivadavia entre 1917 y 1922, continuada luego 
por oficiales del Ejército a partir de la creación de Yacimientos 
Petrolíferos Fiscales (Rodríguez, 2000; Mosconi, 1983). Son muy 
ilustrativas las palabras del coronel Luis Vicat en el Círculo 
Militar, reclamando la atención del Estado sobre las necesidades 
del momento. Vicat afirmaba que la dependencia de las Fuerzas 
Armadas con respecto al abastecimiento de material bélico, com-
bustibles, hierro y acero, así como al transporte terrestre, aéreo y 
marítimo, podían convertir al poder militar, eventualmente, en una 
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maquinaria inmóvil e indefensa. De allí la urgencia en modificar el 
sistema económico por completo con el objetivo de producir todo 
lo que fuera necesario en caso de un nuevo conflicto (Puiggrós, 
1967, p. 28-29). Esta visión coincidía con la expresada por otros ofi-
ciales como el coronel Enrique Mosconi sobre la urgente necesidad 
de garantizar el autoabastecimiento energético, ya que la escasez 
de combustibles importados durante la Primera Guerra Mundial 
y las maniobras de empresas extranjeras como la West India Oil 
Co. habían paralizado a las Fuerzas Armadas. Era el anticipo de lo 
que el país podría sufrir si la economía volvía a enfrentar las con-
secuencias del cierre de las rutas comerciales, el desabastecimiento 
forzado por conflictos bélicos o por las decisiones estratégicas de 
grandes empresas extranjeras. En caso de guerra, peor aún, el 
resultado del conflicto estaría marcado de antemano. 

Durante la década de 1930, la participación de “militares técni-
cos” en distintos Ministerios y Secretarías (preferentemente, Obras 
Públicas, Agricultura y Transportes) se convierte en un procedi-
miento cada vez más frecuente (Campione, 2007). Sus carreras 
ascendentes se consolidan a finales de la década y les permiten 
ocupar cargos importantes antes y después del golpe de 1943, 
incorporándose muchos de ellos al peronismo. Pueden mencionar-
se, entre otros, al teniente coronel Mariano Abarca (varios cargos en 
Fabricaciones Militares, Dirección General de Industrias, Comisión 
de Control de Transportes de Buenos Aires, Dirección General de 
Industrias, Secretaría de Industria y Comercio, entre 1937 y 1946); 
coronel Joaquín Saurí (Obras Públicas, Administración Nacional 
del Agua, Secretaría de Industria y Comercio); teniente coronel 
Alfredo Baisi (subsecretario de Industria y Comercio, 1944-1945); 
general Juan Pistarini (Ministro de Marina, de Agricultura, del 
Interior, luego de 1943, presidente del Consejo Nacional de 
Posguerra, 1945, Ministro de Obras Públicas, 1943-1946 y en la 
primera presidencia de Perón) o Bartolomé de la Colina (secre-
tario de Aeronáutica, 1945, y miembro del gabinete de Perón). 
Varios se vinculan a la Unión Industrial Argentina y al grupo de la 
Revista de Economía Argentina, inspirada por el ingeniero Alejandro 
Bunge. Para ellos, la defensa estaba claramente vinculada a las 
capacidades económicas y militares que el país pudiera desplegar, 
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proceso en el cual sería ineludible la presencia activa del Estado. 
Asimismo, la situación del frente interno se encontraría amparada 
frente a las consecuencias negativas de una parálisis generalizada 
del comercio exterior y la producción. Al decir del general Manuel 
Savio: “Nuestro país no podía demorar una hora más su industria-
lización. […] Somos francos partidarios del control del Estado, de 
un control estricto, detallado, en busca de una equitativa recom-
pensa o reconocimiento de los derechos, tanto de los empresarios 
como de los obreros” (Villanueva, 2008, p. 196-197).

La evolución de esta línea de pensamiento y acción se acentuó 
durante los años del peronismo, a medida que el Estado expandió 
su intervención en el marco de las directrices establecidas por los 
primeros organismos de planificación como el Consejo Nacional 
de Posguerra (1944), la Secretaría Técnica de la Presidencia de 
la Nación (1946) y el Ministerio de Asuntos Técnicos (1949). La 
participación de numerosos oficiales retirados o en actividad en 
puestos claves de la Administración y de las empresas estatales 
demuestra el lugar que los militares se atribuyeron en el diseño 
y gestión de las políticas públicas, y confirma la continuidad con 
los períodos anteriormente mencionados: el propio coronel Juan 
D. Perón (vicepresidente y Secretario de Trabajo y Previsión) y el 
general Julio Checchi (Secretario de Industria y Comercio), en el 
Consejo Nacional de Posguerra (1944); el brigadier mayor Juan 
Ignacio San Martín, director del Instituto Aerotécnico (1943) y 
Ministro de Aeronáutica (1951); el general Manuel Savio, impulsor 
de la Dirección General de Fabricaciones Militares (1941), del Plan 
Siderúrgico (1942) y de las acerías de Zapla y Somisa (Berrotarán, 
2003; Belini, 2009; Villanueva, 2008). 

En síntesis, la participación de oficiales de las Fuerzas Armadas 
en el diseño e implementación de políticas públicas vinculadas 
al desarrollo económico del país tenía una larga tradición que se 
remontaba a la expansión de las funciones del Estado argentino. 
Dicho protagonismo estaba en sintonía con las necesidades de la 
defensa nacional pero gradualmente el papel de los militares cre-
ció más allá de esos límites y, a mediados del siglo veinte, en pleno 
auge del peronismo, estaba perfectamente aceptada su injerencia 
en los asuntos económicos. 
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Desarrollismo y Fuerzas Armadas

Cambio de rumbo: la díada seguridad-desarrollo

El derrocamiento de Juan Domingo Perón en 1955 abrió paso a una 
serie de profundos cambios en la situación interna de las Fuerzas 
Armadas, producto de la depuración de elementos peronistas y 
nacionalistas que sobrevendría con la “Revolución Libertadora“ 
(Mazzei, 2013). El principal foco de atención de la cúpula triun-
fante se concentró en la persecución del peronismo y, en particular, 
del movimiento obrero. Las realizaciones económicas de la etapa 
peronista fueron denunciadas como un grave error y las inversio-
nes en el desarrollo industrial, científico y tecnológico duramente 
cuestionadas. Los informes dados a conocer por Raúl Prebisch con-
tribuyeron a convalidar esta visión de la herencia peronista, con 
una fuerte crítica al “estatismo” desordenado y excesivo y la consi-
guiente propuesta de privatización de algunas empresas públicas 
como Aerolíneas Argentinas, IAME (Industrias Aeronáuticas y 
Mecánicas del Estado) y DINIE (Dirección Nacional de Industrias 
del Estado) (Belini, 2006; Rougier, 2008). El clima político parecía 
poner en duda la continuidad del activo rol que el Estado había 
asumido en el impulso a la expansión petroquímica, eléctrica y 
siderúrgica, así como en otros campos más recientes del desarro-
llo energético como era el caso del proyecto nuclear. El concepto 
mismo de planificación fue descalificado al aparecer absolutamen-
te identificado con las políticas del gobierno peronista.

Paralelamente a la lucha contra el peronismo, el contexto 
internacional de la Guerra Fría se incorporó de lleno en la políti-
ca nacional y ofreció nuevos argumentos para justificar la inter-
vención de los militares en los asuntos internos. Fue el triunfo de 
la Revolución Cubana el hecho que acentuó este giro doctrinario 
en las Fuerzas Armadas, que había comenzado a principios de 
los cincuenta con los primeros contactos con militares franceses 
(Ranalletti, 2005). Rápidamente la guerra revolucionaria y los 
métodos de combate contra la subversión comunista se convir-
tieron en los tópicos más importantes del pensamiento castren-
se en la Argentina. Así se fueron consolidando las principales 
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hipótesis de conflicto que guiarían la definición de objetivos, 
entrenamiento y equipamiento de las Fuerzas Armadas en los 
años posteriores: eliminación del peronismo y contención de la 
infiltración comunista. El objetivo tradicional de la defensa exte-
rior pasó a un segundo plano para concentrarse en la custodia 
del orden económico, político y social interno. En los sectores 
militares más duros, este concepto ampliado de “guerra contra 
la subversión” incluía una equiparación entre el peronismo y 
el comunismo como expresiones políticas de raíz totalitaria. El 
presidente Frondizi se encontraría con estas dificultades a poco 
de iniciar su mandato en mayo de 1958 y las características adop-
tadas por los movimientos resistentes del peronismo llevarían 
al Poder Ejecutivo a considerarlos auténticas expresiones insu-
rreccionales que debían ser combatidas mediante la intervención 
directa de las Fuerzas Armadas y la aplicación del Plan Conintes 
(Pontoriero y Summo, 2012).

Rosendo Fraga ha afirmado que “durante este período, la ideo-
logía militar predominante tiene dos ejes: el antiperonismo y el 
anticomunismo. El primero tiene como punto de partida la revolu-
ción del 55, a partir de la cual los oficiales del Ejército pasan a asu-
mir una postura cerradamente antiperonista” (Fraga, 1992, p. 25). 
En este contexto, se perfilaron dos corrientes de pensamiento que 
se enfrentaron amargamente en los años siguientes. Una de ellas, 
rápidamente definida como “liberal”, se inclinaba decididamente 
hacia las políticas de estabilización económica, con fuerte recorte 
de la intervención estatal, cuestionamiento de base al desarrollo 
industrial y un acercamiento a los organismos internacionales de 
crédito. La otra rechazaba dicho modelo proponiendo un rescate 
de las políticas autárquicas, con fuerte control de los recursos pro-
pios y reducción del capital extranjero en la economía nacional. 
Entre los simpatizantes de esta postura se produjo gradualmente 
una ruptura con los que entendían que la época del nacionalismo 
a ultranza había quedado atrás y aceptaban la idea de promover la 
asociación estratégica con empresas multinacionales y la toma de 
créditos externos para impulsar las industrias de base.

Rouquié ha descripto el giro de la oficialidad hacia el liberalis-
mo económico al calor de los nuevos vínculos que se establecieron 
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con Estados Unidos en el marco de la “guerra contra el comunis-
mo” (Rouquié, 1982, p. 134-136). Los militares desarrollistas creían 
que las causas de la subversión combinaban factores externos 
propios del conflicto Este-Oeste, cuya punta de lanza en América 
era Cuba, e internos, expresados en el estancamiento económico 
y social, producto del subdesarrollo. En este marco, la obsesión 
por el perfeccionamiento de las técnicas represivas conducía a una 
espiral de violencia, dejando sin solución los problemas de base 
que demandaban una política global de contención y promoción 
social, cuyos resultados serían más exitosos, a largo plazo, en 
términos de garantizar el desarrollo y la seguridad interna. Ana 
Jaramillo ha caracterizado el pensamiento desarrollista en relación 
con el sistema político y el papel de las Fuerzas Armadas en él: 
“Para esta corriente, el «desarrollo» era la variable determinante 
de cualquier construcción de la Nación y tenía la primacía axioló-
gica y política como objetivo, por encima de la democracia repre-
sentativa o liberal. El objetivo era el desarrollo sin importar cuál 
fuera la forma de gobierno, ni cuál el método de llegar o acceder 
al poder” (Hernández y Reyscher, 2007, p. 15). 

La consolidación de Arturo Frondizi como candidato a la 
presidencia y su posterior triunfo en 1958 se produjeron, así, en 
consonancia con la difusión del ideario desarrollista, reflejado, 
sobre todo, en la producción intelectual de su asesor Rogelio 
Frigerio (Frigerio, 1961, 1962 y 1963).4 Si bien sus propuestas 
industrialistas podían encontrar una rápida recepción en sectores 
militares, diversos factores relacionados con el contexto político 
nacional e internacional contribuyeron a que las medidas econó-
micas del gobierno sufrieran cuestionamientos permanentes. La 
construcción de un concepto amplio de desarrollo se fue nutrien-
do de los aportes que, tanto desde el campo civil como el militar, 

4	 Las raíces del pensamiento frigerista se pueden relacionar con su pertenencia a 
la organización Insurrexit, durante los años treinta, y sus contactos posteriores 
con miembros del Partido Comunista Argentino. La elaboración intelectual del 
grupo fue publicada por Carlos Hojvat, en 1947, bajo el título Geografía económico-
social argentina, ¿somos una nación?, considerada una obra protodesarrollista, con 
la primacía notoria de Frigerio (Cerra, 2012; Altamirano, 1998).
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coincidieron en señalar la necesidad de elaborar una estrategia 
que no sólo atacara los problemas económicos del país, sino que 
avanzara en la resolución de sus problemas sociales y políticos. 
En un informe publicado diez años después del derrocamiento de 
Frondizi, Peter G. Snow (1972) resumió el camino recorrido por 
un grupo de oficiales sobre esta cuestión, algunos de los cuales 
tuvieron estrecha relación con el gobierno depuesto. Destacaba 
que los oficiales desarrollistas ya no se conformaban con las res-
ponsabilidades que la díada seguridad-desarrollo les atribuía, sino 
que apuntaban a asumir un rol dominante en dicho proceso, inclu-
yendo sus apreciaciones ideológicas y geopolíticas. Snow seña-
laba a los generales Juan Enrique Guglialmelli, Osiris Guillermo 
Villegas, Juan Esteban Iavícoli y al comodoro Juan José Güiraldes 
como el núcleo principal de esta corriente, a la que adherían otros 
importantes oficiales. Guglialmelli, a la sazón con el grado de 
coronel, había sido designado al frente de la Secretaría de Enlace 
y Coordinación de la Presidencia, durante la gestión de Arturo 
Frondizi. Siendo uno de los más caracterizados miembros del 
grupo “azul”5, fue ascendido al generalato, llegó a ser director de 
la Escuela Superior de Guerra y pasó a situación de retiro en 1968, 
tras la designación del general Alejandro Lanusse como coman-
dante en jefe del Ejército (junto con él pasaron a retiro los generales 
Iavícoli y Villegas). Fue nombrado secretario del Conade durante 
la presidencia del general Marcelo Levingston, en una breve ges-
tión durante 1970. Presidió además el Centro de Altos Estudios y 
fundó la revista Estrategia, órgano de difusión del pensamiento 
desarrollista, en 1969. Guglialmelli y su círculo planteaban una 

5	 Las divergencias militares con respecto al peronismo provocaron duros 
enfrentamientos armados entre las dos facciones identificadas como “azules” 
y “colorados”, en 1962 y 1963. Los primeros consideraban que los peronistas 
constituían una fuerza política cuya ideología tenía una base cristiana y 
nacional, dique de contención frente a la influencia izquierdista sobre la clase 
trabajadora. Pese a las críticas al populismo demagógico de Perón y su ambiciosa 
concentración del poder, aceptaban un acceso controlado de ciertos dirigentes 
peronistas al proceso electoral. Los “colorados”, por el contrario, creían que el 
peronismo era una organización subversiva, antesala del comunismo, y debía ser 
eliminada del escenario político.
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opción de “desarrollo integral con independencia” (desarrollo 
económico-social, cultural y espiritual acompañado por la ruptura 
con cuatro formas esenciales de dependencia: la económica, la 
política, la cultural y la ideológica). Este grupo adoptaba en parte 
la visión frigerista y consideraba que la Guerra Fría había entrado 
en una etapa de estabilización en la cual el problema principal era 
la creciente brecha entre países desarrollados y subdesarrollados, 
entre los cuales se ubicaba la Argentina. 

Gustavo Caraballo, asesor legal de Frondizi, identificó entre 
los seguidores de Guglialmelli al coronel Andrés Jorge Fernández 
Cendoya, al mayor Alberto Garasino (director de la revista 
Estrategia en los años ochenta y noventa) y al mayor Francisco 
Cornicelli. A ellos podría sumarse al capitán de navío Horacio 
Esteverena, ex director de la Escuela de Guerra Naval, de la Flota 
Argentina de Navegación Fluvial y primer presidente de ELMA 
(Empresa Líneas Marítimas del Estado), creada por Frondizi en 
1961. También puede mencionarse al capitán de navío Recaredo E. 
Vázquez, un especialista en guerra antisubmarina, que ocupó los 
cargos de director de Yacimientos Carboníferos Fiscales, jefe de 
la Policía Federal y tercer presidente de ELMA entre 1962 y 1963. 
Vázquez regresaría, como Guglialmelli, durante la breve gestión 
Levingston como secretario de Transporte y Obras Públicas en 
1970 (Jaitte, 2014). Todos coincidían en que el tímido proceso 
industrial argentino requería de un impulso decidido para ampliar 
la inversión en las industrias de base y en el campo científico y 
tecnológico, ya que ése era el camino para romper con el neoco-
lonialismo que pretendía reubicar al país entre los productores 
de materias primas. Esteverena, por ejemplo, fue responsable del 
lanzamiento de un plan de renovación y expansión de la flota de 
ELMA, que constaba de dos etapas. Durante la primera se incor-
porarían buques construidos en el exterior, mientras que en la 
segunda se establecía que la responsabilidad recaería en la indus-
tria naval argentina.

Para Guglialmelli y su grupo, las Fuerzas Armadas debían par-
ticipar en el proceso de desarrollo integral que estaban atravesando 
los países subdesarrollados y cuyo impulso era irrefrenable a costa 
de soportar serios conflictos sociales y políticos. En un artículo 
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publicado en el primer número de Estrategia, en mayo-junio de 
1969 (“Función de las fuerzas armadas en la actual etapa del pro-
ceso histórico argentino”), se resumían las líneas principales de su 
visión sobre los principales problemas económicos a lo largo de 
una década: “En el sector de los países que luchan por desarrollar-
se, rezagados o marginados por ahora en ese alto nivel científico-
tecnológico, las fuerzas armadas se incorporan al proceso nacional 
revolucionario. Son protagonistas de las luchas por la soberanía y 
el desarrollo. El desarrollo se ha convertido en la esencia misma de 
la seguridad nacional” (Hernández y Reyscher, 2007, p. 26).

El panorama internacional era favorable merced a la política 
de coexistencia pacífica que se estaba afirmando entre los bloques 
enfrentados, abriendo opciones para transformar las antiguas estruc-
turas y alcanzar la capacidad de autodeterminación y soberanía.

Otro ejemplo de coincidencia entre el pensamiento de este 
sector militar y las ideas del grupo Frondizi-Frigerio está represen-
tado por la preocupación acerca de las propuestas de integración 
regional, surgidas desde algunos organismos como la CEPAL. 
Consideraban que previamente a las acciones de complemen-
tación con otros países latinoamericanos, debía consolidarse la 
integración nacional, un tema que requería medidas urgentes 
para fomentar una redistribución de la población, al compás 
de la expansión económica, la mejora de las comunicaciones 
y la ampliación de la infraestructura educativa y sanitaria. La 
Patagonia y el nordeste eran señaladas como las regiones priori-
tarias en ese sentido, si bien la presencia de las Fuerzas Armadas 
había sido muy importante desde principios del siglo veinte en 
cuanto a la exploración y aprovechamiento de importantes recur-
sos naturales, la ocupación de puntos estratégicos y la provisión 
de algunos servicios básicos para la escasa población presente en 
los mismos. Esta postura rechazaba los condicionamientos exter-
nos que frenaran, por ejemplo, la actividad minera, la expansión 
siderúrgica, petroquímica y automotriz, o la continuidad del 
proyecto nuclear argentino. Guglialmelli expresaba su rechazo en 
estos términos: “Detrás de estas «inocentes» propuestas, fundadas 
en la «economicidad» y la solidaridad regional, se esconde en 
verdad la filosofía del estancamiento, la defensa del statu quo, el 
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negocio de los monopolios internacionales, la renuncia a nuestro 
desarrollo independiente” (Hernández y Reyscher, 2007, p. 28).

Por otra parte, la participación del general Osiris Villegas en 
esta corriente ha sido muy importante, como uno de los teóri-
cos claves de la díada desarrollo-seguridad en los años sesenta 
(Villegas, 1962 y 1969). Oficial del arma de Caballería, miembro 
de los “azules” liderados por el general Onganía, revistaba como 
Comandante de la VI Brigada de Infantería de Montaña, situada 
en Neuquén, cuando fue designado interventor de dicha provincia 
tras el golpe contra Frondizi, cargo que ocupó hasta octubre de 
1962. Ministro del Interior durante la presidencia de José María 
Guido (1962-1963), definió los términos en que se organizaron 
las elecciones presidenciales de 1963. Fue parte del golpe de 1966 
contra Arturo Illia y, posteriormente, Onganía lo nombró secreta-
rio del Conase (Consejo Nacional de Seguridad), siendo uno de 
los principales artífices de la reestructuración del organigrama de 
la administración central, bajo las líneas directrices del Sistema 
Nacional de Planeamiento. Villegas, siendo jefe de operaciones 
del Estado Mayor General del Ejército, había tomado parte en la 
redacción del discurso que el general Onganía pronunciara en la 
academia militar de West Point (Estados Unidos) el 6 de agosto 
de 1964, auténtica síntesis de su pensamiento sobre la cuestión 
(Villegas, 1993, p. 267; Mazzei, 2012, p. 155-164). Su lema era: “No 
puede haber seguridad sin desarrollo, como tampoco desarrollo 
sin seguridad”. 

De todos modos, estas posiciones no lograban opacar otras 
que cada vez más se recostaban en la solución militar de los 
problemas de la seguridad interna, impulsando el alineamiento 
anticomunista reclamado por Estados Unidos. Tras la influencia 
inicial de los franceses, la consolidación de la doctrina de la guerra 
contrarrevolucionaria respondió al pensamiento militar nortea-
mericano, difundido a través de las instancias interamericanas, 
como las reuniones de Comandantes de Ejércitos Americanos 
(CEA), la Junta Interamericana de Defensa (JID) y los cursos en 
academias militares. Durante la VII Reunión CEA (Conferencia 
de Ejércitos Americanos, 1966), fue precisamente el general Juan 
Esteban Iavícoli, jefe del Estado Mayor General del Ejército, el 
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vocero de la posición argentina sobre la relación entre seguridad y 
desarrollo. Iavícoli sintetizó allí su pensamiento: “El desarrollo es 
a la seguridad lo que la causa al efecto, el origen a la consecuencia, 
lo principal a lo secundario; sin desarrollo, la seguridad es utopía” 
(Iavícoli, 1966 y 1967).

A medida que el concepto de seguridad fue penetrando de 
manera capilar en todas las instituciones sociales, políticas y 
militares (Mazzei, 2012; Pontoriero y Summo, 2012), se hizo cada 
vez más evidente su asociación a una visión del desarrollo como 
parte de una estrategia integral de lucha contra el comunismo y la 
acción insurreccional del peronismo combativo. 

La estrategia de Frondizi: entre la política y la economía

El presidente Frondizi intentó captar el apoyo de ciertos secto-
res militares mediante su apelación a una política desarrollista 
como llave para la solución de los grandes problemas nacionales. 
Intentaba además desplazar el foco de atención de las cúpulas cas-
trenses, centrado en el control obsesivo de su persona, sus funcio-
narios y sus políticas. Para el gobierno era imprescindible cerrar la 
etapa de transición abierta por la Revolución Libertadora y marcar 
con claridad el inicio de un nuevo período. Según Fraga, Frondizi 
“buscó respaldarse militarmente en sectores nacionalistas y lonar-
distas” pero ya en 1959 esta política había fracasado (Fraga, 1993, 
p. 122). El presidente aceptaría como un grave error de concepto 
el haber aceptado el condicionamiento impuesto por los militares 
salientes en 1958. Esta decisión implicaba el cumplimiento estricto 
de los objetivos enunciados por los golpistas del 55, con respecto a 
la persecución, proscripción y eliminación del peronismo, así como 
la adopción de una política económica de neto corte liberal, bajo 
la presión de los “colorados”. A poco de asumir, la Armada ofre-
ció un almuerzo protocolar a bordo del crucero General Belgrano 
durante el cual, un grupo de oficiales le expresó su preocupación 
por los anuncios inminentes relacionados con la política petrolera. 
La crítica se concentraba en la modalidad de los contratos que se 
firmarían con empresas extranjeras. Frondizi decidió continuar 
con sus planes, pero anunció al mismo tiempo la concreción de 
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un viejo anhelo de los marinos: la compra de un portaaviones a 
Estados Unidos (Nosiglia, 1983, p. 93).

Los tres secretarios militares se convirtieron, entre otras cosas, 
en un instrumento de control de las políticas presidenciales, sobre 
todo aquellas atinentes a la política interior y exterior. Existen evi-
dencias del monitoreo que los secretarios, el generalato y los mili-
tares a cargo de empresas públicas ejercieron durante el mandato 
de Frondizi. Seis meses después de asumir su cargo, el presidente 
debió soportar un planteo unánime de los secretarios militares, a 
raíz de la huelga que había lanzado el SUPE (Sindicato Único de 
Petroleros del Estado). Reclamaban la salida de Rogelio Frigerio, 
en ese momento secretario de Relaciones Económico-Sociales 
de la Presidencia, a quien le cuestionaban la estrategia diseñada 
a favor de ciertas empresas petroleras extranjeras. El gobierno 
se encontró con un ambiente de rebeldía que incluía a las capas 
gerenciales de YPF y, ante la magnitud del problema, decretó el 
estado de sitio, movilizó a los trabajadores petroleros y envió a la 
cárcel a un grupo de altos dirigentes sindicales. En una reunión de 
gabinete, Frondizi afirmó que existía una conspiración en el seno 
de la Marina, que se oponía a su política petrolera y se mostraba 
permisiva hacia los grupos gremiales más combativos, con el fin 
de tener una excusa para aumentar la dosis represiva.6

La represión de los huelguistas del SUPE y la posterior inter-
vención militar contra la toma del Frigorífico Lisandro de la Torre 
daban a entender que la participación de las Fuerzas Armadas 
sería cada vez más necesaria para garantizar la eliminación de 
los focos de resistencia contra la política económica del gobierno. 
Pronto surgieron cuestionamientos desde un sector de la oficiali-
dad que gradualmente derivaron en un estado de deliberación y 
asambleísmo permanentes (Potash, 1985, p. 389-395).

6	 Según Nosiglia (1983, p. 114), el Presidente expresó “No hay alternativa. Hay dos 
planes: uno, quemar los pozos de petróleo, en el que están metidos elementos 
de todos los sectores. El otro es más frío y peligroso todavía, y se incubó en la 
Marina: van a dejar que quemen los pozos, con lo que lograrán el objetivo de 
frenar el proyecto petrolero y después van a reprimir violentamente, con lo que 
lograrán el otro objetivo, que es meter presos a los peronistas y comunistas.”
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En ese contexto, y poco después del viaje que Frondizi empren-
dió a Estados Unidos, los militares volvieron a plantear sus 
diferencias con la política gubernamental, durante la reunión de 
gabinete del 5 de marzo de 1959. En ella, el general Armando Pío 
Martijena se enfrentó al Ministro de Economía por la falta de deci-
sión en el avance de programas que involucraban a la región pata-
gónica: la construcción de la represa de El Chocón y la licitación 
para iniciar la explotación de las minas de hierro de Sierra Grande.

En junio de 1959, el Comandante en Jefe del Ejército y Secretario 
de Guerra, general Héctor Solanas Pacheco, recibió un fuerte 
planteo por parte de los generales Raúl Poggi y Florencio Yornet, 
quienes en representación de varias guarniciones reclamaron por 
el fin de la intervención militar contra los trabajadores ferroviarios 
y el desplazamiento del coronel Manuel Reimundes, subsecretario 
de Guerra. Éste era acusado de mantener contactos con dirigen-
tes sindicales peronistas, situación intolerable para la mayoría 
del Ejército. Reimundes pertenecía al arma de Caballería y en 
1951 había participado del intento golpista del general Benjamín 
Menéndez. La condena a tres años de prisión recibida después del 
fallido levantamiento no lo eximía del rechazo de sus camaradas, 
por su cercanía al lonardismo. Se lo vinculaba a una logia llama-
da “El Dragón Verde” y en aquellos días de junio se difundió un 
supuesto pacto con el sindicalista Andrés Framini. Reimundes fue 
desplazado del cargo el 17 de junio y poco después cayó también 
el general Solanas Pacheco (Fraga, 1992, p. 79-82; Mazzei, 2012, 
p. 44-45). Reimundes regresaría a escena como presidente de YPF 
durante el breve interregno del general Marcelo Levingston, en 
1970. 

Durante los días de la crisis, la Secretaría de Enlace y 
Coordinación elaboró un documento interno en el cual se pro-
ponía una reorganización del gabinete ministerial, incorporando 
al general Armando Pío Martijena a la Secretaría de Industria y 
al capitán de navío (R) Esteverena (Fondo Centro de Estudios 
Nacionales, 1959a). En simultáneo con estas medidas que bus-
caban promover a militares desarrollistas a cargos claves del 
gobierno, Frondizi preparó un mensaje, que sería expuesto el 15 
de agosto de 1959, a los altos mandos de las Fuerzas Armadas. 
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Un borrador de aquella exposición nos sugiere cuál era el rol 
que el presidente pretendía asignar a los militares en el proyecto 
desarrollista. Frondizi afirmaba que en el conflictivo contexto en 
el que había iniciado su mandato, “se optó por un centro de gra-
vedad definido en términos económicos. En términos militares, lo 
económico es una zona de operaciones. Allí llevamos el esfuerzo 
principal” (Fondo Centro de Estudios Nacionales, 1959b). El 29 
de diciembre de 1958, Frondizi había anunciado un “Programa de 
Estabilización” destinado a resolver los problemas heredados del 
gobierno peronista: abultada deuda externa, escasez de reservas, 
déficit comercial, inflación y parálisis de las empresas públicas. 
La resolución de dichos problemas constituía un requisito básico 
para avanzar en los planes desarrollistas.7 Una vez superada la 
etapa de estabilización, el impulso desarrollista se enfocaría en la 
expansión del sector energético, la siderurgia y la petroquímica. 
Estas acciones se enmarcaban en un proyecto de integración regio-
nal, dirigido fundamentalmente a la Patagonia, que involucraba a 
Tierra del Fuego (petróleo y carbón), el triángulo Bahía Blanca-El 
Chocón-Puerto Madryn, la irrigación del Alto Valle del Río Negro 
y la explotación del hierro en Sierra Grande. La industria pesada 
se concentraría en Buenos Aires, Córdoba y Santa Fe, siendo la 
puesta en marcha de Somisa, prevista para 1960, uno de los símbo-
los del éxito desarrollista. El redactor del borrador citado sugería 
al presidente introducir referencias a “los objetivos ya alcanzados 
respecto a petróleo y gas (mención a Mosconi y Baldrich)” y “la 
siderurgia controlada por FM (Fabricaciones Militares): Zapla, San 

7	 Las principales medidas anunciadas fueron la aplicación de una única tasa de 
cambio, el levantamiento de restricciones a las importaciones, la eliminación 
de subsidios indirectos al transporte, la abolición de los controles de precios 
(a excepción de algunos productos de primera necesidad), el aumento de las 
tarifas de los servicios públicos, el ajuste del gasto de la Administración Pública 
y la racionalización de las empresas estatales. El programa de estabilización se 
elaboró junto a las autoridades del Fondo Monetario Internacional como parte 
de las negociaciones que concluyeron con el otorgamiento de un préstamo 
stand-by. Los acuerdos recibieron el apoyo de instituciones públicas y privadas 
estadounidenses que colaboraron con financiación complementaria de mediano 
y largo plazo.
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Nicolás, Sierra Grande”. Finalmente, se recordaba a las Fuerzas 
Armadas que no debían involucrarse en el juego político, a fin de 
reconstruirse internamente desde el respeto a los mandos natu-
rales: “La división artificial en grupos o logias, el «caciquismo», 
reemplazando a la Ley Militar, destruirá a las FF. AA.”

La idea de involucrar a las Fuerzas Armadas en los planes 
económicos del desarrollismo fue reconocida por Rogelio Frigerio, 
años después, al afirmar que la estabilidad democrática se alcan-
zaría solamente “si se dan respuestas eficaces a los problemas eco-
nómicos y sociales, si se revierten la crisis y el subdesarrollo que 
menoscaban a la Nación y si las Fuerzas Armadas no están ausen-
tes de esta política sino plenamente compenetradas con ella, hasta 
como piedra de toque del cumplimiento de su misión específica” 
(Amato, 1983, p. 45). Frigerio insistía así en la idea-fuerza que el 
gobierno había presentado oportunamente a las cúpulas castren-
ses: la defensa de la soberanía y la seguridad interna no consistía 
solamente en la preparación militar, sino en una estrategia combi-
nada con medidas económicas tendientes a fortalecer al país.

El 12 de enero de 1960, la Secretaría de Enlace y Coordinación 
trasladó al presidente Frondizi una presentación del capitán de 
navío Aldo Pantín, director de Transportes de YPF, en la cual soli-
citaba al Poder Ejecutivo que tomara decisiones sobre la política 
de retenciones y las condiciones del transporte de petróleo crudo 
desde el litoral marítimo hasta el Río de la Plata. Al mismo tiempo, 
pedía la reconsideración del Estatuto de YPF que encomendaba a 
la empresa la fijación de los precios de los combustibles (Fondo 
Centro de Estudios Nacionales, 1960).

En octubre de 1960, las disidencias del nuevo comandante en 
jefe del Ejército, general Carlos Severo Toranzo Montero, y un 
nutrido grupo de oficiales en contra de la política petrolera pro-
vocaron una crisis política y la renuncia del secretario de Guerra, 
general Rodolfo Larcher. Reclamaban la expulsión de los “funcio-
narios comunistas” y la necesidad de emplazar al presidente para 
dar respuesta positiva e instantánea a la solicitud de los rebeldes. 
Claramente estos planteos se referían a rectificaciones de la polí-
tica económica oficial y al desplazamiento de integrantes civiles 
del gabinete. Rouquié destaca como detonante de la nueva crisis 
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el conjunto de críticas formuladas por oficiales del Estado Mayor 
General del Ejército (EMGE) sobre algunos aspectos de la política 
petrolera. El representante del arma en YPF, general de brigada 
(RE) Pedro Charpy (ex miembro del directorio de Fabricaciones 
Militares durante la segunda presidencia de Perón) elevó a los 
generales un informe que fundamentaba la necesidad de reservar 
las explotaciones al sur de Comodoro Rivadavia a la petrolera 
estatal o a compañías nacionales. Si bien los argumentos eran 
de carácter estratégico, indirectamente cuestionaban la política 
oficial, basada en la firma de contratos con empresas de capital 
extranjero. El secretario de guerra, general Larcher, intervino para 
asegurar que el memorándum no se oponía a los designios de 
Frondizi, pero fue desautorizado por la cúpula del Ejército y debió 
presentar su renuncia (Rouquié, 1982, p. 178). Charpy, a su vez, 
renunció al cargo durante la reestructuración de YPF producida 
tras la caída de Arturo Sábato como interventor de la empresa. 
Junto a Charpy, dejó su lugar en el directorio, el capitán de navío 
(RE) Aldo Pantín. La crisis, iniciada el 3 de octubre cuando Charpy 
realizara su exposición, se extendió hasta mediados de mes, inclu-
yendo la renuncia de Larcher, entre el 11 y el 13, y su reemplazo 
por el general Rosendo Fraga. Por decreto del 14 de octubre, 
Frondizi dio por cerrada la cuestión, aceptando las renuncias de 
los funcionarios mencionados (Fraga, 1992).

A principios de 1961, en la reunión de gabinete del 10 de enero, 
el presidente Frondizi planteó la necesidad de tratar el convenio 
de adjudicación de los yacimientos de Sierra Grande. El gene-
ral Armando Pío Martijena, director de Fabricaciones Militares, 
presentó una síntesis de los pasos desarrollados desde 1959 para 
poner en marcha el proyecto. Finalmente, un grupo de empresas 
se había comprometido a desarrollar el emprendimiento en la 
medida requerida por el mercado interno y a integrar una planta 
siderúrgica con una capacidad anual no inferior a las cien mil 
toneladas. Leído el informe pertinente, abrió el debate el ministro 
de Economía, ingeniero Álvaro Alsogaray, con el apoyo de los 
secretarios de Energía y Combustibles, ingeniero Luis A. Polledo, 
y de Hacienda, Ramón C. Lequerica. Ellos desmenuzaron el con-
trato defendido por Martijena y criticaron sus cláusulas, aunque 
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anticipaban que no se opondrían en aras de impulsar el proyecto. 
Una de las críticas apuntaba a que el consorcio que había recibido 
la adjudicación era el mismo que había realizado el estudio del 
yacimiento; para los secretarios hubiese sido más eficiente contra-
tar a una consultora internacional. En segundo lugar, el contrato 
no establecía un mecanismo seguro para la fijación de precios, ya 
que “la empresa es libre de convenir las condiciones de venta del 
mineral a Somisa”.8 Por último, Alsogaray destacó que habían 
recibido la información en forma muy tardía cuando sólo que-
daban pocas posibilidades para perfeccionar el contrato (Fondo 
Centro de Estudios Nacionales, 1961).

Aún en los meses posteriores a la caída de Frondizi, continua-
ban los debates internos en el Ejército con respecto a las tendencias 
de la política económica. En su historia sobre la Dirección General 
de Fabricaciones Militares, el coronel Cornejo Torino puntualizó la 
visión de los desarrollistas, afirmando que la tendencia estatizante 
no fue superada tras la caída de Perón, excepto durante el gobier-
no de Frondizi. Sin embargo, según el autor, su caída había dejado 
al descubierto la lucha interna “entre las dos facciones que con-
vivían en el Ejército, lo que provocó, en Fabricaciones Militares, 
que un grupo de seguidores de Savio que estaba liderado por el 
general Martijena se alejara de la institución con la consecuente 
pérdida que ello suponía.” (Cornejo Torino, 2003, p. 73). En tanto, 
la designación de Federico Pinedo como ministro de Hacienda del 
gobierno de José María Guido generaba rechazos tan fuertes como 
para que el general Osiris Villegas, subjefe del Estado Mayor y 
pilar del bando azul, realizara advertencias en un memorándum 
reservado sobre un posible “regreso a la dependencia británica” 
(Mazzei, 2012, p. 55).

8	 Como en el caso de los contratos petroleros, la fijación de los precios era uno 
de los principales temas de discusión por parte de quienes criticaban la política 
desarrollista.



ff. aa. y economía en el gobierno de frondizi | 157

Consideraciones finales

El desarrollismo se propagó al mismo tiempo que crecían las 
preocupaciones por la seguridad interna y las nuevas formas que 
adoptaba la “guerra revolucionaria”. En la Argentina, como en 
otros países latinoamericanos, la estabilidad de los regímenes polí-
ticos tradicionales se había visto sacudida a partir de la crisis de 
los años treinta y el surgimiento de nuevos movimientos políticos 
y sociales cuya particularidad había sido la movilización de las 
clases trabajadoras en alianza con sectores de las Fuerzas Armadas 
y del empresariado industrial. Pero la segunda posguerra fue 
testigo de una sucesión de golpes de Estado que gradualmente 
abandonaron el modelo del simple “cuartelazo” para dar lugar al 
nuevo rol que los militares se atribuían en el marco de la Guerra 
Fría. Paralelamente a la adaptación doctrinaria para el nuevo tipo 
de conflicto, la salida del subdesarrollo fue vista como el comple-
mento necesario para el éxito político-militar que se requería ante 
las multiformes expresiones de la subversión comunista.

Frondizi se encontró así con serias dificultades para lograr el 
apoyo de las cúpulas militares, enfrascadas en serios enfrenta-
mientos internos desde 1955 y que hicieron eclosión durante su 
gobierno y el de José María Guido. En esos límites, las condiciones 
políticas del conflicto prevalecieron sobre el presunto equilibrio 
que debía lograrse con la díada desarrollo-seguridad. El temor 
provocado por la posibilidad de una restauración peronista, 
responsable de numerosas purgas en los diez años siguientes al 
derrocamiento de Perón, y la introducción plena de los conflictos 
internacionales en el pensamiento militar, lograron cada cual en 
su medida que la estabilidad política y económica se viera grave-
mente afectada. La imposibilidad de concentrarse en otras tareas 
que no fuera la lucha facciosa condujo a la fragmentación de las 
Fuerzas Armadas y al posterior proceso de regeneración inter-
na, acaudillado por el general Onganía y los oficiales del bando 
azul, que no estuvo exento de contradicciones. El proclamado 
interés por las ideas desarrollistas y la continuidad de la temá-
tica desarrollo-seguridad atravesaron las distintas etapas de la 
Revolución Argentina y volvieron a emerger aún en el Proceso de 
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Reorganización Nacional, tal como ha sido señalado en diferentes 
trabajos (Canelo, 2012; Quiroga, 2004).

El desarrollismo adquirió una transversalidad que lo trans-
formó en mucho más que en una teoría económica, presentán-
dose con un discurso tecnoburocrático que le era muy preciado, 
y el cual le permitía dejar de lado los obstáculos del sistema 
democrático en aras de un presunto eficientismo. La desvalo-
rización permanente de las tradiciones políticas vigentes hasta 
entonces en el país fue abriendo paso a experiencias cada vez 
más autoritarias que alcanzaron su apogeo en los años del 
Proceso. Frondizi no pudo eludir la lógica de la díada desarro-
llo-seguridad pese a los éxitos iniciales de su política energética 
y a los proyectos de expansión siderúrgica que hallaron eco 
favorable en ciertos sectores castrenses. Así, los teóricos de la 
contrainsurgencia lograron inclinar la balanza hacia políticas 
decididamente represivas que fueron dejando atrás la rica tra-
dición industrialista forjada durante décadas en el seno de las 
Fuerzas Armadas.
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5 | El financiamiento del desarrollo argentino:
propuestas y ensayos durante el auge 

de la industrialización sustitutiva

Podemos proponer para nuestro país como objetivo político y 
económico el alcanzar en lo que resta de este siglo una posición 
suficientemente importante dentro del concierto de las naciones del 
mundo, como para que, sin llegar a ser uno de los dos o tres conte-
nedores principales por el dominio mundial, pueda ser, sí, uno del 
grupo de la media docena de países siguientes, que se desataquen 
por haber alcanzado un nivel de ingresos similar al de los principa-
les países, una distribución de las más igualitarias, una potenciali-
dad industrial y económica con creatividad propia, una generación 
determinante de capital nacional, habiendo creado una situación tal 
como para que las decisiones básicas y las estrategias económicas, 
sociales y militares se tomen y se definan dentro del país, constitu-
yendo una comunidad con perfiles culturales distintivos.

Guido Di Tella (1969)

Introducción

Este trabajo1 examina algunos aspectos de las controversias sobre 
el desarrollo sostenidas para el caso argentino en la década del 
sesenta, particularmente en su segunda mitad; esos debates consti-

1	 Una versión preliminar de este trabajo fue publicada en el Anuario n° 23 de la 
Escuela de Historia de la Universidad Nacional de Rosario en 2011.
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tuyen una referencia obligada para visualizar los caminos empren-
didos en materia de política económica en aquellos años. Nuestro 
objetivo es obtener una comprensión más acabada del clima 
intelectual y político que subyacía en esas discusiones, en razón 
de que marcaron fuertemente los discursos y las aplicaciones de 
política económica que habrían de tener gran influencia sobre la 
opinión pública y la estructura económica de esos años hasta, al 
menos, la primera mitad de la década del setenta. En un nivel más 
específico, se abordan las discusiones respecto a las modalidades 
de financiamiento que esas definiciones estratégicas suponían y se 
ilustran sus resultados con la descripción, a modo de epílogo, de 
algunos casos financiados de acuerdo a esos lineamientos. 

Nuestra hipótesis sostiene que a fines de los años sesenta, a la 
par que se definían nuevas estrategias de desarrollo que prioriza-
ban la creación de grandes empresas de capital nacional en indus-
trias básicas, los intelectuales tomaron conciencia de los problemas 
que las distintas modalidades de financiamiento traían aparejadas 
y destacaban como la mejor forma de resolución la canalización 
del ahorro interno a través del sistema financiero –y en especial del 
Banco Industrial de la República Argentina (luego Banco Nacional 
de Desarrollo)– hacia esas actividades. Paralelamente se definie-
ron mecanismos específicos de fomento que incluían también 
desgravaciones impositivas, aportes directos de capital estatal o 
reservas de mercado, contemplados en distintas leyes y sucesivos 
regímenes de promoción industrial.

Varios proyectos encarados dentro del marco de la industriali-
zación sustitutiva “compleja” del país fueron financiados princi-
palmente a través de estos mecanismos. Aunque tuvieron moda-
lidades específicas derivadas de las circunstancias políticas en 
que surgieron y se desarrollaron, aquellos que se lograron llevar a 
buen puerto representaron un importante aporte a dicha estrategia 
hacia principios de los años setenta. Se trataba, sin embargo, del 
“canto del cisne” de la estrategia sustitutiva. Casi paradójicamen-
te, en ese mismo momento la política económica viraba brusca-
mente hacia un proceso de “desindustrialización selectiva” que 
marcaría a fuego el devenir de la sociedad y la economía argentina 
hasta la actualidad.
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Los debates sobre estrategias de desarrollo

A comienzos de la década de 1960 la mayoría de los intelectuales 
vinculados al campo de la economía consideraban a la Argentina 
un país “subdesarrollado” o “en desarrollo” y, por tanto, se vieron 
estimulados por los problemas derivados de las características 
de su estructura económica y social, y también por la diversas 
teorías que tenían amplia difusión en el escenario internacional y 
latinoamericano en particular.2 El compromiso con una realidad 
preocupante y promisoria a la vez era sin dudas el condimento 
dinamizador de los debates entablados entre los variados sectores 
de la intelectualidad por esos años. No obstante, estas controver-
sias tenían larga data y habían animado las caracterizaciones y 
propuestas durante décadas. En particular, la discusión sobre las 
características de las actividades industriales y cómo impulsar su 
desarrollo eran parte de una tradición que se remontaba, en térmi-
nos “modernos” al menos, a las páginas de la Revista de Economía 
Argentina y a su mentor, Alejandro Bunge.3 

Con gran énfasis también se habían debatido las alternativas 
de política económica en el contexto restrictivo de los años treinta, 
que en alguna medida implicarían el abandono del viejo modelo 
basado en la agroexportación. En particular, tecnócratas y funcio-
narios discutieron las posibilidades de los instrumentos creados 

2	 Entre los principales podrían citarse: Rosenstein-Rodan (1943 y 1944); Nurkse 
(1952); Scitovsky (1954) y Nelson (1956) iniciando los estudios sobre la “trampa 
de la pobreza” y la necesidad del “gran empujón” (big push); Gerschenkron (1970 
[1952]) ubicando en un lugar central al Estado en el proceso industrializador; el 
“crecimiento balanceado” de Fleming (1955) y Dagnino Pastore (1963); Perroux 
(1972 [1955]) y el origen de la propuesta de “polos de crecimiento”; Hirschman 
(1958) introduciendo la noción de “encadenamientos” y el crecimiento como un 
proceso desbalanceado, la tipología de Rostow (1960), con el famoso “despegue” 
(take-off); el modelo de “oferta ilimitada de mano de obra” ilustrando el pasaje 
de una economía rural a una urbana-industrial de Lewis (1954); la “causación 
acumulativa” de Myrdal (1957) y Kaldor (1966); la estrategia de “sustitución de 
importaciones” plasmada por el estructuralismo cepalino, los influyentes traba-
jos de Chenery (1960 o Chenery y Bruno, 1962) y por supuesto, los modelos de 
“centro-periferia” inaugurados con la conferencia de Prebisch de 1949.

3	 Sobre las ideas de Alejandro Bunge puede verse Rougier y Odisio (2014). 
También Llach (1985), Cerra, Lucchini y Blanco (2000), Regalsky y Jáuregui 
(2003), y González Bollo (2004).



166 | estudios sobre planificación y desarrollo

con el fin de enfrentar los nuevos problemas y las modalidades de 
su utilización.4 Sin duda, el punto más fuerte del debate de la época 
se ubicó en los años de la Segunda Guerra Mundial y se centró pri-
mero en torno a la propuesta del ministro de Hacienda, Federico 
Pinedo, en 1940. Ello resultó así no sólo porque su proyecto se 
presentaba mucho más firmemente que otros como “Plan”, sino 
porque contenía algunos elementos de largo plazo que permiten 
visualizar cierta estrategia de desarrollo, donde el sector indus-
trial adquiría un papel (más) importante, además de diseñar un 
sistema específico para su financiamiento (Llach, 1984; Rougier, 
1999; Cramer, 1998). Poco después, las disquisiciones del Consejo 
Nacional de Posguerra, las intervenciones de militares preocu-
pados por la movilización industrial necesaria para sustentar la 
“defensa nacional” y el florecimiento de numerosas publicaciones 
sectoriales también permiten vislumbrar un marco de discusión, 
las más de las veces con poco encuadre teórico (pero donde el key-
nesianismo se presentaba como dominante), que reflejaba la toma 
de conciencia sobre la necesidad de definir orientaciones precisas 
para llevar a la economía argentina en un sentido industrial (Belini, 
2000; Villarruel y Berrotarán, 1995). La discusión instalada en esa 
etapa casi ya no se dirimía entre impulsar la industria o no, sino 
qué actividades o cómo propiciar mejor su desarrollo. 

La experiencia peronista pareció atenuar estas discusiones. Por 
un lado, la idea de que el sector industrial debía consolidarse, y 
que para ello era necesario establecer políticas específicas, pasó a 
ser un hecho indiscutido, aun cuando las evidencias de acciones 
concretas en ese sentido bien puedan ser puestas en duda a la luz 
de numerosos estudios recientes.5 Por otro, los debates, cuando 
los hubo, se concentraron en temas puntuales derivados muchas 
veces de las políticas implementadas: el proceso inflacionario, la 
“racionalización” del sector industrial, la política crediticia; luego, 
el estímulo al agro, la política frente al capital extranjero o la nece-
sidad de incrementar los niveles de productividad.

4	 Al respecto, puede verse Caravaca (2011).
5	 Véase por ejemplo Rougier (2001 y 2012) y Belini (2009).
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Si bien estas y otras opiniones fueron relevantes a fines de ras-
trear aquellas que se esgrimieron en años posteriores, la discusión 
más importante –incluso por la calidad de los planteos teóricos– 
alcanzó difusión y se enriqueció con el derrocamiento de Juan 
Perón y el subsecuente diagnóstico y propuestas difundidas por 
Raúl Prebisch y la CEPAL.6 Entre octubre de 1955 y febrero del 
siguiente año, Prebisch elaboró, junto a un reducido grupo de cola-
boradores, un diagnóstico sobre la situación argentina y posibles 
remedios para enfrentar sus problemas. Si bien la prioridad estaba 
puesta en la resolución del desequilibrio externo, considerado el 
principal obstáculo para el desarrollo económico en el largo plazo, 
el asesor recomendó medios ortodoxos para contener la inflación, 
como la reducción de la tasa de creación de dinero y de los gastos 
gubernamentales, principalmente. En paralelo, propuso el desman-
telamiento gradual de varios mecanismos de intervención estatal, 
buscando retornar a un sistema de libre mercado, en especial con-
troles de precios y de cambio, así como los subsidios al consumo. 

En relación con el sistema financiero específicamente, el deno-
minado Plan Prebisch puntualizaba la necesidad de desbrozar el 
esquema de regulación imperante. No solo había que derogar el 
régimen peronista de depósitos nacionalizados y sanear las finanzas 
de los bancos oficiales; era asimismo imperioso restablecer la auto-
nomía técnica y administrativa del BCRA, aunque debía permanecer 
en manos exclusivamente públicas. Además de otorgarle amplias 
funciones de orientación e inspección sobre el sistema bancario, le 

6	 Producido el golpe militar, las autoridades convocaron a Raúl Prebisch, destaca-
do economista de la CEPAL y con una larga trayectoria previa en el terreno de la 
política económica argentina, con el fin de realizar un diagnóstico de situación. 
Prebisch presentó tres documentos: el “Informe Preliminar” de octubre de 1955 y 
“Moneda sana o inflación incontenible” y el “Plan de reestablecimiento económi-
co” en enero de 1956 (Gilbert et al, 2000). Más allá de un amplio y acalorado deba-
te suscitado al momento de la aparición de los documentos de Prebisch, en los 
años posteriores no se escucharon muchas opiniones críticas a esta concepción. 
Quizá Federico Pinedo fue el que más abiertamente criticó las tesis cepalinas. En 
su opinión, el debate sobre la estrategia de desarrollo instalado por Prebisch y la 
CEPAL era una “falacia”. Para ser un país exitoso no era necesario ser industrial: 
“Nosotros podríamos a breve término figurar entreverados en esa lista de países 
prósperos, si dedicáramos natural preferencia a producir lo que producimos 
mejor” (Pinedo, 1968).



168 | estudios sobre planificación y desarrollo

adjudicaba facultades para manejar un régimen de efectivos míni-
mos flexibles. Se debían devolver los depósitos nacionalizados a los 
bancos, que tendrían la libertad para decidir el rumbo de sus opera-
ciones, bajo su responsabilidad y de acuerdo con la orientación fijada 
por el Banco Central de la República Argentina (BCRA). 

Por su parte, según el asesor, el Banco Industrial de la República 
Argentina (BIRA) debía transformarse en un verdadero banco de 
desarrollo y especializarse en la provisión de crédito para susten-
tar la inversión de largo plazo. El saneamiento del patrimonio de 
los bancos oficiales –comprometidos por ingentes préstamos no 
recuperados frente a otras reparticiones estatales, especialmente el 
Instituto Argentino de Promoción del Intercambio (IAPI)– tendría 
que conjugarse, por un lado, con la liquidación de los quebrantos 
que entonces soportaban y con la consolidación a largo plazo 
de las deudas privadas de corto plazo, por otro. Prácticamente 
todas las medidas señaladas en este plano fueron instrumentadas 
durante el gobierno militar. Las propuestas financieras fueron 
acometidas con mayor resolución que los planteos más “desarro-
llistas”, que perseguían la promoción del desarrollo mediante una 
industrialización más profunda del país. 

Con todo, a partir de entonces floreció el debate acerca del 
grado adecuado de intervención estatal, las capacidades de los 
planes de desarrollo o los instrumentos necesarios para lograr 
el crecimiento y la profundización de la industrialización local 
que permitieran resolver las recurrentes crisis que derivaban del 
estrangulamiento del sector externo. Prueba de ello lo constitu-
yen los numerosos organismos públicos y privados surgidos en 
esa época (como el Consejo Federal de Inversiones o el Consejo 
Nacional de Desarrollo) que elaboraron distintos “planes” de 
desarrollo con una creciente sofisticación técnica, aunque con esca-
sa capacidad de implementación y coordinación con la política 
macroeconómica.7 

7	 Antecedentes directos de estos planes, aun considerando su precariedad técnica, 
son los planes quinquenales diseñados durante la experiencia peronista; véase 
Fiszbein (2010) y los capítulos 2 y 3 de este libro.
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Las crisis tenían principalmente como origen el propio creci-
miento del sector industrial que, al no estar integrado, presionaba 
sobre las importaciones (de insumos y equipos especialmente); 
éstas requerían una cantidad de divisas superior a las que podían 
proveer las exportaciones (disminuidas a su vez por el mayor 
consumo interno, y sujetas a las variaciones de la demanda y los 
precios internacionales), lo que provocaba una balanza comercial 
desfavorable y la pérdida de reservas. Para resolver ese dilema, la 
medida más simple y con mayores efectos inmediatos consistía en 
desencadenar un ajuste recesivo a través de la devaluación de la 
moneda nacional. La contracción de la demanda interna permiti-
ría entonces incrementar la oferta de exportaciones y reducir las 
importaciones (dado que el sector industrial entraba en una fase 
recesiva), cerrando de ese modo la brecha en la balanza comercial 
y recreando las condiciones para el inicio de una nueva fase expan-
siva. A estos ciclos económicos se los ha denominado stop and go 
y permiten enmarcar las preocupaciones y las distintas estrategias 
diseñadas durante las décadas siguientes a la posguerra.8 

A fines de los cincuenta, Arturo Frondizi, candidato por la 
Unión Cívica Radical Intransigente, accedió a la presidencia 
del país (habiendo pactado con el peronismo para incrementar 
su caudal de votos) e intentó implementar una política “desa-
rrollista” que recordaba la ensayada por el mismo Perón en su 
segundo gobierno,9 fundamentalmente porque se vertebró sobre 
la “llamada al capital extranjero” (especialmente norteamericano), 
para que acudiera a invertir en las industrias básicas. Otro de los 
componentes centrales era la “integración”, para lo cual se adoptó 
una vigorosa política de desarrollo de infraestructura y energía. El 
Estado debía jugar un papel central si es que se deseaba superar 
el subdesarrollo.10 La justificación de dicha estrategia se refería 
precisamente a la incapacidad del país para movilizar los recursos 

8	 Entre otros véanse Braun y Joy (1968) y Ferrer (1969).
9	 Cfr. Rougier (2012).
10	Para una interesante perspectiva comparada del desarrollismo argentino y el 

brasileño, véase Sikkink (2009).
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necesarios en magnitud y celeridad suficientes como para desarro-
llar los sectores más “difíciles” (capital-intensivos) de la industria-
lización sustitutiva.11

La irrupción de los capitales extranjeros y el desplazamiento de 
los empresarios locales en sectores claves para la economía nacio-
nal provocaron que prontamente los intelectuales cuestionaran 
la “extranjerización” y la “dependencia” que generaba sobre la 
estructura industrial al orientar su oferta exclusivamente al merca-
do interno, tales como la monopolización, los problemas de escala 
y eficiencia, la ruina de la pequeña y mediana empresa industrial, 
las dificultades en la incorporación de mano de obra o el agrava-
miento de la restricción externa. Obraban en este sentido el hecho 
que las ramas industriales a las que ingresaba el capital extranjero 
poseían mayores requerimientos de importaciones por unidad de 
producto y además presionaban sobre la oferta de divisas para 
girar a sus casas matrices los pagos correspondientes a utilidades, 
regalías, patentes, etcétera.

Más allá de los aspectos coyunturales y de un nuevo estrangula-
miento de la economía hacia 1962-1963 que afectó particularmente 
el ritmo de producción industrial, el impacto de estas transforma-
ciones sobre la estructura del sector había sido sin duda importante. 
A mediados de la década se abrió un nuevo debate, vinculado a 
los límites concretos o potenciales de este nuevo desarrollo. Por un 
lado, se insistió en los efectos perniciosos de la extranjerización, en la 
medida que las empresas internacionales eran las más importantes 
en la estructura industrial, lo que suponía una pérdida de autonomía 
en las decisiones y con ello, un embate a la soberanía del país. Aldo 
Ferrer, en dicha línea de argumentación, marcaba que el respaldo 
financiero de las empresas transnacionales y su mayor capacidad de 
movilizar los recursos de los países en que se radicaban, les otorgaba 
una enorme ventaja relativa respecto a las firmas locales.12 Incluso 

11	Puede verse al respecto, Nosiglia (1983).
12	Ferrer, que había entrado en contacto con Prebisch en sus épocas de estudiante 

en la Universidad de Buenos Aires, se transformaría luego en un reconocido 
economista de la escuela estructuralista y uno de los principales partícipes de los 
debates sobre el desarrollo nacional a partir de los sesenta. En Rougier y Odisio 
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marcaba que la falta de financiamiento para encarar ampliaciones 
de la capacidad industrial permitía comprender –junto con otros 
elementos– las razones por las que la industria argentina no había 
alcanzado niveles adecuados de eficiencia (Ferrer, 1971).

Por otra parte, comenzó a discutirse la ineficiencia económica 
derivada del “sendero proteccionista” consumado y el hecho de 
que la industrialización más compleja persistía en producir pro-
blemas en el sector externo.13 En opinión de algunos intelectuales, 
la “teoría de la industria incipiente”, una industria que debía 
protegerse para garantizar su supervivencia, había sido aplicada 
exageradamente y creado una seria distorsión de precios relativos. 
En otras palabras, la Argentina comenzó tempranamente a discu-
tir los límites de la estrategia cepalina “original” de desarrollo, las 
causas estructurales del funcionamiento cíclico y las particulari-
dades de la estructura productiva.14 Conjuntamente, la idea de la 
apertura externa y la exportación industrial adquirió relevancia en 
las opiniones del período.

Los debates de la segunda mitad de los años sesenta

En la segunda mitad de los años sesenta, la economía argentina 
alcanzó un dinamismo importante, aunque fluctuante; en especial 
las actividades manufactureras adquirieron gran relevancia y signos 
de evidente madurez: una importante integración, el avance de las 
exportaciones industriales y la incorporación de destacados desa-
rrollos tecnológicos en distintos entramados del sector fabril. Todo 
ello generaba auspiciosas posibilidades de superación de la restric-
ción externa que el mismo crecimiento manufacturero desataba. La 

(2012) puede hallarse una somera aproximación a su trayectoria político-intelec-
tual durante esos años. También pueden consultarse los recuerdos del propio 
Ferrer en Rougier (2014).

13	Un análisis de ese debate en Rougier (2004); Rougier y Fiszbein (2006) y en 
Rougier y Odisio (2012).

14	Lo que también había sido emprendido por el mismo Prebisch por ese entonces; 
véase Prebisch (1963).
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dinámica del crecimiento manufacturero, su diversificación e integra-
ción, el nivel tecnológico, entre otros fenómenos, comenzaron a ser 
percibidos con claridad por los analistas especializados de la época. 

Los avances teóricos (de amplia difusión en el espacio latino-
americano) se conjugaban entonces con una experiencia de cre-
cimiento importante del sector industrial, que tornaba obsoletos 
algunos ejes de discusión previos, a la vez que planteaba otros 
con notable rapidez.15 Parecía existir consenso entre los diferentes 
sectores intelectuales de que –con una producción primaria rela-
tivamente estancada– el exiguo crecimiento de la capacidad de 
importar había sido el factor limitativo más importante del desa-
rrollo. A ello se adosó la idea de que la causa explicativa funda-
mental de la debilidad del crecimiento argentino y de sus proble-
mas estructurales era la tendencia a funcionar como una economía 
sesgadamente cerrada. A esta conclusión llegaban varios autores, 
aun aquellos que en trabajos anteriores atribuían el estancamien-
to a que no se hubiera completado el proceso de sustitución de 
importaciones y de integración industrial (la propia CEPAL y Raúl 
Prebisch o por ejemplo Aldo Ferrer). 

En efecto, a fines de los sesenta el descrédito de la política 
“autarquizante” iba en aumento. Numerosos analistas afirmaban, 
incluso, que no sólo la sustitución de importaciones había “agota-
do sus posibilidades” sino que era cuestionable que ese proceso 
hubiera sido la única alternativa para el desarrollo de la economía 
argentina. Así lo señalaba tempranamente la revista Panorama, 
dirigida por Carlos Moyano Llerena,16 declarado admirador del 
norteamericano John Kenneth Galbraith: 

15	Véase por ejemplo, Panorama, “Australia y Argentina”, V, 36, IV trimestre 1967.
16	Moyano Llerena estudió originalmente derecho y luego, mediante una estadía 

en Oxford, se especializó en economía a finales de los años treinta. Al volver 
al país, se vinculó con el grupo de Alejandro Bunge. Tuvo una intensa labor 
universitaria (en la Universidad de Buenos Aires primero y, más tarde, como 
profesor fundador de la Universidad Católica Argentina) como de divulgación, 
donde se destaca por haber fundado la revista Panorama de la Economía Argentina 
a finales de los años cincuenta. Se desempeñó en numerosos organismos públi-
cos (Ministerios, Banco Industrial), llegando a ocupar brevemente el cargo de 
Ministro de Economía y Trabajo de la Nación durante el gobierno de Levingston 
y de embajador ante la Comunidad Económica Europea entre 1976 y 1977.
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Cuando se dice que el proceso de sustitución de importa-
ciones ha agotado sus posibilidades se quiere significar que 
el sistema de economía cerrada ha sido un buen instrumen-
to para orillar el escollo que significaba para el desarrollo 
la creciente pérdida de capacidad para importar, aunque ha 
llegado el momento en que es forzoso buscar otro camino.17 

El reducido mercado interno era la causa que finalmente inhibía 
el crecimiento de las industrias sustitutivas más allá de un cierto 
auge inicial; de lo que derivaba que el estancamiento económico 
sólo podría romperse mediante la ampliación de los mercados. Era 
opinión cada vez extendida entre los analistas que el crecimiento 
económico hubiera podido ser mayor si no se hubiera descartado 
la posibilidad de aumentar las exportaciones agropecuarias e 
industriales, aun a costa de subsidios que hubieran sido siempre 
menores que los pagados para establecer y mantener industrias 
sustitutivas marginales.18

En varios trabajos de la época se desarrollaron los argumentos 
que fundamentaban la imposibilidad de avanzar más allá de cierto 
límite en el proceso sustitutivo de importaciones.19 En esencia, se 
resumían en que a medida que se desarrollaba la sustitución, los 
bienes de capital y los insumos se diversificaban y tornaban más 
complejos. Incluso se había advertido que el modelo de indus-
trialización sustitutivo latinoamericano involucraba una fuerte 
inclinación aperturista de la gran burguesía industrial en lo tocan-
te a insumos y bienes de capital, buscando facilitar y abaratar su 
suministro (Hirschman, 1968, p. 18).

A su vez, una importante parte de la industria moderna 
requería plantas cuya dimensión mínima excedía la capacidad 
de absorción de la demanda interna. Este proceso se tornaba más 

17	Panorama, “Australia y Argentina”, V, 36, IV trimestre (1967), p. 303.
18	Javier Villanueva (1969) destacó cómo un grupo de intelectuales antes “autar-

quistas”, aun promoviendo la continuación del proceso sustitutivo en las ramas 
básicas, fue adquiriendo posiciones más cercanas al “integracionismo” (es decir, a 
la búsqueda de mercados más amplios donde colocar exportaciones industriales).

19	Un acabado ejemplo es el trabajo de Félix (1970 [1966]).
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agudo cuanto más se forzaba la integración de la industria “hacia 
atrás”, vale decir, la producción de las materias primas básicas y 
los equipos industriales se encarecería y se trasladaría multipli-
cado a los sucesivos procesos industriales. A ello se añadía que 
la alta protección no proveía suficiente estímulo para lograr una 
eficiencia industrial comparable con la de los países industriales. 
De acuerdo a esta concepción, al no contemplarse seriamente la 
posibilidad de exportar manufacturas se desperdiciaba capital 
tanto en plantas sobredimensionadas como en actividades susti-
tutivas que necesitaban ser subsidiadas en mayor medida que las 
posibles actividades industriales de exportación. 

Una serie de trabajos escritos por Marcelo Diamand daban 
cuenta de las características de la economía nacional, las trabas 
del modelo cíclico de crecimiento y las posibles soluciones.20 Este 
autor subrayó que el rasgo principal de la economía argentina era 
su “estructura productiva desequilibrada”. Es decir, una estruc-
tura productiva compuesta por dos sectores con productividades 
muy diferentes: un sector primario que era competitivo y trabaja-
ba a precios internacionales y un sector industrial que lo hacía a 
un nivel de costos y precios superiores a aquellos. Mientras el cre-
cimiento del sector industrial requería disponibilidades crecientes 
de divisas, el alto nivel de precios industriales imposibilitaba las 
exportaciones del sector. Su abastecimiento dependía del agro, 
cuya expansión estaba condicionada. 

La solución para los problemas del desequilibrio externo 
pasaba por mejorar tanto las políticas agropecuarias como las 
industriales. Respecto de estas últimas, señalaba Diamand la 
incoherencia de las desarrolladas hasta ese momento: “El país ha 

20	Marcelo Diamand fue un ingeniero electrónico, fundador de Tonomac (empresa 
relativamente exitosa de productos electrónicos) y destacado dirigente sectorial. 
Realizó importantes contribuciones al pensamiento económico nacional desarro-
llista, articuladas en torno a su concepto de “estructura productiva desequilibra-
da” en los años setenta (cfr. Diamand, 1973). Uno de sus principales argumentos 
era que los economistas argentinos intentaban aplicar teorías “inadecuadas” 
(originales del liberalismo europeo continental del siglo diecinueve) a la realidad 
nacional de posguerra de un país subdesarrollado y que ello impedía compren-
der y actuar correctamente sobre los problemas persistentes de la economía 
argentina, como la inflación y la estrechez permanente de divisas. 
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oscilado entre una sustitución a cualquier costo aun en sectores 
que trabajan muy por encima de los precios promedios del sector 
industrial, y un desaliento a la sustitución incluso en rubros que 
trabajan muy por debajo de este promedio” (Diamand, 1972, p. 
31). En su opinión, debía establecerse un límite “realista” al costo 
de sustitución y promoverse el reemplazo de todas las importacio-
nes que pudieran hacerse dentro de ese límite. 

La clave para superar la restricción de divisas debía basarse en la 
utilización de tipos de cambio múltiples, que adecuaran los precios 
internos a los internacionales en función de la productividad de cada 
sector. Específicamente, una moneda más devaluada para la indus-
tria permitiría compensar la sobreelevación de sus precios y costos 
en relación a los vigentes en los mercados externos. En síntesis, para 
Diamand, la aparición de actividades exportadoras industriales no 
estaba limitada por la competencia de la industrialización sustituti-
va, sino por la falta de incentivos. La promoción del agro, el incre-
mento de las exportaciones industriales y una mayor sustitución de 
importaciones no eran, en su opinión, procedimientos alternativos 
sino concurrentes para enfrentar los problemas de crecimiento cíclico 
que habían caracterizado a la economía argentina de posguerra.

Cierta “conciencia industrial-exportadora” fue consolidándose 
hacia mediados de la década y terminaría por hacerse dominante 
hacia el final; si bien las propuestas de exportación manufacturera 
tenían sesgos diferenciados: algunos consideraban que debían 
estimularse todas las exportaciones industriales y otros sostenían 
que sólo algunas actividades debían ser promovidas con ese 
fin. En una reunión internacional, organizada por el Centro de 
Investigaciones Económicas del Intitulo Di Tella a fines de 1966, 
se planteó la necesidad de definir nuevas estrategias de indus-
trialización. Una serie de trabajos allí presentados discutieron los 
vínculos entre el proceso de industrialización, el sector externo y 
el desarrollo económico, las etapas y características de la industria 
sustitutiva y las alternativas para alcanzar un acelerado crecimien-
to económico.21 

21	Respecto a esa reunión véase Rougier y Odisio (2012). 
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En esa ocasión, Aldo Ferrer sostuvo que la eliminación del 
desequilibrio crónico de la balanza de pagos era un requisito 
impostergable para el desarrollo. En su opinión, la restricción de 
las importaciones era un instrumento clave de la política de indus-
trialización, pero debía ser utilizada en forma selectiva dentro de 
una política orgánica. Era necesario incrementar las exportacio-
nes pero consideraba inconveniente que un sector rural eficiente 
sostuviera a una industria cerrada e ineficiente.22 Para Ferrer la 
alternativa de estrategia industrial debía pasar de un “modelo 
integrado y autárquico” a uno “integrado y abierto”, es decir con 
capacidad de exportar productos de las diversas fases del ciclo 
manufacturero.23

Unos pocos años más tarde, Ferrer marcaba que resultaba esen-
cial avanzar con la promoción de exportaciones manufactureras, al 
reconocer que el financiamiento, junto con otros incentivos (como 
el draw back, reintegros impositivos, deducciones del impuesto a 
los réditos y seguros especiales), habían “demostrado ser insufi-
cientes para promover una corriente significativa y de crecimiento 
rápido de exportaciones de bienes industriales”.24

Por su parte, David Félix destacó la brevedad de la etapa ini-
cial de la industrialización sustitutiva y la probabilidad de que la 
sustitución de bienes de capital tuviera mayores dificultades que 
aquella. Ello se explicaba por tres razones básicas: para liberar 
divisas destinadas a las nuevas industrias sustitutivas, las restric-
ciones debían ser aplicadas sobre las importaciones de bienes de 
consumo y de capital de las industrias existentes; los proyectos 
en bienes de capital tendían a demandar mayores erogaciones 
y a presentar períodos más largos de maduración; y finalmente, 
a pesar del reemplazo parcial de las importaciones de bienes de 
capital, el esfuerzo para disminuir los coeficientes de importación 
se enfrentaba a una rigidez creciente.25

22	Estas opiniones se encuentran en Ferrer (1970 [1966]).
23	Un análisis de la génesis y características del “modelo integrado y abierto” de 

Ferrer puede hallarse en Rougier y Odisio (2012).
24	Ferrer (1971), p. 318.
25	Félix (1968 y 1970 [1966]).
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También para este autor la alternativa era la exportación indus-
trial, pero no de aquellos productos originados en la industria 
dinámica. Su propuesta consistía en incrementar la productividad 
de algunas industrias de consumo con el fin de transformarlas en 
competitivas dentro de los mercados mundiales. Ello reduciría 
los cuellos de botella sobre la capacidad de importación y daría 
mayor espacio para el crecimiento de las ramas dinámicas. Así, las 
industrias vegetativas asumirían la tarea (que el sector agrícola era 
incapaz de desempeñar) de proporcionar las divisas que permiti-
rían la continuidad de la industrialización. En síntesis, la exporta-
ción industrial debía concentrarse en las actividades intensivas en 
mano de obra o con disponibilidad de recursos baratos. 

Esta misma conclusión había alcanzado poco tiempo antes el 
propio Raúl Prebisch: 

Se ha llegado […] a una situación paradójica […]. Hubiese 
sido lógico esperar […] que las nuevas sustituciones –al 
representar una fracción cada vez más pequeña del ingre-
so global– exigieran también un menor esfuerzo. Y sin 
embargo, ahora es mucho más difícil de vencer el estrangu-
lamiento exterior provocado por aquellas disparidades. La 
corrección de este desequilibrio por la sustitución de impor-
taciones no dura mucho tiempo, pues nuevos incrementos 
de la demanda de importaciones, no acompañados de un 
ascenso equivalente de las exportaciones, conducen otra vez 
al estrangulamiento exterior. (Prebisch, 1963, p. 197.)

Por su parte, también Guido Di Tella procuraba definir los ejes de 
la estrategia de industrialización que fuera capaz de generar el 
crecimiento sostenido.26 Su trabajo tuvo considerable difusión y 

26	Guido era hijo del empresario Torcuato Di Tella, forjador del gigante SIAM. 
Fallecido su padre, se dedicó (junto a su hermano) al manejo de la empresa en los 
cincuenta, que comenzó a tener crecientes problemas que la llevaron finalmente a 
la nacionalización y quiebra (Rougier y Schvarzer, 2006). Habiéndose recibido de 
ingeniero se dedicó luego al estudio de la economía y fue uno de los principales 
contendientes en los debates sobre el rumbo de la industrialización argentina en 
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fue elogiado como “probablemente la formulación más original y 
vigorosa de los problemas del desarrollo argentino desde la publi-
cación de la tesis de Prebisch”.27 Di Tella, al igual que estos otros 
autores, sostenía que la estrategia de sustitución de importaciones 
estaba ya perimida y no podía constituir una dinámica viable para 
el desarrollo de allí en más. En su opinión, Argentina enfrentaba 
un dilema “verdaderamente insoportable”: “O bien persevera en 
un esquema de desarrollo semiautarquizante –que se siente con un 
hálito rancio– u opta por el esquema liberal que, de alguna mane-
ra, parecería aún más perimido que el anterior.” Y reconocía: “Los 
economistas nos hemos movido en general dentro de estos esque-
mas, y probablemente –sobre todo en los últimos años– hemos 
discutido realmente estrategias del pasado” (Di Tella, 1969, p. 451).

Este economista consideraba que se había interpretado erró-
neamente la teoría clásica de especialización internacional, que 
recomendaba a la Argentina focalizarse en actividades agropecua-
rias. Afirmaba que nuestro país tenía ventajas comparativas para 
las actividades industriales intensivas en mano de obra, por lo 
que especializarse en ellas permitiría eliminar los problemas que 
consideraba más acuciantes: la escasez de capital, la dependencia 
de los capitales extranjeros y las deseconomías de escala.

Para Di Tella la mejor estrategia consistía en concentrar el 
esfuerzo económico en un conjunto limitado de industrias que 
permitieran el pleno aprovechamiento de las economías internas 
al desarrollarlas en una gran escala y posibilitaran la exporta-
ción manufacturera. En su opinión, “industrias básicas” eran 
las que podían exportar a costo internacional, no aquellas que 

los años sesenta. Fue asimismo funcionario de segundo rango durante el gobier-
no peronista de 1973-1976 y tendría un papel mucho más relevante durante los 
noventa, como Ministro de Relaciones Exteriores.

27	Esta opinión fue expresada en una nota firmada por J.P.S. en la revista Panorama, 
V, 36, IV trimestre (1967), p. 309. Moyano Llerena, director de esa revista, en el 
comentario que hizo de la presentación de Di Tella en el seminario mencionado 
señaló: “Estoy totalmente de acuerdo con las conclusiones fundamentales de 
este trabajo. Debo decir que me ha llenado de satisfacción ver una exposición tan 
lúcida y coherente, con una expresión teórica tan lógica para tratar un tema sobre 
el cual hay tanta bruma y sentimentalismo”, en Brodersohn (1970), p. 471.
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encarecieran los costos de los productos para el resto de la indus-
tria. Estas no servían y debían inclusive desestimularse (Di Tella, 
1970 [1966]). Dicha propuesta, al igual que la de Félix, implicaba 
un cambio en el patrón de desarrollo industrial y una crítica al 
integracionismo vertical (de raíz estructuralista). Este planteo 
implicaba la reorientación de la economía hacia un esquema 
industrial-exportador especializado en aquellas industrias en las 
que el país tuviera ventajas comparativas y dotación de factores 
en proporciones adecuadas.28 En su opinión, Argentina había des-
preciado las industrias posibles y valorado aquellas más difíciles 
de realizar, “constituyendo un verdadero caso para análisis de 
psicólogos sociales” (Di Tella, 1969, p. 478). 

A fines de los años sesenta existía consenso en que “la segu-
ridad del mercado cerrado de que ha disfrutado el sector [indus-
trial] no ha sido el mejor incentivo para el logro de una organiza-
ción moderna y adecuada y de los adelantos tecnológicos sin los 
cuales [es] difícil sobrevivir industrialmente en el mundo contem-
poráneo” (Villanueva, 1969, p. 355). Había llegado el momento de 
separar a las industrias “incipientes crónicas” de las económica-
mente maduras. 

Como se advierte desde diferentes perspectivas, tanto Diamand, 
como Ferrer, Di Tella o Félix proponían fomentar un proceso de 
especialización, en un esquema abierto que permitiera por vía 
de la exportación industrial generar el plus de recursos externos 
indispensables para sostener la expansión de las importaciones y 
el crecimiento industrial.29 

28	Como se nota fácilmente, más allá de las apreciaciones que despertaron las ideas 
de Di Tella, la base de su argumento no dejaba de ser aquella “teoría clásica de 
especialización internacional” que –en principio– buscara criticar: si la clave del 
desarrollo se hallaba en la dotación relativa de factores del país, su esquema no 
era más que una variación de las ideas neoclásicas sobre el comercio internacio-
nal (especialmente, del conocido modelo de Heckscher-Ohlin). Por el contrario, 
Diamand fue quien más decididamente planteó que era necesario alterar la 
estructura productiva de manera deliberada (rechazando de plano la teoría de 
las ventajas comparativas que inspiraba a Di Tella).

29	Sobre estas y otras opiniones de la época puede consultarse “La penuria y la 
gloria”, una interesante nota publicada en Análisis, IX, 442, 2 al 8 de septiembre 
de 1969, pp. 37-44, donde se resumen las ideas predominantes.



180 | estudios sobre planificación y desarrollo

Las modalidades de financiamiento

Uno de los ejes destacados dentro del debate sobre estrategias 
de desarrollo y política industrial se refería al financiamiento. 
El marco socioeconómico de atraso en que estaban sumidos los 
países latinoamericanos imponía mayores límites al papel que el 
sector financiero podía adquirir para el logro de los objetivos del 
desarrollo económico. Precisamente, el capital era el factor sobre el 
que más se podía actuar a fin de acelerar el crecimiento; siempre 
que existieran posibilidades de inversión, la capacidad produc-
tiva podría aumentar si se incrementaba el stock de capital. No 
obstante, éste era (particularmente en forma de divisas) el recurso 
más escaso en países subdesarrollados y su disposición adecuada 
constituía uno de los factores “críticos” para afianzar la estructura 
industrial dentro de las exigencias tecnológicas y económicas del 
momento. Mucho más cuando lo que se pretendía era impulsar 
industrias intensivas en capital.

Los obstáculos presentes para la inversión en un país subdesa-
rrollado eran tan importantes que para romper el círculo vicioso 
del atraso era necesario hacer un gran esfuerzo de inversión. De 
hecho, la “trampa de la pobreza” era producto de un perverso 
mecanismo que anclaba en la precaria capacidad de ahorro e 
inversión: los países pobres ahorraban una proporción menor de 
su ingreso que aquellos más ricos, en consecuencia invertían poco 
y crecían también muy poco, quedando condenados ad infinitum 
a la pobreza (“los países pobres son pobres porque son pobres”, 
según la opaca fórmula de Nurske). Para poder despegarse de esa 
tendencia al estancamiento se consideraba necesario un “esfuerzo 
crítico mínimo de inversión”, que Rosenstein-Rodan bautizó “big 
push”.30 Por su parte, para la teoría del desarrollo desequilibrado el 
crecimiento no dependía tanto del prerrequisito del “acervo inicial 

30	Gerchunoff y Llach (1998), T. 6 p. 8. Hirschman (1980) señaló que el nombre y la 
descripción de ese esfuerzo generaron una “competencia de metáforas”. Las tesis 
de Rosenstein-Rodan en este sentido eran muy antiguas y estaban orientadas a 
tratar los problemas de los países más atrasados de Europa, véase Rosenstein-
Rodan (1943).
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del capital” y de encontrar las combinaciones óptimas de recursos 
y factores de producción, como de conseguir, para propósitos de 
desarrollo, aquellos recursos y capacidades que se encontraban 
mal utilizados.31 El desarrollo requería criterios de inversión y una 
serie de proyectos prioritarios en los cuales canalizar la “inversión 
inducida” (Hisrchman, 1961, p. 17).

Era indudable que el progreso económico guardaba una ínti-
ma relación con la capacidad de destinar recursos a mantener 
y ampliar el aparato productivo. Tampoco podía negarse que 
la formación de capital representaba la condición esencial que 
posibilitara romper aquella “trampa” predominante en los países 
subdesarrollados. La existencia de cierta vinculación entre los 
coeficientes de inversión y los grados de desarrollo era constan-
temente puesta en el tapete de discusión. Dado que en los países 
con ingreso per cápita más bajo, la parte correspondiente a las 
inversiones en la producción total también tendía a ser más baja, 
era difícil imaginar la existencia de altas y sostenidas tasas de 
expansión del producto bruto interno (PBI) sin una correspon-
diente contrapartida de las inversiones a mediano y largo plazo. 
Si se aceptaba que el capital necesario para el crecimiento de un 
país debía salir de su propio esfuerzo, entonces era preciso desviar 
recursos de la producción de bienes para el consumo corriente 
hacia la inversión en otras áreas dinamizadoras. Pero si los niveles 
de vida se encontraban ya al nivel de subsistencia o casi, entonces 
tal desviación sería muy difícil y, como máximo, sólo un peque-
ño número de recursos productivos podría ser movilizado para 
fines distintos al de la producción de bienes de consumo. En ello 
consistía en esencia el “círculo vicioso de la pobreza”. Asimismo, 
se consideraba con justicia que la desigualdad en la distribución 
de los ingresos característica del subdesarrollo promovía la pro-
pensión a ahorrar e invertir por parte de los estratos superiores 

31	La presentación del debate entre el crecimiento balanceado y desbalanceado y 
una posible interpretación del crecimiento argentino de posguerra en dicha clave 
se puede hallar en Fizsbein (2013).
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de la sociedad.32 Pero, como en América Latina, el ahorro no se 
canalizaba plenamente hacia la inversión productiva sino a gastos 
suntuarios, inversiones menos productivas y fuga de capitales, la 
orientación de los ahorros a inversiones útiles debía provocarse 
mediante una hábil política fiscal, de incentivos y desincentivos. 
De todos modos, aun cuando existían abundantes ejemplos para 
probar que una estructura social y de distribución de los ingresos 
más homogénea llevaba a un mejor uso del capital y al mayor 
ahorro social canalizado hacia la inversión, la desigualdad de los 
ingresos no era el único –o quizá ni siquiera el principal– problema 
a resolver en pos de mejorar la capitalización de la economía. 

También el proceso inflacionario llevaba a una notable propen-
sión a ahorrar en bienes físicos o en moneda extranjera y no en 
activos financieros que permitieran una asignación más eficiente 
de los recursos. En efecto, un punto de debate relevante se situó a 
comienzos de los sesenta en cuanto a establecer la relación entre 
la inflación y el desarrollo, tema estrechamente vinculado a la 
acumulación de capital. Al menos desde los años cincuenta el 
problema de determinar si la inflación era un factor positivo para 
el crecimiento o si, por el contrario, constituía un elemento de 
estancamiento ocupó un lugar destacado en las discusiones acerca 
del desarrollo económico.33

32	El célebre escrito de Prebisch de 1949 ya había planteado esta problemática. Un 
desarrollo en esa línea puede hallarse en Beveraggi Allende (1954) y Ferrer (1956).

33	A mediados de la década del sesenta, en el área latinoamericana, la discusión se 
había polarizado entre las escuelas “monetarista” y “estructuralista”, sostenedo-
ras de tesis divergentes. Aun cuando cada una de ellas ofrecían diversas varian-
tes, los monetaristas consideraban muy negativo al proceso inflacionario; mien-
tras que los estructuralistas lo toleraban como un mal necesario. De todos modos, 
el pensamiento estructuralista no era uniforme. Mientras algunos admitían la 
posibilidad teórica de que pudieran realizarse transformaciones de la estructura 
productiva y lograr una flexibilidad que facilitara su adaptación al proceso con-
tinuo del crecimiento, otros entendían que la inflación no sólo era inevitable en 
la etapa del desarrollo, sino que además podía ser una circunstancia beneficiosa 
al estimular la inversión en ciertos sectores. Esto se debía a dos razones: al ahorro 
forzoso producto de la redistribución de ingresos que la inflación provocaba y al 
hecho que las tasas de interés reales negativas podían proporcionar al empresario 
una especie de seguro que eliminaría prácticamente las quiebras y lo impulsarían 
a llevar a cabo crecientes inversiones.
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También sería crecientemente cuestionado el énfasis puesto en 
el ahorro externo y sus bondades, tal como había sucedido en los 
años cincuenta. De hecho, la tendencia declinante de la inversión 
verificable en la primera mitad de los años sesenta se agravó por 
el descenso en el financiamiento externo neto. En efecto, si bien 
existió un aumento de préstamos y donaciones de fuentes oficia-
les externas, éste no compensó la baja producida en la inversión 
extranjera privada y los aumentos en los pagos de América Latina 
por servicio de la deuda y transferencia de utilidades (Basch y 
Kybal, 1969, p. 6). La caída del ahorro externo acentuó el grado 
de dependencia de la inversión bruta fija al ahorro interno (BID, 
1969). En consecuencia, a fines de esa década, la tendencia com-
pensadora del financiamiento externo no permitía el optimismo 
de los analistas y se consideraba que el mayor peso de un plan 
diseñado para reforzar el mecanismo financiero debía recaer en el 
ámbito interno de la región (Oteiza, 1971, p. 22). En un importante 
sentido, la búsqueda de fuentes de financiamiento había virado 
desde el ahorro externo a comienzos de la década al ahorro interno 
a fines de ella, situación que se debía, en parte, a la propia dinámi-
ca del flujo de capitales externos y, en parte, a la toma de concien-
cia de los efectos perniciosos que la opción inicial acarreaba sobre 
las economías nacionales, y en particular sobre el control de las 
empresas, con la consiguiente pérdida de capacidad para definir 
políticas “nacionales”.

En la Argentina, era claro que la entrada masiva de capitales 
extranjeros durante la experiencia “desarrollista” no había resuel-
to el problema y no podía esperarse mucho más de la “ayuda” 
internacional a través de préstamos de bancos oficiales. Junto a 
aquellas opiniones que expresaban la necesidad de estimular las 
exportaciones industriales como medio para proseguir el camino 
hacia el desarrollo, comenzó a conjugarse una importante can-
tidad de críticas a la inversión externa. En efecto, también en la 
Argentina de los años sesenta la “bondad” del capital extranjero 
empezó a cuestionarse sólidamente. 

Jorge Schvarzer señaló al respecto el impacto que tuvo el tra-
bajo del Servan Schreiber, El desafío americano, y su crítica a las 
empresas transnacionales, en tanto limitadoras de la potencialidad 
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nacional y de la pérdida de peso relativo del “empresariado nacio-
nal” en la estructura de poder.34 También la comprobación de los 
problemas e ineficiencias estructurales que estas empresas habían 
generado sobre la estructura industrial tornaba más pesimistas 
las posibilidades de continuar con esa estrategia. Los estudios del 
período señalaban que la industrialización basada en las empre-
sas transnacionales no solucionaba los problemas de la balanza 
de pagos, sino que por el contrario, tendía a agravarlos. Así lo 
señalaba un detallado estudio elaborado por el Consejo Federal de 
Inversiones en 1966: cuando el progreso derivado de la productivi-
dad era bajo, el impulso debía venir del incremento de los factores. 
Se sostenía que si “más capital” debía financiarse con ahorro inter-
no, esto significaba necesariamente menos consumo, con sus impli-
cancias negativas. Como el ahorro interno era la principal fuente de 
fondos para el financiamiento del desarrollo, era necesario arbitrar 
los instrumentos para captarlo y canalizarlo hacia la inversión pro-
ductiva; éstas eran esencialmente tareas de “programación”, para 
evitar “desperdicios” de recursos dentro del proceso.35 

Por caso, al ensayar una mirada de largo plazo para analizar las 
limitaciones para el pasaje hacia una estructura productiva indus-
trializada, Ferrer marcaba la importancia que había tenido la deuda 
externa para la financiación de las principales actividades y obras 
de infraestructura durante el auge agroexportador del país y seña-
laba que, en lo posterior, la inexistencia de un mercado de capitales 
suficientemente desarrollado no había proporcionado los medios 
para soportar la aparición y expansión de grandes proyectos indus-
triales de bienes de capital y productos intermedios (Ferrer, 1963a).

Para este economista la preocupación por el financiamiento 
de las empresas y la expansión industrial era un tema recurrente 
en sus escritos. Por ejemplo, al insertarse en la discusión sobre 
la propagación inflacionaria y la evolución del ciclo económico 

34	Schvarzer (2000), pp. 253-254. Sobre la difusión de las ideas de Schreiber en la 
Argentina véanse Economic Survey, “Le defi Americain”, XXIV, 3 de septiembre 
de 1968, y Julián Delgado, “Industria: el desafío a la Argentina”, Primera Plana, 
VI, 297, 3 al 9 de septiembre de 1968, pp. 35-80.

35	Consejo Federal de Inversiones (1966), Tomo 1, p. 20.
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de principios de los sesenta, Ferrer consideró especialmente el 
impacto de los movimientos monetarios desencadenados por la 
devaluación sobre el crédito (Ferrer, 1963b). Criticaba de ese modo 
aquella política económica que pretendía frenar el movimiento de 
los precios mediante “advertencias de las autoridades monetarias 
a los empresarios de que no se concederían créditos para finan-
ciar las mayores necesidades de capital de trabajo generadas por 
aumento de salarios”, indicando lo inadecuado de recurrir a la 
represión financiera y salarial (como del gasto público) para con-
tener la inflación (Ferrer, 1963c, p. 509). 

Para Ferrer la restricción del crédito en un contexto de inflación 
sostenida provocaba penurias sobre el desenvolvimiento financie-
ro del sector privado. Éste se veía obligado a “recurrir a fuentes 
de financiamiento extrabancario de altos tipos de interés, estrictas 
garantías y plazos de amortización muy cortos”, que distorsiona-
ban la estructura financiera empresarial (Ferrer, 1963c, p. 510). El 
aumento de la circulación de medios de pagos alternativos y de 
deudas impagas no respondían entonces a cuestiones “morales” 
(como sostenía alguna corriente de opinión) sino a mecanismos 
defensivos, ensayados por las firmas para mantener sus niveles 
de producción.

Por su parte, Moyano Llerena destacaba en 1966 que se había 
enfatizado exageradamente en la necesidad de acumulación de 
capitales como requisito indispensable para el crecimiento eco-
nómico. En su opinión, la sola presencia de los capitales no era 
garantía de progreso: 

Así lo han demostrado muchas veces ciertas inversiones, 
incluso del exterior, que promueven producciones a costos 
exageradamente altos. Su viabilidad se basa en virtuales 
monopolios del mercado interno que permiten, por eso 
mismo, prestar una mínima atención a los problemas de la 
productividad y del verdadero desarrollo.36 

36	Carlos Moyano Llerena, “El desarrollo y la formación de capitales”, Panorama de 
la Economía Argentina, 30, II trimestre de 1966.
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En rigor, desde 1963 y por el resto de la década, Argentina soportó 
una constante salida de capitales. En opinión de cada vez más 
estudios, incluidos algunos de la CEPAL, el capital extranjero traía 
aparejados costos políticos y económicos insalvables. Era nece-
sario crecer con recursos propios y pautar la entrada del capital 
extranjero. A juicio de Diamand, por ejemplo, existía capital nacio-
nal para sustentar el “desarrollo autónomo”, en el que el capital 
externo podía desempeñar un papel auxiliar. Este autor insistía 
en lo negativo que había resultado en la Argentina confundir las 
dificultades en la obtención de divisas para financiar el proceso 
de crecimiento provocado por las recurrentes crisis de pagos con 
la insuficiencia de formación de capital interno.37 También Ferrer 
había señalado que la debilidad de los mercados de capital y los 
problemas para canalizar los recursos financieros internos podían 
llegar a resultar una traba más grave para la expansión industrial 
que el faltante de divisas (Ferrer, 1964).

Estos autores superaban de ese modo una confusión muy pre-
sente en todo el pensamiento estructuralista y que remitía a la cau-
salidad marginalista del ahorro a la inversión.38 Por el contrario, a 
partir de los aportes keynesianos originales se comenzó a postular 
que ni el ingreso corriente disponible ni los fondos previos no gas-
tados (esto es, el ahorro) jugaban a nivel macroeconómico el papel 
asignado por la economía convencional como determinantes de la 
inversión, y con ello, del crecimiento.39 

El aserto no implicaba, por otra parte, que las instituciones 
financieras no pudieran cumplir un rol medular: para Keynes, 
los bancos “ocupan el puesto clave en la transición desde una 
baja escala de actividad a una más elevada […] (y) el mercado de 

37	Análisis, IX, 442, 3 al 8 de septiembre de 1969, p. 38.
38	Para una exhaustiva crítica del argumento del “ahorro previo” véase Studart 

(1995), que demuestra que el ahorro sólo puede ser un limitante para la nueva 
inversión en una economía de trueque no monetaria (i.e., no capitalista). Un 
repaso de las reflexiones teóricas vinculadas al financiamiento del desarrollo 
económico pueden encontrarse en López y Rougier (2011).

39	El propio Keynes había expresado que “seguramente nada es más seguro que el 
crédito o «financiamiento» requerido por la inversión ex ante no es mayormente 
cubierto por el ahorro ex ante” (1937), p. 664, traducción propia.
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inversión puede verse congestionado por la escasez de dinero en 
efectivo […] (pero) nunca por falta de ahorro”.40 Como comenza-
ron a plantear los economistas argentinos durante de la década de 
1960, la cuestión central se refería al desarrollo de un esquema ins-
titucional apropiado, por un lado, para el otorgamiento de finan-
ciamiento líquido de corto plazo (finance) y, por otro, para la rees-
tructuración de esos pasivos en obligaciones de largo plazo, que 
permitieran a las empresas obtener el fondeo necesario (funding) 
para llevar a cabo sus operaciones sin dificultades (Studart, 2005).

Para Ferrer, un elemento central del fortalecimiento de las 
empresas de capital nacional pasaba por la ampliación y vigoriza-
ción de las fuentes de financiamiento, siempre dentro de un conjun-
to orgánico de medidas de política económica (consistente con su 
planteo más general del “modelo integrado y abierto”). Así, como 
una de las medidas más relevantes para alcanzar un desarrollo 
industrial eficiente, subrayaba la necesidad de sanear los pasivos 
impositivos y previsionales del sector privado, proponiendo su 
capitalización estatal mediante un organismo de fomento que orien-
tara e impulsara la expansión privada (Ferrer, 1969, p. 531). A dicho 
ente (inspirado en el Instituto de Reconstrucción Industrial italiano) 
deberían pasarse además las participaciones en valores mobiliarios 
que en ese momento estaban en poder del Banco Industrial y la Caja 
Nacional de Ahorro Postal. Este “IRI argentino” debía

inducir un proceso de modernización a través de reconver-
sión, fusiones, ampliaciones de capacidad, renovación de 
equipos, introducción de mejoras gerenciales y adminis-
trativas en las empresas vinculadas al ente […] convirtién-
dolo en un poderoso instrumento de captación de recursos 
financieros en el mercado interno y en el exterior para ser 
volcados al proceso de modernización y expansión de las 
empresas. (Ferrer, 1971, p. 317.)41

40	Citado en Studart (1995), p. 25, traducción propia.
41	Véase los diferentes intentos de conformar un “IRI argentino” como resultado de 

la crisis de empresas industriales en Rougier (2009).
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Adicionalmente, y en línea con la concepción keynesiana, señalaba 
Ferrer que resultaba necesario desarrollar mecanismos que prove-
yeran financiamiento a mediano y largo plazo para los grandes 
proyectos industriales de base, afectados en su capacidad para 
sufragar las elevadas inversiones en capital fijo si sólo podían 
recurrir a fuentes financieras internas. Pero también debía otorgar-
se apoyo a las industrias tradicionales para facilitar su moderniza-
ción y expansión (Ferrer, 1969). En relación a las empresas extran-
jeras, debía fomentarse que financiaran su expansión mediante 
una mayor proporción de recursos de sus propias casas matrices y 
la limitación a la toma de recursos en el mercado financiero local 
(Ferrer, 1971, p. 320).

A la par que proliferaban estas discusiones, se instaló otro 
debate que respondía a un problema concreto con el que convivía 
la economía argentina: la pervivencia del proceso inflacionario y 
las trabas que generaba para el emprendimiento del desarrollo. 
El disenso no lo era tanto sobre los efectos perjudiciales que pro-
vocaba como sobre las causas que daban origen a ese fenómeno. 
Indudablemente el proceso inflacionario se vinculaba a las posi-
bilidades de acumulación de capitales en el orden interno. Desde 
comienzos de la década del cincuenta, la inflación había acompa-
ñado a la economía argentina con tasas significativas, del orden 
del 20 al 30% anual en promedio. 

No era extraño, entonces, que algunos intelectuales vincularan 
estrechamente las dificultades para el desarrollo argentino con ese 
proceso.42 Sin embargo, los datos estadísticos no permitían inferir 
resultados concluyentes:

El argumento fundamental de la tesis monetarista radica 
en el hecho de que la inflación desanima y obstaculiza las 
inversiones de capital interno y externo. Pero los cálculos 
disponibles parecen indicar que la realidad no confirma 
esta creencia. Las estimaciones relativas al desarrollo de las 

42	Un rastreo de la problemática inflacionaria desde los años cuarenta puede encon-
trarse en Villanueva (1966). También puede consultarse Berrotarán et al (2006).
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inversiones en la Argentina en este período no indican una 
disminución del conjunto de las inversiones con respecto al 
PBI, ni tampoco una reducción de las inversiones extranje-
ras. Más bien al contrario.43

Para los contemporáneos, la experiencia del caso argentino no 
parecía dar la razón a las tesis monetaristas aunque tampoco 
daba fuertes elementos para fundamentar las distintas variantes 
del estructuralismo. De todos modos, algunos referentes de esta 
última corriente comenzaron a interpretar el proceso inflacionario 
como la “cara monetaria del stop and go” (Gerchunoff y Llach, 
1998, VII, p. 26). Diamand, por ejemplo, sostenía que la inflación 
había sido de demanda y de costos en los años cuarenta, pero 
luego el tipo de inflación estructural más común que había sufrido 
la Argentina era la cambiaria, originada directamente en el estran-
gulamiento externo. La propia devaluación generaba los aumen-
tos de costos y precios que se extendían hacia el resto del sistema 
económico (Diamand, 1973). 

Ferrer, al referirse a la crisis de 1962, mostraba los efectos 
negativos de la disminución del crédito y el encarecimiento de los 
pasivos tras una devaluación (que configuraba un elemento que 
afectaba relativamente más a las empresas locales frente a las forá-
neas) y aludía también a cuestiones más estructurales, al señalar 
que “frente a los factores que refuerzan la posición financiera y 
las posibilidades de expansión de las empresas extranjeras, las de 
capital nacional tropiezan con la debilidad del mercado interno de 
capitales, su menor capacidad de acceso al financiamiento externo 
y la notoria debilidad de las fuentes de crédito a mediano y largo 
plazo” (Ferrer, 1971, pp. 313-314).

De todos modos, más allá de las interpretaciones, el objetivo de 
estabilidad era considerado cada vez más prioritario, ya que inne-
gablemente formaba parte de las precondiciones del desarrollo 

43	“Inflación y estancamiento económico”, Panorama de la Economía Argentina, V, 30, 
II trimestre de 1966. Para un abordaje más teórico sobre la inflación estructural (y 
su diferencia con otras concepciones económicas) puede verse Olivera (1964).
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económico, mientras que el desequilibrio hacía del “ahorro una 
ilusión”.44 En este sentido, la estabilización lograda por la apli-
cación del programa de Adalbert Krieger Vasena a partir de 1967 
fue valorada expresamente por amplios círculos académicos y 
empresariales, aun cuando abría un nuevo abanico de riesgos e 
incertidumbres. 

A pesar de su relevancia, las posibilidades de financiamiento 
interno del sector industrial no fueron un aspecto abordado en 
detalle por los debates sobre las estrategias de desarrollo en la 
Argentina en los años sesenta, y no existieron muchos trabajos 
que se lo hubieran planteado específicamente. En efecto, aquellas 
discusiones no solían incluir argumentos importantes respecto de 
los mercados de capitales y el financiamiento del desarrollo, más 
allá de la polémica que giraba en torno a las formas de resolver el 
estrangulamiento externo.45 

La idea prevaleciente era que en el país nunca había existido 
una estrategia de largo plazo que definiera criterios claros para la 
canalización del ahorro y que había problemas persistentes para 
la conformación de un mercado de capitales de mediano y largo 
plazo. Como los mercados financieros eran débiles, las industrias 
habrían debido financiarse en buena medida a través de fuentes 
internas. De hecho, los análisis sobre la posición financiera neta 
de las empresas industriales indicaba que, si bien habían recibido 
subsidios y transferencias de ingresos desde los demás secto-
res (en un contexto de altas tasas de inflación y tipos de interés 
negativos), desde el punto de vista de la maduración crediticia, 
la enorme mayoría de las operaciones eran a muy corto plazo 

44	La frase pertenece a la proclama de la “Revolución Argentina”, citada por 
Gerchunoff y Llach (1998).

45	Recién en 1972 un Simposio sobre Mercado de Capitales en América Latina, rea-
lizado en Buenos Aires, destacó la necesidad de canalizar el ahorro interno para 
financiar el desarrollo. La propuesta prevaleciente consistía en crear condiciones 
en las que el ahorro no se deteriorase por la inflación, entonces los fondos se 
canalizarían al mercado de capitales que a su vez los distribuiría a las empresas 
industriales, comerciales y a obras de importancia cuya productividad fuera más 
elevada; véase al respecto las declaraciones de Dagnino Pastore en la revista 
Pulso, VI, 260, 5 de mayo de 1972, p. IV.
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indicando que el rubro que recibía financiamiento era el de capital 
de trabajo de las empresas, antes que el de nuevas inversiones pro-
ductivas (Altimir, Santamaría y Sourrouille, 1967a y 1967b). Así, 
ganó lugar el autofinanciamiento empresario (menor distribución 
de utilidades con destino a la reinversión) y el notorio incremento 
de otro tipo de deudas con el Estado para obtener recursos; sobre 
todo mediante el incumplimiento de obligaciones impositivas y 
previsionales.

Sin embargo, como destacamos, no existían muchos estudios 
sobre el tema y los datos, fragmentarios y para períodos cortos, no 
permitían arribar a opiniones del todo concluyentes. Ciertamente, 
un estudio señalaba que el autofinanciamiento de las empresas 
argentinas constituía a comienzos de los años sesenta un 40% del 
total, destacando que éste era un porcentaje bajo en relación con 
lo que sucedía en países desarrollados (incluso era uno de los más 
bajos de América Latina) (Oteiza, 1971). La clave para explicar 
este fenómeno era que las empresas habían adoptado una política 
defensiva frente a la inflación, acudiendo básicamente al financia-
miento externo: créditos comerciales y bancarios, deudas con el 
Gobierno por impuestos y aportes previsionales, etcétera. 

En rigor, el grado de autofinanciamiento dependía de las uti-
lidades obtenidas y de la política de dividendos de las empresas: 

Si bien la empresa tiene como objetivo la obtención y maxi-
mización de beneficios, su tamaño y su poder frente a la 
estructura financiera son decisivos para la obtención del 
financiamiento externo a la firma. Por lo tanto, si se trata 
de empresas grandes, la posibilidad de autofinanciarse 
queda desplazada por la mayor facilidad de obtención de 
crédito con un costo relativamente bajo, fundamentalmente 
en períodos de inflación. (Breslín y Morales de Kappouri, 
1972, p. 3.)

Por caso, hacia el fin del gobierno desarrollista el BCRA comenzó 
a adoptar una política cada vez más nítida de fomento industrial, 
fundamentalmente a través del manejo selectivo de los encajes 
bancarios (arbitrio asignado a la institución mediante la reforma 
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de la Carta Orgánica de 1957). A partir de 1961 se permitió a las 
instituciones utilizar un determinado porcentaje de sus depósitos 
inmovilizados para el otorgamiento de préstamos con destinos 
específicos. Estas liberaciones condicionadas procuraban redirec-
cionar selectivamente el crédito bancario con fines de promoción 
regional, hacia la construcción de viviendas y, de manera muy 
importante, para la reactivación y el fomento industrial. En adi-
ción, a partir de 1964 se incrementaron de manera notoria las 
líneas especiales de fomento a la sustitución de importaciones y 
de fomento de exportaciones “no tradicionales”, de equipamiento 
industrial, producción energética y de ventas de bienes de capital 
al Estado, así como de promoción específica de distintos sectores 
manufactureros.46 Progresivamente el BCRA incrementó los acuer-
dos de créditos para la industria, alcanzando hacia 1966 práctica-
mente el mismo monto que el sector agropecuario (que histórica-
mente había sido el más beneficiado). En consecuencia, gracias a 
estas medidas el sector industrial acaparó la mayor proporción del 
financiamiento bancario durante la segunda mitad de la década 
del sesenta (Corazzin, 1970).

Sin duda, desde el punto de vista de las empresas industria-
les, el crédito constituía un componente importante de su finan-
ciamiento externo. La existencia casi permanente de una tasa 
bancaria de interés real negativa explicaba la preferencia de los 
empresarios por el crédito bancario sobre cualquier fuente alter-
nativa de financiación u otra clase de incentivos. No es casualidad 
entonces que a principios de los setenta una encuesta señalase que 
para los empresarios el principal factor que trababa la expansión 
industrial era la falta de créditos, seguido por el proceso infla-
cionario y los sistemas impositivos inadecuados. Las tasas reales 
negativas implicaban un subsidio financiero importante para las 
empresas con acceso al crédito bancario, pero a la vez, la canaliza-
ción de saldos monetarios hacia la inversión no permitía asegurar 
que se financiaran los proyectos más rentables (Olarra Jiménez 

46	Mayor detalle sobre los mecanismos utilizados y los sectores impulsados puede 
hallarse en Noya (1970).
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y Rubio, 1972). Otro estudio destacaba que entre 1956 y 1965 las 
firmas habían recurrido básicamente al crédito interempresario y 
al endeudamiento con el gobierno. Por su parte, el financiamiento 
de largo plazo sólo había cubierto el 29% de la inversión bruta fija 
de las empresas, “lo que explicaría la no existencia de un mercado 
de capitales al cual pudieran acudir y la necesidad de financiar la 
compra de bienes de capital recurriendo al financiamiento interno 
(distribución de dividendos en acciones o no distribución de utili-
dades pasándolas a reservas)” (Itzcovich, 1969, p. 503). 

El problema era que las empresas se financiaban con créditos 
bancarios en una proporción importante, pero con ellos no finan-
ciaban la inversión. La mayor proporción de estos préstamos era 
de corto plazo, renovados anualmente, lo que generaba potencia-
les inconvenientes a las firmas tomadoras. Además, un análisis 
del BCRA destacaba que la financiación de las empresas a través 
de recursos obtenidos en el mercado de capitales (tanto en lo que 
se refiere a los préstamos bancarios como al mercado accionario) 
experimentaba una gradual reducción. Las empresas se endeuda-
ban a corto plazo, en particular a través del incumplimiento de 
obligaciones fiscales y previsionales, lo que contribuía a fomentar 
la reinversión de utilidades e impedía efectuar distribuciones de 
dividendos en efectivo, afectando la dinámica del mercado de 
valores (BCRA, 1961).47 

Un trabajo posterior señaló que entre 1956 y 1969 el autofinan-
ciamiento había constituido la fuente de fondos más importante de 
las sociedades anónimas industriales. En ese sentido, las empresas 
argentinas tenían un comportamiento de ahorro comparable al de 
los países desarrollados; pero también consideraba que los térmi-
nos de las fuentes de financiamiento en relación con las inversio-
nes eran inadecuados, ya que no permitían cubrir obligaciones 
a largo plazo. En consecuencia (y haciéndose eco del cambio 

47	El estudio abarcaba 658 sociedades no financieras para el quinquenio 1955-1959. 
En él se destacaba que el 34% de las necesidades de fondos se habían cubierto 
haciendo uso de fuentes internas (depreciación 5%, reservas 11%, utilidades no 
distribuidas 12% y utilidades distribuidas en acciones 6%) y el 66% de fuentes 
externas (acreedores 37%, otras financiaciones 19% y mercado de valores 10%).
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mencionado en las concepciones sobre el vínculo ahorro-inver-
sión) se postulaba que “en la Argentina, más que una deficiencia 
de recursos propios se nota una insuficiencia de financiamiento de 
largo plazo” (Brodersohn, 1972, p. 65). 

Igualmente, otro estudio de la época que analizó la estructura 
financiera de casi quinientas empresas para 1968 confirmaba esta 
apreciación: “Los datos indican que el alto grado de autofinan-
ciamiento proviene de la retención de utilidades. Estos fondos 
se dedican a la adquisición de activo fijo que bajo circunstancias 
normales podría ser financiada con créditos a mediano y largo 
plazo, acorde con la vida útil de los activos: en tal caso las utilida-
des podrían ser distribuidas en forma de dividendos en efectivo” 
(Breslín y Morales de Kappouri, 1972). Por lo tanto, se destacaba 
necesario estimular tanto el mercado de capitales de largo plazo 
–especialmente bancario–, como generar las condiciones de esta-
bilidad que permitieran la aparición de una estructura adecuada 
de financiamiento de la acumulación de capital. 

En 1972, Dagnino Pastore explicaba el problema de la siguiente 
manera: 

Las empresas argentinas no tienen acceso a créditos a 
largo plazo. La mayor parte de los fondos que obtienen en 
préstamos son a corto plazo, vencen en los 180 días, salvo 
las deudas que puedan tener con el Estado por cuestiones 
previsionales o impositivas. En una empresa que tiene una 
dificultad, y enfrenta la preocupación de sus acreedores 
por cobrar, éstos pueden cortarle el crédito en un plazo de 
180 días. Para una empresa es extremadamente difícil tener 
que levantar su pasivo en un período excesivamente corto. 
[…] Si existieran financiaciones a largo plazo, las empresas 
sabrían que una parte de la deuda iría venciendo gradual-
mente, en distintos años, de manera que al afrontar una 
dificultad, una parte de su financiación continuaría.48 

48	Dagnino Pastore, “El ahorro y cómo lograrlo”, en Pulso, I, 260, 5 de mayo de 1972.
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En realidad, la idea de fomentar el mercado de capitales de largo 
plazo era muy antigua en la Argentina y se remontaba a comien-
zos de los años cuarenta; pero como ya señalamos, el crédito se 
constituyó como la principal fuente de financiamiento externo de 
las empresas industriales del país mientras que, por su parte, el 
mercado de valores participaba en una proporción menor (aunque 
fuertemente oscilante) dentro del total de esos recursos (Rougier, 
2004). A pesar de los esfuerzos para robustecer el influjo de la 
actividad bursátil, solamente se pudieron notar efímeras reac-
tivaciones al producirse la sanción de medidas promocionales, 
manteniéndose en cambio, en términos generales, un débil desen-
volvimiento entre mediados de la década del sesenta y principios 
de la siguiente. La inversión en valores privados se encontraba 
desalentada por la menor rentabilidad en comparación con otras 
colocaciones alternativas y por la búsqueda de rendimientos segu-
ros a corto plazo y de fácil liquidación.

En la década del sesenta, la consolidación de ese mercado era 
considerada por algunos especialistas como de “primera prio-
ridad” en el proceso de desarrollo. En cambio, otros destacaban 
que no estaban dadas las condiciones para que adquiriese un rol 
importante y que debían, en cambio, priorizarse otros instrumen-
tos (Noya, 1970, p. 104). Y era opinión de cada vez más estudiosos 
que al Banco Industrial le correspondía jugar un papel fundamen-
tal, en tanto debía 

[…] transformarse totalmente en un Banco de Fomento y 
Desarrollo y dedicar todo su potencial para volcar su apoyo 
a las actividades que resulten de interés nacional, ya sea 
para el desarrollo de las zonas subdesarrolladas, explotar 
materias primas locales o integrar las economías regiona-
les, solucionar los agudos problemas del agro, tecnificar 
y modernizar la industria para formar estructuras compe-
titivas y provocar la descentralización industrial (Seguín, 
1967, p. 114).

Esta institución debía asumir un papel destacado en la promoción 
de nuevas empresas, en conjunción con el establecimiento de un 
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amplio marco de medidas de apoyo, entre las que se podían incluir 
líneas de crédito especial, suscripción estatal de parte del capital 
inicial, la concesión de avales y garantías externas, otorgamiento 
de protección arancelaria y paraarancelaria, así como subsidios y 
desgravaciones impositivas, siempre bajo la declaración de que la 
protección no resultara ineficiente en el largo plazo.

Los ensayos de instrumentación 

Más allá de las diferentes estrategias de desarrollo que se plantea-
ron en el rico debate de los años sesenta, la política industrial se 
encaminó cada vez más a impulsar grandes empresas de capital 
local con el propósito de sustituir la importación de insumos bási-
cos y proveerlos al conjunto del sector a precios competitivos. De 
este modo se alcanzaría la pregonada “eficiencia” económica a 
través de un uso adecuado de las economías de escala, se podrían 
colocar los excedentes en el mercado externo (en el caso de que la 
producción no fuese absorbida totalmente por el mercado local) y 
se fomentarían las exportaciones de bienes finales, permitiendo de 
ese modo resolver el viejo dilema del estrangulamiento externo. 
De hecho, un importante conjunto de firmas de capital nacional 
pudo acceder a nuevas formas de financiamiento en la última 
etapa de la estrategia de industrialización sustitutiva. Las discu-
siones de los economistas al respecto parecen haber permitido la 
aparición de un esquema de apoyo crediticio y financiero más pro-
fuso (lo que no implique decir que existiera una política orgánica), 
que soportó la última gran expansión de la matriz manufacturera 
nacional de principios de los años setenta en base al capital local. 
Como expresó Schvarzer: 

Las divisas necesarias para su compra [de equipos y tec-
nología] se podían obtener vía créditos externos, que en 
esa época ya otorgaban los proveedores de equipos o los 
organismos de promoción a la exportación de las naciones 
que los producían. El Banco Industrial, rebautizado en esa 
época con el nombre más pretencioso de Banco Nacional 
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de Desarrollo (BND), podía aportar el resto de los fon-
dos necesarios. Esas condiciones permitían asegurar la 
presencia de empresarios locales, cuyo aporte real en 
las primeras etapas de cada proyecto sería muy bajo. El 
Estado aportaba todo lo necesario para forjar empresas grandes 
desde la nada.49

Así, tanto el crédito de las instituciones públicas (encabezadas 
por el BND) como el financiamiento externo (facilitado por ava-
les y garantías del Estado) explicaron la aparición de un nuevo 
grupo de empresas de capital nacional, que mostraron que los 
problemas de la estructura industrial no integrada eran efecti-
vamente superables. Numerosos proyectos aprovecharon esos 
mecanismos, que vinieron a remozar los más “tradicionales” 
de promoción industrial (como exenciones impositivas y subsi-
dios), o las prácticas habituales de recurrir a la financiación de 
proveedores o el incumplimiento de las obligaciones impositivas 
y previsionales.50

De este modo, recibieron cuantiosos fondos un nutrido grupo 
de firmas surgidas para terminar de integrar la matriz manufac-
turera nacional en varios sectores de “base”: aluminio (Aluar), 
pasta celulósica y papel para diarios (Papel Tucumán, Alto Paraná, 
Celulosa Puerto Piray y Papel Prensa), soda Solvay (Álcalis de la 
Patagonia: Alpat), las petroquímicas del Complejo de Bahía Blanca 
(Monómeros Vinílicos, Polisur, Electroclor, Indupa). Asimismo, 
ello permite explicar –en parte importante– la consolidación de 
otras empresas industriales previamente existentes: por ejem-
plo, en las ramas siderúrgica (Acindar, Dálmine, Propulsora 
Siderúrgica), química (Laboratorios Bagó), de neumáticos (Fate) 
o metalmecánica (Pescarmona). Las firmas industriales de capi-
tal estatal también participaron del proceso y se beneficiaron de 
las mayores posibilidades de financiamiento, destacándose la 

49	Schvarzer (2000), p. 273 (énfasis añadido).
50	Para una visión crítica de los mecanismos de transferencias de rentas que bene-

ficiaron a un conjunto de grupos económicos véase Castellani (2009).
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ampliación de Somisa y la constitución de las dos grandes petro-
químicas: General Mosconi y Bahía Blanca.51 

En todos los casos el BND jugó un papel de primera relevancia, 
ya que además de establecerse como la principal institución pres-
tataria de estos proyectos, permitió canalizar los avales y garantías 
para la toma de préstamos externos. Además el Estado los impulsó 
también mediante la capitalización accionaria y la adquisición de 
obligaciones, muy relevantes por ejemplo en el caso de Propulsora 
Siderúrgica, Papel Prensa y Papel Misionero o de las firmas del 
Complejo Petroquímico de Bahía Blanca o de Alpat.

En el caso de Petroquímica General Mosconi (PGM), por ejem-
plo, el monto de los créditos externos recibidos alcanzó práctica-
mente los 13 millones de dólares y fueron otorgados por el Chase 
Manhattan Bank y el Export-Import Bank (Eximbank), gracias a 
los avales del BND.52 La entrada en funciones de la empresa a 
mediados de 1974 permitió que se comenzaran a pagar en tiempo 
y forma a finales del mismo año. Las instituciones locales también 
brindaron cuantiosos recursos a la Petroquímica, como la Caja 
Nacional de Ahorro Postal y especialmente el BND. Por caso, 
durante 1970-1972 PGM fue la sexta empresa que más fondos reci-
bió de esa entidad, y considerando exclusivamente los préstamos 
destinados para “formación de activo fijo” se ubicó primera, con 
casi 100 millones de pesos agenciados. En 1973 PGM ya no aparece 
en el primer lugar del ránking mientras que se ubicó octava en el 
segundo (habiéndosele otorgado 22 millones de pesos).53

En el caso de Aluar, el BND si bien efectuó pequeños aportes 
directos de capital, por el contrato firmado entre la empresa y el 
Estado Nacional esa institución suscribió avales y abrió cartas 
créditos para la financiación de la construcción e instalación de la 
planta de aluminio por un monto superior a los 190 millones de 
dólares. Esta financiación se combinó con diversos mecanismos 
fiscales (condonación de impuestos a los réditos y diferimientos 

51	Por una visión de conjunto, puede verse Schvarzer (1978).
52	Por un análisis más extenso de esta cuestión, consúltese Odisio (2011).
53	Todos los datos surgen de Rougier (2002).
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impositivos a los suscriptores de acciones, por ejemplo) que facili-
taron la capitalización empresaria. Finalmente el Estado realizó a 
su cargo grandes obras de infraestructura imprescindibles para el 
funcionamiento de la planta (construcción de la represa hidroeléc-
trica y líneas de transmisión, puerto, acueductos y conexiones de 
gasoductos, etcétera).54 

También el Estado financió la instalación de Alpat (donde par-
ticipaban empresas locales y extranjeras) a través de la creación en 
1969 del “Fondo de Contribución para el Desarrollo del Carbonato 
de Sodio” que reunía recursos provenientes de una contribución 
especial sobre las importaciones de soda Solvay. Este fondo era 
administrado por el BND que, además de créditos y avales por 
más de 20 millones de dólares sobre un presupuesto total de 
inversión de 36 millones de dólares, aportó parte del capital de la 
firma.55 

La búsqueda de modalidades de financiación alternativas a los 
préstamos internacionales o a las inversiones directas por parte 
de empresas extranjeras también afectó a los grandes proyectos 
de infraestructura de la época, si bien de manera particular en 
cada uno de ellos. Incluso el gobierno de Roberto Levingston (por 
iniciativa de Aldo Ferrer, por entonces ministro de Economía) 
creó el “Fondo de Ahorro para la Participación en el Desarrollo 
Nacional”, administrado por el BND y destinado a financiar 
exclusivamente inversiones en grandes obras de infraestructura 
tendientes a la integración territorial y la instalación de industrias 
de base. 

El emprendimiento hidroeléctrico El Chocón-Cerros Colorados 
resultaba de primera importancia: los lineamientos adoptados 
por los gobiernos de Arturo Frondizi, Arturo Illia y Juan Carlos 
Onganía, el distinto papel postulado para la inversión pública 
por cada uno de ellos y los fondos externos impusieron una rela-
ción poco simple entre los sucesivos gobiernos nacionales y la 

54	Un estudio detallado de la financiación de Aluar en Rougier (2011), caps. 6 y 7. 
55	Veáse un estudio detallado de este emprendimiento y su dilatada gestación en 

Pampin (2010).
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comunidad financiera internacional, el Banco Mundial y el Fondo 
Monetario Internacional. En 1967, el impulso dado al proyecto 
por la gestión de Krieger Vasena, que aseguró el financiamiento 
interno y externo para el complejo, y la creación de Hidronor 
(Hidroeléctrica norpatagónica S. A.) como la empresa encargada 
de construir y administrarlo, fueron los elementos que permi-
tieron cumplir los plazos previstos para que El Chocón-Cerros 
Colorados entrara en funciones en 1973.56

Otro caso significativo en el área de infraestructura fue el de 
la construcción del puente Zárate-Brazo Largo. Precisamente fue 
durante la gestión de Aldo Ferrer como Ministro de Obras Públicas 
del gobierno de Levingston que el proyecto iniciado años antes 
experimentó un cambio fundamental: se anuló la licitación previa 
que favorecía a las empresas extranjeras y el financiamiento en el 
exterior, se creó un fondo público que asumió la financiación de 
la obra y se llamó de forma inmediata a una nueva licitación. Las 
bases de ese llamado contemplaban una orientación sustitutiva que 
redujo el componente importado del 72%, como estaba previsto 
inicialmente, al 7% del valor contractual, a la vez que potenció las 
capacidades tecnológicas de los grupos empresariales locales que si 
hicieron cargo de las obras, como Techint (Ferrer y Rougier, 2010).

Estos ejemplos permiten visualizar, más allá de los vaivenes 
específicos de cada proyecto, un relativo éxito del Estado a prin-
cipios de la década del setenta en el impulso de grandes obras de 
infraestructura y de la industria de base (que en algunos casos 
permitieron iniciar la anhelada corriente de exportación manufac-
turera) a través de mecanismos y diseños institucionales específi-
cos de movilización y canalización del ahorro interno y externo. 
En el ocaso de la estrategia sustitutiva, los logros de los esfuerzos 
por el fomento de la industrialización “compleja”, demostraron 
que “las inversiones eran grandes y las apuestas difíciles pero realiza-
bles. Los presuntos escollos de divisas, capital y tecnología fueron 
superados con más facilidad que las trabas de orden político y 

56	Para más detalles, véase García Heras (2010).
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las presiones de los posibles perdedores”.57 Estas grandes obras y 
emprendimientos industriales delinearían buena parte del perfil 
productivo de la Argentina en las siguientes décadas, aun cuando 
el sector industrial en su conjunto sufriera un virtual estancamien-
to en el marco de las políticas de “desindustrialización selectiva” 
iniciadas en la segunda mitad de los años setenta y profundizadas 
durante la década de 1990. 

Consideraciones finales

Los debates de la segunda mitad de los años sesenta son relevantes 
en más de un sentido. En primer término, resulta indudable que 
existió un relativo consenso entre la intelectualidad de la época, 
o al menos entre aquellos economistas que tuvieron destacada 
presencia al frente de la conducción económica en torno a la nece-
sidad de impulsar el desarrollo industrial. Independientemente 
de los matices importantes que pudieran existir, la búsqueda 
de mecanismos de financiación adecuados y la salida mediante 
exportación de manufacturas fueron algunas de las preocupa-
ciones incluidas en el temario de la política económica de allí en 
adelante. Prueba de ello es que estas ideas fueron recogidas en 
un documento oficial elaborado por la Secretaría de Industria y 
Comercio Interior a fines de 1968, que asumió la opinión de estos 
y otros especialistas.58 

Además, varios de los autores aquí analizados tuvieron inje-
rencia directa en la elaboración de los programas económicos de 
esos años. Por ejemplo, Di Tella no era precisamente un intelectual 
que, parafraseando a Juan Llach en su análisis sobre Alejandro 
Bunge, “predicaba en el desierto”. Ciertamente, aun cuando se 
pueda pensar en visos importantes de aplicación, su propuesta de 

57	Schvarzer (2000), p. 279, énfasis añadido.
58	El documento se denominó “Objetivos, políticas y estrategias para el sector 

industrias manufactureras” y circuló entre las distintas entidades representativas 
nacionales.
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“desarrollo indirecto” fue considerada por los ministros de econo-
mía, en particular por Carlos Moyano Llerena, José María Dagnino 
Pastore y en cierta medida por José Ber Gelbard.59 También 
Krieger Vasena buscaría la “eficiencia” industrial y estimularía 
la exportación manufacturera (asesorado por Moyano Llerena), 
y Aldo Ferrer ocuparía el Ministerio de Economía tratando de 
impulsar su estrategia “integrada y abierta” (contando entre sus 
asesores con Diamand y Villanueva). 

Por otra parte, esos planteos revelan una riquísima discu-
sión acerca de los límites, pero también de las potencialidades 
del sector manufacturero nacional durante la industrialización 
“compleja”.60 Los economistas de la época habían hallado que 
la estrategia sustitutiva no estaba exenta de problemas, pero la 
mayoría de las posturas esgrimidas aún arrojaba una mirada 
optimista, como ilustra el epígrafe elegido para comenzar este 
capítulo. Se trataba de diseñar la estrategia económica adecuada 
para que la Argentina retomara el sendero (perdido) del desarro-
llo acelerado. En el devenir de la discusión, los problemas aso-
ciados al financiamiento de la inversión y la necesidad de actuar 
sobre este limitante del crecimiento fueron asuntos a los que se 
comenzó a prestar más atención, de la mano del refinamiento 
analítico y la multiplicación de propuestas orientadas hacia un 
mayor despliegue industrial del país.

De tal suerte, el estudio de las discusiones y políticas encami-
nadas a fomentar el financiamiento interno en esos años permite 
entender con mayor precisión por qué hacia fines de la década 
de 1960, en el marco de una redefinición de la “política hacia el 
desarrollo”, se juzgaba necesario –cuando no imprescindible– 
impulsar la capitalización empresaria, particularmente a través 
de créditos a largo plazo, otorgados sobre la base de recursos 

59	Como dijimos, el propio Di Tella ocuparía el cargo de Secretario de Programación 
Económica durante la fugaz gestión de Antonio Cafiero como Ministro de 
Economía.

60	Lo que contrasta marcadamente con la escasez relativa de debates y respuestas a 
la desindustrialización –aun selectiva– del proceso de “solución final” encarado 
en 1976. Esta idea se encuentra desarrollada en Rougier (2007).
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genuinos captados en forma tanto voluntaria como forzosa, y de 
otros mecanismos impositivos. 

Si bien dicho cuerpo de ideas común no llegó a plasmarse en una 
estrategia completa y coherente de impulso manufacturero, muchas 
de ellas dieron lugar a diseños institucionales e instrumentos especí-
ficos de financiamiento, dentro de políticas industriales que permi-
tieron la emergencia del último pelotón de grandes firmas de capital 
nacional ubicadas en el sector más complejo del espectro producti-
vo, como la metalmecánica y la provisión de insumos industriales 
de uso difundido, con una creciente orientación hacia el mercado 
externo. Pero se trataba del “canto del cisne” de la industrialización 
sustitutiva de importaciones. La violenta liberalización económica 
de los siguientes lustros, mantenida sobre la acumulación de deuda 
externa, desbarató las potencialidades que había logrado alcanzar 
la industria argentina para superar sus limitantes estructurales, al 
dejarse librada la economía nacional a la suerte de los vaivenes del 
mercado financiero internacional.
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6 | Planificación y exportaciones  
industriales: las resonancias de la 
conciencia industrial exportadora  

en el Plan Trienal 1974-1977

Nos sabíamos delegados de una voluntad mayoritaria que estaba 
dispuesta a conformar una ruptura con los patrones precedentes. 
Éramos portadores de una nueva temática y de un nuevo lenguaje 
y privilegiábamos otras consecuencias y otros destinos. Estábamos 
ensayando el lenguaje de la transformación. 

carlos leyba (2010)

Del retorno del peronismo al lanzamiento  
del Plan Trienal

El 25 de mayo de 1973 Héctor Cámpora asumió la Presidencia de 
la República Argentina.1 Tras dieciocho años de proscripción, el 
peronismo volvía a estar al frente del Poder Ejecutivo Nacional. La 
puesta en marcha de una nueva gestión justicialista, en una coyun-
tura de movilización social creciente, desató una enorme carga 

1	 Héctor Cámpora había sido diputado nacional durante la primera presidencia 
de Perón y desde 1971 se desempeñaba como delegado personal de éste en la 
Argentina. Encabezó la lista del Frente Justicialista de Liberación (Frejuli) que 
triunfó en las elecciones del 11 de marzo de 1973 con el 49,5% de los votos. Si bien 
provenía del peronismo “clásico”, hacia 1973 su candidatura se vinculaba con los 
nuevos sectores que habían emergido en el seno del movimiento y que se identi-
ficaban con la “izquierda peronista” y el proyecto del “socialismo nacional”.
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de expectativas acerca de la implantación de un gobierno demo-
crático, acumuladas durante lustros de autoritarismo y exclusión 
política (Rougier y Fiszbein, 2006). Esa carga se vio infinitamente 
multiplicada por el retorno definitivo de Juan Domingo Perón a 
la Argentina, consumado el 20 de junio de 1973. La presencia del 
líder indiscutido del movimiento político mayoritario del país 
impulsó la renuncia de Cámpora y de su vicepresidente, Vicente 
Solano Lima. Tras un breve interinato a cargo de Raúl Lastiri, hasta 
entonces Presidente de la Cámara de Diputados, la celebración de 
nuevos comicios le devolvió el bastón presidencial a Perón, quien 
asumiría su tercer mandato el 12 de octubre.2

Poco después de haber retornado al sillón de Rivadavia, 
Perón decretó la creación del Comité del Plan Trienal,3 al cual le 
encomendaba la tarea de elaborar un plan de gobierno. El 21 de 
diciembre el flamante Presidente brindó un discurso en la Casa de 
Gobierno, mediante el cual anunció la puesta en marcha del “Plan 
Trienal para la Reconstrucción y la Liberación Nacional, 1974-
1977” (PTRLN). El plan se inscribía en un programa económico 
que había radicalizado sus cuestionamientos al “sistema liberal-
capitalista”, particularmente en lo tocante al capital extranjero y 
los grandes terratenientes.4 Sin embargo, Di Tella sostiene que la 
retórica fue mucho más radical que el programa concreto: “En sus 
líneas generales, el programa era fuertemente intervencionista, 
moderadamente nacionalista y distribucionista” (1985, p. 151).

En el documento presentado, el plan se definía como “conse-
cuencia y síntesis de una etapa esencial en el proceso de planifica-
ción”, constituida a través de una serie de acuerdos previamente 
concertados con las “organizaciones sociales representativas” 
sobre los instrumentos de política económica y social a emplear 
para conseguir los objetivos del nuevo gobierno (PTRLN, p. 9). 
En cuanto a los instrumentos dispuestos, cabe señalar que al 

2	 Para un análisis de la dinámica política del proceso véase De Riz (1987).
3	 Decreto 185, 6 de noviembre de 1973, Poder Ejecutivo Nacional.
4	 En un discurso que pronunció Perón el 30 de julio de 1973 en el edificio de la 

Confederación General del Trabajo (CGT), en el marco de la campaña electoral, 
dijo: “El antiguo sistema liberal-capitalista ha muerto”.
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momento de la formulación del plan varios ya habían sido con-
templados por la sanción de “leyes de la Nación”.5 Respecto de los 
acuerdos previos, se destacan el “Acta de Compromiso Nacional” 
(ACN) y otros acuerdos de carácter sectorial.6 Asimismo, es impor-
tante mencionar lo que, según Leyba (2010, p. 84), constituyó el 
“Acuerdo marco”: las Coincidencias programáticas del plenario de 
organizaciones sociales y partidos políticos (CP).7 Firmadas el 7 de 
diciembre de 1972, en el ocaso de la dictadura militar, represen-
taban “un apretado consenso en un programa debatido por un 
amplio espectro de dirigentes políticos, obreros y empresariales” 
(Rougier y Fiszbein, 2006, p. 59).8

La gestión económica del nuevo gobierno democrático estuvo 
a cargo de José Ber Gelbard, un viejo líder de la Confederación 
General Económica (CGE) que había sido designado Secretario de 
Hacienda y Finanzas, Obras Públicas y Comercio por Cámpora, 
siguiendo expresas directivas de Perón; en agosto de 1973, 
Gelbard se convirtió en Ministro de Economía, a raíz de la sanción 
de la Ley de Ministerios 20.524/73. Su política económica se sus-
tentó, por un lado, en el ACN, que recogía lo pautado en las CP y 
sellaba la política de “Pacto Social”, piedra angular del programa 
de estabilización a corto plazo; por el otro, el programa económi-
co de Gelbard consideraba medidas de carácter estructural, las 

5	 Ley 20.520/73 de nacionalización de los depósitos bancarios, ley 20.557/73 de 
regulación de inversiones extranjeras y ley 20.560/73 de promoción industrial, 
entre otras.

6	 El ACN fue firmada el 30 de mayo de 1973 por el Ministerio de Hacienda y 
Finanzas (a cargo de José Ber Gelbard), la CGT (representada por José Ignacio 
Rucci) y la CGE (entidad empresaria vinculada al pequeño y mediano capital 
nacional y representada por Julio Broner). Según Leyba, a tan sólo cinco días de 
haber asumido el nuevo gobierno, la firma del acta “desalojó del escenario de las 
decisiones económicas al camporismo y a sus aliados” (2010, p. 92-93). Respecto 
de los acuerdos sectoriales cabe señalar el “Acta de Compromiso del Estado” y el 
“Acta de Compromiso del Estado y los Productores para una política concertada 
de expansión agropecuaria y forestal”, entre otros.

7	 Todos los documentos mencionados se incluyen, junto a otros, en el Anexo I del 
PTRLN.

8	 El documento fue firmado por la CGT, la CGE, el Movimiento Nacional 
Justicialista, la Unión Cívica Radical, el Movimiento Integración y Desarrollo y el 
Partido Popular Cristiano, entre otras expresiones sociales y políticas.
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cuales serían condensadas en la presentación del PTRLN, el cual 
vino a completar la serie de acuerdos que se venían impulsando 
desde el declive del gobierno militar. En términos generales, el 
programa económico tendía a incrementar el intervencionismo 
estatal, impulsaba una distribución del ingreso más equitativa 
y fomentaba la participación del capital nacional.9 Carlos Leyba, 
quien en su carácter de Subsecretario General de Programación 
y Coordinación del Ministerio de Economía y Vicepresidente 
Ejecutivo del Instituto Nacional de Planificación Económica 
(INPE) tuvo a su cargo las tareas operativas del PTRLN, afirma 
que la política económica de Gelbard “respondía a los conceptos 
básicos que predominaban en el mundo respecto del desarrollo 
en los principios de los años setenta” (2010, p. 41). Con ello se 
refiere principalmente a la fuerte corriente académica que, enca-
bezada por Hollis Chenery, sostenía la necesidad de combinar la 
redistribución progresiva del ingreso con el crecimiento.10 Según 
la traducción peronista de estos objetivos: “la construcción de un 
sendero de crecimiento con justicia social” (Leyba, 2010, p. 101).

El plan en cuestión ocupa un lugar singular en la historia 
argentina puesto que representa el último intento formalizado de 
planificación indicativa en el marco de un proyecto económico 
orientado a la industrialización. A su vez, fue presentado en una 
coyuntura internacional de transformaciones profundas –crisis 
del petróleo, reconfiguración del patrón tecnológico y desbloqueo 
del gobierno neoliberal de las poblaciones–, que implicó para el 
ámbito local un punto de inflexión en al menos dos dimensiones: 
desmantelamiento del Estado Benefactor y declive de la industria-
lización sustitutiva (Rougier y Fiszbein, 2006). 

En tanto que plan de gobierno, el documento pretendió sinteti-
zar, detallar y cuantificar las metas y los objetivos propuestos para 
el tercer mandato presidencial de Perón. Entre los aspectos más 

9	 Para un análisis del programa económico de Gelbard, veáse: Rougier y Fiszbein 
(2006).

10	Hollis B. Chenery, economista jefe del Banco Mundial por más de una década, 
publicó en 1974 junto a otros autores Redistribution with Growth: An Approach to 
Policy, por la Oxford University Press.
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destacados que se analizan en la formulación del plan se halla “el 
comportamiento programado para el sector externo de la econo-
mía”, el cual se anuda con una multiplicidad de tópicos de orden 
heterogéneo: relaciones internacionales, pautas de consumo de la 
población y política agropecuaria, entre otros. En particular, aquí 
nos interesa analizar el vínculo que se establece en las propuestas 
delineadas en el PTRLN entre la cuestión del sector externo y la 
política de fomento a la exportación de productos industriales. 
Para ello seguiremos una hipótesis general que sostiene que en 
las formulaciones del plan pueden hallarse resonancias de los 
debates que habían emergido en la Argentina a mediados de los 
años sesenta sobre las estrategias de desarrollo a seguir y que 
dieron lugar a la conformación de una “conciencia teórico-pres-
criptiva industrial exportadora”.11 A este respecto, cabe señalar 
que Marcelo Rougier y Juan Odisio ya han sugerido este vínculo. 
Dichos autores afirman que la apuesta de la gestión económica 
de Aldo Ferrer durante el gobierno de facto del general Marcelo 
Levingston operó como fundamento del programa económico 
inicial del tercer gobierno peronista (2012, p. 127).

Es preciso aclarar que aquí trabajamos fundamentalmente con 
el Tomo 1 del PTRLN, que es donde se presentan los lineamientos 
generales del plan para los distintos sectores de la economía. Los 
tomos restantes serán motivo de futuros abordajes.12 Asimismo, 
es importante señalar que con posterioridad a la presentación del 
plan se fueron dando a conocer una serie de “documentos bási-
cos preliminares” orientados a distintos sectores.13 Si bien hemos 

11	Una versión preliminar de este trabajo fue presentada en el III Congreso 
Latinoamericano y Caribeño de Ciencias Sociales, FLACSO Ecuador, Quito, 26-28 de 
agosto de 2015.

12	“Antecedentes de los programas petroquímicos y de celulosa y papel” (Tomo 2), 
“Antecedentes del plan eléctrico 1974-1977” (Tomo 3) y “Programa de expansión 
de la frontera agropecuaria región semiárida chaqueña” (Tomo 4).

13	Entre ellos: marina mercante, energía, ambiente humano, comunicaciones, 
vivienda y urbanismo, minería, transporte, defensa, recursos hídricos, agrope-
cuario, infraestructura e industria. A principios de 1974 se dio a conocer un cuer-
po dedicado al “Área Cultura”. Luego, entre abril y mayo de 1974 se firmaron las 
Actas de Concertación con las distintas provincias.
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consultado el documento preliminar dedicado al sector industrial, 
no presentaremos aquí extractos del mismo ya que aún no hemos 
podido determinar cuáles fueron sus condiciones de producción y 
de circulación. 

La planificación en la Argentina

El planeamiento estatal se generalizó en los países capitalistas 
durante la segunda posguerra como un conjunto de herramientas 
impulsado por la economía del desarrollo para resolver los pro-
blemas acuciantes de la coyuntura.14 Así, el discurso planificador 
encarnó una racionalidad programada de gobierno que pretendía 
articular lo político y lo económico, reduciendo el papel del azar en 
la vida social. Por otra parte, en tanto que conjunto de dispositivos 
prácticos, el planeamiento se basó en la necesidad de establecer pro-
gramas gubernamentales plurianuales que orientaran inductiva-
mente las prácticas de los agentes públicos y privados. Se presenta-
ba entonces como el mecanismo político por el cual se le transmitían 
a la sociedad propuestas inteligibles y realizables de vinculación de 
los problemas sociales y económicos (Jáuregui, 2013). 

En América Latina, el discurso planificador y las prácticas de 
planeamiento se inscribieron en distintas estrategias de desarrollo, 
entendiendo por éstas la movilización de los recursos políticos y 
sociales en pos de alcanzar el modelo de desarrollo proyectado.15 
Aunque con antecedentes relevantes en las décadas de 1930 y 1940, 
la generalización de la planificación del desarrollo en América 
Latina se vinculó con las actividades que organismos tales como 
el Instituto Latinoamericano de Planificación Económica y Social 
(ILPES) –perteneciente a la Comisión Económica para América 
Latina (CEPAL)– y la Conferencia de las Naciones Unidas sobre 
Comercio y Desarrollo (UNCTAD, por sus siglas en inglés) 

14	A este respecto, cabe recordar que el Primer Plan Quinquenal de la Unión 
Soviética data de 1928.

15	Veáse Roig (2008).
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desarrollaron a partir de los años cincuenta, incentivando la circu-
lación regional de técnicos y funcionarios para el diseño de planes 
nacionales de desarrollo.16 La expansión regional de este conjunto 
de formulaciones discursivas y dispositivos prácticos representó 
un marco de referencia que al interior de los distintos países operó 
legitimando procesos orientados a la intervención programada del 
Estado tanto en el plano económico como en el plano social.

Los comienzos del planeamiento en Argentina coincidieron 
con el impulso de la intervención estatal y la expansión inicial del 
modelo de industrialización sustitutiva, en la coyuntura de crisis 
económica que caracterizó a los años treinta. Poco tiempo después, 
el golpe de Estado consumado en 1943 por el Grupo de Oficiales 
Unidos y la posterior irrupción del peronismo como fenómeno 
político y su llegada al gobierno en 1946 representaron una ruptu-
ra sustancial en el alcance de la intervención estatal, en el diseño 
de las políticas públicas y en el establecimiento de la planificación 
económica como estrategia de desarrollo orientada a la industriali-
zación sustitutiva. Todo ello se corporizó en el lanzamiento de dos 
planes quinquenales (Berrotarán, 2006).17

La gran conflictividad social y la inestabilidad política y econó-
mica que supuso la adopción de un nuevo modelo de desarrollo 
tras el desplazamiento del gobierno peronista no implicaron el 
abandono de la planificación como elemento nodal de las estra-
tegias movilizadas. El planeamiento sería descartado recién hacia 
mediados de los años setenta, cuando la última dictadura impulsó 
el desmantelamiento de los principales resortes de la acción estatal 

16	Cabe señalar que tanto el ILPES/CEPAL como la UNCTAD fueron impulsados 
por Raúl Prebisch.

17	En cuanto refiere a la planificación, Berrotarán destaca el accionar del Consejo 
Nacional de Posguerra, conducido por Perón desde la Vicepresidencia de la 
Nación. Ya durante su primer mandato presidencial (1946-1952) se lanzó el Plan 
de Gobierno, 1947-1951; al asumir su segunda presidencia –interrumpida en 1955 
por un golpe militar– presentó el Segundo Plan Quinquenal, 1953-1957. Respecto 
del impulso a la industrialización sustitutiva, cabe señalar la creación del Banco 
de Crédito Industrial Argentino y la promulgación de la primera disposición 
general de promoción a la industria (decreto ley 14.630/44), ambas en 1944. Ya en 
1941 se había creado la Dirección General de Fabricaciones Militares (ley 12.709), 
bajo la órbita del Ministerio de Guerra.
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y del patrón de acumulación industrialista. Así, desde una mirada 
retrospectiva de largo plazo se constata que en la Argentina de la 
segunda posguerra existió un amplio consenso en torno a la nece-
sidad de planificar la política económica y social como forma ins-
titucional de operar sobre los conflictos inmanentes de la sociedad 
(Jáuregui, 2013). El plan, como modalidad hegemónica de gober-
nar los problemas nacionales, triunfó, aun cuando la aplicación 
de los planes efectivos fue sistemáticamente interrumpida por las 
discontinuidades político-institucionales. Sin embargo, entre 1943 
y 1975 pueden hallarse períodos diferenciados en cuanto al impul-
so “político” de los esfuerzos de planeamiento. Se destacan los 
primeros gobiernos peronistas (1946-1955) y el gobierno de Arturo 
Illia (1963-1966) como los de mayor consistencia entre los objetivos 
formales y el respaldo político (Tereschuk, 2008).

En cuanto al entramado institucional vinculado al planeamien-
to, cabe señalar que su trayectoria se vio alterada por la recurrente 
inestabilidad política que azotó a la Argentina de posguerra. 
El desmantelamiento de la Secretaría Técnica de la Presidencia 
en 1956 dejó un vacío institucional que el gobierno de Arturo 
Frondizi (1958-1962) atendió con la creación del Consejo Federal 
de Inversiones y del Consejo Nacional de Desarrollo (Conade). 
Sin embargo, el funcionamiento de estos organismos no madura-
ría sino hasta los gobiernos de José María Guido (1962-1963) y de 
Arturo Illia. En paralelo, el modelo de desarrollo comenzó a vin-
cularse progresivamente con la defensa nacional y la seguridad, lo 
cual se convertiría en un aspecto central de la irrupción del Estado 
burocrático autoritario (Fiszbein, 2010).18 Así, durante la autode-
nominada “Revolución Argentina” (1966-1973), la centralización 
de las tareas de planificación estuvo a cargo del Sistema Nacional 
de Planeamiento (SNP), el cual estaba integrado por el Sistema 
Nacional de Planeamiento y Acción para el Desarrollo y el Sistema 
Nacional de Planeamiento y Acción para la Seguridad. Mientras 
que el Conade comandaba el primero de esos sistemas, el Consejo 

18	Para un análisis de la emergencia del estado burocrático autoritario y sus rasgos 
principales veáse O’Donnell (1983).
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Nacional de Seguridad (Conase) hacía lo propio con el segundo. 
Otro de los consejos que integró el SNP fue el Consejo Nacional 
de Ciencia y Tecnología (Conacyt), creado en 1968. Finalmente, 
hacia 1971 la estructura fue modificada: a partir de entonces, la 
Secretaría de Planeamiento y Acción de Gobierno (SEPAG) pasó 
a centralizar todas las tareas de planificación como órgano de 
trabajo y asesoramiento del Conade, del Conase y del Conacyt 
(Tereschuk, 2008).

El período 1965-1973, imbuido de una coyuntura latinoame-
ricana en la que la planificación estaba a la orden del día, resultó 
el más productivo en cuanto al diseño de planes tanto a nivel 
nacional como provincial.19 En este sentido, aun cuando el regre-
so de Perón a la presidencia supuso diversas discontinuidades a 
nivel de la organización de la Administración Pública Nacional, la 
desestructuración de los organismos de planificación heredados 
no fue sino el paso previo para la creación de otros nuevos, tales 
como el INPE, bajo la órbita de la Secretaría de Programación y 
Coordinación Económica del Ministerio de Economía.20 Entre éste 
y sus antecesores existieron múltiples puntos de contacto tanto en 
el plano de los lineamientos como en el de las estructuras (Rougier 
y Fiszbein, 2006).21 

Sin embargo, no debe sobreestimarse el peso explicativo de esas 
continuidades al nivel de la estructura administrativa vinculada a la 
planificación respecto del diseño del PTRLN, ya que para el diseño 

19	En el ámbito regional, durante ese período se lanzaron los siguientes planes: Plan 
nacional de desarrollo económico y social 1965-1974 (Uruguay), Plan quinquenal 
de desarrollo económico y social 1972-1977 (Bolivia), Primer plan nacional de 
desarrollo 1972-1974 (Brasil), Plan de desarrollo económico y social 1970-1973 
(Colombia), Plan integral de transformación y desarrollo 1973-1977 (Ecuador), 
Plan nacional de desarrollo económico y social 1971-1975 (Paraguay), Plan 
nacional de desarrollo para 1971-1975 (Perú) y IV Plan de la nación 1970-1974 
(Venezuela), entre otros. En el plano provincial se destacan los planes trienales 
de la Provincia de Buenos Aires. Véase Rougier (2014).

20	La SEPAG fue intervenida tras la asunción de Héctor Cámpora. El 23 de diciem-
bre de 1973 sería finalmente disuelta por el decreto 1.450. El INPE fue creado por 
el decreto 1.057 del 31 de diciembre de 1973.

21	Tereschuk sostiene que “los documentos dados a conocer entre 1969 y 1970 cons-
tituirían a su vez la fuente básica del plan trienal, 1973-1977” (2008, p. 117). Sin 
embargo, el autor no presenta evidencias que justifiquen esta afirmación.
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del Plan se conformó un comité ad hoc. El mismo estuvo integrado 
por dirigentes de la CGT, la CGE y el Partido Justicialista, y contó 
con el asesoramiento de técnicos de la CEPAL, organismo que poco 
después instalaría una oficina en Buenos Aires.22 En ese sentido, 
Juan Carlos De Pablo sostiene que “no queda claro cuál es la relación 
que existió entre el Equipo Económico y los autores” del plan (1980, 
p. 44). No obstante, la mayoría de las interpretaciones acerca de la 
construcción del PTRLN enfatizan la influencia de Gelbard y de los 
técnicos del Instituto de Investigaciones Técnicas y Financieras de 
la CGE, especialmente del ingeniero Orlando D’Adamo (Di Tella, 
1985; Rougier y Fiszbein, 2006; Vitto, 2012; Brennan y Rougier, 
2013). Por su parte, Leyba, quien también señala a D’Adamo como 
el “artífice del programa”, destaca la participación que tuvo la 
democracia cristiana –especialmente el Partido Popular Cristiano, al 
que Leyba pertenecía– en “la inspiración y la puesta en práctica del 
programa”, aunque señala que “sólo fue una de las muchas otras 
vertientes doctrinarias que lo nutrieron” (2010, p. 55).23

Dice Leyba acerca de lo que para él fue la adopción de una 
“estrategia distinta” de la que hasta ese momento se había imple-
mentado en el campo de la planificación: 

No se podía disociar el largo plazo de la coyuntura. No 
compartíamos la tesis de la neutralidad del corto plazo. Por 
eso decidimos mantener la dirección del órgano de planifi-
cación bajo la misma responsabilidad directa del manejo de 
la política coyuntural y trabajamos en estrecha vinculación 
con otras ramas del Ejecutivo y en contacto cotidiano con el 
Congreso Nacional e incluso con los cuerpos directivos de 
las fuerzas políticas. (2010, p. 101). 

22	“Técnicos de la CEPAL están trabajando activamente en la preparación del Plan 
Trienal que el Presidente Perón se propone presentar el 15 de diciembre. El grupo 
se encuentra en Buenos Aires”, en diario Clarín, 27 de noviembre de 1973.

23	El Partido Popular Cristiano era la rama principal de las dos en las que se había 
dividido la democracia cristiana en ocasión de las elecciones de marzo de 1973. 
Su posición frentista había delineado una línea interna de “apertura hacia el 
peronismo”. Según Leyba, hacia 1973 se produjo una “convergencia doctrinaria” 
entre el partido al que pertenecía y el programa del justicialismo (2010, p. 90).
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Asimismo, sostiene que durante la elaboración del PTRLN se 
llevaron a cabo más de mil reuniones de trabajo e intercambio 
de ideas y opiniones con distintas instituciones sociales, “desde 
la Sociedad Rural hasta la CGT”, con lo cual se habría logrado 
“romper el aislamiento tecnocrático que hasta entonces había 
caracterizado a la programación económica y social […]. Este 
método movilizador, nuevo para nuestro país, recuperaba el valor 
democrático del planeamiento y el peso de las decisiones colecti-
vas en el largo plazo como mecanismo articulador del desarrollo” 
(2010, p. 101-102).

La emergencia de la conciencia  
industrial exportadora

En la Argentina de posguerra, el consenso planificador se desa-
rrolló en consonancia con el proceso de industrialización por sus-
titución de importaciones (ISI). En ese sentido, cabe señalar que 
la transición entre la etapa “fácil” y la etapa “compleja” de la ISI, 
iniciada durante los últimos años del segundo gobierno peronista, 
estuvo signada por la persistente alternancia entre fases de expan-
sión y contracción del producto, que los economistas denomina-
ron ciclos de stop and go.24 La dinámica de la economía argentina, 
determinada por sus características estructurales, llevaba a que las 
fases expansivas se vieran necesariamente estranguladas por la 
tendencia al desequilibrio en el balance de pagos y la consecuente 
pérdida de reservas. Estos estrangulamientos se vinculaban con el 
propio crecimiento de un sector industrial que requería una canti-
dad de divisas más elevada que las provistas por las exportaciones 
tradicionales. Así, ya desde la primera crisis del sector externo 
que afectó a la Argentina de posguerra (1949-1952) se identificó 
a la rigidez de la oferta de exportables como una característica 

24	El modelo de ciclos de stop and go fue formalizado por Braun, Oscar y Joy, 
Leonard, 1968, “A model of Economic Stagnation. A Case Study of the Argentine 
Economy”, en The Economic Journal, N° 321.



222 | estudios sobre planificación y desarrollo

estructural que frenaba el desarrollo económico. A principios de 
la década de 1950 el fenómeno fue vinculado con el prolongado 
estancamiento relativo del sector agropecuario, principal provee-
dor de divisas de la economía argentina de ese entonces.

A fines de los años cincuenta, el gobierno desarrollista de Arturo 
Frondizi, a partir del diagnóstico de la existencia de límites en la 
generación de divisas, dispuso nuevas estrategias para financiar 
la profundización de la ISI. En ese sentido, se adoptaron una serie 
de medidas tendientes a estimular la captación de ahorro externo 
y el desarrollo de las industrias básicas. Entre ellas, se sancionó la 
ley 14.780/58, un régimen liberal de inversiones extranjeras que 
facilitó la irrupción masiva de capitales, en su mayoría de origen 
estadounidense. Instalados principalmente en ramas industriales 
de alto contenido tecnológico, produjeron efectos significativos 
sobre la estructura del sector manufacturero –integración y diver-
sificación crecientes–, que impactarían positivamente en su diná-
mica de crecimiento a mediano plazo. La contracara de ese proceso 
sería un salto cualitativo en lo que respecta a la concentración y 
a la extranjerización de la industria. Esto último pronto se vería 
reflejado en el agravamiento de la insuficiencia de divisas.25

En 1962 una nueva crisis originada en el sector externo puso 
de manifiesto que la dinámica cíclica había subsistido a las trans-
formaciones operadas por la gestión desarrollista. Nuevamente 
se exponían las dificultades de la economía argentina para seguir 
contrayendo el coeficiente global de importaciones, exhibiéndose 
los límites de una estrategia de industrialización orientada pri-
mordialmente al abastecimiento del mercado interno.26 La cons-
tatación de este fenómeno coincidió con la crisis de las grandes 
firmas industriales “tradicionales” de capital nacional, que comen-
zaban a mostrar serios problemas de comercialización y financia-
miento a raíz de la masiva entrada de las compañías extranjeras, 

25	Véase Sourrouille, Kosacoff y Lucangeli (1985).
26	Si bien tanto en la ley 14.781/58 –sancionada durante el gobierno de Frondizi– 

como en el decreto 3.113/64 –firmado por el presidente Illia– se menciona la 
exportación de productos industriales, la cuestión estaba lejos de representar un 
rasgo central de las políticas de promoción industrial de esos gobiernos.
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dando lugar a la irrupción de una serie de debates sobre la estra-
tegia de desarrollo a seguir.27 Por un lado, se insistía en la pérdida 
de autonomía que significaba el hecho de que las empresas más 
importantes del sector industrial fueran transnacionales de capi-
tal extranjero; por el otro, se empezaba a poner en discusión la 
ineficiencia económica que implicaba el “sendero proteccionista” 
adoptado y la persistencia de los problemas que suponía el inci-
piente desarrollo de las ramas industriales más complejas para el 
sector externo. De este modo, en Argentina emergieron temprana-
mente discusiones sobre los límites de la estrategia cepalina “origi-
nal” de desarrollo, las particularidades de la estructura productiva 
y los determinantes estructurales de la dinámica cíclica. Al mismo 
tiempo, los discursos sobre la apertura externa y la exportación 
industrial como formas de ampliar los mercados, comenzaron a 
ganar legitimidad frente a las posiciones “autarquizantes” que 
habían instaurado una economía sesgadamente cerrada (Rougier 
y Odisio, 2011).28

Desde distintas perspectivas teóricas, destacados especialistas, 
entre los que se contaban Javier Villanueva, Aldo Ferrer, Guido  
Di Tella, Marcelo Diamand y David Félix, diagnosticaron las defi-
ciencias de un proceso de industrialización restringido exclusiva-
mente a abastecer la demanda del mercado interno y prescribieron 
la necesidad de fomentar la exportación de manufacturas: por un 
lado como vía de obtención de las divisas necesarias para soste-
ner la expansión del crecimiento industrial y el incremento de las 
importaciones que esto implicaba; por el otro, para garantizar la 
eficacia del sector industrial. En consonancia, uno de los princi-
pales mentores intelectuales del estructuralismo latinoamericano, 
Raúl Prebisch, publicaba en 1963 un estudio donde se ponían en 
cuestión algunos de los supuestos tradicionales de la CEPAL y se 

27	Para un estudio de caso, véase Rougier y Schvarzer (2006).
28	Estos discursos pueden hallarse, por ejemplo, en la revista Panorama de la 

Economía Argentina, una publicación especializada fundada en 1957 y dirigida 
hasta 1968 por Carlos Moyano Llerena, quien sería Ministro de Economía y 
Trabajo del gobierno del general Marcelo Levingston entre el 18 de junio de 1970 
y el 15 de octubre de 1970.
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enfatizaba la necesidad de avanzar hacia la exportación de pro-
ductos industriales como alternativa para mejorar la eficiencia. 
Pese a que todas las posiciones se acercaban a la formulación de 
un proyecto nacional de desarrollo que reimpulsara el proceso de 
industrialización, no existía entre ellas un claro consenso sobre la 
dirección a tomar. Especialmente subsistían viejas disputas entre el 
liberalismo y el nacionalismo acerca de qué sectores de la estruc-
tura industrial era necesario promover (Rougier y Fiszbein, 2006).

Estos debates se materializaron en un evento organizado por 
el Centro de Investigaciones Económicas del Instituto Di Tella 
en septiembre de 1966, al que asistieron destacados economistas 
argentinos y extranjeros y cuya repercusión en la prensa especia-
lizada fue significativa.29 Según Mario Brodersohn, quien compiló 
buena parte de los debates expuestos allí, entre aquellos que 
participaron de la conferencia “Estrategias para el sector externo 
y desarrollo económico” había un cierto consenso acerca de “la 
necesidad de redefinir la estrategia de industrialización, aumen-
tando el énfasis de las exportaciones de bienes manufacturados” 
(1970, p. 15). Desde la óptica de Rougier y Fiszbein, “la versión 
más consistente de esa conciencia teórica-prescriptiva industrial 
exportadora sería sintetizada por Marcelo Diamand” (2006, p. 
19). El autor de las tesis sobre las “estructuras productivas dese-
quilibradas” bregaba por una política orgánica de promoción de 
exportaciones industriales.30

Las diversas interpretaciones de esa conciencia industrial 
exportadora, que fue consolidándose progresivamente durante los 
sesenta hasta volverse dominante al final de esa década, les pro-
porcionaron un marco de referencia a las alternativas de la política 
económica ensayadas durante esos años.31 Así, si bien el aspecto 

29	Algunos de los participantes fueron Richard Mallon, David Felix, Juan Alemann, 
Carlos Díaz Alejandro, Samuel Itzcovich, Rolf Mantel, Carlos Moyano Llerena, 
Aldo Ferrer, Javier Villanueva, Ángel Monti y Guido Di Tella. Figuras destacadas 
como Osvaldo Sunkel y Albert Hirschman habían confirmado su presencia, pero 
finalmente no asistieron.

30	Véase Diamand (1973).
31	En rigor, cabe señalar que ya desde 1962 comienzan a aplicarse distintos tipos de 

mecanismos promocionales a las exportaciones industriales. Véase CEPAL (1985).
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central de la estrategia puesta en juego durante la presidencia 
del general Juan Carlos Onganía (1966-1970) pasaba por lograr 
la estabilización monetaria, el ímpetu “eficientista” y “racionali-
zador” que se le pretendió imprimir a la estructura industrial del 
país incluyó el fomento a las exportaciones industriales, principal-
mente a partir de subsidios cambiarios (Rougier y Odisio, 2012). 
Ese lineamiento chocaba con el accionar de las multinacionales 
de capital extranjero, que desde su masiva entrada a fines de los 
años cincuenta se habían concentrado en la explotación integral 
de un mercado interno altamente protegido por elevadas barreras 
arancelarias y cuya demanda de bienes industriales se hallaba 
comprimida.32

La reorientación nacionalista que sobrevino con el alejamiento 
de Krieger Vasena del Ministerio de Economía, encarnada espe-
cialmente en la figura de Aldo Ferrer y su modelo de desarrollo 
“integrado y abierto”, le daría un nuevo impulso al estímulo 
a las exportaciones industriales.33 Ferrer había participado del 
encuentro organizado en 1966 por el Instituto Di Tella con una 
presentación que mostraba que la peculiar relación entre los sec-
tores industrial y externo de la economía argentina, característica 
de la ISI, permitía explicar los estrangulamientos que afectaban 
recurrentemente al proceso de crecimiento. Asimismo, reconocía 
como problema principal el “aislamiento del resto del mundo”. 
Considerando ese diagnóstico, proponía una estrategia de indus-
trialización orientada a pasar de un “modelo integrado y autár-
quico” a uno “integrado y abierto”, con capacidad de exportar 

32	Para un análisis sobre este tema, véase Sourrouille y otros (1985).
33	Tras las breves gestiones de José María Dagnino Pastore y de Carlos Moyano 

Llerena, Aldo Ferrer fue designado Ministro de Economía por el presidente de 
facto general Roberto Marcelo Levingston el 26 de octubre de 1970 y se mantuvo 
en el cargo hasta el 28 de mayo del año siguiente. Cabe señalar que la entrada de 
Ferrer al Gabinete de Ministros se había producido cuatro meses antes, cuando 
fue designado Ministro de Obras y Servicios Públicos, cargo desde el cual desa-
rrolló una política de fuerte impulso a la infraestructura básica, sustentada en 
una planificación operativa de largo plazo que ofreciera un horizonte de deman-
da estable para favorecer la inversión privada. Asimismo es importante decir 
que tanto Marcelo Diamand como Javier Villanueva actuaron como asesores de 
Ferrer. Véase: Rougier y Odisio, 2011 y 2012.
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bienes en distintas fases del ciclo manufacturero.34 De este modo, 
su postura no sólo apelaba a incrementar el volumen de las expor-
taciones industriales, sino también a diversificarlas. 

Hacia 1969, en un artículo publicado en la Revista de Economía 
de la Asociación de Economistas Argentinos, Ferrer problematiza-
ría la participación del capital extranjero, haciendo hincapié en la 
necesidad de que “se halle en manos nacionales una proporción 
apreciable del control sobre el aparato industrial y de la tecnoes-
tructura”, con el objetivo de apuntalar las posibilidades exporta-
doras de la industria local. Asimismo, le asignaba un rol central 
al sector público en el apoyo de la empresa nacional, no sólo en 
lo tocante a la inversión en infraestructura, sino también en tanto 
demandante y orientador de la producción industrial.

Los principales lineamientos dispuestos por Ferrer, ya a cargo 
de la gestión económica del país, quedaron plasmados en el 
Plan Nacional de Desarrollo y Seguridad, 1971-1975 –diseñado 
por el Conade bajo la dirección de Javier Villanueva– y en la ley 
18.875/71 –conocida como ley de “compre nacional”– que lo com-
plementó. Si bien su gestión al frente de la cartera económica de 
la “Revolución Argentina” fue breve, sus resultados en lo que res-
pecta al sector industrial se extendieron más allá de su renuncia. 
En ese sentido, cabe señalar que aquellos proyectos intervenidos 
por la estrategia de “argentinización” que lograron ponerse en 
práctica no sólo consiguieron el objetivo inmediato de avanzar 
en la industrialización “pesada” a través de grandes empresas 
de capital nacional, sino que también permitieron diversificar la 
matriz exportadora de la Argentina y aumentar el aporte de divi-
sas del sector industrial (Rougier y Odisio, 2012).35

34	La posición de Ferrer se oponía a las de David Felix y Guido Di Tella. Este 
último condenaba el “integracionismo vertical” y propugnaba un esquema 
industrial-exportador especializado de acuerdo a ventajas comparativas. Veáse 
Rougier y Odisio (2012).

35	Entre los casos principales se cuentan las siguientes empresas: Aluar, Papel 
Prensa, Petroquímica General Mosconi y aquellas productoras de pasta celulosa.
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Evolución de las exportaciones de manufacturas  
de origen industrial y reaparición de la restricción 

externa a principios de la década de 1970

Hacia mediados de los años sesenta la economía argentina empe-
zó a mostrar signos que permitían inferir una pronta superación 
de las trabas que –expresadas en los recurrentes estrangula-
mientos del sector externo– venían limitando su desarrollo hasta 
entonces.36 Por un lado, el agro pampeano había comenzado a 
dejar atrás su prolongado estancamiento, inaugurando un perío-
do de crecimiento basado en la introducción de innovaciones 
tecnológicas y en la mejora de los precios internacionales; por 
el otro, el sector manufacturero había avanzado en su proceso 
de maduración, lo cual se manifestaba en el incremento de la 
exportación de productos de origen industrial, la exportación de 
tecnología local y las inversiones directas de empresas nacionales 
en el extranjero.37

Schvarzer sostiene que una de las consecuencias de la crisis 
originada en el sector externo hacia 1962/1963 fue que las empre-
sas fabriles más modernas descubrieron en la exportación de sus 
productos una salida para la colocación de sus excedentes en caso 
de necesidad (2000, p. 237). Así comenzaron una serie de ensayos 
exitosos, acompañados por la puesta en marcha de distintos meca-
nismos promocionales.38 Si bien éstos fueron in crescendo a lo largo 
de la década, Schvarzer afirma que la causa principal que explica el 
aumento de la corriente de bienes manufacturados hacia el exterior 
se basó en la necesidad de exportar que tenían las propias empresas. 

En cuanto al incremento continuo y acelerado de las exporta-
ciones de manufacturas de origen industrial –esto es, excluyendo 

36	Los persistentes desequilibrios en el balance de pagos se registraron en 1949-
1952, 1955, 1958 y 1962-1963.

37	Para un análisis del impacto de las variables tecnológicas sobre la capacidad 
exportadora de la industria manufacturera, véase Katz, Jorge y Ablin, Eduardo, 
1977, “Tecnología y exportaciones industriales. Un análisis microeconómico de la 
experiencia reciente”, en Desarrollo Económico, n° 65.

38	Véase la obra referida de CEPAL (1985). 
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las manufacturas de origen agropecuario–, cabe señalar que su 
participación en el total alcanzó alrededor del 20% hacia mediados 
de la década de 1970, impulsada por distintos incentivos. En tér-
minos absolutos, su valor pasó de 299 millones de dólares en 1966 
a 482 millones de dólares en 1972.39 Sin embargo, la proporción de 
aquellas en el valor bruto de producción continuaba siendo muy 
baja para el conjunto de las ramas industriales, de modo tal que la 
incidencia de las exportaciones en el crecimiento del sector seguía 
siendo relativamente escasa.40

La combinación de los fenómenos registrados en el sector agro-
pecuario con los ocurridos en el sector manufacturero repercutió 
positivamente en el sector externo de la economía, aliviando el 
problema de la crónica escasez de divisas para sostener el proceso 
de industrialización sustitutiva y atenuando el impacto de los 
ciclos de stop and go (Belini y Korol, 2012). Sin embargo, a princi-
pios de la década de 1970 se conjugaron una serie de fenómenos a 
nivel tanto nacional como internacional que volvieron a encender 
la alarma sobre el sector externo de la economía.

En el ámbito local, el atraso cambiario generado durante la 
gestión “eficientista” de Krieger Vasena había comenzado a afec-
tar tanto a las exportaciones tradicionales como a las incipientes 
exportaciones de origen industrial. A su vez, la reactivación eco-
nómica y el aliento a la inversión extranjera habían empujado un 
sustantivo aumento de las importaciones.41 La combinación de 
ambos procesos trajo consigo un progresivo deterioro de la balan-
za comercial, cuyo saldo fue finalmente negativo en 1971. El balan-
ce de pagos de ese año fue deficitario en su conjunto, situación 
que se repetiría en 1972.42 A esto se sumó un fuerte incremento 
en el endeudamiento externo, que entre 1966 y 1970 aumentó un 

39	Datos tomados de Rapoport (2000).
40	Véase Llach y Gerchunoff (1975). Al respecto, cabe recordar que se está excep-

tuando la exportación de manufacturas de origen agropecuario, tales como carne, 
harina y aceites.

41	Las empresas transnacionales que operaban en la Argentina de los años sesenta 
importaban buena parte de los insumos necesarios para concretar su producción.

42	BCRA, Memorias anuales.
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45,5%. Como resultado de todo ello, las reservas internacionales 
del Banco Central sufrieron una caída significativa hacia el final 
del gobierno militar: 408 millones de dólares entre 1971 y 1972.43 

Por otra parte, hacia fines de los años sesenta la “desnaciona-
lización” del sector industrial volvió a convertirse en un tema de 
debate. La presencia del capital extranjero en la actividad manu-
facturera había dado un salto de dimensiones significativas con 
la masiva radicación de nuevas empresas al amparo del régimen 
liberal de inversiones extranjeras sancionado por el gobierno de 
Frondizi.44 Durante la segunda mitad de esa década un nuevo 
afluente de inversiones provenientes del exterior se instaló en el 
país, ahora a partir de la compra de empresas locales. Frente a las 
ventajas con las que contaba el capital extranjero –poderío finan-
ciero y control sobre la tecnología, entre otros factores–, la estrate-
gia de muchos empresarios industriales argentinos pasó por ven-
der sus activos a estos amenazantes competidores (Belini y Korol, 
2012).45 Este proceso trajo aparejadas consecuencias negativas para 
el balance de pagos, ya que comprometió futuras transferencias 
de plusvalía al exterior bajo la forma de remisión de utilidades, 
servicios financieros y servicios tecnológicos, entre otras. El total 
de egresos bajo el concepto de servicios pasó de 213,2 millones de 
dólares a 326,5 millones de dólares entre 1966 y 1973.46

Respecto del plano exterior, cabe señalar que las modifica-
ciones operadas en el régimen monetario internacional y los 
movimientos especulativos de capitales que éstas trajeron consigo 
tuvieron una incidencia notoria en la restricción externa de los 

43	Datos tomados de Rapoport (2000).
44	Tanto la ley 14.780/58 como los sucesivos decretos sectoriales específicos que 

fijaron las reglas de juego para las distintas ramas industriales promovidas por la 
ley 14.781/58, exhiben que era tal el interés por atraer a los capitales extranjeros 
que se dejaron de lado las posibilidades de regulación real de esas inversiones. 
Véase Schvarzer (2000).

45	El capital extranjero pasó de representar el 24,0% de la producción industrial 
en 1963 al 28,2% en 1970. Véase la obra referida de Sourrouille, Kosacoff y 
Lucangeli (1985).

46	BCRA, Memorias anuales. Un proceso similar se había producido en las postrime-
rías del gobierno de Frondizi, lo cual explica, en confluencia con otros factores, la 
crisis desatada en el sector externo en 1962. Véase Belini y Korol (2012).
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países periféricos.47 Contemporáneamente se registró un punto 
de inflexión en la tendencia de los precios de los combustibles, 
que se había mantenido a la baja por décadas. Tan sólo en 1971 
crecieron un 23%, muy por encima de los aumentos registrados en 
los precios de los productos manufacturados (6%) y en los de los 
alimentos y las materias primas (2%).48 

Esta coyuntura de cambio a nivel internacional coincidió con 
la reorientación nacionalista de la política económica argentina, 
operada especialmente a partir de la salida de Krieger Vasena 
del gobierno y de la posterior entrada de Ferrer al gabinete de 
ministros. Sin embargo, los nuevos lineamientos no lograron 
modificar la tendencia creciente al desequilibrio de la balanza de 
pagos, que, como ya señalamos, se produjo hacia 1971-1972. El 
estrangulamiento externo se presentaba ahora atenuado y bajo 
una fisonomía relativamente novedosa, vinculada especialmente 
con el aumento de la participación del capital extranjero en el pro-
ceso de maduración de las ramas más dinámicas de la estructura 
industrial y el incremento de la concentración de la propiedad en 
sus manos (Rougier y Fiszbein, 2006). 

No obstante, el desequilibrio externo del balance de pagos se 
corrigió a comienzos de 1973, impulsado por el saldo superavi-
tario récord registrado en la balanza comercial, principalmente 
como consecuencia de un notable incremento en el valor en mone-
da extranjera de las exportaciones (De Pablo, 1980). Esto se debió, 
en buena medida, a una coyuntura en la que los términos del inter-
cambio resultaron muy favorables para la economía argentina, a 
tal punto que posibilitaron inicialmente contrarrestar la tendencia 
inherente al desequilibrio de una nueva fase expansiva y aumen-
tar el stock de reservas brutas. Sin embargo, hacia fines de ese año, 
poco tiempo antes de que se creara el Comité del Plan Trienal, 
los principales países productores de petróleo dispusieron que el 

47	En 1971 Estados Unidos abandona la tasa de cambio establecida del dólar con el 
oro, y hacia 1973 el sistema de cambio fijo con el dólar es reemplazado a nivel 
internacional por otro basado en tipos de cambio flexibles.

48	Datos presentados en Rougier y Fiszbein (2006).
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precio del crudo se cuadruplicaría en un lapso de tres meses, lo 
cual iba a repercutir en el peso de las importaciones petroleras del 
país. Asociado a ello, en el último trimestre de 1973 comenzaron 
a desmejorar los términos del intercambio, los cuales retomaron 
su tendencia histórica decreciente. Por otra parte, la conjunción 
de la política redistributiva con el congelamiento de precios, ope-
rada por el nuevo gobierno peronista, conllevó una merma en los 
saldos exportables de los bienes agropecuarios, profundizando 
la tendencia al desequilibrio en la balanza comercial. El conjunto 
articulado de estas transformaciones volvió a poner en el horizon-
te las preocupaciones acerca de las fragilidades del sector externo 
de la economía argentina.

El diagnóstico del PTRLN sobre el sector externo:  
dependencia y vulnerabilidad

Como señalamos al comienzo de este trabajo, el diseño del plan 
estuvo a cargo de un comité ad hoc creado por decreto del Poder 
Ejecutivo Nacional a principios de noviembre de 1973. Es decir 
que su puesta en función estuvo inmersa en la coyuntura de pro-
fundas transformaciones internacionales que echaban un manto 
de incertidumbre sobre el sector externo de las economías perifé-
ricas. Tomando en cuenta esto, en este apartado nos dedicaremos 
a analizar el diagnóstico acerca del sector externo que se presenta 
en las formulaciones del PTRLN. 

En ese sentido, lo primero que hay que decir es que si bien 
el plan no presenta un capítulo dedicado especialmente al diag-
nóstico del estado de situación sobre el que pretende operar, a lo 
largo del documento se van deslizando algunas formulaciones 
que permiten reconstruirlo. Así, respecto del sector externo de la 
economía se identifica lo siguiente:

El sector externo ha constituido en la economía argentina y 
constituye en el Plan, aunque de manera sustancialmente 
diferente, un elemento crucial que condiciona el modo y el 
ritmo de crecimiento de la economía. Para el Gobierno del 
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Pueblo el sector externo –vale decir las relaciones económi-
cas, comerciales y financieras con el resto del mundo– debe 
cumplir un papel relevante en el período del Plan, constitu-
yéndose en uno de los pilares sobre los que se asientan las 
transformaciones del conjunto de la economía y la sociedad 
argentina que resume el Programa de Reconstrucción y 
Liberación Nacional. (PTRLN, 85.)

Lo que se refleja en ese “elemento crucial” es la condición de 
dependencia que, entendida en un sentido amplio –“dependencia 
financiera, tecnológica y comercial”–, erosiona el poder de deci-
sión económica de “todos los argentinos” y obtura el “desarrollo 
autónomo” del país. Según este diagnóstico, dicha condición se 
ha expresado tradicionalmente en una situación desfavorable del 
balance de pagos, el “estrangulamiento externo”, que constituye 
un “freno estructural para la economía argentina” (PTRLN, 21). 
Cabe destacar que la preocupación por la “dependencia externa” 
estaba ya presente en las CP.49

Sobre este diagnóstico general resulta interesante señalar que el 
plan no toma al sector externo como un campo de acción sobre el 
cual sencillamente habría que evitar efectos negativos que obturen 
el desarrollo. En contraposición, la cuestión externa aparece como 
una dimensión que ha de cumplir un rol decisivamente positivo 
si se pretende alcanzar las transformaciones económicas y sociales 
proyectadas por el nuevo gobierno peronista.

Por otro lado, se presenta una evaluación general sobre los 
servicios financieros de la deuda externa, que, como vimos, se 
habían incrementado fuertemente a finales de la década de 1960. 
Al respecto, en las formulaciones del plan se afirma que “su 
elevado monto, medido con relación a la capacidad de nuestro 
país, constituyó uno de los principales factores que en el pasado 
limitaron la posibilidad de elección entre distintas estrategias de 

49	“Tal política [refiere a la política económica de la “Revolución Argentina”] ha 
acentuado la dependencia externa trabando así las posibilidades de emprender 
un proceso de auténtico desarrollo, autónomo e integral” (CP, en PTRLN, 297).
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política económica” (PTRLN, 94). El “gravísimo nivel de endeu-
damiento externo” también era señalado en las CP como parte 
del cuadro general de las relaciones económicas y financieras que 
condujeron a la Argentina a “una lamentable situación de depen-
dencia externa que se acentúa rápidamente” (en PTRLN, 301).

Ahora bien, junto al diagnóstico descripto, ocupa un lugar 
importante en el PTRLN la consideración de las tendencias a futu-
ro. En este sentido, si bien resultan recurrentes las menciones a la 
incertidumbre que plantea el curso próximo de los mercados inter-
nacionales en una coyuntura política y económica mundial signa-
da por la crisis del petróleo, en el plan se considera la existencia de 
tendencias geopolíticas favorables para modificar la inserción de 
la Argentina “dentro del sistema pluripolar de relaciones de poder 
que se viene configurando a escala mundial” (PTRLN, 133). Pese a 
ello, en cuanto a las relaciones comerciales a escala internacional, 
en las estimaciones del PTRLN se considera un “deterioro perma-
nente de los términos del intercambio a partir de 1973” (PTRLN, 
91), tendencia que luego se materializó. En esa línea, Leyba señala 
que la consideración del escenario de crisis internacional que se 
preanunciaba fue esencial en el diseño de la estrategia de desarro-
llo del que participó (2010, p. 73).

Respecto del plano interno, en el plan se sostiene que de 
continuarse las tendencias del comportamiento económico 
vigente:

No solamente perduraría la injusticia a través de la polí-
tica de ingresos, sino que también aumentaría la depen-
dencia, debido a la difícil situación que presentaría el 
sector externo. En efecto, aún con una muy baja tasa de 
crecimiento de las importaciones y con las mismas hipóte-
sis sobre precios de nuestras exportaciones formuladas en 
el Plan, el saldo del intercambio comercial en 1977 apenas 
sería suficiente para cubrir los servicios financieros. De tal 
modo, en vez del balance favorable que propone el Plan, 
que nos dará un amplio radio de maniobra internacional, 
tendríamos un pesado incremento de la deuda externa, 
una compresión de las importaciones que dañaría el 
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proceso productivo y un aumento de la vulnerabilidad 
externa. (PTRLN, 26)

Y prosigue:

Se advierte entonces con claridad que el pasaje de una 
situación de estancamiento, injusticia y dependencia a 
otra de expansión, Justicia Social y Liberación, no podrá 
realizarse por el curso de los acontecimientos económicos, 
tal como han venido produciéndose y ni siquiera por una 
reactivación moderada de la economía (hipótesis supues-
ta en los casos de la continuación de las tendencias e 
intermedia); y que, por el contrario, requerirá un intenso 
esfuerzo de todos los argentinos. Esfuerzo que es viable 
dada la reconocida capacidad potencial del país. (PTRLN, 
26-27)

Considerando lo expuesto, en el siguiente apartado analizare-
mos algunas de las vías que se proponen seguir en el plan para 
liberar “al país de la condición de dependencia, estancamiento y 
desequilibrio que ha caracterizado largos períodos de su historia” 
(PTRLN, 13). Pero antes de ello, es necesario analizar la caracte-
rización que se presenta en el PTRLN acerca de la estructura del 
sector industrial y su vínculo con el comportamiento del sector 
externo de la economía argentina.

La “desnacionalización industrial”  
y sus consecuencias en el balance de pagos

En cuanto refiere a la situación del sector industrial de la economía 
argentina, en el PTRLN se reconoce la existencia de un “dualismo 
funcional [...] generado por un proceso operado en los últimos lus-
tros que se tradujo en una creciente concentración de sectores de 
la producción manufacturera en grandes empresas generalmente 
vinculadas al capital internacional, frente a firmas medianas y 
pequeñas de capital nacional” (PTRLN, 86).
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Así, en el plan se sostiene que el dinamismo de la economía se 
halla en manos de monopolios de capital extranjero, que cuentan 
con una “participación cuantitativamente significativa y estratégi-
camente dominante” (PTRLN, 115). En esa línea, se identifica que 
dicha situación, agudizada por el “proceso de desnacionalización 
industrial” (PTRLN, 11), implica una significativa carga de eroga-
ciones al exterior tanto en concepto de repatriación de capitales 
y remisión de utilidades y dividendos, como en la categoría de 
regalías por transferencias tecnológicas, que incide negativamente 
sobre la balanza de pagos. Ya en las CP se le adjudicaba a la políti-
ca económica de la “Revolución Argentina” el haber agudizado las 
debilidades y la “desnacionalización” de la estructura económica, 
al tiempo que se proponían medidas tendientes a evitar nuevas 
transferencias de propiedad al capital extranjero y a “reargentini-
zar las empresas desnacionalizadas” (en PTRLN, 303).

Por otra parte, en el plan se considera que por el lado de las 
exportaciones la contribución del sector industrial al balance de 
pagos había resultado “débil” hasta entonces, ya que “el acceso 
de nuestra industria al mercado externo ha estado permanente-
mente constreñido por concepciones liberales” (PTRLN, 115). En 
el mismo sentido, en las CP se consideraba que la estructura de las 
exportaciones no reflejaba el grado de industrialización alcanzado. 
A su vez, en el plan se sostiene que el “dualismo funcional” de la 
economía argentina “se refleja en las exportaciones industriales” 
(PTRLN, 86); esto es, que las exportaciones de productos manu-
facturados se hallan concentradas en manos del capital extranjero. 

Respecto del diagnóstico que se expone sobre el sector indus-
trial, cabe presentar algunas reflexiones. En principio, podemos 
afirmar que en las formulaciones del plan resuenan las preocu-
paciones generales acerca del papel preponderante del capital 
extranjero, que, como vimos, habían estado presentes ya en los 
debates sobre las estrategias de desarrollo que emergieron desde 
mediados de la década de 1960. Asimismo, es dable destacar que 
la “conciencia teórico-prescriptiva industrial exportadora” que se 
forjó al calor de esos debates aparece negada cuando en el PTRLN 
se afirma que el acceso de la industria al mercado externo estu-
vo obturado por concepciones liberales. Ya hemos señalado en 
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apartados anteriores cómo la necesidad de fomentar la exporta-
ción de productos manufacturados de origen industrial represen-
taba un relativo consenso que, aun desde distintas perspectivas 
teóricas, se volvió dominante hacia finales de los años sesenta y 
operó como un marco de referencia para la formulación de las 
políticas económicas de los diversos gobiernos, incluso influyendo 
en los de corte más liberal como el del general Onganía.50 

Como señalamos antes, la escasa incidencia de las exportacio-
nes manufactureras en el crecimiento industrial, pese al sustantivo 
aumento que lograron en su participación en el total de los bienes 
vendidos al exterior, se vinculó más con la estrategia de las empre-
sas transnacionales que con las definiciones ideológicas de aque-
llos que diseñaron las políticas económicas. Las firmas de capital 
extranjero, los agentes más dinámicos de la economía argentina 
durante los años sesenta, principalmente se habían concentrado 
desde el momento mismo de su instalación en la explotación inte-
gral del mercado interno.

Independencia económica, balance de pagos  
y exportaciones industriales

Desde su título, el plan presentado por Perón se define como “un 
plan para la reconstrucción”. Entre lo “destruido” se cuenta: “la fe 
en nosotros mismos, en nuestra capacidad para crear una nación 
socialmente justa, económicamente libre y políticamente sobera-
na” (PTRLN, 5). Asimismo, se afirma que se trata de “un plan de 
liberación de la coacción extranjera” (PTRLN, 5). Así, entre sus 
objetivos se postula:

50	Es preciso introducir un matiz en torno a este punto. Si bien el fomento de 
las exportaciones industriales estuvo presente en las distintas gestiones del 
período, lo cierto es que dicha promoción se articuló de forma heterogénea con 
los divergentes objetivos de política económica planteados por los sucesivos 
gobiernos. En el caso del gobierno de Onganía, el fomento a la exportación de 
productos industriales se enmarcó en una estrategia más general de estabiliza-
ción monetaria.
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La recuperación de la independencia económica, tanto en 
lo que se refiere al papel de la inversión y el financiamiento 
externo en el desarrollo nacional, como a las normas que 
han de regir nuestras relaciones comerciales con el resto 
del mundo. El objetivo a perseguir es romper definitiva-
mente la dependencia financiera, tecnológica y comercial, 
asegurando para todos los argentinos el poder de decisión 
económica sobre los resortes de su propio desarrollo que así 
se manifiesta plenamente autónomo. (PTRLN, 14-15)

Para recuperar la “independencia económica”, en las formulacio-
nes del plan se considera “básico el logro y mantenimiento de un 
balance de pagos favorable” (PTRLN, 15).51 Esta preocupación por 
la situación de la balanza de pagos, que había estado presente ya 
en los postulados del Segundo Plan Quinquenal, orienta buena 
parte de los lineamientos de la política económica y de las metas 
formuladas en el PTRLN.52

A este respecto, cabe señalar que el “nacionalismo económico” 
no representaba entonces una novedad en los discursos asociados al 
peronismo. Estrechamente vinculada a la doctrinaria “tercera posi-
ción”, la “independencia económica” había constituido un aspecto 
sustancial de la arquitectura política e ideológica de la concepción 
justicialista forjada durante los primeros gobiernos de Perón.53 

En el mismo sentido, algunos de los instrumentos dispuestos 
en el PTRLN para alcanzar dicho objetivo también contaban con 
un fuerte asidero en la experiencia previa de gobierno. Así, en lo 
que respecta al aporte del comercio exterior a la independencia 
económica, en el plan se entiende como necesaria “la recuperación 
de los resortes de la comercialización externa, para que nuestros 

51	La independencia económica también se cuenta entre los objetivos enumerados 
en las CP.

52	Recordemos que el Segundo Plan Quinquenal fue lanzado tras la crisis del sector 
externo que se extendió entre 1949 y 1952.

53	La “independencia económica” fue declarada el 9 de julio de 1947 por Perón y 
luego incorporada a la nueva Constitución Nacional de 1949. Asimismo, aparece 
refrendada en el Plan de Gobierno, 1947-1952. Véase Rougier (2012).
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productos se exporten sin limitaciones a todas las áreas del mundo, 
y con el mayor valor agregado posible” (PTRLN, 15).54 Si bien no 
se propone la creación de ningún organismo plenamente abocado 
al comercio exterior de la producción industrial, cabe señalar que 
el plan considera la puesta en marcha de dos corporaciones esta-
tales: la Corporación de la Pequeña y Mediana Empresa (Copyme) 
y la Corporación de Empresas Nacionales (CEN), a las que se les 
asigna un vínculo tangencial con la cuestión. Volveremos sobre 
este punto más adelante.

En cuanto a las metas relativas al comercio exterior, en el 
PTRLN se proyecta una duplicación en el volumen físico de las 
exportaciones, lo cual, según sus proyecciones “no sólo permi-
tirá hacer frente a la necesidad creciente de importaciones para 
sostener la tasa de crecimiento propuesta, sino también asegurar 
una posición de balanza de pagos favorable, quebrando así el 
freno estructural que esto ha significado tradicionalmente para la 
economía argentina” (PTRLN, 21). En esa línea se establece una 
doble vía de acción para alcanzar la meta estipulada: por un lado, 
la generación de mayores saldos exportables de origen agropecua-
rio; por el otro, “un crecimiento acelerado de las exportaciones de 
bienes manufacturados” (PTRLN, 15).55 Esto último se relaciona 
con el objetivo de lograr un mayor equilibrio en la composición 
sectorial de las exportaciones: 

54	Es interesante remarcar que, a diferencia de lo dispuesto durante los dos primeros 
gobiernos de Perón, cuando el comercio exterior estuvo bajo monopolio estatal a 
través del Instituto Argentino para la Promoción del Intercambio (IAPI), el PTRLN 
no presenta una propuesta de nacionalización centralizada. En su lugar, deposita 
la “recuperación de los resortes de la comercialización externa” en distintos orga-
nismos estatales dispuestos sectorialmente. En lo tocante al sector agropecuario, se 
promovieron reformas en la Junta Nacional de Granos y en la Junta Nacional de 
Carnes, que incluían el monopolio sobre la exportación de manufacturas de origen 
agropecuario. Al respecto, Di Tella (1985) sostiene que la ampliación de las funcio-
nes de las juntas mencionadas constituyó una “repetición suavizada” de la política 
seguida durante los primeros gobiernos de Perón a través del IAPI.

55	El aliento a la exportación de bienes industriales ya se consideraba en las CP. 
Por otra parte, es significativo recordar que el peronismo ya había apostado a la 
posibilidad de incrementar el superávit de exportación de bienes tradicionales 
en el marco del “cambio de rumbo” operado durante la segunda presidencia de 
Perón. Véase Rougier (2012).
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La presencia creciente de las manufacturas en el total de 
nuestras exportaciones, tanto de productos basados en la 
propia producción agropecuaria, como de otras manufac-
turas industriales de mayor valor agregado y desarrollo 
tecnológico, como sería el caso de la industria automotriz, 
y también de productos de empresas medianas y pequeñas 
que, apoyadas por el Estado, pueden salir competitivamen-
te a los mercados internacionales. (PTRLN, 21)

Vemos así que en las formulaciones del PTRLN resuena también la 
prescripción más general de la conciencia industrial exportadora: 
la necesidad de reformular la estrategia de desarrollo en un sentido 
que fomente las exportaciones de manufacturas. Cabe señalar que 
ya en el apartado de las CP dedicado a la política de comercio exte-
rior se proponía alentar “con todos los recursos disponibles [...] la 
exportación de productos industriales” (en PTRLN, 301). A su vez, 
esto sería retomado en la nueva ley de promoción industrial que, 
sancionada el 14 de noviembre de 1973, planteaba estimular los 
sectores industriales que contribuyeran al desarrollo de las expor-
taciones manufactureras. La ley 20.560/73 derogaba a la 19.904/72 
que había sido promulgada en el ocaso del gobierno militar y pro-
movía la actividad de los sectores industriales con posibilidades de 
exportación “en condiciones razonablemente competitivas”.56 

Reargentinización, demanda programada,  
competitividad y exportaciones industriales

Considerando lo dicho acerca del objetivo de acelerar el creci-
miento de las exportaciones de manufacturas de origen indus-
trial, en este apartado nos enfocaremos en los mecanismos 

56	La ley 19.094/72 recién fue reglamentada entre marzo y mayo de 1973, es decir, 
poco tiempo antes de la asunción de Héctor Cámpora. Un decreto firmado en 
junio de ese mismo año suspendió la aplicación de la norma hasta tanto se san-
cionara la nueva ley de promoción industrial. Véase Schvarzer (1987).
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e instrumentos de política económica que se presentan en el 
PTRLN para alcanzarlo. 

En términos generales, y de acuerdo con el diagnóstico expues-
to anteriormente sobre los agentes económicos que controlaban 
el dinamismo de la economía, lo que se buscaba era operar una 
“recomposición del poder económico” y una redefinición de 
“las funciones del Estado y de las empresas privadas nacionales 
y extranjeras” (PTRLN, 17). En ese sentido “se propone que el 
dinamismo de la economía se vaya trasladando de los monopolios 
extranjeros, como ha ocurrido durante el último período, hacia el 
conjunto del sector productivo nacional, el Estado y los empre-
sarios nacionales” (PTRLN, 17). En relación a ello se retoman los 
lineamientos de la ley 20.557/73, sancionada poco tiempo antes de 
la presentación del PTRLN: “El Plan contempla a este respecto, no 
sólo la regulación de las empresas e inversiones externas dentro de 
la Ley de Inversiones Extranjeras, adecuándolas a las necesidades 
nacionales, sino también, siempre en el marco de la misma ley, 
una política de reargentinización de empresas desnacionalizadas 
en períodos anteriores” (PTRLN, 15). Esto es así ya que se consi-
deraba “esencial la participación del sector privado nacional, si se 
quiere revertir dinámicamente el proceso de desnacionalización y 
dependencia de los últimos años” (PTRLN, 18).

En este objetivo de “reargentinización” del aparato productivo 
pueden advertirse, una vez más, trazos de las propuestas genera-
les que se formularon en los debates entre especialistas del campo 
de la economía a finales de los años sesenta y principios de los 
setenta. En particular, se destacan resonancias de las formulacio-
nes vinculadas a las políticas encaradas por Ferrer durante su ges-
tión al frente de la cartera económica del gobierno de Levingston. 
Al respecto, Rougier y Odisio (2012) afirman que la apuesta “ferre-
rista”, aun con ciertas modificaciones, operó como fundamento 
para el programa económico del tercer gobierno peronista.57

57	El propio Ferrer abonó esta hipótesis al decir, comparando su gestión con la del 
nuevo gobierno peronista: “Aquello fue una «patriada» para poner en marcha, 
con un débil respaldo popular, un proceso contra el cual estaban jugados inte-
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La importancia fundamental que se le asigna a la política desti-
nada a las empresas nacionales privadas, en tanto “pieza esencial 
para el desarrollo económico, que exige asegurarles condiciones 
de rentabilidad y evitar las operaciones de desnacionalización” 
(PTRLN, 18), tiene su correlato en la disposición de lo que el plan 
considera “mecanismos e instituciones no tradicionales” de políti-
ca económica. Entre ellos se cuenta la puesta en función de las dos 
corporaciones estatales antes mencionadas:

En especial se considera la necesidad de promover la 
acción de un vasto sector de empresarios medianos y 
pequeños que actúan como agentes de cambio y de pro-
moción en numerosos sectores y en determinadas regio-
nes. Para ello se ha creado la Corporación de la Pequeña 
y Mediana Empresa, que pondrá a disposición de esos 
empresarios muchas de las facilidades y servicios de que 
gozan las grandes empresas, tales como equipamiento, 
financiamiento, tecnología, integración horizontal y ver-
tical, coordinación en las compras y facilidades para la 
exportación. (PTRLN, 18)

Así, una vez aplacada la competencia desigual del capital extran-
jero a través de la aplicación de la norma legal dispuesta para ello, 
el PTRLN deposita en la Copyme la tarea de fomentar el desarrollo 
de las pequeñas y medianas firmas nacionales, incrementando su 
eficiencia y productividad e impulsando su participación en las 
exportaciones: 

El acceso de las firmas nacionales al mercado mundial y su 
crecimiento por medio de las exportaciones les permitirá 
aumentar su productividad, al disminuir la incidencia sobre 

reses arraigados […] Ahora se trata de un proceso de ancha base institucional y 
política”. Dichas declaraciones, vertidas el 24 de julio de 1974 a El Economista, 
fueron recogidas en Testa, Víctor, 1975, Aspectos económicos de la coyuntura actual 
(1973-1975), Buenos Aires, CICSO (serie Polémica, N° 5).
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sus costos de gastos tales como los de investigación de 
mercado, diseño de producto, control de calidad y montaje 
del aparato de distribución, servicios éstos que serán sumi-
nistrados con asistencia de la Corporación. (PTRLN, 86).58

Por otra parte, el plan pretende estimular el “desarrollo de la 
organización de exportaciones a fin de asegurar la penetración 
de nuestros productos en los mercados externos” (PTRLN, 86), 
tarea que asigna a la CEN.59 Si bien se trata de un lineamiento de 
política económica orientado a las empresas públicas, nos parece 
importante destacarlo ya que se vincula con un aspecto clave de 
ciertos planteos formulados en los debates sobre las estrategias de 
desarrollo. Nos referimos al rol asignado al sector público: 

La existencia operativa y no meramente formal de un meca-
nismo de planificación permitirá a la pequeña y mediana 
empresa conocer por anticipado las demandas que progra-
mas tales como el Siderúrgico, Petroquímico, Eléctrico, de 
Transporte y de Vivienda, harán al conjunto de la econo-
mía. Ese conocimiento anticipado y la preparación previa 
(por ejemplo, en el dimensionamiento de las inversiones) 
que ello permite, contribuirán a que en el momento de las 
licitaciones respectivas las empresas nacionales estén en 
condiciones de competir. (PTRLN, 31)

De este modo se le asigna al sector público –encarnado en las 
corporaciones creadas o en los programas proyectados– un papel 
clave en la mejora de la competitividad de las empresas naciona-
les, operando a través del establecimiento de una demanda pro-
gramada que oriente la producción industrial.60 Como vimos, esta 

58	En las CP se proponía “crear y poner en funcionamiento la Corporación para el 
Fomento de Pequeñas y Medianas Empresas” (PTRLN, 304).

59	La CEN fue creada en noviembre de 1973 por ley 20.558/73.
60	Leyba se refiere a este Estado con “nuevos” roles como “Estado socio y gestio-

nario” y/o “Estado promotor” (2010, p. 82). La redefinición del rol del Estado en 
relación al desarrollo industrial será tema de futuros abordajes.
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cuestión estaba presente ya en el artículo que Ferrer había publi-
cado en la Revista de Economía de la Asociación de Economistas 
Argentinos hacia 1969, y sería retomada por sus gestiones, pri-
mero como Ministro de Obras y Servicios Públicos y luego como 
Ministro de Economía. Aún más, en las formulaciones del PTRLN 
se afirma: 

A través de su política de compras el Estado habrá de esti-
mular y orientar otras actividades productivas, promovien-
do la pequeña y mediana empresa nacional […]. Para ello, 
no sólo habrá de observarse el criterio de “compre nacio-
nal” sino que además, tanto el gobierno como las empresas 
públicas formularán planes plurianuales de compras, a fin 
de eliminar en lo posible los elementos de incertidumbre 
en el cálculo económico de las empresas que abastecen al 
Estado. (PTRLN, 67)

La aplicación de la ley de “compre nacional”, uno de los pilares de 
la política económica durante la gestión de Ferrer, estaba presente 
ya en el ACN. Al respecto, cabe agregar que los estudios para la 
creación de una corporación de control estatal que abarcara a todas 
las compañías del Estado también habían sido iniciados ya durante 
el “período Levingston-Ferrer” (Di Tella, 1985, p. 162 y 178).

La importancia asignada a la posibilidad de que los agentes 
privados locales programen sus prácticas económicas reaparece 
a la hora de presentar los lineamientos de política económica 
respecto de las importaciones requeridas para sostener el proceso 
productivo y facilitar la exportación: 

En cuanto a las importaciones que resultan necesarias 
para posibilitar el esfuerzo de expansión económica, la 
programación de sus niveles y características, precisa-
mente en función del mecanismo de planificación, permi-
tirá que en las negociaciones bilaterales el país concurra 
sabiendo qué desea comprar, lo que redundará en mayor 
facilidad para concretar la exportación de nuestros pro-
ductos. (PTRLN, 32.)
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Por último, nos gustaría mencionar la reorientación de la política 
de inserción internacional que se propone en el plan, en favor de 
las negociaciones bilaterales con los países de América Latina y 
el “Tercer Mundo”, inclusive los del “área socialista”. Si bien es 
un tema sobre el cual no podemos detenernos aquí, es necesario 
decir que los nuevos lineamientos de la política exterior y “el 
incremento del control del Estado sobre los flujos comerciales” 
(PTRLN, 32) conllevaban, según la formulación del plan, un 
beneficio adicional para la exportación de productos industria-
les. En ese sentido, se señala que “la exportación de productos 
industriales contará, además de incentivos fiscales y crediticios, 
con la estabilidad en el valor de los ingresos en pesos que per-
ciban los productores, en particular cuando la necesidad de 
financiamiento a largo plazo para ingresar a un nuevo mercado 
amenace con riesgos extracomerciales la continuidad del proce-
so” (PTRLN, 32).

El beneficio en cuestión –la estabilidad en el valor de los 
ingresos asociados a la exportación– operaría coadyuvando a la 
programación de las prácticas económicas de los agentes privados 
nacionales. Este punto había sido considerado en las CP, donde se 
proponía “establecer precios oficiales actualizados para las expor-
taciones” (en PTRLN, 302).

Conclusiones

Presentados los argumentos principales, resta retomar las reflexio-
nes más importantes que fuimos esbozando a lo largo del desarro-
llo de este trabajo y enmarcarlas en un ejercicio de interpretación 
historiográfica que tome en cuenta la particular coyuntura en la 
que el PTRLN fue diseñado.

En principio, podemos afirmar que en las formulaciones 
del plan resuenan tanto algunos argumentos esgrimidos en los 
debates sobre estrategias de desarrollo que emergieron en la 
Argentina a mediados de la década de 1960 y que dieron lugar a 
la consolidación de una “conciencia teórico-prescriptiva indus-
trial exportadora”, como las principales propuestas de política 
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económica derivadas de ellos, en especial las impulsadas a partir 
de la reorientación nacionalista encarnada en la figura de Aldo 
Ferrer. En ese sentido, primero hemos visto que, al nivel de los 
diagnósticos, la preocupación por la creciente participación del 
capital extranjero en el aparato productivo del sector industrial 
y sus consecuencias sobre el sector externo de la economía que 
se enuncian en el PTRLN había estado presente en el proceso 
de construcción de la “conciencia teórico-prescriptiva industrial 
exportadora”. Luego observamos que, al nivel de las prescrip-
ciones generales, el fomento a la exportación de manufacturas 
de origen industrial era retomado en los lineamientos del plan. 
Finalmente, hemos mostrado cómo, al nivel de los instrumen-
tos de política diseñados, ciertos rasgos de aquellos destinados 
a incrementar la competitividad de las empresas privadas de 
capital nacional, aumentando así su capacidad de exportación, 
resultaban afines a las políticas económicas impulsadas durante 
la breve gestión de Ferrer al frente de la cartera económica de la 
“Revolución Argentina”. Tal es el caso del rol central asignado 
al sector público, en tanto que facilitador de una programación 
de la demanda que permitiera orientar las prácticas económi-
cas de los agentes privados locales vinculados a la producción 
industrial.

Tales resonancias y, como hemos visto, la propia evolución de 
la exportación de manufacturas de origen industrial, contrastan 
con lo que se señala en el plan acerca del acceso de la industria 
al mercado externo. Según la interpretación presentada en el 
PTRLN, la salida del sector industrial al mercado mundial había 
permanecido obturada hasta entonces por las concepciones libe-
rales que regían la política económica, con lo cual aparecía como 
una novedad impulsada por el nuevo gobierno. Leyba, partíci-
pe de la construcción del programa económico que impulsó el 
peronismo en 1973, refuerza la versión cristalizada en el plan 
al afirmar: “Esta vez, más que un cambio de elenco en la admi-
nistración, lo trascendente era el ascenso de un nuevo discurso, 
la aparición de un nuevo modo de diagnosticar la realidad y de 
analizar sus problemas” (2010, p. 53). Aún más, sostiene que “la 
transformación conceptual de la política económica era la razón 
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de ser de la presencia del equipo económico del nuevo gobierno” 
(2010, p. 57).61

Ahora bien, entendemos que lo expuesto hasta aquí debe ser 
necesariamente leído a la luz de la peculiar situación en la que el 
peronismo retornó al gobierno. En ese sentido, primero hay que 
señalar que en el transcurso de los casi dieciocho años que sepa-
ran el golpe militar de septiembre de 1955 y la asunción de Héctor 
Cámpora en mayo de 1973, el movimiento peronista se había auto-
legitimado aludiendo selectivamente a la experiencia histórica. El 
rescate parcial de los exitosos años iniciales del primer gobierno 
de Perón había dado lugar a una “construcción sesgada del imagi-
nario, que determinaría las expectativas y demandas proyectadas 
sobre un nuevo gobierno justicialista” (Rougier y Fiszbein, 2006, 
p. 51). Por otra parte, durante esos largos años la organización e 
ideología del movimiento político en cuestión se habían tornado 
imprecisas (Sidicaro, 2002). Así, a principios de la década de 1970, 
en el seno del peronismo coexistían diversas expresiones políticas 
–muchas de ellas novedosas– que no podían ser cabalmente con-
tenidas por la estructura política del partido (Leyba, 2010, p. 47).

Por otra parte, si bien el retorno del anciano líder del movi-
miento justicialista a la presidencia estuvo acompañado de una 
base social que recordaba a la que lo había impulsado en los años 
cuarenta, la coyuntura era muy diferente a la de la inmediata pos-
guerra e incluía nuevos agentes económicos de importancia, tales 
como el capital transnacional, y políticos, algunos de los cuales 
habían ganado posiciones relevantes dentro del peronismo. En ese 
sentido, Brennan y Rougier afirman que la amplia estrategia de 
desarrollo que el peronismo planteó en 1973 “se basó en los prin-
cipios que el equipo económico delineó en la década de 1950, con 
el agregado de medidas que tenían como fin generar un mayor 
estímulo a las exportaciones industriales, un objetivo que se incor-
poró como resultado de los debates de la década de 1960 y de una 

61	Leyba le reconoce a Ferrer el haber denunciado la “desargentinización de empre-
sas” cuando era Ministro de Economía. No obstante, nada dice acerca de las 
políticas impulsadas por aquél para hacer frente a esa situación (2010, p. 82).
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realidad económica concreta existente en aquel momento en el 
comercio exterior de Argentina” (2013, p. 223). En lo que respecta a 
la necesidad acordada por el peronismo a la planificación, Rougier 
y Fiszbein (2006) también sostienen que la “filosofía peronista” se 
nutrió del amplio debate sobre estrategias y proyectos nacionales 
de desarrollo que coincidió con el retorno de la democracia y seña-
lan que las definiciones de los objetivos y las medidas de política 
económica dispuestos por el nuevo gobierno peronista contaban 
con un amplio marco de referencia en las propuestas que se venían 
elaborando desde mediados de los años sesenta en ámbitos estata-
les, académicos y políticos.62

Entre 1955 y 1973, las condiciones sociales y económicas de la 
Argentina y el mundo habían sufrido profundas transformaciones 
que impactaron en el seno de un movimiento político que se vio 
empujado a aggiornar su “doctrina”. Esa “actualización” operó rear-
ticulando selectivamente viejos componentes de la “filosofía justicia-
lista” y combinándolos con aportes provenientes de otras corrientes 
políticas en un renovado entramado ideológico. Basta recordar lo 
que señala Leyba (2010) acerca de la participación de la democracia 
cristiana en el programa de gobierno, expresión política que había 
sido parte del golpe militar que había derrocado a Perón en 1955.

Hasta aquí hemos mostrado cómo en las formulaciones del 
PTRLN pueden ser rastreados algunos de esos aportes, particular-
mente aquellos provenientes de los debates sobre estrategias de 
desarrollo que habían emergido a mediados de los años sesenta y 
que habían permeado en ciertas derivas de la política económica 
de la “Revolución Argentina”.63 Para finalizar, resulta significativo 

62	Esto se cristalizaría con la convocatoria de Ángel Monti para diseñar el Proyecto 
Nacional de Perón. Durante la “Revolución Libertadora”, Monti había participa-
do de la misión de la ONU que trabajó en el país entre 1956 y 1957, en respuesta 
a la solicitud de cooperación por parte del gobierno militar. Luego, cuando en 
1958 Aldo Ferrer fue nombrado Ministro de Economía y Hacienda de la provin-
cia de Buenos Aires, Monti ocupó la Subsecretaría de Economía. Años más tarde, 
participaría de la jornada de debate organizada por el Instituto Di Tella.

63	Si bien no ha sido objeto de nuestro trabajo la influencia de la CGE en el diseño 
del plan, cabe señalar que muchas de las políticas dispuestas en el PTRLN están 
presentes en: Memoria y balance general. Ejercicio enero a diciembre 1972, documento 
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volver a señalar que en el plan no se reconoce la filiación de algu-
nos de sus diagnósticos y de sus propuestas ni en la conciencia 
industrial exportadora forjada al calor de esos debates, ni en la 
reorientación nacionalista de la política económica acaecida a 
principios de los años setenta.64 Aún más, hemos visto que, según 
la consideración expresada en el PTRLN –y reforzada por Leyba 
(2010)–, el acceso de la industria al mercado externo habría sido 
vedado hasta entonces por concepciones liberales. Sin embargo, 
los datos presentados muestran que ya en 1973 la participación 
de las exportaciones industriales en el total era considerable y que 
se habían diseñado en los gobiernos previos políticas específicas 
para incrementarla, especialmente durante la gestión Levingston-
Ferrer. Podemos concluir entonces que la construcción discursiva 
del plan supone una sutura ideológica, que pretende borrar todo 
rastro de los debates que se dieron en “ausencia” del peronismo y 
de las políticas económicas implementadas principalmente duran-
te el ocaso de la “Revolución Argentina”. Dicha operación cumple 
una función políticamente significativa: desmarcar al “reconstruc-
tor” –el nuevo gobierno democrático– de la herencia dictatorial.
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7 | ¿Un plan sin planificación?  
La política económica de Martínez de Hoz 

durante la última dictadura militar 

Introducción

En los últimos años, la historia reciente de la Argentina comenzó 
a transitar un camino de ampliación de sus horizontes temáticos 
y de redescubrimiento de algunos problemas clásicos hasta hace 
poco abordados casi en soledad por las ciencias sociales y los 
estudios de economía. En particular, los años comprendidos por 
la última dictadura militar han sido objeto de análisis para una 
nueva generación de investigadores que se propusieron abordar 
temáticas tan diversas como la situación del movimiento obrero 
(Lorenz, 2007, 2013), el papel del humor gráfico (Levin, 2013), la 
violencia política (Franco, 2011) o los avatares de las clases medias 
(Carassai, 2014). En lo que concierne a la historia económica, una 
serie de nuevos trabajos (Pucciarelli, 2004; Canelo, 2008; Iramain, 
2013 y 2014) ha venido ha renovar los estudios más clásicos sobre 
la temática (Canitrot, 1980 y 1981; Ferrer, 1981; Schvarzer, 1983). 
Más en general, en Gerchunoff y Llach (2010) se encuentra una 
síntesis de las políticas económicas aplicadas por entonces, mien-
tras en Basualdo (2010) se analiza el cambio en el patrón de acu-
mulación y el entramado de clase que se articuló en torno al golpe 
de Estado. 

En ese sentido, este capítulo contribuye al campo de la historia 
reciente, así como también al terreno de la historia de la planifi-
cación y de las políticas públicas. Más puntualmente, ofrece una 
nueva mirada acerca de los debates sobre la existencia de un plan 
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económico de parte del ministro de Economía, retomando algunas 
discusiones planteadas por Müller (2001). Para eso, presentamos 
dos objetivos claros. Por un lado, analizamos el concepto de 
planificación en relación a una estrategia de reforma estructural 
orientada al mercado y, por lo tanto, problematizamos el vínculo 
entre planificación económica e intervención estatal. Por otro, con-
tribuimos al ya mencionado debate acerca de la existencia de un 
plan económico durante la última dictadura militar, pero evaluan-
do centralmente cuatro aspectos: los precedentes intelectuales que 
pueden rastrearse en las medidas, los equipos y las declaraciones 
del ministro; los principales objetivos enunciados por el ministro 
a la hora de presentar sus propuestas, a la vez que sus posteriores 
redefiniciones; las principales políticas concretas llevadas a cabo 
durante el período; los efectos derivados de la aplicación de dichas 
políticas en la economía local. Combinando ambos objetivos, nues-
tra hipótesis de trabajo sostiene que la gestión de Martínez de Hoz 
contó con un “plan sin planificación”. Como veremos, dicho plan 
contaba con algunas definiciones generales respecto a cuál debía 
ser el rumbo de la economía argentina en el futuro, pero con esca-
sas precisiones respecto al modo en el que se pretendería torcer la 
dinámica que se había iniciado con el inicio de la industrialización 
por sustitución de importaciones (ISI). De este modo, las diversas, 
y en ocasiones contradictorias, herramientas a las que recurrieron 
el ministro y su equipo no niegan la existencia de dicho plan, sino 
más bien las complejidades propias de su traducción a la política 
pública.

Con estos propósitos, retomamos la definición de planificación 
presente en Berrotarán (2004). Entendemos que las estrategias 
planificadores y los consecuentes planes de desarrollo comenza-
ron a fortalecerse en el mundo capitalista luego de la Segunda 
Guerra Mundial, en paralelo a la consolidación del Estado de 
Bienestar. En ese sentido, la planificación en tanto política públi-
ca, pretendía reducir la incertidumbre propia del funcionamiento 
de la economía y ofrecerle mayor coherencia a la intervención 
estatal, al organizar su desarrollo en el mediano y el largo plazo. 
En Argentina, el peronismo inauguró la tradición planificadora, 
aunque ésta se prolongó mucho más allá del golpe de Estado 
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de 1955. Así, en Jáuregui (2014) se ofrece una buena síntesis del 
impacto de los planes de desarrollo entre 1955 y 1973, destacando 
el alcance latinoamericano de este fenómeno. La planificación en 
la región era pensada no en los términos coercitivos que se habían 
aplicado en las experiencias socialistas, sino más bien con un 
carácter inductivo. A la vez, se la entendía como una herramienta 
destinada a aumentar la racionalidad de las políticas económicas 
en pos de alcanzar con más alto grado de seguridad los objeti-
vos perseguidos. En la práctica, esto se traducía en la creación 
de instituciones específicas encargadas de regular la aplicación 
de los programas que debían ordenar la actividad económica. 
Sin embargo, el énfasis puesto en el análisis de la planificación 
durante los años de la ISI no debería dejar de lado una reflexión 
complementaria sobre el rol jugado por la planificación en rela-
ción al campo del liberalismo, en especial en aquellos momentos 
en los que se implementaron proyectos de reformas de mercado 
de gran impacto. En este caso, indagaremos las particularidades 
de la gestión de Martínez de Hoz, con el propósito de ofrecer una 
nueva reflexión sobre la temática.

El trabajo, por su parte, se encuentra organizado en cuatro 
apartados. En el primero de ellos ofrecemos una breve síntesis de 
los principales trabajos de historia económica que sentaron una 
posición respecto al tema estudiado. En el resto, llevamos adelante 
el análisis de cada una de las dimensiones sobre las que pretende-
mos indagar. De esta forma, en el segundo apartado retomamos 
una amplia lista de publicaciones recientes dedicadas a rastrear las 
tradiciones intelectuales locales ligadas al neoliberalismo antes del 
golpe de Estado de 1976, atendiendo a sus protagonistas, las prin-
cipales instituciones y los ámbitos de circulación de estas ideas. 
En el tercero, realizamos un repaso de las principales políticas eco-
nómicas ejecutadas por entonces, así como de los cambios en las 
estrategias adoptadas para lidiar con uno de los más persistentes 
problemas de aquellos años: la inflación. A su vez, incorporamos 
allí los objetivos planteados por el propio Martínez de Hoz en 
algunas de sus principales intervenciones públicas. Finalmente, el 
cuarto apartado está dedicado a evaluar el impacto de la gestión 
que se desenvolvió entre 1976 y comienzos de 1981. 
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Las interpretaciones clásicas en debate

Entre los estudios clásicos sobre la política económica de Martínez 
de Hoz existió un relativo consenso en torno al hecho de que a 
partir de entonces se produjo un fuerte cambio en la estructura 
económica argentina y en su dinámica de funcionamiento. Al 
margen de los debates sobre el agotamiento de la ISI, lo cierto es 
que la mayor parte de los primeros trabajos dedicados al tema 
se encargaron de reforzar la idea del período como un momento 
de quiebre respecto al proceso de industrialización sustitutiva 
comenzado en la década de 1930.1 

Uno de los primeros en acometer un análisis global sobre 
aquellos años fue Adolfo Canitrot, en dos artículos publicados 
en la revista Desarrollo Económico (1980, 1981). Allí, sostuvo que 
el proyecto encarnado por las Fuerzas Armadas coincidía con el 
del ministro de Economía en sus objetivos. Mientras las primeras 
buscaban en el largo plazo modificar a la sociedad argentina de 
modo tal que no volvieran a emerger fenómenos populistas ni 
movimientos guerrilleros, el segundo aspiraba a eliminar las que 
consideraba como las dos principales causas de los problemas 
de la economía local: las distorsiones en el funcionamiento del 
mercado introducidas por la ISI y el sobredimensionamiento del 
Estado. De este modo, el mérito del equipo económico habría sido 
el de convencer a los militares de que sólo podría modificarse la 
sociedad si se desmontaba el proyecto industrialista instaurado, 
por lo que la liberalización del mercado terminaba ocupando el rol 
de disciplinar a los actores sociales. 

Casi en paralelo al trabajo de Canitrot, Aldo Ferrer presentaba en 
1980 dos trabajos que serían publicados al año siguiente en el libro 
Nacionalismo y orden constitucional (1981), en los que analizaba los 
objetivos del plan económico anunciado el 2 de abril de 1976. Desde 
su perspectiva, algunos sectores de la élite local se habían propuesto 
modificar los patrones de desarrollo de la economía local, vinculados 

1	 Tanto sobre los inicios de la ISI como respecto a su agotamiento previo al golpe, 
existen numerosos debates historiográficos que no serán abordados en este trabajo.
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a la ISI. Así, su propuesta, contenida en los planteos de Martínez de 
Hoz, destacaba la necesidad de aprovechar la favorable dotación de 
factores de la economía local, con las correspondientes ventajas com-
parativas de la actividad agropecuaria. Con ese propósito, debían 
estimularse las exportaciones agrarias tradicionales, que luego del 
inicio de la ISI habían iniciado un proceso de amesetamiento. 

Algunos años más tarde, Jorge Schvarzer dedicaría un trabajo 
al estudio de la política económica de Martínez de Hoz (1986). La 
hipótesis que lo sustentó radicaba en postular que el ministro había 
tenido un objetivo claro al que subordinó todas las medidas adop-
tadas: la creación de un nuevo mercado financiero libre, con tasas 
altas y ligado directamente al exterior. De este modo, sus políticas 
motivaron una dinámica por la cual el sistema financiero adquirió 
un carácter fuertemente especulativo e inestable, pero que ofrecía 
notables beneficios para quienes pudieran volcar sus inversiones 
hacia allí. No obstante, al tiempo que crecía el mercado financiero, 
las posibilidades de limitar su funcionamiento se volvían cada 
vez más complejas. En buena medida, el trabajo más reciente de 
Basualdo (2010) viene a retomar algunos aspectos de esta hipóte-
sis, al destacar la emergencia de la valorización financiera como el 
patrón de acumulación que emergió luego de la última dictadura. 

Como vemos, si bien existieron matices en los análisis, en los 
tres casos se coincidía en señalar no sólo el quiebre que había sig-
nificado la política económica aplicada, sino también la existencia 
de un plan previo de parte del ministro y los sectores que habían 
promovido su llegada a la cartera económica luego del golpe de 
Estado. Ahora bien, Müller (2001) sostuvo que Martínez de Hoz 
no habría tenido un objetivo estratégico claro, por lo que la cohe-
rencia que muchos analistas les dieron a las medidas adoptadas 
podría haber sido más fruto de una reflexión retrospectiva que 
de las motivaciones del propio ministro. Desde esta perspectiva, 
políticas como la estatización de la Compañía Ítalo Argentina de 
Electricidad, el mantenimiento de algunos subsidios industriales 
regionales, una relativa protección para determinados sectores y 
la apreciación cambiaria representarían “incoherencias” respecto 
a un supuesto plan. Si bien eso no suponía desconocer el quiebre 
que había representado la política de Martínez de Hoz respecto 
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al pasado, sí implicaba descartar la existencia de un proyecto de 
largo aliento de parte del ministro.

Cabe aclarar, sin embargo, que en las interpretaciones pre-
viamente mencionadas no se desconocían estos elementos. Para 
Canitrot, los cambios de rumbo adoptados en el período 1976-1981 
habían tenido que ver puntualmente con los problemas que supo-
nía la imposibilidad de reducir la inflación. En todo caso, tanto los 
cambios como las aparentes incoherencias resultaban secundarias 
respecto al programa disciplinador de fondo. Ferrer, por su parte, 
sostuvo que buena parte de las desviaciones de la política econó-
mica respecto al plan inicial respondían sobre todo a las restric-
ciones impuestas por los militares al ministro, concernientes a la 
reducción del déficit fiscal y a la eliminación de las barreras adua-
neras. En una línea semejante, Schvarzer no desconocía las tensio-
nes internas del gobierno, pero justamente las retomaba como las 
motivadoras de algunas soluciones pragmáticas y de corto plazo 
que determinaron la aplicación de sus políticas económicas y los 
resultados finales obtenidos. 

A continuación, ofrecemos algunos elementos para contribuir a 
este debate. Retomando lo señalado al inicio sobre el problema de 
la planificación, nos interesa identificar la existencia de un proyecto 
económico asociado al campo del neoliberalismo. Dicha problemá-
tica podría resumirse en las siguientes preguntas: ¿cómo organizar 
una política económica para que el mercado funcione libremente?, 
¿dicha organización implica un ejercicio de planificación?, ¿tuvo la 
gestión de Martínez de Hoz un proyecto semejante? Para abordar 
esta última cuestión, proponemos indagar la existencia de antece-
dentes del neoliberalismo económico que en parte coincidieran con 
las propuestas iniciales proclamadas el 2 de abril de 1976.

La “larga marcha” del neoliberalismo argentino

La irrupción del neoliberalismo en Argentina ha sido objeto de 
numerosos análisis en los últimos años. En buena medida, existe un 
consenso entre ellos en torno a algunos elementos: ante todo, en que 
los proyectos de reforma de mercado no se iniciaron en la Argentina 
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con la aplicación de buena parte de las recetas del Consenso de 
Washington en la década de 1990, sino que la dictadura representó 
un intento en ese mismo sentido; en segundo lugar, ese neoliberalis-
mo no apareció por generación espontánea al producirse el golpe de 
Estado de 1976, sino que sus ideas tienen una larga trayectoria que 
puede rastrearse al menos hasta la autodenominada “Revolución 
Libertadora” de 1955; por último, las políticas neoliberales estuvie-
ron en buena medida bloqueadas hasta 1976, por lo que el libera-
lismo de posguerra tuvo un espíritu de resistencia.2 Ahora bien, la 
tradición neoliberal en Argentina tuvo diversas influencias y contó 
en su interior con distintas interpretaciones acerca de la economía. 
En parte esto se tradujo en la formación de diferentes centros de 
investigación o de reflexión y debate, que podrían ser caracteriza-
dos como think tanks locales. Su correlato fueron una serie de publi-
caciones temáticas y la proyección de diferentes referentes públicos 
que participaban activamente, aunque de un modo relativamente 
marginal, en los debates sobre política económica.

En la temprana fecha de 1957, Alberto Benegas Lynch fundaba 
el Centro de Difusión de la Economía Libre (CDEL), organización 
que funcionaría como foro de problemas económicos y ámbito 
de difusión del ideario neoliberal. Su paso por Estados Unidos le 
sirvió para entablar vínculos con Ludwing von Mises, uno de los 
principales exponentes de la tradición liberal austríaca, a quien 
invitaría para dar una serie de conferencias en la Argentina en 1958. 
Durante ese mismo año Benegas Lynch invitó también a Leonard 
Read, quien en 1946 había dado nacimiento a la Foundation for 
Economic Education, institución que se definía como libertaria y 
modelo a seguir para el CDEL. A su vez, en las páginas de Ideas 
sobre la Libertad, publicación del organismo, todos estos expo-
nentes internacionales del liberalismo –incluyendo, también, a 
Friederich von Hayek– mezclaban sus voces con las de intelectuales 

2	 La mayor parte de los trabajos coinciden en señalar también que algunos de 
los principales exponentes de esta tradición se desempeñaron como ministros 
de Economía durante el período entre 1955-1976, aunque en general se los 
convocaba para llevar adelante ajustes contracíclicos.
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argentinos. Al margen de las reflexiones más teóricas, las publica-
ciones de la revista condenaban al gobierno peronista como una 
dictadura y entendían que los sindicatos y el intervencionismo 
estatal eran los principales responsables del mayor problema de 
la economía argentina: la inflación, que no permitía la existencia 
de un sistema de precios estable. A su vez, en 1958, a instancias 
del mismo Benegas Lynch, se crearía la Asociación Coordinadora 
de Instituciones Empresarias Libres (ACIEL), que pretendía con-
trapesar la influencia de la Confederación General Empresaria. 
En ACIEL estaban reunidas la Sociedad Rural Argentina (SRA), la 
Bolsa de Comercio y la Unión Industrial Argentina (UIA), de modo 
que pretendía constituirse como un centro de difusión de las ideas 
neoliberales para los principales actores económicos concentrados 
del país (Grondona, 2011; Morresi, 2011).

Otro de los actores centrales para comprender la circulación 
de la tradición de pensamiento neoliberal fue Álvaro Alsogaray, 
fundador del Instituto de Economía Social de Mercado (IESM) en 
1964 y uno de los exponentes del liberalismo local con mayor pre-
sencia en la opinión pública. Funcionario en diversos cargos de los 
gobiernos de facto y democráticos que siguieron al golpe de 1955, 
su discurso siempre estuvo revestido de elementos considerados 
ajenos a la tradición neoliberal: estrategias autoritarias, enunciados 
nacionalistas y una visión de la economía revestida de un fuerte 
componente moral asociado al conservadurismo. No obstante, 
estas particularidades respondían a la influencia que habían ejerci-
do sobre él los principales representantes de la economía social de 
mercado: Wilhelm Röpke, Walter Eucken, Alfred Müller-Armack y 
Ludwig Erhard. En buena medida, esa influencia explica la voca-
ción por otorgarle un peso importante al Estado como garante del 
cumplimiento de ciertas normas morales, en pos de garantizar la 
armonía social. Su perspectiva, en términos generales, coincidía con 
la del propio Benegas Lynch, en la medida en que entendía que el 
principal problema de la Argentina se vinculaba con el dirigismo 
que el Estado le había impuesto al funcionamiento libre de la eco-
nomía, en lugar de limitarse a sentar las reglas para que el mercado 
actuase sin restricciones. De este modo, la inflación también apare-
cía como uno de los grandes peligros de una economía en crisis, ya 
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que a pesar de ser promovida por el propio Estado a través de la 
emisión, impulsaba una intervención todavía mayor para intentar 
controlar su impacto a través de la regulación de precios (Heredia, 
2004; Grondona, 2011; Morresi, 2011; Haidar, 2015; Pryluka, 2015).

Casi una década más tarde del inicio de la proscripción 
del peronismo, en 1964, hacía su aparición la Fundación de 
Investigaciones Económicas Latinoamericanas (FIEL), con José 
María Dagnino Pastore a la cabeza de la institución. Su elección, 
sin embargo, sólo se había producido después de que declinaran 
el cargo Martínez de Hoz, Roberto Alemann y Guillermo Klein. De 
hecho, a pesar de contar con un flamante doctorado en Economía 
en la prestigiosa Universidad de Harvard, su designación como 
Director de Investigaciones en un principio generó cierta oposi-
ción, por lo que se desempeñó en su cargo bajo la supervisión del 
asesor general de la organización, Juan Alemann. En sus comien-
zos, los fondos para sus actividades provenían de la Fundación 
Ford y se encontraba asociada, al igual que ACIEL, a las principa-
les corporaciones locales: la SRA, la UIA, la Bolsa de Comercio y la 
Cámara Argentina de Comercio –luego se sumarían la Asociación 
de Bancos de la República Argentina (ABRA) y la Asociación 
de Bancos Argentinos (ADEBA)–. Estas vinculaciones en buena 
medida explican el propósito de FIEL: permitir la convergencia 
ya no sólo de las diversas entidades patronales, sino unirlas a los 
economistas de extracción neoliberal que pretendían terminar con 
el intervencionismo estatal y las regulaciones sobre el mercado 
(Heredia, 2004; Ramírez, 2010). 

Un cuarto ámbito de circulación del ideario neoliberal antes 
del golpe de Estado de 1976 lo constituyó el grupo que editó la 
revista Política y Economía entre 1971 y 1973. Dicho grupo estaba 
compuesto por abogados y economistas de extracción liberal pero 
con una fuerte impronta católica. En sus inicios, estos intelectuales 
provenientes de la Universidad Católica Argentina se reunían en 
torno al estudio jurídico de Rafael Olarra Jiménez y Carlos García 
Martínez, quien ya desde finales de la década de 1960 dirigía el 
Centro de Estudios de Política Económica, con el propósito de con-
tribuir a generar un programa económico reformador. Junto con 
Luis García Martínez, que sería asesor de Martínez de Hoz cuando 
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arribara al ministerio de Economía en 1976, fundarían la ya men-
cionada revista, de la que participarían varios de los referentes del 
liberalismo local presentados más arriba junto a numerosos econo-
mistas de FIEL. Desde sus páginas se entabló un combate directo 
con la tradición cepalina, cuestionando las políticas industriales 
fundadas en la protección y la expansión del mercado interno. Los 
aumentos resultantes en el gasto y la emisión eran el testimonio 
más claro no de los problemas de la industrialización, sino de 
las políticas empleadas para promoverla. Más puntualmente, la 
Argentina precisaba de una orientación económica general que 
amparase y diese sentido a las políticas específicas. Sentar esas 
reglas del juego significaba, entre otras cosas, liberalizar el comer-
cio exterior y acabar con los excesos en la regulación de la econo-
mía (Rougier y Odisio, 2014).

Finalmente, en los años previos al golpe ya comenzaba a iden-
tificarse una de las escuelas que mayor peso terminaría teniendo 
en el campo del liberalismo argentino durante los años ochenta y 
noventa: la Escuela de Chicago, que contaba con Milton Friedman 
como su exponente más destacado a nivel global. A diferencia de 
lo que sucedió en Chile, los vínculos directos entre Chicago y las 
universidades locales fueron menores (Valdes, 1995). Sin embar-
go, existió un acuerdo entre la Universidad Nacional de Cuyo 
y la Universidad de Chicago, organizado a instancias de Larry 
Sjaastad y bajo la promoción de Arnold Harberger –el mismo 
que había promovido los vínculos con la Universidad Católica 
de Chile– en 1962. Dicho acuerdo permitió que varias decenas 
de graduados en economía pudieran terminar sus estudios en 
Estados Unidos, formándose bajo la tutela de las nuevas recetas 
monetaristas que encontraron su primer campo de experimenta-
ción con el golpe de Estado de 1973 en Chile. Más puntualmente, 
Adolfo Diz, quien sería el presidente del Banco Central durante 
la gestión de Martínez de Hoz, había obtenido su doctorado en 
Chicago y, a la vez, promovió los vínculos entre esa universidad 
y la Universidad Nacional de Tucumán, donde había realizado 
sus estudios de grado. En términos más generales, la Escuela de 
Chicago había iniciado una disputa global con la tradición key-
nesiana, condenando el papel que ésta última le había otorgado 
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al intervencionismo estatal.3 Era preciso, en pos de reordenar la 
economía, liberar al mercado de las ataduras que lo encorsetaban 
(De Pablo, 2011; Morresi, 2011; Sjaastad, 2011). 

Como podemos observar, la tradición neoliberal contó con 
diversas corrientes que permiten complejizar las miradas más 
reduccionistas sobre el fenómeno. Su desembarco en la Argentina, 
por ende, no podía estar exento de esas mismas líneas de demar-
cación que en ocasiones se volvían más lábiles pero que sin dudas 
respondían a diversas trayectorias y ámbitos de formación. No 
obstante, a pesar de las diferencias y los matices, identificamos 
algunos elementos que conformaban lo que podemos definir como 
el núcleo del pensamiento neoliberal local, al menos antes del golpe 
de Estado de 1976. Dichos elementos compartían tanto un diagnós-
tico de la situación como propuestas para la política económica:

1.	 Resultaba imperioso acabar con el sobredimensionamiento del 
Estado y abonar a la formación de un Estado subsidiario.

2.	 Los excesos de intervencionismo se manifestaban ante todo en 
un fuerte déficit fiscal y en un aumento sostenido de la emisión 
monetaria.

3.	 Era preciso estimular la libertad individual y de empresa para 
fortalecer el funcionamiento libre del mercado.

4.	 La ISI había pergeñado un sistema de acuerdos entre sindica-
tos, Estado y algunos empresarios que eran la base de susten-
tación política del peronismo.

5.	 Todo lo anterior había llevado a un proceso inflacionario sosteni-
do que distorsionaba los precios relativos y, por ende, no ofrecía 
indicios ni incentivos adecuados a los actores económicos.

Como veremos a continuación, la propuesta económica con la que 
asumiría Martínez de Hoz el 2 de abril de 1976 hacía eco de esta 
lectura de los problemas de la economía local. 

3	 Esta nueva tradición del pensamiento económico contó también con otros centros 
de difusión igual de importantes que la Universidad de Chicago, tales como Yale, 
Harvard, Stanford, UCLA, etcétera.



262 | estudios sobre planificación y desarrollo

Políticas económicas

La publicación de las memorias de Martínez de Hoz (2014) vino 
a echar luz sobre algunos aspectos concernientes a su designación 
como ministro de Economía. Sabemos que por entonces se encon-
traba realizando un safari por Kenia y debió apresurar su vuelta 
para tener una reunión el 12 de marzo de 1976 por la noche en la 
casa del jefe de la Marina, Emilio Massera. Lo esperaban también 
Jorge Rafael Videla y Orlando Agosti, cabezas del Ejército y la 
Aeronáutica respectivamente. Allí, en sus propias palabras:

Después de reflexionar unos instantes, traté de ordenar mis 
ideas y las expuse durante tres horas, sin ser interrumpido, 
hasta pasada la medianoche. Se trataba de las líneas gene-
rales de un programa que podía reformar profundamente 
la estructura de la economía argentina, en medio de una 
inflación galopante y de la falta de toda posibilidad de pro-
greso y crecimiento. Yo tenía argumentos muy masticados, 
primero, porque ya había sido ministro, en 1963, pero sobre 
todo porque desde entonces participaba en foros de debate 
de ideas con otros intelectuales de la política, el derecho y 
la economía. (Martínez de Hoz, 2014, p. 20-21.)

Apenas tres días más tarde, el lunes 15 de marzo, les entregaba 
una copia por escrito de sus propuestas. Al día siguiente del 
golpe, Martínez de Hoz era convocado ante el nuevo gobierno de 
facto para hacerse cargo del Ministerio de Economía. A pesar de 
que desde el inicio existían resistencias al interior de las Fuerzas 
Armadas, finalmente terminó aceptando aunque poniendo como 
condición la libertad de acción para elegir a sus funcionarios 
(Martínez de Hoz, 2014: 22-24). 

Algunos días más tarde, el 29 de marzo, Martínez de Hoz enca-
bezaba una nueva reunión con los jefes de las Fuerzas Armadas, 
aunque esta vez ya acompañado de su nuevo equipo. Si repasa-
mos brevemente algunos de los nombres que pasarían a ocupar 
cargos destacados en la cartera económica, observamos una 
correlación con quienes fueron destacados en el apartado anterior 
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como participantes de la recepción de la tradición neoliberal en la 
Argentina. Como secretario de Hacienda asumiría Juan Alemann, 
quien contaba con un doctorado en ciencias económicas obtenido 
en Suiza y se había desempeñado como asesor general de FIEL. 
Guillermo Klein, por su parte, era nombrado como secretario de 
Programación y Coordinación Económica. Klein había realizado 
sus estudios de derecho en la Universidad de Buenos Aires, para 
luego obtener un máster en Harvard sobre derecho y adminis-
tración pública, especializado en economía. Guillermo Bravo, 
secretario de Comercio, era doctor en Ciencias Económicas por la 
Universidad de Buenos y se había desempeñado como investiga-
dor y docente en diversas universidades privadas locales. Adolfo 
Diz era designado como titular del Banco Central. Graduado en 
1952 de la licenciatura en economía de la UBA, había continuado 
sus estudios de posgrado en la Universidad de Chicago, para luego 
desempeñarse como asesor del Fondo Monetario Internacional. 
Finalmente, Luis García Martínez se convertiría en el jefe de ase-
sores, un rol clave que reflejaba los vínculos preexistentes con el 
propio ministro (La Prensa, 30 de marzo de 1976).

El 2 de abril sería la fecha elegida para la presentación del 
nuevo programa económico. Frente a un gran número de perio-
distas y a las cámaras televisivas que permitieron su transmisión 
en directo, Martínez de Hoz expuso durante varias horas los prin-
cipales lineamientos de lo que sería su política económica. En una 
primera lectura, algunos de los puntos destacados al exponer el 
programa parecen poco ligados a una propuesta de cambio estruc-
tural. Al comenzar su alocución, el ministro señalaba: “La econo-
mía argentina no tiene ningún mal básico e irreparable. Tiene una 
extraordinaria potencialidad a través de sus recursos humanos 
y naturales. Consideremos la calidad de nuestra población, su 
índice de cultura, su bajo nivel de analfabetismo, la calidad de 
nuestros profesionales, de nuestros técnicos, de nuestros obreros” 
(La Prensa, 3 de abril de 1976).

Siendo así, su objetivo sería el de alcanzar “el bienestar huma-
no engarzado en el contexto general del bien común” a través de 
una “economía de producción” que desalentase la “acción parasi-
taria especulativa”. En parte esto se había producido porque 
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la Argentina se ha visto sumida en un estéril debate ideo-
lógico, de “ismos” con etiquetas estereotipadas, con las 
cuales algunos sectores han tratado de descalificar a otros. 
Es absolutamente indispensable superar esta situación, 
adoptando una actitud de gran pragmatismo, y considerar 
adoptar sin tardanza todas las medidas prácticas requeri-
das, sin perder tiempo ni esfuerzo en justificar un encasi-
llamiento doctrinario teórico. (La Prensa, 3 de abril de 1976.)

Estas afirmaciones, que daban inicio al discurso del ministro, pare-
cían augurar un plan que apenas pretendería corregir algunos de 
los desequilibrios macroeconómicos que se venían acumulando 
desde 1975. Sin embargo, cuando analizamos en detalle las pro-
puestas de política económica para las diversas áreas, el panorama 
era bastante distinto.

Para comenzar, la inflación monetaria era presentada como uno 
de los peores males para el correcto funcionamiento de la econo-
mía y su causa principal estaba dada por el déficit fiscal, tanto en 
el presupuesto nacional como en los presupuestos provinciales. 
La reducción en los gastos del Estado se debía llevar a cabo en 
cuatro aspectos: la racionalización de la administración central, 
la eliminación del déficit en las empresas estatales, la reducción 
del aporte federal para cubrir los presupuestos provinciales y el 
encuadramiento de la obra pública en los límites que permitiera 
un financiamiento no inflacionario. Si nos remitimos a las empre-
sas estatales, nuevamente el carácter contradictorio del discurso 
salta a la vista. En las consideraciones más teóricas, Martínez de 
Hoz sostenía:

Si se acepta la premisa básica de que esta última [la 
empresa privada] es el verdadero motor que impulsa todo 
el proceso económico, ello no implica que el Estado deba 
limitar sus funciones a la de simple guardián del orden y 
de la seguridad pública. Su actividad, sin embargo, debe 
coordinarse en tal forma para que no entorpezca la acción 
positiva de la empresa privada y que ambas puedan 
desenvolverse en sus respectivas esferas de acción en la 
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forma más provechosa para el bien común. (La Prensa, 3 
de abril de 1976.)

Más adelante, sin embargo, afirmaba que las únicas empresas que 
debían estar bajo la órbita estatal eran aquellas que el sector pri-
vado no podía o no quería financiar. En otras palabras, apelaba al 
principio de subsidiariedad del Estado. El caso de YPF era emble-
mático, pues se la conminaba a convocar a inversores privados que 
pudieran llevar adelante los desembolsos de capital necesarios para 
extraer petróleo allí donde la empresa estatal no pudiera hacerlo.

Algo semejante encontramos al analizar las recomendaciones 
sobre política industrial. En una primera impresión, las propuestas 
del ministro parecen recordar varios de los intentos por estimular 
la aparición de algunas industrias competitivas con capacidad 
exportadora, como por ejemplo en el modelo integrado y abierto 
que había desarrollado Aldo Ferrer (Rougier y Odisio, 2012). Más 
concretamente, consideraba importante “afianzar la industria 
nacional y estimular su crecimiento en términos de calidad, efi-
ciencia y rentabilidad”. Sin embargo, estas propuestas se comple-
mentaban con “la rehabilitación del mercado de capitales internos 
como fuente genuina de capitalización de las empresas”, a la vez 
que se instauraban en ese mismo mercado interno “las normas de 
la competencia y los incentivos de un mercado libre” (La Prensa, 
3 de abril de 1976). Como veremos a continuación, esta necesidad 
de recurrir al mercado de capitales privado se daría en un contexto 
de gran elevación de las tasas de interés, condenando a numerosas 
industrias a la bancarrota. 

Por otra parte, en términos generales el programa aspiraba 
a eliminar varias de las regulaciones estatales sobre el mercado, 
favoreciendo una dinámica de liberalización de la economía. Así, 
el tipo de cambio sería paulatinamente liberado, entre otras cosas 
para reducir el impacto sobre el costo de las importaciones, a la 
vez que resultaba “indispensable devolver al sistema bancario y 
financiero su flexibilidad y eficiencia eliminando el sistema de 
nacionalización de los depósitos”. Del mismo modo, los aran-
celes debían ir bajando gradualmente, mientras que las Juntas 
Nacionales de Granos y de Carnes debían cesar su rol como 
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compradoras para limitarse a controlar el comercio, cuyo nuevo 
protagonista principal debían ser los actores privados. En paralelo, 
Martínez de Hoz convocaba a derogar la ley 20.557 vigente desde 
1973, que controlaba las inversiones extranjeras. Era preciso reem-
plazarla “por otra que restrinja al mínimo indispensable las áreas 
prohibidas” a dichas inversiones (La Prensa, 3 de abril de 1976).

No obstante, a pesar de los lineamientos presentados por 
entonces, lo cierto es que podemos identificar dos grandes 
momentos a lo largo de su gestión, definidos ante todo por la 
estrategia empleada para lidiar con la inflación:4 el primero de 
ellos se extendió desde el inicio hasta finales de 1978 y estuvo 
caracterizado por el empleo de algunos recursos clásicos en 
materia de ajustes ortodoxos; el segundo se inició con el anuncio 
de la denominada “tablita”, que implicaba la adopción del por 
entonces novedoso enfoque monetario de la balanza de pagos, 
y concluyó con el abandono del ministerio de parte de Martínez 
de Hoz en medio de una severa crisis. En el gráfico 1 se presenta 
la evolución de la tasa de inflación anual como referencia para el 
resto del análisis.

Gráfico 1. Evolución de la inflación (IPC), 1970-1983

Fuente: Gerchunoff y Llach (2010).

4	 La descripción de las principales medidas adoptadas durante el período 1976-
1981 está tomada de los múltiples trabajos ya mencionados dedicados a analizar 
esos años (Ferrer, 1981; Canitrot, 1980 y 1981; Schvarzer, 1983 y 1986; Gerchunoff 
y Llach, 2010; Novaro y Palermo, 2011). 
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La primera etapa comenzó con la adopción de tres medidas que 
pretendían controlar los desequilibrios de la coyuntura econó-
mica: un sinceramiento de precios, el congelamiento salarial y 
una gira internacional para conseguir fondos de los organismos 
internacionales. No eran medidas menores: la primera de ellas 
pretendía restaurar el papel del mercado como asignador de 
recursos, la segunda contenía un fuerte componente disciplina-
dor hacia la clase trabajadora y la tercera implicaba un primer 
intento por reabrir la economía local. Al respecto, en sus memo-
rias Martínez de Hoz señala que en abril de 1976 se encontraba 
en Montevideo una misión del Fondo Monetario Internacional 
que pretendió ofrecer su asistencia a la Argentina mediante una 
receta cuya pieza maestra implicaba una fuerte devaluación. 
Frente a ese ofrecimiento, el por entonces ministro decidió 
declinar la oferta para acometer las dos primeras medidas recién 
mencionadas y luego sí solicitar un crédito al organismo. Según 
nos relata: 

Antes de solicitar el apoyo internacional definitivo, consi-
deré conveniente demostrar que teníamos una estrategia 
coherente y que estábamos dispuestos a atacar globalmente 
los defectos estructurales de nuestra economía, lo cual de 
por sí solucionaría los problemas de balance de pagos y la 
consolidación de las reservas internacionales. (Martínez de 
Hoz, 2014, p. 30.)

Una vez solucionados los desajustes macroeconómicos más acu-
ciantes, se inició una política contractiva que redujo la emisión 
monetaria, con altibajos, entre junio de 1976 y noviembre del año 
siguiente. A su vez, el déficit fiscal también se siguió reduciendo, 
continuando con la tendencia iniciada en 1975 con el ajuste que 
había supuesto el “Rodrigazo”. Ambos fenómenos son presenta-
dos en el cuadro 1.

La reducción del déficit implicó, ante todo, una fuerte reduc-
ción de los gastos destinados a las empresas estatales, que debían 
comenzar a capitalizarse en el mercado privado. 
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Cuadro 1. Déficit fiscal como porcentaje del PBI y crecimiento de M1 (%)

Año
Déficit como  

porcentaje del PBI
Crecimiento de M1. Tasa de variación 

anual (diciembre-diciembre)
1970 1,47 19,92
1971 3,44 31,56
1972 4,42 41,05
1973 5,87 101,40
1974 6,52 62,82
1975 12,43 191,22
1976 9,42 288,23
1977 3,7 150,81
1978 4,9 158,02
1979 4,84 145,10
1980 5,51 103,08
1981 9,71 81,27
1982 10,21 215,98
1983 9,45 355,09

Fuente: Ferreres (2010); elaboración propia en base a series de BCRA.

Por otra parte, ya a comienzos de 1977 se anunciaba la reforma del 
sistema financiero, cuya aplicación definitiva se llevaría a cabo a 
mediados de año. Uno de los legados más importantes de la polí-
tica de Martínez de Hoz, esta reforma implicaba una fuerte libe-
ralización y apertura del mercado financiero. Supuso la liberación 
de las tasas de interés, combinada con la autorización para que 
las entidades financieras y los bancos pudieran otorgar créditos 
de acuerdo a su capacidad para captar depósitos. En paralelo, el 
Banco Central ofrecía una garantía para los fondos. El poco control 
sobre los bancos terminó de ofrecer la combinación exacta para un 
proceso de expansión financiera fuertemente especulativo. Entre 
su anuncio y la aplicación definitiva, el equipo económico adoptó 
una “tregua” de precios de 120 días, con el propósito de intentar 
disciplinar una inflación que parecía no responder ante los estímu-
los monetarios y fiscales. El objetivo era estabilizar los precios en 
torno a un 8% de aumento anual y penalizar a las empresas que 
transgredieran esa norma, haciéndoles enfrentar una caída de las 
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barreras arancelarias y la correspondiente llegada de productos 
importados. Si combinamos ambas medidas, nos encontramos 
con un panorama algo complejo: una política antiinflacionaria 
que se asemejaba más a los tradicionales controles de precios de 
un Estado interventor era seguida por una reforma del sistema 
financiero cuyo lógico correlato sería un encarecimiento de los 
costos para los empresarios, en la medida en que las tasas de inte-
rés comenzarían a crecer liberadas de cualquier control estatal. La 
respuesta, no se hizo esperar: desde junio de 1977 se profundizó 
la contracción monetaria, en una tendencia que se mantendría 
hasta noviembre con gran vigor y luego atenuada hasta abril de 
1978. Frente al esperable encarecimiento del crédito resultante, 
la actividad económica comenzó a enfriarse. A pesar de todo, la 
inflación, indómita, desafiaba el arsenal de medidas ortodoxas 
a las que había recurrido el ministro hasta entonces. Los meses 
que siguieron transcurrieron entre la incertidumbre respecto a la 
continuidad del ministro en su cargo, a causa de las presiones de 
los sectores más nacionalistas de las Fuerzas Armadas, y la elabo-
ración de las medidas para controlar el alza de precios que serían 
anunciadas sobre finales de ese mismo año. 

El 20 de diciembre sería la fecha escogida para anunciar lo que 
en la crónica publicada al día siguiente en La Prensa se resumía 
de la siguiente forma: La etapa que se iniciará el año próximo 
tenderá, en esencia, a la profundización de medidas y a ajustar 
el programa económico para promover la actividad productiva y 
reducir la tasa inflacionaria” (La Prensa, 21 de diciembre de 1978). 
En líneas generales, los anuncios no hacían sino reafirmar lo seña-
lado en su discurso inaugural respecto a la necesidad de reducir el 
gasto público y el déficit del presupuesto. Enfrentado a las tensio-
nes al interior de las propias Fuerzas Armadas, los límites para la 
privatización de algunas empresas claves se habían ido volviendo 
evidentes para el ministro. Como respuesta: 

En muchos casos [...] en que no es posible lograr la priva-
tización de la empresa, estamos llevando adelante lo que 
hemos denominado “privatización periférica”, o sea de 
encargar a la actividad privada la realización de una canti-
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dad de acciones, de obras y de servicios mediante la contra-
tación con las empresas que pueden ser más eficazmente y 
más económicamente realizadas por el sector privado. (La 
Prensa, 21 de diciembre de 1978.)

Este proceso de privatización periférica de algunas empresas esta-
tales se complementaba con un presupuesto de inversión pública 
para el período 1979-1981, que pretendía correlacionar el gasto con 
los recursos disponibles. No obstante, dos anuncios representaban 
un relativo cambio de rumbo en materia de política económica: la 
caída de las barreras arancelarias y la adopción de un sistema de 
pequeñas devaluaciones anunciadas anticipadamente, la “tablita”. 

Respecto a los aranceles, si bien ya habían existido intentos en 
ese sentido, el plan ahora consistía en un proyecto a cinco años 
por el cual los máximos niveles arancelarios para los productos 
importados irían disminuyendo de forma gradual, aunque más 
rápidamente luego del segundo año de aplicación. En parte era 
una respuesta a lo que se definía como un problema de oferta: 

Cuando veamos que haya una oferta insuficiente para 
atender la demanda creciente o que frente a una capacidad 
instalada insuficientemente utilizada los precios comiencen 
a ascender sin utilizar plenamente la capacidad productiva, 
y se eleven por encima de los niveles promedio asegurados 
por estos márgenes de referencia que hemos anunciado, 
entonces procederemos a adelantar transitoriamente algu-
nas de las etapas de la reforma arancelaria a los fines de 
nivelar el abastecimiento del mercado. (La Prensa, 21 de 
diciembre de 1978.)

Esta propuesta, sin embargo, se vio alterada con el paso del tiem-
po en un doble sentido: por un lado, en 1980 se apuró el ritmo de 
apertura, dejando de lado las pautas elaboradas al momento de 
anunciar el plan de cinco años; del otro, dicha política no afectó a 
la industria automotriz ni supuso la eliminación del régimen de 
promoción que protegía a industrias nuevas.

En cuanto a la tablita, el ministro anunciaba que comenzarían a
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establecer pautas de conducta futura para el tipo de cambio 
y el programa monetario mediante anuncios periódicos que 
se irán conociendo. Con respecto al tipo de cambio, durante 
los ocho primeros meses de 1979 los tipos de cambio para 
transferencias al contado se incrementarán diariamente en 
porcentajes que implicarán tasas de devaluación mensual 
declinantes y la intervención del Banco Central en el mer-
cado asegurará que se vayan cumpliendo estas pautas. (La 
Prensa, 21 de diciembre de 1978.)

En términos concretos, el valor del dólar sería anunciado para 
los meses venideros, junto con los salarios mínimos y las tari-
fas, con el propósito de enfriar la inflación. Esto respondía a la 
intención de buscar la convergencia entre la inflación local y la 
internacional a medida que se modificaba el tipo de cambio. 
Respondía a lo que por entonces se conocía como el “enfoque 
monetario de balanza de pagos”, que había logrado reducir el 
ritmo del aumento de los precios en Chile luego de su aplicación 
a mediados de 1976 y estaba directamente ligada a la tradición 
de la Escuela de Chicago.

En una entrevista concedida algunos días más tarde, Martínez 
de Hoz era consultado acerca de la persistencia de la inflación, que 
en definitiva había orientado el cambio de estrategia para comba-
tirla. Ante todo, se encargaba de precisar que aunque el déficit se 
hubiera reducido, todavía era necesario mejorar la recaudación. 
En buena medida, eso explica que para 1979 se ampliara la base 
impositiva del Impuesto al Valor Agregado. Más en general, sin 
embargo, postulaba que los cambios en las “reglas del juego” no 
habían implicado un cambio consecuente en el accionar de los 
agentes económicos: 

Piense que más difícil que cambiar los hábitos económicos 
es cambiar la política empresarial de precios, la política de 
stocks, la política de tasas de interés, la de financiamiento 
y la de comercialización. Piense usted esto: ¿qué hombre 
de menos de cincuenta años ha vivido en la Argentina 
alguna época sin inflación? Volviendo a las empresas: las 
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que se dieron cuenta rápidamente de los cambios sanearon 
su situación y están recuperadas. Las que se dieron cuenta 
más tarde aún están saliendo. Y las que no se dieron cuen-
ta, o no han querido darse cuenta, se habrán quedado en 
el camino. Pero ése es un proceso de saneamiento que se 
cumple una sola vez. (Somos, 27 de diciembre de 1978.)

En ese sentido, parecía claro que la liberalización de los mercados 
todavía no se correspondía con un cambio en el comportamiento 
de los empresarios.

Esta reflexión de Martínez de Hoz en buena medida terminaría 
convirtiéndose en una profecía autocumplida: la aplicación de 
la tablita no logró reducir la inflación al ritmo esperado. Como 
consecuencia, los precios locales aumentaron mucho más rápido 
que el valor del dólar, generando una apreciación real del peso. 
Este escenario, combinado con la caída de las barreras aduaneras, 
significó un ingreso masivo de productos importados al mercado 
argentino, con el consecuente deterioro de las industrias locales. 
Esta merma en la producción en un contexto de fuerte espe-
culación financiera, motivada a su vez por la reforma de 1977, 
terminó desencadenando en 1980 una crisis bancaria que afectó, 
entre otras, a una de las entidades que más había crecido por esos 
años: el Banco de Intercambio Regional. En ese contexto, el Banco 
Central debió desprenderse de buena parte de sus reservas para 
evitar el colapso del sistema bancario, deteriorando todavía más el 
frente externo. El final de la historia es conocido: hacia comienzos 
de 1981 una brusca devaluación no pautada implicó el abandono 
de la tablita y precedió la salida de Martínez de Hoz de su cargo, 
ocupado ahora por Lorenzo Sigaut.

¿Objetivos cumplidos?

Unos meses después de abandonar su cargo, Martínez de Hoz 
publicaría las memorias de su gestión en un libro en el que compi-
laba los diferentes aspectos de su política económica. En el balan-
ce, ya en las últimas páginas, no dudaba en afirmar:
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Más allá de las dificultades y estrecheces del último año 
de nuestra gestión [...] consideramos que el programa 
económico del 2 de abril de 1976 dio lugar a que en los 
cinco años de su aplicación bajo el primer gobierno del 
Proceso de Reorganización Nacional, se llevaran a cabo 
transformaciones en la estructura misma de la economía y 
en la mentalidad de los habitantes de nuestro país, que por 
su profundidad e importancia tendrán trascendencia en el 
futuro para que puedan cumplirse cabalmente los objetivos 
de marzo de 1976. (Martínez de Hoz, 1981, p. 241.)

Ahora bien, al margen de la lectura laudatoria que el ministro 
saliente tenía sobre su propia gestión, ¿cuál había sido el impacto 
de su política en la economía argentina? O, mejor todavía, ¿cuál 
había sido el impacto de su política en relación a los objetivos que 
se había planteado al asumir?

En lo que refiere al papel interventor del Estado en la eco-
nomía, lo cierto es que si observamos la evolución del personal 
empleado por la administración central (gráfico 2), ésta parece no 
haber variado considerablemente en aquellos años.

Gráfico 2. Evolución del personal empleado por la administración central, 
1964-1985

Fuente: Ferreres (2010).

Sin embargo, si analizamos el déficit fiscal como porcentaje del 
producto bruto interno (PBI), vemos que la gestión de Martínez de 
Hoz logró una brusca reducción inicial aunque apenas mantuvo 
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niveles semejantes a los de la primera mitad de la década de 1970 
(gráfico 3). Ya en 1980, con la crisis bancaria, el déficit volvió a 
dispararse. En buena medida, esta reducción del gasto se tradujo 
en la eliminación de las políticas de protección industrial típicas 
del período de la ISI.

Gráfico 3. Evolución del déficit fiscal, 1964-1985

Fuente: Ferreres (2010).

Ahora bien, las consecuencias de esas políticas pueden rastrear-
se en diferentes dimensiones. Ante todo, la composición de las 
importaciones evidencia el notable aumento de la llegada de 
bienes de consumo, que en los dos años que siguieron a la apli-
cación de la tablita se multiplicó casi diez veces. Los bienes de 
capital, por su parte, también aumentaron, aunque a un ritmo 
menor (gráfico 4).

Desde otra perspectiva, la caída de los salarios industriales y 
del PBI industrial también nos habla del enorme deterioro de la 
producción de manufacturas para el mercado interno, uno de los 
pilares del modelo de la ISI (gráfico 5).

Si tomamos en cuenta el hecho de que otro de los objetivos 
centrales propuestos en el programa del 2 de abril se vinculaba a 
la liberación del mercado de capitales, la reforma financiera jugó 
un rol clave al sentar las nuevas reglas del juego. Pero, por otra 
parte, las consecuencias de la apertura financiera y comercial 
acabarían condicionando a la economía argentina en un doble 
sentido hacia el futuro: a través de la caída de las reservas del 
Banco Central y el fuerte aumento de la deuda externa (gráficos 
6 y 7). 
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Gráfico 4. Composición de las importaciones, 1964-1985

Fuente: Ferreres (2010).

Gráfico 5. Evolución del salario real industrial y del PBI industrial,  
1964-1985

Fuente: Ferreres (2010).

Gráfico 6. Evolución de las reservas internacionales, 1964-1985

Fuente: Ferreres (2010).
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Gráfico 7. Evolución de la deuda pública externa como porcentaje del PBI, 
1964-1985

Fuente: Ferreres (2010).

En ese sentido, los logros que Martínez de Hoz reclamaba para 
su gestión deben ser analizados en dos niveles distintos. En 
relación a sus objetivos iniciales, el grado de éxito parece más 
bien limitado. Si retomamos las medidas vinculadas a la esta-
bilización macroeconómica –eliminación del déficit, baja de la 
emisión y reducción de la inflación–, los síntomas del fracaso 
eran numerosos, especialmente luego de la crisis de 1980. No 
obstante, el menor peso de la industria en la actividad económica 
y la liberalización del mercado financiero ofrecen un testimonio 
acorde con el espíritu de reformas inicial. Si medimos, por otra 
parte, el impacto sobre el funcionamiento de la economía local 
y, todavía más, sobre el legado que dejaría a las gestiones que 
asumieron con la vuelta de la democracia, los efectos aparecen 
como devastadores.

Conclusiones

Llegados a este punto, podemos ofrecer algunas reflexiones fina-
les en relación a lo planteado en el inicio del trabajo. Ante todo, 
coincidimos con la principal literatura existente sobre el período 
respecto al cambio brusco que representó la gestión de Martínez 
de Hoz en relación al funcionamiento de la economía argentina. 
Resulta evidente que las políticas desarrolladas por entonces 
alteraron el patrón de funcionamiento económico que se había 
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iniciado con la aparición de la ISI, sustentado en el desarrollo de 
una política industrial orientada al mercado interno, garantizada 
por altas dosis de intervención estatal. A su vez, la caída en la acti-
vidad industrial se complementó con un importante aumento de 
la deuda externa y una dura caída de las reservas internacionales. 
Todo ello, unido a un aumento del peso relativo de la actividad 
financiera, terminaron por sentar las bases de una economía sobre 
la que el Estado tenía una capacidad de intervención mucho 
menor.

Sin embargo, no se encuentra allí el eje principal de la discusión 
aquí planteada, sino en la existencia de un plan previo y de largo 
aliento de Martínez de Hoz y su equipo. En ese sentido, considera-
mos que los argumentos aquí presentados permiten avalar la hipó-
tesis de que dicho plan existió, aunque con particularidades. En 
primer lugar, resulta sintomático el hecho de que muchos de los 
reclamos que los principales exponentes de la tradición neoliberal 
local vociferaban desde su lugar de resistencia durante el apogeo 
de la ISI fueran tomados en cuenta en los objetivos de política eco-
nómica presentados en el programa del 2 de abril de 1976, que en 
sus líneas fundamentales siguieron vigentes también en la etapa 
iniciada el 20 de diciembre de 1978. La vocación por construir un 
Estado subsidiario, la voluntad de quitarle peso a la actividad 
industrial y, en paralelo, poder de fuego al movimiento obrero 
organizado, y la intención de desregular el funcionamiento del 
mercado fueron algunos de esos puntos centrales. Justamente por 
eso, no resulta sorpresivo que muchos de los personajes principa-
les de lo que hemos llamado la “larga marcha” del neoliberalismo 
en la Argentina tuvieran un rol destacado bajo la administración 
de Martínez de Hoz –con la excepción para nada menor de Álvaro 
Alsogaray, como analizamos en otro trabajo (Pryluka, 2015)–. En 
segundo término, al observar los resultados de la política econó-
mica de aquellos años, constatamos que los resultados obtenidos 
se condecían en buena medida con las propuestas que aspiraban a 
reestructurar la economía local. La reducción del déficit unida a la 
fuerte caída de los salarios y de la producción industrial sentaban 
las bases para una nueva etapa. La desregulación de la activi-
dad financiera y la baja arancelaria, en paralelo, eran las piezas 
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fundamentales de una economía cada vez menos regulada por el 
Estado.

En ese contexto, los cambios de rumbo en materia de política 
antiinflacionaria parecen responder sobre todo a dos elementos 
determinantes. Por un lado, a las presiones de ciertos sectores de 
las Fuerzas Armadas que querían evitar a toda costa una política 
recesiva que implicara un aumento de la conflictividad social. Por 
otro, al aumento del peso relativo que el problema inflacionario 
comenzó a tener para los diagnósticos que Martínez de Hoz y su 
equipo realizaban a medida que avanzó su gestión. No obstante, 
consideramos que sería un error suponer por ello la inexistencia 
de un plan que, como acabamos de demostrar, no estaba falto de 
coherencia interna. 

Para concluir, retomemos entonces la hipótesis inicial respecto 
a la existencia de un “plan sin planificación”. Esta expresión pre-
tende sintetizar dos problemas. Ante todo, que la fuerte asociación 
existente en la literatura entre planificación y políticas del desarro-
llo vinculadas a la ISI terminó por eclipsar la necesidad de reflexio-
nar acercar de cómo desde el campo del liberalismo también 
existieron proyectos que contaban con programas de gobierno que 
aspiraban a coronar el papel del mercado como principal ordena-
dor del funcionamiento de la economía. Sin dudas se trataba de 
proyectos que no implicaban ni instituciones específicas para tal 
fin ni metas puntuales respecto a las herramientas a emplear o a 
los resultados esperados en el mediano y el largo plazo. Pero eso 
no excluye la vocación de dirigir la economía con el objetivo prin-
cipal de desregular el mercado. Por otra parte, aunque vinculado 
con lo anterior, la falta de planificación se hizo evidente en las 
debilidades que presentó la gestión de Martínez de Hoz, tensiona-
da por las internas de las Fuerzas Armadas y por las dificultades 
implícitas en la traducción que supone convertir ideas generales 
respecto al funcionamiento de la economía en políticas puntuales. 
Así, los cambios de rumbo operados a lo largo del período ana-
lizado son un buen ejemplo de la ausencia de una planificación 
específica para apuntalar la aplicación de un plan económico que 
contaba con una larga tradición en la escena local. 
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8 | Privatización periférica, endeudamiento 
externo y disciplinamiento de la fuerza  

de trabajo: las empresas públicas del  
sector energético entre 1976-1983

Introducción

Existe una profusa bibliografía acerca de la política económica 
desplegada por la última dictadura cívico-militar, sus efectos sobre 
la reconfiguración del régimen social de acumulación (en especial, 
su impacto desindustrializador sobre el sector manufacturero y la 
puesta en marcha de un modo de funcionamiento de la economía 
basado en la valorización financiera), el disciplinamiento de la 
clase obrera urbana industrial empleada en el sector privado y su 
funcionalidad con respecto al más vasto proyecto político refun-
dacional de la economía y la sociedad argentinas que se sostuvo 
desde el autodenominado “Proceso de Reorganización Nacional”.1 

Por otro lado, se halla una serie de estudios muy significativos 
que, desde diversas perspectivas, ha examinado en profundidad 
las tensiones entre política y economía, y las disputas en el seno del 
elenco gubernamental del Proceso2 entre las fracciones proclives a 

1	 En ese sentido, cabe destacar los aportes de autores tan variados como: Azpiazu, 
Basualdo y Khavisse ([1986] 2004); Basualdo (2010 y 2013); Belini y Korol (2012); 
Canitrot (1980); Damill y Frenkel (1987); Ferrer (2008); Gerchunoff y Llach (2007); 
Rapoport (2003); Schorr (2013); Schvarzer (1979 y 1986); Vitelli, (2012).

2	 En ese orden de cosas, vale resaltar los aportes, entre otros, de Canelo (2004 y 
2008); Cavarozzi (2006); Heredia (2004 y 2013); Oszlak (1983 y 1991); Pucciarelli 
(2004); Quiroga (2004); Novaro y Palermo (2003); Sidicaro (2001 y 2004).
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una mayor intervención estatal en el proceso económico (mayo-
ritariamente ligadas a cierto sector de las Fuerzas Armadas con 
una tradición nacionalista, estatista e industrialista) y aquellas 
que preconizaban desde una filosofía liberal y aperturista una cre-
ciente retirada del Estado (tal es el caso del llamado “principio de 
subsidiariedad estatal” esgrimido por el equipo comandado por 
José Alfredo Martínez de Hoz al frente del Ministerio de Economía 
de la Nación); así como también las trayectorias, ideas y discrepan-
cias dentro del propio gabinete económico.3

Asimismo, existe una importante literatura que ha analizado 
en clave histórica el desenvolvimiento del sector hidrocarburí-
fero (haciendo especial foco en la empresa estatal Yacimientos 
Petrolíferos Fiscales), y le ha dedicado capítulos y/o apartados 
sobre su derrotero durante la última dictadura cívico-militar.4 

Otra serie de trabajos, de diversa índole, ha hecho hincapié en 
las prácticas de corrupción, los sobornos y cohechos en torno a la 
privatización periférica de Yacimientos Petrolíferos Fiscales (YPF) 
y a los contratos de explotación firmados por esta firma estatal 
con empresas privadas bajo la gestión procesista, los cuales dieron 

3	 Dicho principio preconizaba una creciente retirada estatal de ciertas actividades 
que eran consideradas como propias del sector privado. Esa “retirada” habría 
de quedar plasmada en la frase “achicar el Estado, para agrandar la Nación”. 
Dado que el diagnóstico de la coalición golpista juzgaba como “excesiva” la 
participación del Estado en la economía doméstica, y se la consideraba como 
una de las principales causas del desbordado proceso inflacionario que se vivía a 
comienzos de 1976, se estimaba pertinente una reducción del papel económico del 
Estado tanto en términos relativos como absolutos. Según Belini y Rougier (2008), 
el principio de subsidiariedad del Estado habría sido probablemente tomado de 
la doctrina eclesiástica. Así, en los Comentarios sobre la Doctrina Social Católica 
del Instituto León XIII, publicados por la Biblioteca de Autores Cristianos de 
España, se lee el siguiente pronunciamiento: “El Estado deberá positivamente 
actuar a favor de la acción individual o de las sociedades infraestatales, es decir 
deberá servir de subsidium a esta acción. Así no supone una mera división de 
competencia, sino que es un principio de cooperación en el sentido de que el 
Estado debe favorecer, estimular y completar la acción individual. El principio de 
subsidiariedad no es sólo un límite a la acción estatal, es también un cauce para 
esa acción” (El Economista, 1979, citado en Belini y Rougier, 2008, p. 297).

4	 En esa línea, es dable mencionar los estudios de Barrera (2012 y 2014); Barrera, 
Sabbatella y Serrani (2012); Bernal (2005); Kozulj y Bravo (1993); Mansilla (2007); 
Salas (2007); San Martín (2006); Silenzi de Stagni (1983); Solberg (1986).
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lugar a la generación de nichos de negocios sumamente reditua-
bles para el capital privado.5

Más allá del caso puntual de YPF y de algunos valiosos trabajos 
sobre el Estado empresario y las empresas públicas,6 es relativa-
mente poco lo que se ha indagado acerca del desempeño de las 
empresas públicas en general durante el Proceso y, mucho menos, 
se ha intentado dar una visión de conjunto de la firmas estatales 
del estratégico sector energético durante el período 1976-1983, su 
vinculación con las transformaciones registradas en el régimen 
de acumulación y con el proyecto refundacional encarado por las 
Fuerzas Armadas y sus aliados civiles en esos años. 

En ese sentido, el presente trabajo analiza la performance de las 
empresas públicas del sector energético y su papel en el proce-
so de reestructuración de la economía y la sociedad argentinas. 
Para ello se centrará el análisis en las firmas YPF, Yacimientos 
Carboníferos Fiscales (YCF), Gas del Estado, Servicios Eléctricos 
del Gran Buenos Aires (SEGBA), Hidroeléctrica Norpatagónica 
(Hidronor), y Agua y Energía Eléctrica (AyEE); a fin de indagar 
en el rol que les cupo en la política de privatización periférica y 
el desmantelamiento del llamado “Estado empresario”, en el dis-
ciplinamiento de los trabajadores estatales, en el endeudamiento 
externo, en la inversión real fija, y en los precios y tarifas públicos. 

5	 Aquí resulta pertinente mencionar, las investigaciones de Bonelli (1984); Castellani 
(2006); Silenzi de Stagni (1978); Verbitsky ([1991] 2006); Vitelli (2006). La política 
de privatización periférica consistió, a grandes rasgos, en la transferencia, 
subcontratación y/o tercerización de numerosas actividades y tareas que otrora 
realizaba el Estado a través de sus diversas empresas y reparticiones públicas 
hacia un conjunto relativamente acotado de firmas privadas (mayoritariamente 
grandes grupos económicos locales). El procedimiento radicaba en el traspaso 
de algunas actividades al sector privado por medio de un contrato de cesión 
específico. Sin embargo, el mecanismo no era del todo novedoso, ya que en rigor 
suponía la intensificación y profundización de una práctica que hacía tiempo 
venían desplegando las grandes firmas del Estado, las cuales siempre habían 
recurrido, por razones operativas, de especialización o de optimización de la 
estructura de costos, a la subcontratación de determinadas tareas. Cfr. Schvarzer 
(1986, pp. 275-276).

6	 Tales como los de Belini y Rougier (2008); Boneo (1980); Bour y Sturzenegger 
(1984); Odisio (2013a y 2013b); Regalsky y Rougier (2015); Schvarzer (1979 y 
1986); y Ugalde (1984).
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Ello resulta de suma relevancia, no sólo por el lugar estratégico 
que ocupaban las mencionadas empresas en la estructura produc-
tiva del país, debido a sus volúmenes de facturación, niveles de 
empleo y salarios, y capacidad inductora de un proceso de desa-
rrollo sostenible, sino también por la importancia política y hasta 
simbólica que detentaban para amplios sectores, tanto civiles 
como militares, en términos de soberanía nacional e integración 
social. 

Esto se torna aún más significativo, si se tiene en cuenta que a 
nivel de los agentes económicos privados, en el lapso 1976-1983, 
se ha constatado el surgimiento y consolidación de un reducido 
grupo que evidenció un desempeño relativo altamente favorable, 
en contraste con la magra performance alcanzada por el resto de los 
agentes públicos y privados que operaban en el seno de la econo-
mía local. En este sentido resulta plausible señalar la existencia 
de ciertos espacios y/o contextos de actividad económica con 
elevados niveles de rentabilidad y con escasa o nula exposición 
a la lógica de la “competencia capitalista”, se erigieron en lo que 
Castellani (2006) ha denominado como “ámbitos privilegiados de 
acumulación de capital” para una importante franja del capital 
concentrado interno (grupos económicos locales y conglomerados 
extranjeros que operaban en la Argentina), dados sus vínculos 
con los distintos segmentos del aparato estatal y su capacidad de 
incidir sobre el diseño, la orientación y la implementación de las 
políticas públicas.

En ese orden de ideas, se procura, por un lado, aportar evi-
dencia empírica específica sobre el desempeño de las empresas 
públicas energéticas bajo el Proceso y, por otro lado, contribuir, 
a partir de los estudios de casos, al debate más general sobre la 
problemática de la planificación estatal y el desarrollo en una 
economía periférica como la argentina. En otros términos, se 
aspira a proporcionar algunos elementos de juicio que permitan 
reflexionar sobre los avatares del Estado empresario, las empre-
sas públicas, las falencias y/o ausencias de la planificación y las 
restricciones que todo ello supuso a la hora de delinear una estra-
tegia de desarrollo económico, inclusiva en lo social y sostenible 
en el tiempo. 
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Las tensiones en el seno  
del elenco gubernamental del Proceso

Uno de los objetivos centrales del dictador Jorge Rafael Videla y, 
en especial, de su ministro de Economía, José Alfredo Martínez de 
Hoz, fue el de poner en marcha la reducción del sector público a 
partir de la aplicación del principio de subsidiariedad del Estado. 
Dicho principio, tal como se señaló anteriormente, hacía foco en la 
necesidad de reducir el papel del Estado en la economía, no sólo 
en materia regulatoria, sino, muy enfáticamente, en su faceta de 
productor de bienes y servicios. En ese sentido, el desmantela-
miento del llamado Estado empresario, en particular de las gran-
des empresas públicas, se erigió en uno de los criterios rectores de 
la gestión de Videla y Martínez de Hoz. 

Antes de la consumación del golpe de Estado de marzo de 
1976, más precisamente, en las postrimerías del tercer gobierno 
peronista (1973-1976), los militares, la derecha liberal tradicional 
y la nueva derecha liberal tecnocrática habían convergido en un 
diagnóstico común acerca de la naturaleza de la crisis argentina. 

Sin embargo, más allá de esa convergencia inicial en el diagnósti-
co, la última dictadura cívico-militar, lejos estuvo de constituirse en 
un bloque homogéneo, con una ideología netamente liberal y con 
objetivos comunes. La propia lógica de gestión y reparto de las dis-
tintas instancias del aparato estatal entre las tres Fuerzas Armadas 
y sus aliados civiles conspiró contra el establecimiento de una línea 
directriz clara de gobierno. En efecto, el régimen instaurado a partir 
del golpe de Estado del 24 de marzo de 1976 tuvo como rasgo carac-
terístico el hecho de ser conducido por el Ejército, la Marina y la 
Aeronáutica. La Junta Militar, integrada por los tres comandantes, se 
instituyó en el órgano que detentaba el control supremo del Estado. 

A su vez se estableció un peculiar andamiaje institucional en 
el que las tres armas se repartieron en partes iguales los distin-
tos cargos gubernamentales.7 Este esquema de gobierno trajo  

7	 Aunque algunos puestos de relieve fueron reservados para civiles que ocuparon 
cargos en distintos organismos y empresas públicas. Un caso paradigmático es el 
de Martínez de Hoz al frente del Ministerio de Economía. 
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aparejados una serie de conflictos inter e intrafuerzas que tornaron 
harto dificultosa la gestión de los asuntos públicos. La rivalidad y 
la competencia histórica entre las tres fuerzas, en especial entre el 
Ejército y la Marina, se intensificó al extremo, dado ese complejo 
entramado institucional. 

Si bien el terrorismo de Estado fue la amalgama que cohesionó 
a las distintas facciones del “Proceso de Reorganización Nacional”, 
no todos los sectores del gobierno procesista estaban de acuerdo 
con la política económica de Martínez de Hoz y su filosofía pri-
vatista (Canelo, 2008, pp. 57-58). En la práctica la implementación 
de dicha política se enfrentó con una serie de escollos difíciles de 
eludir. Esos escollos tuvieron que ver con la coexistencia en el seno 
del elenco gubernamental de proyectos contradictorios entre sí; 
derivados, en lo esencial, de los diferentes intereses materiales y 
las diversas concepciones político-ideológicas que anidaban en el 
gobierno de facto.

Tal como han subrayado Canelo (2008) y Novaro y Palermo 
(2003), para las Fuerzas Armadas el aniquilamiento de la gue-
rrilla y todas las formas de disenso social operó como elemento 
de cohesión y amalgama institucional, un cemento ideológico y 
una fuente de legitimación ante la sociedad; mientras que por el 
contrario la política económica de Martínez de Hoz fue uno de los 
tantos motivos de conflictos internos que atravesaron a las Fuerzas 
Armadas y que además generaron tensiones entre ciertas fraccio-
nes militares y parte del equipo económico (Novaro y Palermo, 
2003, pp. 42-43). La visión antiestatista y antiindustrialista esgri-
mida por el equipo comandado por Martínez de Hoz colisionó con 
algunas de las premisas que antaño formaron parte del imaginario 
castrense, como la preeminencia del rol del Estado y el desarrollo 
de una sólida base industrial en aras de los designios de la defensa 
nacional. 

Así las cosas, mientras que, por un lado, Martínez de Hoz 
expresaba el ala liberal de la dictadura, que apuntaba a la pri-
vatización total de las empresas públicas y a la apertura de la 
economía argentina a los flujos comerciales y financieros interna-
cionales, por otro lado, existía una suerte de concepción neode-
sarrollista en parte de las filas castrenses, la cual pregonaba una 
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relación diferente entre Estado y mercado, asignándole al primero 
un papel crucial en la definición de los grandes objetivos estratégi-
cos en términos económicos y sociales. La materialización de esta 
visión neodesarrollista se produjo mediante la creación del efíme-
ro Ministerio de Planeamiento comandado por el general Ramón 
Genaro Díaz Bessone (Pucciarelli, 2004, pp. 121-122). 

Empero, dichas tensiones no se circunscribieron a las dife-
rencias entre los propósitos del equipo económico y los intereses 
materiales y/o las convicciones ideológicas de ciertos sectores cas-
trenses (en particular, los de la Dirección General de Fabricaciones 
Militares) que se oponían a la política económica de Martínez de 
Hoz, sino que también se suscitaron por las propias divergencias 
de criterio en el seno del gabinete económico. La coexistencia de lo 
que Heredia (2004) ha denominado como el liberalismo tradicio-
nal y el liberalismo tecnocrático fue un óbice nada desdeñable a la 
hora de la formulación e instrumentación de las políticas públicas. 

Esta puja no fue inocua en términos de la calidad de la inter-
vención pública en materia económica, ya que marcó serios límites 
al accionar del Estado, el cual osciló entre la puesta en marcha de 
reformas estructurales (como la del sistema financiero) y el manejo 
de los problemas más coyunturales como la inflación. Estas desa-
venencias en el gabinete económico en conjunción con las resisten-
cias militares determinaron que el programa económico general 
de Martínez de Hoz y su política de privatización de empresas 
públicas se desplazara por un estrecho y sinuoso sendero. 

La racionalización de la dotación de trabajadores, 
la reducción de los salarios y el aumento de la 

productividad laboral

Tal como se ha indicado, uno de los propósitos centrales del 
“Proceso de Reorganización Nacional” fue la desarticulación, 
desmovilización y disciplinamiento de la clase obrera (Quiroga, 
2004, p. 65), en el marco de lo que algunos autores han señalado 
como una verdadera revancha oligárquica (Basualdo, 2010, p. 117) 
o revancha clasista (Basualdo, 2013, p. 90) por parte de los sectores 
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dominantes representados, entre otras instancias, por el elenco 
gubernamental de la última dictadura cívico-militar. Si bien la 
literatura especializada ha indagado los efectos de dicha revancha 
sobre los trabajadores de la industria manufacturera, en especial 
los del sector privado, se ha estudiado relativamente poco las con-
secuencias que la política económica de la dictadura tuvo para con 
los trabajadores del sector público en general y de las empresas 
estatales del sector energético en particular. 

En esa línea es que la presente sección se aboca a relevar el com-
portamiento de esas firmas en materia de política laboral, la evo-
lución de sus dotaciones de empleados, la trayectoria seguida por 
las remuneraciones y el desempeño en términos de productividad. 

En primer lugar, cabe destacar que las empresas públicas del sec-
tor energético fueron expuestas a un severo proceso de racionaliza-
ción de sus planteles laborales, en consonancia con el mentado princi-
pio de subsidiariedad estatal y la política de privatización periférica. 

En efecto, si se analiza la evolución de la cantidad de emplea-
dos de las tres empresas del subsector combustibles como YPF, 
YCF y Gas del Estado, tal como se presenta la información en el 
cuadro 1 (ver Anexo Estadístico), se comprueba, si bien con mati-
ces, una reducción en el número de agentes ocupados por las tres 
firmas. La tendencia general fue al declive en la cantidad de per-
sonal ocupado, desde el mismo momento del golpe de Estado en 
1976 hasta 1981, año de la finalización de la gestión de Martínez de 
Hoz y comienzo de una severa crisis económica. Luego, en los últi-
mos dos años de la gestión procesista, 1982 y 1983, se observa una 
reversión parcial de esa tendencia, ya que el número de empleados 
asciende ligeramente con relación a las cifras de 1981, aunque se 
situaba por debajo de los guarismos de los años 1974 y 1975.8 

8	 Este último es, en todos los casos, el año de mayor incremento en la cantidad de 
ocupados de toda la serie 1974-1983, y coincide con un significativo aumento en 
el empleo estatal y en el gasto público a nivel general durante las postrimerías del 
tercer gobierno peronista (1973-1976). En ese sentido, vale apuntar que en 1975 
el déficit fiscal arrojó la exorbitante cifra del 15,9% del PBI, como resultado de 
la mayor dotación de personal estatal y de la concomitante suba de salarios de 
los empleados públicos, así como también del creciente desembolso de diversos 
tipos de subsidios (Rapoport, 2003, p. 695).
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Por ejemplo, tal como lo demuestra el cuadro 1, en el caso pun-
tual de YPF si se coteja la dotación de personal de 1974 con respec-
to a la de 1983, se constata que esta última era un 23% inferior a la 
del primero de esos años. Empero, si la comparación se efectúa con 
respecto al año 1975 (año previo al golpe de Estado y signado por 
un significativo incremento del empleo en el conjunto del sector 
público), la caída se torna mucho más pronunciada, dado que en 
1983 el plantel de trabajadores de la empresa petrolera se hallaba 
casi 42 puntos porcentuales por debajo de la dotación correspon-
diente al año 1975. 

El caso de Gas del Estado es donde se corrobora un descenso 
más leve en la cantidad de trabajadores: en 1983 la dotación de 
personal se hallaba un 6% por debajo del registro de 1974 y, con 
relación a 1975, la caída fue de casi 11 puntos porcentuales. De 
modo análogo al de YPF, YCF también experimentó una impor-
tante pérdida en materia de ocupación durante el lapso 1974-1983 
(una caída del orden del 20%) y, si el cotejo se lleva a cabo con res-
pecto a 1975, también se constata una fuerte merma en la cantidad 
de ocupados (de casi 33 puntos porcentuales). 

En cuanto a las empresas públicas del subsector eléctrico 
(SEGBA, AyEE) es dable observar, tal como lo evidencia el cuadro 
2, que también atravesaron un proceso de racionalización en sus 
niveles de ocupación, si se toma como punto de comparación el 
lapso 1974-1983. En efecto, SEGBA experimentó un descenso en 
la cantidad de ocupados, dado que en 1983 su dotación de per-
sonal era un 23% más baja que la de 1974. En el caso de la firma 
AyEE, es donde se verificó el mayor decremento en el plantel 
laboral, que era en 1983 un 44% más reducido que en 1974 (el 
descenso con relación a 1975 fue de casi 82 puntos porcentuales). 
La única excepción del conjunto de empresas analizadas es la 
firma Hidronor que vio cómo se incrementó de manera signifi-
cativa su dotación de personal, ya que en 1974 contaba con 518 
trabajadores, mientras que en 1983 ostentaba una plantilla laboral 
de 1.057 empleados (es decir, un aumento del 104% entre ambos 
extremos). 

En materia de salarios las empresas energéticas también exhi-
bieron un comportamiento hacia la baja, en consonancia con lo 
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acaecido en el resto de la economía argentina. En ese sentido, el 
gráfico 1 muestra la evolución, en términos reales, del salario bruto 
medio percibido por los trabajadores de las firmas energéticas.

Aquí se puede discernir, pese a las abruptas variaciones inte-
ranuales, cuatro etapas claramente diferenciadas. La primera de 
ellas, que se inicia con el shock propiciado por el “Rodrigazo” de 
junio de 1975,9 está signada por una tendencia descendente en los 
salarios de las empresas energéticas, en consonancia con la baja 
seguida por las retribuciones del sector manufacturero.10 Con el 
golpe de Estado de marzo de 1976, los salarios experimentaron 
nuevamente una drástica caída en comparación con los niveles 
previos al derrocamiento del gobierno de María Estela Martínez 
de Perón y en algunos casos, como YPF y SEGBA, esa tendencia 
descendente se extendería hasta 1977 inclusive. A partir de 1978 y 
hasta 1980 comienza una segunda etapa en la que tendrá lugar una 
recuperación en las remuneraciones reales de las firmas energéti-
cas, la cual se verá interrumpida por la crisis desatada en este últi-
mo año. El severo efecto contractivo de la crisis de 1980-1982 sobre 
los salarios reales de dichas empresas (tercera fase) no podrá ser 
contrarrestado pese al alza parcial de las retribuciones salariales 
que se constató en las postrimerías de la dictadura (cuarta etapa); 
ello se ve ilustrado por el hecho de que, al terminar el Proceso en 
1983, los salarios reales se encontraban igual o por debajo de los 
niveles registrados para el año 1974. La excepción la constituye 

9	 Alude a la política de ajuste ortodoxo encarada por el ministro de Economía, 
Celestino Rodrigo, durante la presidencia de María Estela Martínez de Perón 
en junio de 1975. Básicamente, la misma consistió en una megadevaluación del 
tipo de cambio (se pasó de una tasa cambiaria de 15 pesos por dólar a otra de 
30 pesos por la misma cantidad de la divisa norteamericana), seguida de un 
notable incremento en los precios y tarifas públicas (en el caso de la nafta se 
llegó a un aumento del 200%). Simultáneamente, se le ofrecía a los sindicatos una 
suba salarial inferior al 40%. Esto implicó un salto exponencial en los niveles de 
inflación. Cfr. Di Tella (1985), pp. 210-216; Leyba (2010), pp. 175-177; Restivo y 
Dellatorre (2005), pp. 19-23; Rougier y Fiszbein (2006), pp. 94-99. 

10	A excepción del caso de YCF que en 1975 registra un aumento por demás 
significativo de los salarios reales pagados a sus trabajadores. Desafortunadamente, 
hasta el momento, no se ha podido tener acceso a la memoria y balance de dicha 
empresa correspondiente al mencionado año, para verificar las razones que 
explicarían la magnitud del incremento salarial.
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YCF, ya que en la mayoría de los años exhibió niveles salariales 
superiores a los del año base, siendo sólo 1982 el año en que se 
evidenció la caída más sustantiva a lo largo de la serie.11

En lo que atañe a la evolución de la productividad de las firmas 
del sector energético, se puede comprobar, a partir del gráfico 2, 
el significativo incremento del producto por ocupado con relación 
a los niveles registrados en el año 1974. Esta importante suba de 
la productividad, que en el caso de la empresa AyEE es un 163% 
más elevada en 1983 con respecto a 1974, se produjo, en lo esencial, 
no sólo por un mayor nivel de producción, sino por la conjunción 
entre un incremento en el producto y la fortísima racionalización 
de los planteles laborales de las firmas energéticas. Lo cual indica 
que, más allá de ese mayor volumen de producción, los traba-
jadores se vieron sometidos, muy probablemente, a niveles más 
elevados en la explotación de su fuerza de trabajo.

 En el caso puntual de AyEE, cabe destacar que gran parte 
de la racionalización de su plantel laboral estuvo asociada no 
sólo con la política de privatización periférica, sino también con 
la concomitante provincialización de ciertos servicios esenciales 
que prestaban algunas importantes empresas públicas, es decir, la 
transferencia sin cargo que AyEE debió efectuar hacia las provin-
cias de los servicios de subtransmisión, distribución y generación 
aislada dentro de las respectivas jurisdicciones donde la empresa 
estatal operaba.12 

11	También resulta llamativo el descenso del salario real bruto medio de la firma 
AyEE constatado en el año 1982, dado que es el más abrupto de los decrementos 
de todas las empresas aquí consideradas. Lamentablemente, hasta el momento, 
no se ha podido acceder a la memoria y balance correspondiente a dicho año, 
para desentrañar con exactitud las causas de semejante declinación de las 
remuneraciones reales en esta empresa energética. Sólo se ha podido consultar 
los informes de la SIGEP a partir de los cuales se confeccionó el gráfico 1 con la 
evolución de los salarios reales. 

12	Dicha transferencia fue posibilitada por la Resolución Conjunta 9 y 1.332 de los 
Ministerios del Interior y Economía respectivamente, fechada el 3 de diciembre 
de 1979 y ratificada ulteriormente por el Decreto del Poder Ejecutivo Nacional 
258 del 3 de enero de 1980. Si bien dicha normativa excluía expresamente la 
provincialización de las instalaciones de interconexión provincial y la generación 
vinculada a ella, “no obstante la claridad del texto, se produjeron excepciones 
y Agua y Energía debió transferir a la provincia de Córdoba todo su parque 
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Ahora bien, si la perspectiva de análisis se sitúa en torno a la 
relación productividad y salarios, es dable comprobar un incre-
mento del excedente económico en las empresas energéticas. 
Este hecho halla una explicación plausible en el planteo original 
esbozado por Boneo (1980) acerca del cambio de tendencia en el 
desempeño de las empresas estatales bajo gestiones liberales-pri-
vatistas. En efecto, durante dichas gestiones (entre las cuales se 
incluía al “Proceso de Reorganización Nacional” de 1976-1983) 
el mencionado autor había constatado que el aumento del valor 
agregado generado por las firmas públicas se debía, por un lado, a 
los cambios operados en la estructura de precios y rentabilidades 
relativas (devaluación del tipo de cambio y actualización tarifaria 
mediante) y, por otro, a la sensible disminución de la participación 
de las retribuciones de los trabajadores sobre ese mismo valor 
agregado a causa de las reducciones de personal y de los salarios 
reales, siendo este último dato un factor que potenciaba, de mane-
ra fenomenal, el aumento del superávit bruto de explotación, es 
decir, de los excedentes a disposición de las empresas públicas.13

de generación y de interconexión entre plantas y en el caso de la provincia de 
Buenos Aires el centro de generación de Mar del Plata, en este caso en forma 
onerosa. Estas excepciones complicaron las transferencias ya que otras provincias 
pretendieron en mayor o menor grado instalaciones que conceptualmente no 
correspondían, y que Agua y Energía debió satisfacer” (FIEL, 1987, pp. 351-352). 

13	Ello no quiere decir que dichos excedentes hayan sido necesaria y efectivamente 
apropiados por las empresas públicas. Es muy probable que, dados los cambios 
permanentes en la estructura de precios y rentabilidades relativas de la economía 
argentina durante el período bajo estudio y los manejos discrecionales en la 
fijación de las tarifas de las firmas estatales, se haya producido una importante 
transferencia de recursos desde éstas hacia los consumidores y/o usuarios 
privados de los servicios públicos. A su vez, resulta plausible conjeturar que los 
principales beneficiarios de dicha transferencia hayan sido las grandes empresas 
privadas industriales y comerciales vía el pago de tarifas más bajas que las 
abonadas por los clientes residenciales.
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La evolución de la inversión, las tarifas 
y el endeudamiento de las empresas energéticas

En primer lugar, cabe señalar el carácter errático en materia 
de inversión real fija por parte de las empresas bajo análisis. 
Posiblemente, ello haya estado asociado a los avatares del ciclo 
económico, empero existen algunos indicios de que no necesaria-
mente se haya producido tal correspondencia. 

En el caso de YPF, si se comparan los niveles de inversión de 
1974 con respecto a los de 1983, estos últimos se hallaban un 19% 
por debajo del año base. Ahora bien, el sendero seguido por esa 
variable estuvo sujeto a importantes fluctuaciones que no tenían 
un correlato inevitable con lo acaecido en el nivel de actividad 
general de la economía argentina. Así, mientras que en 1978 el 
nivel de actividad experimentó un fuerte descenso con relación a 
1977 (año de crecimiento económico), la inversión de la petrolera 
estatal, por su parte, evidenció un alza significativa con respecto 
al año anterior (gráfico 3). 

Sin embargo, si la comparación del conjunto de las firmas del 
sector energético se efectúa con relación a los niveles de 1974, se 
verifica que, más allá de las oscilaciones, se asistió a un creciente 
proceso de desinversión en dichas empresas. Así las cosas, en el 
caso de YPF, Gas del Estado, YCF, SEGBA y AyEE, los niveles de 
inversión real fija de 1983 eran mucho más bajos que los registra-
dos en 1974.14 

En cuanto a la evolución seguida por los precios y tarifas, es 
posible corroborar, nuevamente, las fuertes variaciones intera-
nuales que se produjeron en todas las firmas analizadas en este 
trabajo. Pese a esas variaciones, es dable puntualizar, a partir del 
gráfico 4, que en los casos particulares de YPF y Gas del Estado, los 

14	También llama la atención el súbito aumento de los niveles de inversión de la 
firma YCF registrados en el año 1975 y su brusca caída ulterior. Resta para futuras 
investigaciones hallar la memoria y balance de dicha empresa correspondiente 
al referido año, a los efectos de identificar los motivos de esa evolución de 
la inversión real fija y, así, contrastar y cotejar esa información con los datos 
consignados en los documentos de la SIGEP. 



294 | estudios sobre planificación y desarrollo

precios y tarifas eran, respectivamente, en 1983 un 20% y un 17% 
más elevados que los niveles de 1960.15 En cambio, si se confrontan 
los datos de 1974 con los de 1983, aquí se presentan ciertas diferen-
cias entre las firmas del subsector combustibles. Mientras que los 
valores percibidos por YPF eran 40 puntos porcentuales más bajos 
que los de 1974, en el caso de Gas del Estado, las tarifas cobradas 
en 1983 eran 50 puntos porcentuales más elevadas que las de 1974. 
Por su parte, los valores captados en 1983 por YCF eran 29% más 
bajos que los de 1960, empero los precios del primero de esos años 
se hallaban 15 puntos porcentuales por encima de los niveles de 
1974.

El resto de las empresas del sector energético experimentaron 
un menoscabo en sus ingresos provenientes de las tarifas y/o pre-
cios de sus principales productos y servicios a lo largo del período 
1974-1983, si se los compara con los niveles vigentes en 1960 (por 
ejemplo, tal como lo revela el gráfico 4), las tarifas percibidas por 
SEGBA y AyEE eran, en contraste con las de 1960, un 32 y 27% 
más bajas, respectivamente. De otra manera, si la comparación se 
lleva a cabo con relación a los niveles de 1974, se presentan ciertas 
diferencias. Mientras que en 1983, las tarifas de SEGBA estaban 
31 puntos porcentuales por debajo de las vigentes en 1974, las de 
AyEE eran para el mismo período casi 10 puntos porcentuales más 
elevadas. 

Tal como se mencionó al comienzo de este trabajo, las empresas 
públicas en general y las energéticas en particular desempeñaron 
un papel relevante en la instauración de un nuevo régimen de acu-
mulación de capital, basado en el endeudamiento externo, la valo-
rización financiera y la fuga de capitales. En efecto, las principales 
firmas del sector energético se vieron expuestas a un creciente 
proceso de endeudamiento en moneda extranjera, como parte de 
la estrategia del equipo económico de la dictadura de proveer las 
divisas necesarias para que los agentes privados que participaban 
de la especulación financiera tuvieran los recursos imprescindibles 
para girar sus ganancias al exterior. 

15	En el caso puntual de YPF se alude al precio de venta al público. 
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Esa lógica especulativa, rentística y cortoplacista fue posibilita-
da, entre otras cosas, por el excesivo endeudamiento de la petro-
lera estatal YPF (la mayor empresa del país), que pasó en 1978 de 
una deuda de 1.322 millones de dólares a otra en 1983 de 4.451 
millones, lo cual supuso un aumento cercano al 237% entre ambos 
años, siendo el trienio 1979-1981 en donde se registra el grueso 
de la toma de préstamos en el mercado financiero internacional.16 

De manera análoga, las otras firmas energéticas pertenecientes 
al sector público experimentaron un alza por demás significativa 
en los montos de sus pasivos externos, que en la mayoría de los 
casos, no se condecía con mayores requerimientos de inversión. 
Entre 1978 y 1983 el aumento de la deuda externa de Gas del 
Estado, YCF, SEGBA, AyEE, e Hidronor fue, respectivamente, del 
450, 291, 77, 164 y 45 (cuadros 3 y 4). Asimismo, es dable compro-
bar que las firmas del sector energético representaban cerca del 
80% del volumen global de deuda de las empresas públicas bajo 
control de la SIGEP, es decir 9.297 millones de dólares sobre un 
total de 11.701 millones (cuadro 3).17 

El revés de esa trama de endeudamiento externo de las 
empresas públicas fue el endeudamiento externo de los grandes 
grupos económicos locales y extranjeros, la fuga de capitales que 
protagonizaron y la estatización de sus pasivos externos. Cabe 
remarcar que entre los más importantes tomadores de crédito en 
el mercado internacional se encontraban, entre otras, las principa-
les firmas que participaron de la privatización periférica de YPF 
y Gas del Estado. Entre ellas cabe destacar, siguiendo a Basualdo 

16	Existen discrepancias entre las distintas fuentes de información acerca del 
endeudamiento externo de YPF al finalizar la dictadura en diciembre de 1983. 
Los datos de la SIGEP indican un endeudamiento al 31 de diciembre de ese año 
del orden de los 4.448 millones de dólares. Por su parte, las cifras consignadas 
en la memoria y balance de la propia YPF postulan un monto global de deuda 
de 4.451 millones; mientras que las ulteriores investigaciones realizadas por 
el juez Ballesteros sobre el desfalco que sufrió la petrolera estatal durante el 
Proceso hablan de un volumen de pasivos externos de 6.000 millones de la divisa 
norteamericana (Barrera, 2014, p. 70). 

17	YPF explicaba el 38% de la deuda total de las empresas de la SIGEP y cerca del 
10% del endeudamiento externo total de la Argentina (YPF, 1984, p. 7). 
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(1987), al consorcio Cogasco S. A. (el segundo mayor grupo deu-
dor externo privado), que fue el adjudicatario de la construcción 
del Gasoducto Centro Oeste; los grupos nacionales contratistas de 
YPF: Pérez Companc, Bridas y Astra, que a fines de 1983 ocupa-
ban, en el ránking de los 50 grupos económicos con mayor deuda 
externa contraída, los puestos 4, 6 y 13, respectivamente; y el 
conglomerado extranjero Techint (también contratista de YPF), el 
cual se situaba en el puesto 9 del mencionado ránking (Basualdo, 
1987, p. 178).

Reflexiones finales

Se ha visto a lo largo del presente trabajo que las empresas 
energéticas del sector público desempeñaron un rol muy sig-
nificativo en torno a la instauración de un nuevo régimen de 
acumulación, basado en la valorización financiera, la desindus-
trialización, la privatización periférica y el disciplinamiento de 
la clase trabajadora.

Las empresas públicas energéticas, sobre todo YPF, cumplieron 
un rol destacado en el vertiginoso proceso de endeudamiento 
externo del sector público, cuya contracara fue la especulación 
financiera, la fuga de capitales y la estatización de los pasivos 
externos del sector privado. En ese sentido, si bien el análisis efec-
tuado en este trabajo se circunscribió al desempeño de las firmas 
energéticas estatales, cabe señalar, a guisa de ejemplo, que entre los 
principales deudores externos privados se encontraban gran parte 
de los grupos económicos que participaron como contratistas de 
la privatización periférica de YPF y Gas del Estado, y que luego 
se vieron beneficiados por el traspaso de sus pasivos externos al 
sector público mediante diversos mecanismos instrumentados en 
las postrimerías de “Proceso de Reorganización Nacional”. 

 Sin omitir las dificultades que arrastraban las firmas energéti-
cas desde hacía varios años en sus correspondientes gestiones, no 
obstante, se puede inferir que durante la última dictadura cívico-
militar, dadas las interdicciones ya mencionadas para una privati-
zación total de las empresas públicas bajo el gobierno procesista, 
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se preparó y allanó el camino para una ulterior transferencia de 
las mismas al sector privado en el decenio de 1990, a partir de 
someterlas a un progresivo deterioro y a un consecuente despres-
tigio ante la opinión pública, debido, en lo esencial, a la falta de 
inversión derivada de los bajos precios y tarifas que percibían (uti-
lizados muchas veces como una herramienta antiinflacionaria) y 
del fenomenal endeudamiento externo al que se vieron sometidas. 

En cuanto a la racionalización de los planteles laborales de 
las empresas públicas en general y las energéticas en particular, 
se puede colegir que fue uno de los mecanismos a partir de los 
cuales se llevó a cabo un férreo disciplinamiento de la fuerza de 
trabajo, en el marco de la ya referida revancha clasista empren-
dida por los sectores dominantes a través de los militares y sus 
aliados civiles.

Asimismo, el análisis efectuado sobre los casos de las empresas 
públicas energéticas proporciona ciertos elementos de juicio que 
permiten ponderar con mayor precisión y profundidad las falen-
cias y/o ausencias en materia de planificación estatal orientada al 
desarrollo. En efecto, la política desplegada por el Proceso en el 
ámbito energético habla de una falta de proyección a largo plazo y 
del descuido, más deliberado que casual, sobre el funcionamiento 
de dichas firmas, tal como se ejemplifica por el deterioro relati-
vo de los niveles de inversión y el crecimiento exponencial del 
endeudamiento externo que tanto afectarían su desempeño en la 
década de 1980 y redundó en el establecimiento de severos obs-
táculos, sobre todo para el gobierno democrático de Raúl Alfonsín 
(1983-1989), a la hora de poner en marcha un proceso de desarrollo 
económico, inclusivo en lo social y sustentable en un marco de 
estabilidad política.

En ese sentido, la política que la dictadura implementó de 
manera efectiva en torno a las empresas públicas energéticas exhi-
be una muestra cabal del carácter complejo, sinuoso y abigarrado 
que tuvo no sólo la política sectorial sino también la política eco-
nómica en general durante el período estudiado como producto 
de las tensiones existentes en el seno del elenco gubernamental del 
Proceso y la respectiva correlación de fuerzas entre los distintos 
grupos y subgrupos que lo integraban. 
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Esto permite conjeturar que la carencia de una clara, consisten-
te y consecuente planificación estratégica en materia energética 
tuvo que ver, en cierta medida, con las disputas intestinas sobre 
el papel que debían cumplir firmas de la envergadura de YPF o 
Gas del Estado en el proceso económico argentino. Dichas dispu-
tas, tal como ya se señaló al comienzo de este trabajo, se dieron, 
en gran parte, entre la propuesta privatista a ultranza del equipo 
económico de Martínez de Hoz y las posturas industrialistas y 
nacionalistas más proclives a mantener dentro de la órbita estatal 
a esas grandes empresas. 

En función de la evidencia empírica, sobre lo que parece que 
existía mayor consenso era acerca del rol que debían jugar los 
trabajadores de las empresas energéticas en particular y la clase 
trabajadora en general en el nuevo modo de funcionamiento de 
la economía y la sociedad argentinas que se propiciaba, no sin 
tensiones, desde las entrañas del Proceso. Queda pendiente, para 
futuras investigaciones, indagar en esas líneas de convergencia y 
disenso en el caso de otras empresas públicas bajo la última dicta-
dura cívico-militar.

Anexo estadístico

Si bien el período de análisis es 1976-1983, en la mayoría de los 
cuadros y gráficos presentados se ha optado por tomar como 
punto de partida el año 1974, a los efectos de tener una referencia 
más adecuada a la hora de ponderar los cambios acaecidos bajo 
el Proceso respecto de las dotaciones de personal, los salarios y la 
productividad de las empresas públicas. En otros casos, siempre 
en relación a la disponibilidad de las fuentes de información, se 
tomó como año base a 1978, al momento de medir la evolución del 
endeudamiento externo; ya que no se hallaba disponible la serie 
completa de la deuda externa de las firmas estatales del sector 
energético para el lapso 1974-1983. Asimismo, si bien el presente 
trabajo aborda el desempeño de YPF, Gas del Estado, YCF, SEGBA, 
AyEE, e Hidronor, en este último caso, existe una significativa 
carencia de fuentes, por lo cual en varias oportunidades se debió 
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prescindir de su incorporación a la presentación y análisis de la 
evidencia empírica.

Cuadro 1. Evolución del personal ocupado por YPF, Gas del Estado e YCF, 
1974-1983 (en valores absolutos, índice 1974=100 y porcentajes)

Años

YPF Gas del Estado YCF

Cantidad

Índice 
base 

1974=100
Var. inter- 
anual % Cantidad

Índice 
base 

1974=100
Var. inter- 
anual % Cantidad

Índice 
base 

1974=100
Var. inter- 
anual %

1974 42.736 100,0   10.436 100,0   4.674 100,0  

1975 50.555 118,3 18,3 10.906 104,5 4,5 5.249 112,3 12,3

1976 48.783 114,1 -3,5 10.367 99,3 -4,9 5.593 119,7 6,6

1977 43.488 101,8 -10,9 10.035 96,2 -3,2 5.679 121,5 1,5

1978 37.623 88,0 -13,5 9.984 95,7 -0,5 4.225 90,4 -25,6

1979 35.521 83,1 -5,6 10.443 100,1 4,6 4.087 87,4 -3,3

1980 33.602 78,6 -5,4 10.469 100,3 0,2 3.949 84,5 -3,4

1981 32.265 75,5 -4,0 10.299 98,7 -1,6 3.856 82,5 -2,4

1982 31.363 73,4 -2,8 9.749 93,4 -5,3 3.397 72,7 -11,9

1983 32.772 76,7 4,5 9.791 93,8 0,4 3.722 79,6 9,6

Fuente: elaboración propia en base a datos de la SIGEP (1984: 18-21). 

Cuadro 2. Evolución del personal ocupado por SEGBA, Agua y Energía 
Eléctrica e Hidronor, 1974-1983 (en valores absolutos, Índice 1974=100 y 
porcentajes)

Años

SEGBA * Agua y Energía Eléctrica Hidronor 

Cantidad

Índice 
base 

1974=100
Var. inter- 
anual % Cantidad

Índice 
base 

1974=100
Var. inter- 
anual % Cantidad

Índice 
base 

1974=100
Var. inter- 
anual %

1974 26.140 100,0   18.904 100,0   518 100,0  

1975 26.334 100,7 0,7 26.044 137,8 37,8 759 146,5 46,5

1976 24.815 94,9 -5,8 25.611 135,5 -1,7 777 150,0 2,4

1977 23.355 89,3 -5,9 23.254 123,0 -9,2 746 144,0 -4,0

1978 21.205 81,1 -9,2 21.496 113,7 -7,6 704 135,9 -5,6

1979 22.734 87,0 7,2 20.317 107,5 -5,5 821 158,5 16,6

1980 21.774 83,3 -4,2 19.468 103,0 -4,2 911 175,9 11,0

1981 21.080 80,6 -3,2 12.207 64,6 -37,3 954 184,2 4,7

1982 20.301 77,7 -3,7 10.967 58,0 -10,2 965 186,3 1,2

1983 20.130 77,0 -0,8 10.567 55,9 -3,6 1.057 204,1 9,5

* A partir de 1979 comprende datos de la Administración Servicios Eléctricos ex Compañía 
Ítalo Argentina de Electricidad.
Fuente: elaboración propia en base a datos de la SIGEP (1984, pp. 18-21) y SIGEP (1985, 
pp. 13-14). 
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Cuadro 3. Evolución del endeudamiento externo de YPF, Gas del Estado e 
YCF, 1978-1983 (en millones de dólares estadounidenses, índice 1978=100 
y porcentajes)

Años 
*

YPF Gas del Estado YCF
Mill. 
U$S

Índice 
1978=100

Var. inter- 
anual %

Mill. 
U$S

Índice 
1978=100

Var. inter- 
anual %

Mill. 
U$S

Índice 
1978=100

Var. inter- 
anual %

1978 1.322 100,0   222 100,0   46 100,0  

1979 1.995 150,9 50,9 283 127,5 27,5 72 156,5 56,5

1980 2.934 221,9 47,1 360 162,2 27,2 123 267,4 70,8

1981 4.045 306,0 37,9 580 261,3 61,1 188 408,7 52,8

1982 4.644 351,3 14,8 998 449,5 72,1 183 397,8 -2,7

1983 4.451 336,7 -4,2 1.221 550,0 22,3 180 391,3 -1,6

* Saldo de endeudamiento en moneda extranjera al 31 de diciembre de cada año.
Fuente: elaboración propia en base a datos de la SIGEP (1984, p. 32).

Cuadro 4. Evolución del endeudamiento externo de SEGBA, AyEE, e 
Hidronor 1978-1983 (en millones de dólares estadounidenses, índice 
1978=100 y porcentajes)

Años 
*

SEGBA Agua y Energía Eléctrica Hidronor
Mill. 
U$S

Índice 
1978=100

Var. inter- 
anual %

Mill. 
U$S

Índice 
1978=100

Var. inter- 
anual %

Mill. 
U$S

Índice 
1978=100

Var. inter- 
anual %

1978 465 100,0   843 100,0   279 100,0  

1979 519 111,6 11,6 1.185 140,6 40,6 268 96,1 -3,9

1980 822 176,8 58,4 1.506 178,6 27,1 282 101,1 5,2

1981 897 192,9 9,1 2.170 257,4 44,1 284 101,8 0,7

1982 865 186,0 -3,6 2.287 271,3 5,4 342 122,6 20,4

1983 822 176,8 -5,0 2.221 263,5 -2,9 405 145,2 18,4

* Saldo de endeudamiento en moneda extranjera al 31 de diciembre de cada año.
Fuente: elaboración propia en base a datos de la SIGEP (1984, p. 32).



el sector energético entre 1976-1983 | 301

Gráfico 1. Evolución del salario real bruto medio de las empresas públicas 
energéticas, 1974-1983 (índice 1974=100)

* A partir de 1979 comprende datos de la Administración Servicios Eléctricos ex Compañía 
Ítalo Argentina de Electricidad.
Fuente: elaboración propia en base a datos de la SIGEP (1984, pp. 16-19). 

Gráfico 2. Evolución de la productividad de las empresas públicas ener-
géticas, 1974-1983 (índice 1974=100)

* A partir de 1979 comprende datos de la Administración Servicios Eléctricos ex – 
Compañía Ítalo Argentina de Electricidad.
Fuente: elaboración propia en base a datos de la SIGEP (1984, pp. 9 y 18-19).
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Gráfico 3. Evolución de la inversión real fija de las empresas públicas 
energéticas, 1974-1983 (índice 1974=100)*

* En millones de pesos de 1960 – Deflactado en base al Índice de Precios Mayoristas 
Nacionales no Agropecuarios
Fuente: elaboración propia en base a datos de la SIGEP (1984:24-25).

Gráfico 4. Evolución de los precios y tarifas de las empresas públicas 
energéticas, 1974-1983 (índice 1960=100)*

* En valores constantes, deflactado por el Índice de Precios Mayoristas Nacionales no 
Agropecuarios. ** Precio de venta al público. *** Valor de retención.
Fuente: SIGEP (1984, pp. 12-13). 



el sector energético entre 1976-1983 | 303

Referencias bibliográficas y fuentes

Azpiazu, Daniel, Basualdo, Eduardo y Khavisse, Miguel, [1986] 2004, El 
Nuevo Poder Económico en la Argentina de los Años 80, Buenos Aires: 
Siglo XXI.

Barrera, Mariano, 2012, “El legado de la última dictadura en el mercado 
hidrocarburífero: la antesala de la reforma de los noventa, en Rea-
lidad Económica, nº 267. 

———, 2014, La entrega de YPF. Análisis del proceso de privatización de la 
empresa, Buenos Aires: Centro Cultural de la Cooperación Floreal 
Gorini/Cara o Ceca

Barrera, Mariano, Sabbatella, Ignacio y Serrani, Esteban, 2012, Historia de una 
privatización. Cómo y por qué se perdió YPF, Buenos Aires: Capital 
Intelectual. 

Basualdo, Eduardo, 1987, Deuda externa y poder económico en la Argentina, 
Buenos Aires: Nueva América. 

———, 2010, Estudios de historia económica argentina. Desde mediados del siglo 
XX a la actualidad, Buenos Aires: FLACSO/Siglo XXI.

———, 2013, “El legado dictatorial. El nuevo patrón de acumulación de capi-
tal, la desindustrialización y el ocaso de los trabajadores”, en Verbits-
ky, Horacio y Bohoslavsky, Juan Pablo (edit.), Cuentas pendientes. Los 
cómplices económicos de la dictadura, Buenos Aires: Siglo XXI

Belini, Claudio y Korol, Juan Carlos, 2012, Historia económica de la Argentina 
en el siglo XX, Buenos Aires: Siglo XXI. 

Belini, Claudio y Rougier, Marcelo, 2008, El Estado empresario en la industria 
argentina. Conformación y crisis, Buenos Aires: Manantial. 

Bernal, Federico, 2005, Petróleo, Estado y soberanía. Hacia una empresa multies-
tatal latinoamericana de hidrocarburos, Buenos Aires: Biblos. 

Bonelli, Marcelo, 1984, Un volcán en llamas: los contratos petroleros, Buenos 
Aires: Corregidor. 

Boneo, Horacio, 1980, “Regímenes políticos y empresas públicas: algunas 
cuestiones vinculadas al ámbito y dimensión del sector productivo 
estatal, en Estudios CEDES, vol. 3, nº 7. 

Bour, Enrique y Sturzenegger, Adolfo, 1984, Empresa pública e interés público: 
rol y regulación de la empresa pública en la Argentina, 3 tomos, Buenos 
Aires: SIGEP. 

Canelo, Paula, 2004, “La política contra la economía: los elencos militares 
frente al plan económico de Martínez de Hoz durante el Proceso 
de Reorganización Nacional (1976-1981)”, en Pucciarelli, Alfredo 
(coord.), Empresarios, tecnócratas y militares. La trama corporativa de 
la última dictadura, Buenos Aires: Siglo XXI.

———, 2008, El proceso en su laberinto. La interna militar de Videla a Bignone, 
Buenos Aires: IDAES-UNSAM/Prometeo.



304 | estudios sobre planificación y desarrollo

Canitrot, Adolfo, 1980, “La disciplina como objetivo de la política económica”, 
en Desarrollo Económico, nº 76. 

Cavarozzi, Marcelo, 2006, Autoritarismo y Democracia (1955-2006), Buenos 
Aires: Ariel.

Damill, Mario y Frenkel, Roberto, 1987, “De la apertura a la crisis financiera. 
Un análisis de la experiencia argentina de 1977-1982”, en Ensayos 
Económicos, nº 37. 

Di Tella, Guido, 1985, Perón-Perón. 1973-1976, Buenos Aires: Hyspamérica.
Ferrer, Aldo, 2008, La economía argentina. Desde sus orígenes hasta principios del 

siglo XXI, Buenos Aires: Fondo de Cultura Económica
Fundación de Investigaciones Económicas Latinoamericanas, 1987, El fracaso 

del estatismo, Buenos Aires: Sudamericana-Planeta. 
Gerchunoff, Pablo y Llach, Lucas, 2007, El ciclo de la ilusión y el desencanto. Un 

siglo de políticas económicas argentinas, Buenos Aires: Emecé.
González, Mariana, 2003, “Los salarios en Argentina: una perspectiva de largo 

plazo”, ponencia presentada en el XXIV Congreso de la Asociación 
Latinoamericana de Sociología, “América Latina: por un desarrollo alter-
nativo”, Arequipa, disponible en: http://www.econ.uba.ar/www/
institutos/economia/ceped/resena_20_anios/publicaciones/2003/
Gonzalez_ALAS%202003.pdf.

Heredia, Mariana, 2004, “El Proceso como bisagra. Emergencia y consolida-
ción del liberalismo tecnocrático: FIEL, FM y CEMA”, en Pucciarelli, 
Alfredo (coord.), Empresarios, tecnócratas y militares. La trama corpora-
tiva de la última dictadura, Buenos Aires: Siglo XXI. 

———, 2013, “Ideas económicas y poder durante la dictadura”, en Verbitsky, 
Horacio y Bohoslavsky, Juan Pablo (edit.), Cuentas pendientes. Los 
cómplices económicos de la dictadura, Buenos Aires: Siglo XXI. 

Kozulj, Roberto y Bravo, Víctor, 1993, La política de desregulación argentina: ante-
cedentes e impactos, Buenos Aires: Centro Editor de América Latina. 

Leyba, Carlos, 2010, Economía y política en el tercer gobierno de Perón, Buenos 
Aires: Biblos/Centro Cultural Caras y Caretas. 

Novaro, Marcos y Palermo, Vicente, 2003, La dictadura militar 1976/1983, Bue-
nos Aires: Paidós.

Odisio, Juan, 2013a, “Peripecias del Estado empresario argentino: la gestión 
pública de Petroquímica General Mosconi (1970-1993)”, ponencia 
presentada en el Seminario Interinstitucional sobre Problemáticas del 
Desarrollo, Buenos Aires: AESIAL-IDAES.

———, 2013b, “¿El Estado argentino como empresario innovador? La gestión 
de capacidades tecnológicas en la Petroquímica General Mosconi, 
1970-1993”, ponencia presentada en XV Reunión de Economía Mun-
dial, Santander. 

Oszlak, Oscar, 1983, “Privatización autoritaria y recreación de la escena públi-
ca”, en Crítica & Utopía, nº 10/11, disponible en www.escenariosal-
ternativos.org.



el sector energético entre 1976-1983 | 305

———, 1991, Merecer la Ciudad. Los Pobres y el Derecho al Espacio Urbano, Buenos 
Aires: CEDES-Humanitas. 

Pucciarelli, Alfredo, 2004, “La patria contratista. El nuevo discurso liberal 
de la dictadura militar encubre una vieja práctica corporativa”, en  
Pucciarelli, Alfredo (coord.), Empresarios, tecnócratas y militares. La 
trama corporativa de la última dictadura, Buenos Aires: Siglo XXI.

Quiroga, Hugo, 2004, El tiempo del “Proceso”. Conflictos y coincidencias entre 
políticos y militares 1976-1983, Rosario: Editorial Fundación Ross/
Homo Sapiens Ediciones. 

Rapoport, Mario, 2003, Historia económica, política y social de la Argentina (1880-
2000), Buenos Aires: Macchi. 

Regalsky, Andrés y Rougier, Marcelo, 2015, Los derroteros del Estado empresario 
en la Argentina. Siglo XX, Buenos Aires: EDUNTREF. 

Restivo, Néstor y Dellatorre, Raúl, 2005, El Rodrigazo, 30 años después. Un ajuste 
que cambió al país, Buenos Aires: Capital Intelectual. 

Rougier, Marcelo y Fiszbein, Martín, 2006, La frustración de un proyecto económi-
co. El gobierno peronista de 1973-1976, Buenos Aires: Manantial. 

Salas, Horacio, 2007, Centenario del Petróleo Argentino: 1907-2007, tomos I y II, 
Buenos Aires: Instituto Argentino del Petróleo y el Gas.

San Martín, José, 2006, El petróleo y la petroquímica en la Argentina (1914-1983), 
Buenos Aires: Ediciones Cooperativas. 

Schorr, Martín, 2013, “El poder económico industrial como promotor y bene-
ficiario del proyecto refundacional de la Argentina (1976-1983)”, en 
Verbitsky, Horacio y Bohoslavsky, Juan Pablo (edit.), Cuentas pendien-
tes. Los cómplices económicos de la dictadura, Buenos Aires: Siglo XXI. 

Schvarzer, Jorge, 1979, “Empresas públicas y desarrollo industrial en Argenti-
na”, en Economía de América Latina, nº. Especial, junio, México. 

———, 1986, La política económica de Martínez de Hoz, Buenos Aires: Hyspamérica. 
Sidicaro, Ricardo, 2001, La crisis del Estado y los actores políticos y socio-económi-

cos en la Argentina (1989-2001), Buenos Aires: Libros del Rojas. 
———, 2004, “Coaliciones golpistas y dictaduras militares: el ‘proceso’ en 

perspectiva comparada”, en Pucciarelli, Alfredo (coord.), Empresa-
rios, tecnócratas y militares. La trama corporativa de la última dictadura, 
Buenos Aires: Siglo XXI. 

Sindicatura General de Empresas Públicas, 1984, Síntesis estadística anual de las 
empresas públicas, año 1983, Buenos Aires: Biblioteca del Ministerio de 
Economía y Finanzas Públicas de la Nación. 

———, 1985, Empleo en las empresas públicas. Período 1975-1984, Buenos Aires: 
Biblioteca del Ministerio de Economía y Finanzas Públicas de la 
Nación. 

Silenzi de Stagni, Adolfo, 1978, Soberanía y Petróleo: YPF y los contratos de explo-
tación de petróleo, Buenos Aires: Centro de Estudio General Mosconi. 

———, 1983, El vaciamiento de YPF. Claves para una política petrolera nacional, 
Buenos Aires: Theoría. 



306 | estudios sobre planificación y desarrollo

Solberg, Carl, 1986, Petróleo y nacionalismo en la Argentina, Buenos Aires: 
Hyspamérica. 

Ugalde, Alberto, 1984, Las empresas públicas en la Argentina, Buenos Aires: El 
Cronista Comercial. 

Verbitsky, Horacio, [1991] 2006, Robo para la corona. Los frutos prohibidos del árbol 
de la corrupción, Buenos Aires: Página/12-Sudamericana. 

Vitelli, Guillermo, 2006, Negocios, corrupciones y política. Las repeticiones de la 
Argentina, Buenos Aires: Prendergast. 

———, 2012, Los dos siglos de la Argentina. Historia económica comparada, Buenos 
Aires: Centro Cultural de la Cooperación Floreal Gorini – Universi-
dad Nacional de Quilmes. 

Yacimientos Petrolíferos Fiscales, 1984, Memoria y Balance año 1983, Buenos 
Aires: Biblioteca del Ministerio de Economía y Finanzas Públicas de 
la Nación. 

 



  307

florencia sember

9 | Prebisch, la planificación del desarrollo 
y la necesidad de transformación  

del capitalismo periférico

Introducción

Hacia el final de su vida, Prebisch se fue convenciendo de que la 
única manera de afrontar el problema del desarrollo de la periferia 
era mediante un enfoque multidisciplinario. Afirma en la intro-
ducción de su obra Capitalismo periférico. Crisis y transformación: 
“Me he persuadido de la imposibilidad de explicar el desarrollo 
y, por tanto, la distribución del ingreso, en el marco de una mera 
teoría económica” (Prebisch 1981, 15). A modo de autocrítica, 
recuerda que en la CEPAL “no supimos presentar una opción 
eficaz a la ortodoxia. No hubiera sido posible hacerlo mientras 
no se penetrara a fondo en la estructura social. No estábamos aún 
preparados para hacerlo” (Prebisch 1981, 28). 

El análisis del capitalismo periférico tardío llevó a Prebisch a 
concluir que las contradicciones de sistema eran insalvables den-
tro del sistema mismo, por lo que éste resultaba inviable y requería 
una transformación, que incluía la necesidad de una planificación 
económica. En su última exposición en el vigesimoprimer período 
de sesiones de la CEPAL, en el año 1986, Prebisch afirmaba que 
ante los nuevos desafíos se imponía “en forma ineludible la reno-
vación del pensamiento” (Prebisch 1988, 28). Prebisch justificaba 
esta necesidad en el hecho de que los viejos remedios monetaristas 
redundaban en una contracción de la economía, que afectaba a los 
estratos inferiores de la sociedad: 
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Tal cual está funcionando el sistema, el ajuste para frenar 
la inflación recae sobre los elementos más débiles del sis-
tema, que son obligados a retroceder en lo que hubieran 
avanzado para hacer frente a los gastos del Estado que 
no han podido reducirse y al consumo privilegiado de los 
estratos favorecidos. He aquí el elemento de desigualdad 
social, de inequidad, que se debe, en última instancia, a la 
forma de funcionamiento del sistema. Hago estas conside-
raciones porque estoy convencido de que en las políticas de 
estabilización y de acumulación de capital se impone una 
renovación el pensamiento. (Prebisch 1988, 30-31.) 

En este trabajo examinaremos brevemente las características más 
relevantes de su examen del capitalismo periférico y las propues-
tas de transformación que el autor deriva de su estudio. Como 
veremos, el análisis de Prebisch presenta fallas importantes y la 
propuesta de transformación adolece de severos inconvenientes 
tanto teóricos como prácticos. Sin embargo, lejos de constituir un 
motivo para abandonar esta línea de investigación, estas dificul-
tades deben constituir un incentivo a profundizar las discusiones 
sobre la planificación económica en América Latina, en pos de 
lograr un desarrollo sostenible.

Las contradicciones  
del capitalismo periférico tardío

En sus últimos años, Prebisch incorporó a su análisis un enfoque 
multidisciplinario que lo llevó a convencerse de que las caracterís-
ticas del capitalismo periférico tardío lo hacían cualitativamente 
diferente al capitalismo de los centros. Era a causa de estas dife-
rencias cualitativas que “se está desvaneciendo el mito de que 
podríamos desarrollarnos a imagen y semejanza de los centros” 
(Prebisch 1981, 14). 

Con una estructura social diferente a la de los países desarro-
llados, un capitalismo de tipo imitativo, como llamaba Prebisch al 
intento de desarrollo sobre el modelo de los centros, presentaba 
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en la periferia contradicciones insuperables. Mientras que en 
los centros se originaba el progreso técnico y se acumulaban los 
beneficios de la creciente productividad, en la periferia el progreso 
técnico penetraba con lentitud, y no se distribuía parejamente en 
toda la economía.1 Así, en los países centrales el progreso técnico 
elevaba el ingreso medio por habitante y los ingresos de los pro-
ductores, y por ende el nivel de vida de la población. En los países 
periféricos, por el contrario, el aumento de productividad corres-
pondiente a la despareja penetración de la técnica no redundaba 
en mejores salarios ni en menores precios, sino que era apropiada 
por los estratos altos de la sociedad. El motivo por el que los ingre-
sos de los trabajadores no se incrementaban en forma acorde a la 
productividad era, según Prebisch, “la competencia regresiva de 
la fuerza de trabajo que se encuentra en aquellas capas técnicas 
de baja productividad, o está desocupada” (Prebisch 1981, 40). La 
parte del fruto de la creciente productividad que no se distribuía 
y era apropiada por los estratos altos de la sociedad constituía el 
excedente.2 

Prebisch argumentaba que el excedente, retenido por los 
estratos superiores de la sociedad, propietarios de los medios de 
producción y de la tierra, era principalmente utilizado para imitar 
los patrones de consumo de los centros, derrochando así recursos 
necesarios para la acumulación de capital. Pero la sociedad privi-
legiada de consumo no era el único factor que atentaba contra la 
acumulación: otra parte del excedente era succionada por los cen-
tros a través de las empresas transnacionales, y adicionalmente, 
una porción era destinada a financiar lo que Prebisch llamaba la 
“hipertrofia del Estado”. Cuando Prebisch se refería a hipertrofia 

1	 La centralidad que Prebisch otorga al progreso técnico es un hilo conductor en 
toda la obra del autor a partir de 1949 (Di Filippo, 1988).

2	 El concepto de excedente de Prebisch no es claro. Como sostiene Hodara, “a 
menudo «el excedente» parece constituir un concepto microeconómico, como 
si sintetizara la ganancia empresarial con el interés al capital invertido y la des-
contada amortización. Y en otros pasajes alude a un agregado, que fluiría de la 
productividad incremental y sumada de los factores. Y cuando Prebisch escruta 
el origen del excedente y lo relaciona con la expoliación laboral suele confundirlo 
con el concepto clásico de plusvalía” (Hodara 1998, 650).
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del Estado no lo hacía desde un punto de vista contrario a la inter-
vención estatal en la economía, sino que hacía alusión al hecho de 
que en el capitalismo periférico era necesario que el Estado com-
pensase la desigualdad en que se basaba el sistema. Sostenía que 
“la hipertrofia del Estado denunciada por los neoclásicos existe, 
pero es el resultado del mismo sistema, ya que el Estado con sus 
servicios compensa las fallas en la distribución del ingreso gene-
radas por el sistema. Pero es injusto referirse al desperdicio de 
recursos por parte del Estado y no referirse al de la sociedad pri-
vilegiada de consumo y a la succión de ingresos por los centros” 
(Prebisch 1981, 18). Así, la hipertrofia del Estado y el desperdicio 
del excedente en el consumo privilegiado de las clases altas y la 
repatriación de beneficios de las empresas transnacionales eran 
dos caras de una misma moneda. 

Prebisch enfatizaba la “contradicción entre el proceso económi-
co y el proceso democrático” en la periferia (Prebisch 1981, 14). En 
las economías menos desarrolladas de la periferia, el excedente era 
apropiado por los sectores de mayores ingresos y utilizado tanto 
para el consumo de bienes suntuarios como para incrementar la 
acumulación. Con el avanzar de la democratización, los estratos 
intermedios iban adquiriendo poder sindical y político y reclama-
ban una mayor participación en el excedente apropiado por los 
estratos superiores. Con el tiempo, estos reclamos resultaban en un 
incremento de las remuneraciones que iban más allá de la reduc-
ción de los costos resultado de la creciente productividad. Cuando 
esto sucedía, el aumento de las remuneraciones se trasladaba a los 
precios, lo que a su vez provocaba nuevos reclamos sindicales, que 
se reflejarían en nuevos aumentos de precios. Así, la pugna distri-
butiva llevaba a una espiral inflacionaria3 (Prebisch 1981, 42-43). 

Los reclamos de los trabajadores eran el resultado de una insu-
ficiencia en el aparato redistributivo de la periferia, y reflejaban 
el hecho de que en estos países había “democracia aparente y no 
sustantiva” (Prebisch 1981, 43). Ante la compresión del excedente 

3	 Prebisch aclaraba que la pugna distributiva se atenuaba en los países con amplios 
recursos naturales, como los petroleros.
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derivada de la espiral salarios-precios y el desorden económico 
provocado por esta inflación originada en la pugna distributiva, 
que Prebisch llamaba “inflación social”,4 “sobreviene el empleo 
de la fuerza” (Prebisch 1981, 43).5 Aquí está la contradicción que 
Prebisch destacaba entre el proceso económico y el proceso demo-
crático. La democratización reflejada en el mayor poder político 
y sindical de los estratos intermedios tendía a comprimir el exce-
dente, dejando poco espacio para la acumulación y el consumo 
privilegiado. Para reponer el excedente, se recurría al uso de la 
fuerza, anulando las libertades políticas. Es decir, el dilema entre 
libertad política y libertad económica no tenía solución dentro del 
sistema, que tendía siempre al desenlace inflacionario. Las únicas 
opciones dentro del sistema eran mantener un sistema privilegia-
do de consumo con una leve tasa de acumulación, comprimiendo 
los ingresos de los trabajadores y sus libertades políticas, o caer en 
una espiral inflacionaria con compresión del excedente que tam-
bién implicaría una baja tasa de acumulación. 

Las exigencias contradictorias del sistema eran la distribución 
y la acumulación de capital: en la periferia el excedente era insu-
ficiente para lograr ambas, a lo que se agregaba que una parte 
se derrochaba en la sociedad privilegiada de consumo. “Hay un 
conflicto entre la redistribución inmediata del ingreso, de índole 
precaria y transitoria y de limitado alcance, y la redistribución 
dinámica que es la única forma de acrecentar continua y persis-
tentemente el ingreso de las masas” (Prebisch 1981, 22). Prebisch 
temía que “el sistema, por las grandes fallas que entraña, desem-
boque en una sucesión de ciclos políticos, con períodos de demo-
cratización seguidos de represión política y agravamiento de la 
desigualdad social” (Prebisch 1981, 32). 

Los neoclásicos que defendían el mercado a ultranza, por 
lo tanto, 

4	 Prebisch distingue la inflación social de la inflación tradicional, que se podía 
atacar con políticas monetarias y fiscales.

5	 Esta contradicción entre libertades económicas y políticas también fue abordada 
por Prebisch en  Contra el monetarismo (Prebisch, 1982).
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no reconocen, en verdad, que el juego de las leyes de 
mercado que ellos preconizan lleva en la periferia a la con-
centración privada de los medios productivos y a una ina-
ceptable desigualdad social. Y que el empeño de corregirla 
con el único medio que ofrece el sistema, esto es, el poder 
sindical y político, provoca conflictos que terminan con el 
empleo de la fuerza. No hay otro modo de hacerlo dentro 
del sistema. (Prebisch 1981, 18.)

Sería natural preguntarse por qué el sistema impedía seguir 
mejorando la distribución a expensas de una compresión del 
excedente. Simplemente porque “nada hay en el sistema que lleve 
a hacerlo. Se concibe que las empresas tomen una parte del exce-
dente y lo transfieran a la fuerza de trabajo sin elevar los costos; 
se trataría de una participación directa en el excedente. Pero el 
sistema no funciona así” (Prebisch 1981, 45). Una solución que 
podría concebirse dentro del sistema, dice el autor, es un aumento 
de impuestos que recaigan sobre el excedente, para ser utilizados 
con fines redistributivos. El problema de esta opción, afirmaba 
Prebisch, era que esta compresión del excedente retardaba así el 
ritmo de acumulación, al igual que lo hacía el despilfarro de la 
sociedad privilegiada de consumo. 

Es así como ante la imposibilidad de resolver las contradic-
ciones del sistema, Prebisch llegó a la conclusión de que la única 
solución era transformarlo.

¿Cómo transformar el sistema?

Prebisch no fue muy específico en los detalles referentes a qué 
forma debía tomar el nuevo sistema socioeconómico, y sobre todo, 
en cómo se debía llegar a dicha transformación.  

Según el estudioso argentino, “sólo hay dos formas en que el 
Estado puede ejercer su acción reguladora: que tome en sus manos 
la propiedad y gestión de los medios productivos, de donde surge 
el excedente; o que se use el excedente con racionalidad colectiva 
sin concentrar la propiedad en sus manos” (Prebisch 1981, 47). 
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Prebisch se inclinaba por la segunda opción, dado que considera-
ba que la primera era incompatible con los valores democráticos 
arraigados en la región.6 El mercado era necesario para garantizar 
la libertad económica, ya que permitía decidir libremente qué 
producir y qué consumir. Sin embargo, el mercado era un instru-
mento de eficiencia económica pero no de eficiencia social, ya que 
no lograba resolver los problemas de la acumulación ni de la dis-
tribución del ingreso. Prebisch sostenía que “es incorrecto atribuir 
al mercado las fallas del sistema; es más bien la expresión de esas 
fallas” (Prebisch 1981, 17), es decir que en lugar de eliminar el mer-
cado, había que estudiar qué había detrás de él y complementar 
sus deficiencias con la regulación estatal.7 

El nuevo sistema socioeconómico propuesto por Prebisch era 
“una síntesis entre socialismo y liberalismo económico, que tarda 
en llegar. Regular globalmente la acumulación y la distribución 
significa socialismo. Dejar el mercado como mecanismo eficiente, 
pero no como supremo regulador del desarrollo, significa libera-
lismo” (Prebisch 1981, 24). La base del nuevo sistema, o nuevo 
plan, como algunas veces lo llamaba Prebisch, era el uso social del 
excedente. Visto que la apropiación del excedente por los estratos 
superiores conllevaba una baja tasa de acumulación y la perpe-
tuación de la desigualdad, era menester que en el nuevo sistema 
las decisiones respecto al uso del excedente fuesen tomadas en 
forma colectiva, por afuera del mercado. A la irracionalidad de 
los estratos superiores se impondría la racionalidad colectiva. La 
racionalidad colectiva era para Prebisch la planificación democrá-
tica, era una racionalidad que exigía que “el excedente se destine 
a acumular y redistribuir, así como a gastos e inversiones del 
Estado” (Prebisch 1981, 48).

6	 Prebisch insistía repetidamente en el arraigo de la democracia en América Latina, 
aunque la realidad de esos años lo desmentía categóricamente.

7	 Si bien desde sus años en la CEPAL Prebisch preconizaba la intervención estatal 
en la economía, hasta los años ochenta no había hablado de la necesidad de 
transformar el sistema. Prebisch atribuye esto a que todavía en esos años había 
todavía en su pensamiento un “resabio neoclásico”, que suponía que el desarro-
llo redundaría automáticamente en la equidad distributiva  (Prebisch 1981, 28). 
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Claro que el problema fundamental, no resuelto por Prebisch, 
era definir qué proceso permitiría llegar a un nuevo sistema de 
estas características, sobre todo considerando que ponía el énfasis 
en que el cambio debería realizarse por consenso democrático. 

Prebisch afrontaba la cuestión de manera poco convincente. 
Sostenía que el cambio debía lograrse convenciendo a la mayoría 
democrática de que una vez obtenido el poder político transforma-
se el sistema. En general, sucedía que los gobiernos democráticos: 

En lugar de atacar el origen mismo de las fallas del sistema, 
que era la apropiación del excedente, concentraban sus 
empeños en la redistribución. Y de esta manera tomaban 
una parte del excedente para acrecentar el consumo de la 
fuerza de trabajo y los gastos del Estado, pero no a expen-
sas del consumo privilegiado de quienes se apropian de 
la mayor parte del excedente, sino de la acumulación de 
capital. (Prebisch 1981, 289.) 

El cambio debía producirse cuando el gobierno democrático 
abandonase la perspectiva cortoplacista de la redistribución 
inmediata por una de largo plazo centrada en la acumulación. 
Ingenuamente, Prebisch pensaba que ante una situación similar, el 
poder militar no se opondría al cambio de sistema socioeconómi-
co, sino que preferiría mantener el orden institucional para evitar 
que la mayoría terminase por acudir a la violencia.

Una vez conseguida la transformación institucional, “el obje-
tivo primordial es elevar el ritmo de acumulación de capital en 
bienes físicos y formación humana” (Prebisch 1981, 292). Este 
objetivo debía conjugarse al principio con la redistribución directa, 
hasta que la fuerza de trabajo fuese absorbida en su totalidad en 
actividades de  mayor productividad.8

8	 Prebisch llamaba la atención, tal vez no suficientemente, sobre el hecho de que la 
restricción externa podría frenar la acumulación, por la imposibilidad de impor-
tar, y en ese caso sería necesario poner un énfasis mayor sobre la redistribución 
que sobre la acumulación (Prebisch 1981, 294).
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Bajo el nuevo sistema, “la mayor acumulación se haría por los 
mismos propietarios, pero a medida que se sube en la escala de 
capital una proporción creciente tendría que corresponder a la 
fuerza de trabajo, a fin de evitar la concentración” (Prebisch 1981, 
47). En las empresas grandes, los trabajadores tendrían una parti-
cipación progresivamente mayor, hasta llegar a una gestión autó-
noma. También debía favorecerse la creación de nuevas empresas 
a partir de las grandes empresas existentes, para evitar la excesiva 
concentración del capital. Asimismo, se debían formular políticas 
que favoreciesen la nacionalización de las empresas extranjeras, 
dado que el excedente de dichas empresas se utilizaba en el exte-
rior, sustrayéndolo así al potencial de acumulación nacional.

Otro problema tratado por Prebisch fue el de los empresarios. 
Era posible que una vez despojados del excedente, los propieta-
rios de las empresas no tuviesen incentivos para continuar con 
su actividad empresarial y seguir aumentando la productividad. 
Para evitar consecuencias de este tipo, Prebisch proponía que se 
les pagase una compensación bajo la forma de interés del capital, 
que sería de libre disposición. Este estímulo iría a la vez acompa-
ñado de  un impuesto progresivo, para desincentivar el consumo 
privilegiado. Una vez alcanzado un nivel satisfactorio de acumu-
lación y la participación de la fuerza de trabajo en el capital, el 
incentivo del interés también podría pagarse a los trabajadores. El 
tratamiento por parte de Prebisch de la cuestión de los empresa-
rios parece implicar que seguirán existiendo diferencias de clase, a 
pesar de la presunta justicia distributiva del nuevo sistema.

La determinación del interés sobre el capital, así como los “cri-
terios que orienten la acción reguladora del Estado deben estable-
cerse por medio de la planificación democrática” (Prebisch 1981, 
48). El excedente debía distribuirse racionalmente entre acumula-
ción, consumo y gastos del Estado. El examen de las alternativas 
para los usos del excedente era una tarea técnica de planificación, 
que debía someterse en última instancia a decisiones políticas, 
dado que “hay que escapar a las seducciones de una tecnocracia 
autoritaria” (Prebisch 1981, 312).

La transformación propuesta por Prebisch también requería 
referirse “al régimen constitucional del excedente, esto es, a los 
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principios básicos que debieran presidir su uso social y a las dis-
posiciones legales relativas a estos últimos y a la gestión política 
del plan y sus eventuales modificaciones” (Prebisch 1981, 313). En 
este importante aspecto, Prebisch no profundizó su análisis.

Capitalismo periférico, ¿ruptura o continuidad?

Mientras que algunos enfatizan la continuidad de Capitalismo 
periférico… con el resto de la obra prebischiana, otros autores con-
sideran que este trabajo constituye un quiebre respecto a trabajos 
anteriores. Hodara considera que en este trabajo, al estar libre de 
las ataduras institucionales de otros tiempos, el autor se expresó 
con más libertad que en ocasiones previas y sobre todo, que cons-
tituye una ruptura conceptual con el trabajo anterior del autor 
(Hodara 1988, 580-581). El sistema económico latinoamericano se 
aparta de la dinámica del capitalismo industrial rezagado y toma 
características cualitativamente distintas del capitalismo central.

Prebisch, por el contrario, consideraba que esta última etapa 
de su pensamiento era el resultado de sus reflexiones sobre lo 
elaborado en etapas anteriores, al  formularse nuevamente interro-
gantes que previamente habían quedado sin respuesta (Prebisch 
1996). Las nuevas reflexiones llevaron al estudioso argentino a  
incorporar un enfoque multidisciplinario, gracias a la interacción 
con otros estudiosos de la CEPAL como José Medina Echavarría, 
Aníbal Pinto (a quien le debe la expresión “uso social del exceden-
te”) y Adolfo Gurrieri, del cual Prebisch señala que “gracias a su 
versación sociológica he podido realizar mi propósito de romper 
el marco estrecho de la teoría económica” (Prebisch 1981, 10). 

Consideramos correcta la interpretación de Lira, según la cual 
las reflexiones de Prebisch sobre el capitalismo periférico están 
vinculadas al período transcurrido como Secretario General de la 
UNCTAD, en particular al fracaso de las negociaciones en torno a 
un Nuevo Orden Económico Internacional (NOEI).

El NOEI fue una expresión acuñada a mediados de la década 
de 1970, en oposición al viejo orden internacional representa-
do por organismos que contribuían a preservar una estructura 
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sesgada a favor de los países desarrollados. Los reclamos por el 
NOEI eran un intento de los países en desarrollo de obtener más 
beneficios del largo período de expansión económica de la pos-
guerra. En su reclamo los países en desarrollo buscaban  mayor 
acceso a los mercados de los países desarrollados, acciones para 
reducir la volatilidad de los precios de las materias primas, aliviar 
la carga de la deuda, establecer controles sobre las compañías 
transnacionales y mayor acceso a la tecnología.

Prebisch había advertido que las economías periféricas tenían 
una tendencia estructural a desarrollar un desequilibrio externo 
que, junto con los factores internos, conspiraba contra las posibi-
lidades de desarrollo. Era necesario que los países en desarrollo 
pudiesen aumentar las exportaciones manufactureras además de 
fomentar la sustitución de importaciones, pero la capacidad de 
lograr este objetivo dependía de la “capacidad receptiva de los 
centros” (Prebisch 1988, 34). Así, desde sus inicios en la CEPAL, 
Prebisch había preconizado la necesidad de promover la expor-
tación de manufacturas en los países en desarrollo, preocupación 
que había reforzado como Secretario General de la UNCTAD en 
1964 (Prebisch 1964). Esto, por supuesto, exigía un cambio en las 
políticas proteccionistas de los centros.

El GATT, exponente del viejo orden económico internacional, 
se basaba en el postulado de que el libre juego de las fuerzas del 
mercado internacional conduciría al óptimo aprovechamiento de 
los recursos mundiales. Desde esta perspectiva, el GATT estaba 
orientado a establecer las condiciones necesarias para el libre 
comercio (Lira 1986, 458-459). Esta orientación del organismo 
quedó en evidencia en las rondas Kennedy (1964-1967) y Tokio 
(1973-1979), donde la liberalización había sido para los produc-
tos que incorporan innovaciones tecnológicas, es decir aquellos 
producidos por los centros (Prebisch 1986). El único logro de 
la UNCTAD en la ronda de Tokio consistió en obtener que los 
países desarrollados otorgasen a los países en vías de desarrollo 
un tratamiento no recíproco mediante la extensión del Sistema 
Generalizado de Preferencias.

Así, ante la imposibilidad de lograr condiciones internaciona-
les favorables a los países periféricos a través de las negociaciones 
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internacionales, Prebisch señalaba que “América Latina demos-
tró que aún no está en condiciones de integrarse activamente al 
concierto internacional de naciones como un verdadero factor de 
poder capaz de imponer su posición, para las relaciones comercia-
les” (Prebisch 1976, 16). 

En la década de 1980, cuando Prebisch escribía su libro 
Capitalismo periférico, ya era claro que no había posibilidades de 
obtener la cooperación de los países desarrollados para establecer 
un Nuevo Orden Económico Internacional.

Los intentos de los países en desarrollo por aumentar las 
exportaciones de manufacturas siempre chocaban con las medidas 
proteccionistas de los centros. Un ejemplo de esto fue la ley de 
comercio y aranceles promulgada en Estados Unidos en 1984. En 
un informe para el Presidente de la Nación, Prebisch la calificaba 
como un “claro instrumento de hegemonía” para reforzar la posi-
ción de ese país en las negociaciones comerciales (Prebisch 1985, 
1). Asimismo, dos años antes, en una entrevista para el diario El 
País, Prebisch había lamentado la poca voluntad de ese país para 
colaborar con la resolución del problema, afirmando que “Estados 
Unidos no tiene simpatías de ningún tipo ante la UNCTAD. El 
presidente Reagan nunca ha pronunciado la palabra UNCTAD. 
Se le ha oído mucho, sí, hablar de GATT […] Estados Unidos 
sigue desinteresado en este tipo de conferencias. Pretenden que 
las fuerzas de mercado resolverán esos problemas. ¡Qué más qui-
siéramos los economistas que fueran las fuerzas de mercado las 
que solucionaran automáticamente tanto quebradero de cabeza!” 
(Prebisch 1983).

Según Lira es probable que la “radicalización” del pensamien-
to de Prebisch sobre la inviabilidad del capitalismo periférico 
tardío se deba al escepticismo sobre las posibilidades de lograr 
un sistema de comercio internacional más equitativo para los 
países periféricos (Lira 1986). Asimismo, durante el período en 
que Prebisch se desempeñó en la UNCTAD, la economía mundial 
todavía conservaba un dinamismo que estaría ausente a partir 
de la segunda mitad de la década de 1970. Hacia el final de los 
años sesenta, cuando finaliza su estadía en la UNCTAD, Prebisch 
parecía escéptico sobre la posibilidad de contar con algún tipo 
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de cooperación de los centros para lograr un sistema de comer-
cio internacional más equitativo. Esto probablemente lo llevó a 
volcarse a buscar soluciones internas, que no dependiesen de la 
voluntad de cooperación de los países centrales. 

Si bien el estudio del capitalismo periférico incorpora nue-
vos aspectos, políticos y sociológicos al análisis, creemos que 
presenta importantes elementos de continuidad con sus análisis 
anteriores. 

Por un lado, sigue siendo central la cuestión de la distribución 
de los frutos del progreso técnico. La forma en que la técnica 
penetra en la periferia y los efectos del correspondiente aumento 
de productividad son centrales para el análisis de la apropiación 
del excedente por los estratos privilegiados en Capitalismo perifé-
rico. Los diferentes efectos del progreso técnico en los países del 
centro y de la periferia, a causa de las diferencias en las estructuras 
sociales de ambos grupos de países, ya habían sido analizados por 
Prebisch con anterioridad, desde su famoso texto “El desarrollo 
económico de la América Latina y algunos de sus principales 
problemas” de 1949 (Prebisch 1949). En Hacia una dinámica del 
desarrollo latinoamericano, en 1963, Prebisch ya ponía énfasis en 
que “la penetración acelerada de la técnica exige y trae consigo 
transformaciones radicales: transformaciones en la forma de pro-
ducir y en la estructura de la economía, que no podrían cumplirse 
con eficacia sin modificar fundamentalmente la estructura social” 
(Prebisch [1963] 1971, 4). La incorporación de las características 
de la estructura social al estudio de las economías periféricas 
por lo tanto no es nueva, y aunque Prebisch no había concluido 
que había que cambiar el sistema, los elementos principales del 
análisis ya se encontraban presentes. Asimismo, el hecho de que 
Prebisch sea tan impreciso al describir el proceso de transición 
hacia el nuevo sistema y tan ambiguo respecto de su funciona-
miento, le quita relevancia a la conclusión de que el sistema debe 
ser transformado, y sobre todo al hecho de que esta conclusión 
implique una ruptura con sus estudios anteriores. 

Un factor adicional de continuidad con sus visiones anteriores 
es la renuencia de Prebisch a analizar los fenómenos en términos 
de clases sociales, expresión que reemplaza por la de “estratos 
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privilegiados” o “estratos superiores”, “estratos intermedios”, 
“fuerza de trabajo”, etcétera.9 Ésta no es una mera cuestión termi-
nológica: es de destacar que Prebisch siempre evitó una interpre-
tación explícitamente clasista del conflicto social (Lira 1986, 460).

Tanto en sus escritos precedentes como en Capitalismo periférico 
parece haber una creencia implícita en la posibilidad de lograr el 
desarrollo sostenible y equitativo logrando algún tipo de armoni-
zación de intereses de las clases sociales, clases que se mantendrían 
diferenciadas aún después del cambio de sistema socioeconómico 
y político. La vaguedad sobre este punto deja la sensación de que 
Prebisch no llega aquí al fondo de la cuestión. Por un lado, no está 
claro que el nuevo sistema no sea capitalista, dado que se manten-
dría la propiedad privada de los medios de producción, y, a pesar 
del uso social del excedente, habría una remuneración al capital 
para los propietarios de empresas que no sería inmediatamente 
accesible para los trabajadores, aunque gradualmente adquiriesen 
participación en el capital. Por otro lado, Prebisch rechaza la pro-
piedad pública de los medios de producción por considerar que 
se contradice con los valores democráticos esenciales, como son la 
libertad de los individuos a elegir qué consumir y de las empresas 
a elegir qué producir. Por eso consideramos errada la afirmación 
de Lira de que está claro que “una cosa no admite dudas: para 
Prebisch la única respuesta a las contradicciones de las formacio-
nes periféricas más avanzadas se encuentra fuera del ámbito del 
capitalismo” (Lira 1986, 467-468). A nuestro parecer, es claro que 
el nuevo sistema no sería socialista sino que parecería tender a un 
sistema capitalista altamente regulado, presentado por Prebisch 
como una síntesis entre socialismo y capitalismo.

La cuestión de la restricción externa también sigue presente, 
constituyendo así un elemento más de continuidad. Prebisch aler-
taba sobre el hecho de que el estrangulamiento externo podría fre-
nar el ritmo de acumulación deseado. Es necesario que la periferia 
se industrialice y comience a exportar manufacturas para poder 

9	 Éstos son también los términos que se han utilizado en este trabajo para preser-
var la fidelidad a la visión del autor.
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importar los bienes de capital necesarios para la producción. El 
aumento de la proporción de exportaciones industriales haría a la 
periferia menos vulnerable a los ciclos económicos originados en 
los centros.

Finalmente, y relacionado al punto anterior, el enfoque cen-
tro-periferia, si bien no es el centro de esta obra, sigue presente 
en el trasfondo y no hay ninguna evidencia de que haya sido 
abandonado, sino simplemente complementado por la incorpo-
ración de factores internos. Incorporación que como menciona-
mos anteriormente, si bien adquiere una nueva relevancia, no es 
nueva en el autor. El enfoque se reequilibra hacia el de una res-
ponsabilidad compartida entre la periferia y los centros, aunque 
sin dejar de lado la importante asimetría entre ambos. Al final 
de su libro, Prebisch resalta que seguramente, la reacción de los 
centros ante una transformación del sistema en la periferia sería 
negativa. Sostiene que “existe en los centros, particularmente en 
los Estados Unidos, una formidable constelación de intereses eco-
nómicos y financieros que tiene gran influencia en las relaciones 
con la periferia. La crisis del sistema pone en tela de juicio esos 
intereses y las teorías que los apuntalan. Y cuando esos intereses 
se sienten lesionados intervienen en contra del país periférico, 
hasta llegar en algunos casos, al empleo de la fuerza militar” 
(Prebisch 1981, 329).

Reflexiones finales

Tanto el análisis prebischiano del capitalismo periférico como la 
propuesta de transformación, presentan insuficiencias significati-
vas. Sin embargo, muchos de los aspectos del análisis conservan 
vigencia a la hora de un debate sobre el desarrollo latinoamericano. 

En primer lugar, sigue siendo necesaria una visión autócto-
na del proceso de desarrollo, sobre todo cuando la realidad nos 
muestra que en los centros, ante una crisis fenomenal, se siguen 
aplicando los viejos remedios del ajuste y la austeridad. Sin 
embargo, cabe aclarar que la insistencia de Prebisch en descartar  
cualquier idea proveniente de estudiosos de los países centrales 
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es infructuosa. Tomar en cuenta ciertos aspectos de pensadores de 
los países centrales no implica necesariamente una dependencia 
intelectual, además de que ignorar completamente a los economis-
tas clásicos es una tarea imposible.  En Capitalismo periférico. Crisis 
y transformación, Prebisch insistía en sus opiniones ya expresadas 
anteriormente sobre la inutilidad de los enfoques de Keynes y de 
Marx para pensar los problemas de la periferia, sosteniendo que 
ambos habían elaborado sus teorías estudiando las economías 
centrales, y por lo tanto no eran aplicables a la realidad periférica. 
Sin embargo, de su obra se deduce que el enfoque keynesiano 
no le fue completamente ajeno, a pesar de las críticas expresadas 
en su Introducción a Keynes y otros trabajos del mismo período 
(Prebisch 1947). Asimismo, el análisis de Marx que Prebisch reali-
za en su obra es por demás superficial.10 Hechas estas aclaraciones, 
sigue vigente la necesidad de elaborar ideas propias para una 
planificación del desarrollo efectiva.

Otro aspecto, relacionado con el punto anterior, es que la crisis 
actual puso de manifiesto que el funcionamiento del capitalismo 
en los centros no está tan exento de conflictos como pretendía 
Prebisch. La racionalidad colectiva que según Prebisch faltaba en 
la periferia también parece estar ausente en las economías desarro-
lladas. Esto no implica que no haya importantes diferencias entre 
ambos grupos de países, o que el esquema centro-periferia sea 
obsoleto para el análisis, pero sí que habría que replantear algunas 
de las tesis prebischianas, también a la luz del surgimiento de nue-
vos centros en la economía mundial. La tesis de que el capitalismo 
en los centros y en la periferia es cualitativamente distinto parece 
perder significación. Sin embargo, a la luz de las importantes 
diferencias de ingreso entre América Latina y los países centrales 
que todavía persisten, así como la inequidad social, la lentitud con 
que penetra la técnica y las asimetrías en el plano del comercio y 
del sistema financiero internacionales, el esquema centro-periferia 
sigue siendo útil como instrumento de análisis.

10	Para un ampliación de este punto ver Hodara (1988).
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Un aspecto adicional a destacar es el de las contradicciones del 
capitalismo periférico. El estudio profundo de las contradicciones 
del sistema y su resolución, que llevó a Prebisch a afirmar que era 
necesaria una transformación, es una materia pendiente. Prebisch 
se concentra mucho más en la esfera de la distribución que en la 
de la producción, lo que constituye una limitación para su aná-
lisis. No obstante, esto no invalida la necesidad de ahondar en 
estos aspectos para una planificación del desarrollo sostenible. Un 
análisis serio de la necesidad de la regulación estatal de la produc-
ción y/o la distribución es indispensable para la planificación del 
desarrollo, ya sea que este análisis resulte o no en una necesidad 
de transformar el sistema socioeconómico y político.  

Finalmente, tiene particular vigencia el aspecto político de la 
planificación del desarrollo. El proceso por el cual se llegaría a 
transformar el sistema es uno de los puntos más débiles del aná-
lisis de Prebisch. En un sistema exento de racionalidad colectiva, 
no parece probable que haya actores capaces de promover un 
cambio hacia un uso social y racional del excedente. Asimismo, 
no hay motivos para suponer, como lo hace Prebisch, que las élites 
no se opondrán ferozmente a cualquier cambio de este tipo, y que 
en esto no tendrán el apoyo de algunos países centrales. Todos 
estos problemas hacen que Hodara califique la transformación 
propuesta por Prebisch como el punto de llegada de una especie 
de “romanticismo económico” (Hodara 1988, 585). 

La cuestión política es sumamente importante, dado que 
América Latina siempre se vio en serias dificultades para introdu-
cir reformas que afectasen seriamente a los intereses constituidos. 
La realidad  muestra que ante reformas mucho menores a las 
propuestas por Prebisch, las reacciones fueron contundentes. Esto 
no debe conducir a una resignación ante la situación actual, pero 
sí obliga a considerar la viabilidad política de las propuestas de 
transformación. Éste es un aspecto a tener en cuenta al debatir 
sobre la planificación del desarrollo, dado que no se trata de una 
discusión meramente teórica sino que tiene como finalidad modi-
ficar la realidad de los países periféricos.
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10 | La restricción externa en el largo 
plazo: Argentina, 1960-2013

Introducción

Este trabajo analizará el sector externo de Argentina en un período 
de largo plazo (1960-2013), con el objetivo de analizar la dinámica 
del crecimiento económico de tres etapas de su historia: en primer 
lugar, la de la consolidación del paradigma desarrollista industria-
lista, que duró desde fines de la década del cincuenta hasta media-
dos de la de los setenta; en segundo orden, la del ajuste estructural 
y liberalización económica (desde mediados de los setenta hasta 
2001) y, en tercer lugar, la de la posconvertibilidad (2002-2013), 
etapa caracterizada mayormente por el crecimiento acelerado con 
inclusión. El estudio procura analizar cuáles han sido los princi-
pales determinantes de los problemas de restricción externa en el 
largo período de análisis, haciendo particular hincapié en la evo-
lución de la cuenta corriente. 

El énfasis en el sector externo se debe a la idea, muy trabajada 
por el estructuralismo latinoamericano, de que la dinámica de éste 
termina marcando los límites del crecimiento económico y, por 
ende, del desarrollo (Amico, 2014). Desde aquí postularemos que 
el desarrollo económico es un proceso más amplio y diferente al 
del crecimiento económico, pero que requiere inevitablemente de 
éste para llevarse a cabo. Preguntarse por la restricción externa de 
largo plazo cobra particular importancia en un contexto nacional 
como el actual, en el que las intenciones de hacer política económi-
ca expansiva chocan con la escasez de divisas necesarias para su 
éxito. Este trabajo, además de analizar con cierto grado de detalle 
un período de larga duración, procurará otorgar algunos elementos 
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para comprender la situación de estrangulamiento externo a la que 
se ha llegado en 2011, y que sin dudas ha obstaculizado el proceso 
de fuerte crecimiento iniciado a fines de 2002.

A los fines expositivos, hemos dividido el largo período de 
análisis en tres subetapas: la de la sustitución “difícil” de importa-
ciones (1960-1975),1 la del extenso ajuste estructural y volatilidad 
económica (1975-2001) y la de la posconvertibilidad (2002-2013), 
caracterizada por un acelerado crecimiento económico con redis-
tribución del ingreso. El trabajo estará dividido en cuatro seccio-
nes: en las primeras tres, se analiza la dinámica de la restricción 
externa para cada una de estas tres subetapas, en tanto que en la 
última sección se presentan las principales conclusiones.

La última fase de la industrialización sustitutiva: 
1960-1975

Uno de los principales obstáculos al crecimiento sostenido duran-
te la fase de la industrialización sustitutiva de importaciones (ISI) 
(1930-1976) había sido la escasez de divisas producida por una 
estructura productiva desequilibrada (Diamand, 1972, 1973). Por 
ese entonces, Argentina era un país en vías de industrialización, 
que contaba con un sector primario que trabajaba a costos inter-
nacionales y era proveedor de divisas, y con uno industrial, cuyos 
costos eran superiores a los internacionales y que demandaba 
divisas para expandirse, en tanto había muchos insumos y bienes 
de capital que no se producían localmente, debido a la limitada 

1	 El año 1960 debe tomarse no como un hito sino como un punto de referencia. 
Hay consenso dentro de la historiografía económica argentina respecto a que el 
gobierno de Frondizi (1958-1962) marcó un parteaguas en la dinámica económica 
y, en particular, industrial del país, al atraer inversiones en sectores industriales 
de alta complejidad, como el metalmecánico y el químico. Por otro lado, la dis-
ponibilidad de datos desagregados del comercio exterior por medio de la base 
de datos de Comtrade llega hasta 1962. Es por tal razón que en algunos de los 
gráficos hemos comenzado a partir de este último año. En tercer lugar, lo cierto 
es que la fase de “oro” de la industria argentina se dio entre 1964 y 1974; como se 
verá, a los fines argumentativos de este trabajo, será este período, más que el de 
los años anteriores, el que mayor atención recibirá.
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profundidad del proceso sustitutivo y a la dependencia tecnoló-
gica del país. En un contexto mundial de bajo dinamismo de las 
exportaciones primarias, la Argentina de la posguerra requería, 
según Diamand, ir más lejos en su industrialización, con el obje-
tivo de disminuir la elasticidad-producto de sus importaciones (a 
partir de una mayor sustitución) y elevar la de sus exportaciones 
(a partir de crecientes ventas externas de productos industriales, 
cuya demanda era por entonces mucho más dinámica que la de los 
tradicionales productos agropecuarios). 

Por tal razón, en la era de la ISI era frecuente que, cuando la 
economía crecía, se entrara inexorablemente en un déficit comercial 
que derivaba en un déficit de cuenta corriente, el cual a su vez desa-
taba una crisis de la balanza de pagos, que se corregía por medio 
de una devaluación recesiva que deprimía las importaciones lo 
suficientemente como para reestablecer el equilibrio externo (Braun 
y Joy, 1968; Diamand, 1972, 1973). Por ese entonces, en tanto los flu-
jos de capitales a nivel internacional estaban sumamente regulados 
en el marco de los acuerdos de Bretton Woods, la cuenta capital y 
financiera (de ahora en más, “cuenta capital”) tenía un rol menor en 
una balanza de pagos que, por ende, se explicaba fundamentalmen-
te por lo que ocurría en la cuenta corriente.

Resulta interesante observar qué pasó en la última etapa de la 
industrialización sustitutiva (1960-1975) en materia de convergencia 
con el mundo desarrollado y restricción externa. Entre 1964 y 1974 
Argentina no sólo incrementó su producto bruto interno per cápita 
(de ahora en más, PBIpc), sino que además lo hizo más velozmente 
que Estados Unidos (al cual tomaremos aquí como benchmark de 
desarrollo), achicando así la brecha con éste. Si durante esos años 
Estados Unidos incrementó su PIBpc a un 2,7% anual, Argentina lo 
hizo a un 3,9%. La industria manufacturera fue el motor de dicho 
crecimiento, al crecer en términos per cápita un 5,4% anual, motori-
zada en buena medida por empresas transnacionales que se habían 
comenzado a radicar a partir de los años cincuenta.2 

2	 Los datos de PBI per cápita corresponden a Maddison (2009) mientras que los del 
PBI industrial a Ferreres (2010).
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Para estudiar la dinámica global del sector externo nos val-
dremos del gráfico 1 y, para analizar la trayectoria detallada de la 
cuenta corriente, del gráfico 2. En ambos gráficos hemos optado 
por presentar el saldo de ésta dividido por las exportaciones 
argentinas,3 a su vez, en el gráfico 1 se exhibe también el saldo 
de la cuenta capital (también dividido por exportaciones, para 
mantener la misma unidad de medida que en el caso de la cuenta 
corriente), la variación de reservas (también sobre exportaciones)4 
y el stock de reservas dividido por las importaciones de bienes y 
servicios y el pago de utilidades e intereses (de ahora en más lo 
denominaremos “stock relativo de reservas”).5 Por su lado, en el 
gráfico 2 hemos descompuesto la cuenta corriente según tres fac-
tores: balanza de servicios, balanza de bienes y balanza de rentas 
(utilidades e intereses de deuda).6

3	 El ratio de cuenta corriente sobre exportaciones permite ser un proxy de la solven-
cia externa de una economía. Habitualmente, la medida utilizada es el cociente 
entre cuenta corriente y PBI. En rigor, para el análisis de la restricción externa 
es más importante tener en cuenta la capacidad de producir divisas –que, en 
economías periféricas como las latinoamericanas, se da principalmente por las 
exportaciones– que la de producir bienes y servicios (PIB) (Amico, 2014), de ahí 
el indicador escogido.

4	 La variación de reservas surge de la resta entre el saldo de la cuenta corriente 
y el de la cuenta capital, más los errores u omisiones (salvo en los últimos años 
que adquirieron cierta relevancia, éstos en general han sido irrelevantes). Vale 
apuntar que el saldo de la cuenta capital fue estimado de una manera distinta a 
la que hace Ferreres (2010), ya que encontramos algunas inconsistencias en sus 
series, particularmente durante la década del ochenta. De tal modo, el saldo de la 
cuenta capital se estimó como residuo: CK = CC - EyO - DR, donde CK es el saldo 
de la cuenta capital, CC el de la cuenta corriente, EyO los errores y omisiones y 
DR la variación de reservas internacionales. Este último término se pudo calcular 
ya que disponemos de las series anuales de reservas (disponibles en Ferreres, 
2010 y, desde 2010, de INDEC).

5	 Así como el ratio cuenta corriente sobre exportaciones permite brindar informa-
ción acerca de la solvencia externa de largo plazo, el de stock de reservas sobre 
importaciones, utilidades e intereses puede oficiar de proxy de los problemas de 
liquidez en el corto. Si bien en el largo plazo es posible hallar una correlación 
entre solvencia y liquidez, en general suele haber altos grados de libertad, más 
aún en la era post Bretton Woods de desregulación financiera. Puede consultarse 
Amico (2014) al respecto.

6	 En rigor, falta un cuarto componente que es la balanza de transferencias, pero 
que en Argentina ha tenido un rol marginal a lo largo del período en cuestión.
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Hechas estas aclaraciones, a continuación nos adentraremos 
en el análisis empírico. 1962 y 1963 habían sido años de crisis 
económica ocasionados por el estrangulamiento externo: como 
se ve en el gráfico 1, si en 1961 el stock relativo de reservas había 
sido del 32%, al año siguiente habían caído a apenas un 13%. La 
devaluación recesiva concomitante (que había hecho caer el PBIpc 
un 7%) conllevó un desplome de las importaciones (-33% entre 
1961 y 1963) que contribuyó significativamente al cambio de signo 
de una balanza comercial7 y una cuenta corriente que en 1961 
habían llegado a niveles altamente deficitarios (ver gráficos 1 y 2). 
Sin embargo, el fuerte crecimiento iniciado en 1964 no implicó, a 
diferencia de fases previas de expansión, un inmediato desmejora-
miento de la balanza comercial. Como se ve en el gráfico 2, recién 
a partir de 1968 el saldo de cuenta corriente comenzó a empeorar, 
en función de lo que ocurría con el intercambio de bienes.8 Nótese 
que, a pesar de la creciente extranjerización de la estructura pro-
ductiva argentina, la balanza de rentas (que incluye las remisiones 
de utilidades) no se deterioró significativamente en dichos años. 
Igualmente, vale apuntar que la mejora en la cuenta corriente no 
permitió una gran acumulación de reservas debido a que la cuenta 

7	 Lo que aquí llamamos “balanza comercial” se refiere a la de bienes. La balanza 
de servicios tiene un tratamiento aparte en el gráfico 3.

8	 Entre 1963 y 1967 el PBI argentino creció un 24%, en tanto que las cantidades 
importadas lo hicieron en un 10% y las exportadas en un -1%. Los términos del 
intercambio, por su parte, aumentaron un 14% entre 1963 y 1964 (ver gráfico 
3), los más elevados del período 1954-1970. Sin esta mejora en los términos del 
intercambio, la situación en el frente externo habría sido más compleja. De todos 
modos es interesante lo que ocurría en materia de importaciones: en 1964 y 
1965, el PBI argentino se expandió un 10,3% y un 9,2% respectivamente, y las 
cantidades importadas lo hicieron en una magnitud levemente superior (11,1% 
y 10,3%). Ello contrasta severamente con lo ocurrido en fases de alto crecimiento 
más recientes: entre 1990 y 1994, el PBI argentino creció un 36%, en tanto que 
las cantidades importadas lo hicieron en 467%; por su lado, entre 2003 y 2008 
los guarismos fueron de 58% y 368% respectivamente (todos los datos provie-
nen de Ferreres, 2010). El punto a remarcar es que a mediados de los sesenta, 
la elasticidad-producto de las importaciones no parecía ser significativamente 
superior a 1, debido a la profundización del proceso sustitutivo. En todo caso, 
el problema se encontraba en el reducido dinamismo de las exportaciones que, 
como mencionamos, estuvieron estancadas, en cantidades entre 1964 y 1967, sin 
lograr profundizar la mejora en los volúmenes vendidos en 1962 y 1963.
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capital era negativa (gráfico 1). Esto se explica por la decisión por 
parte de la administración Illia (1963-1966) de cancelar vencimien-
tos de deuda con reservas (García Vázquez, 1997). Recién en 1967 
se incrementaría considerablemente el stock relativo de reservas, 
gracias a un cambio de signo en la cuenta capital, originado por la 
combinatoria de dos factores: por un lado, según De Pablo (1975), 
a que la política monetaria y cambiaria de la gestión Krieger 
Vasena (1967-1969) generó incentivos para la repatriación de capi-
tales argentinos y para el ingreso de capitales externos de corto 
plazo; por el otro, según Rapoport (2007), también contribuyeron 
los préstamos otorgados por el FMI y la banca internacional.

Gráfico 1. El sector externo argentino (1960-2013)

Fuente: elaboración propia en base a información de Ferreres (2010), INDEC y Comtrade.

Entre 1968 y 1971, el saldo de la cuenta corriente evidenció una 
notoria desmejora: pasó de ser positivo en 9% de las exportacio-
nes en 1967 a negativo en 22% de éstas en 1971 (gráficos 1 y 2). 
Nuevamente, lo que explica dicho derrotero es lo ocurrido con la 
balanza de bienes: mientras que las ventas externas crecieron un 
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19% entre dichos años, las importaciones lo hicieron un 70%. De 
tal modo, y en tanto la cuenta capital se mantuvo relativamente 
neutra –a excepción de 1970, cuando préstamos externos contribu-
yeron a agrandar las arcas del Banco Central– el stock relativo de 
reservas pasó del 56% en 1968 al 15% en 1971, encendiendo así las 
luces amarillas de una nueva crisis (gráfico 1). 

Gráfico 2. Descomposición de la cuenta corriente, según impacto sobre 
las exportaciones (1960-2013)

Fuente: elaboración propia en base a Ferreres (2010) e INDEC.

Sin embargo, en 1972 y sobre todo en 1973 se produjo una mayor 
holgura en el frente externo: en este último año, el saldo de la 
cuenta corriente fue positivo en un 20% al valor de las exportacio-
nes, permitiendo así una recomposición de reservas, que equiva-
lieron a un 55% de la suma de las importaciones, utilidades y ren-
tas, cifra similar a las de 1967 y 1968. Este alivio en la balanza de 
pagos se explica una vez más por lo ocurrido en la balanza comer-
cial (gráfico 2), que se volvió superavitaria debido a la conjunción 
de cuatro factores: en primer lugar, a una sensible mejoría en los 
términos del intercambio (que fueron en 1973 un 51% superiores 



332 | estudios sobre planificación y desarrollo

a los de 1970, ver gráfico 3); en segundo orden, a una merma en el 
ritmo importador, a pesar del crecimiento económico;9 en tercera 
instancia, a un gran aumento de las cantidades exportadas –parti-
cularmente, en 1973, debido a una muy buena cosecha de granos 
(Rapoport, 2007), fueron 18% superiores a las de 1971–;10 en cuarto 
lugar, a la maduración de parte del tejido industrial, que hacía 
que los déficits comerciales en diversas ramas manufactureras se 
estuvieran revirtiendo.11

Gráfico 3. Términos del intercambio (1960-2013, 1993=100)

Fuente: elaboración propia en base a Ferreres (2010) hasta 2009 y UNCTAD para 
2009-2013.

Este último punto es un dato muy interesante, que matiza las 
aseveraciones acerca del fracaso o agotamiento de la industria-
lización sustitutiva hacia principios de los setenta. En el cuadro 
1 puede apreciarse el importante cambio experimentado en la 
canasta exportable argentina entre 1962 y 1974, en base a la cla-
sificación de bienes según intensidad tecnológica realizada por 

9	 Las cantidades importadas fueron 5% menores en 1973 respecto a 1971, en tanto 
que el PBI se expandió un 6%.

10	Datos tomados de Ferreres (2010).
11	Respecto a la maduración del tejido industrial argentino a principios de los años 

setenta, ver el famoso trabajo de Katz y Ablin (1977), entre muchos otros.
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Lall (2000).12 Nótese cómo los productos primarios (PP) pasaron 
de representar un 80% de las ventas externas argentinas en 1962 
a un 54% en 1974, a expensas de las manufacturas intensivas en 
recursos naturales (MRRNN) –que pasaron del 18% al 24%–, las de 
baja tecnología (MBT) –que crecieron del 0,5% al 9%, a partir de las 
exportaciones de laminados siderúrgicos, cueros, indumentaria o 
calzado, principalmente–, las de media tecnología (MMT) –que 
pasaron del 1% a casi el 9%, destacándose los vehículos de trans-
porte terrestre y algunas maquinarias como la agrícola, las no eléc-
tricas y las de usos especiales– y las de alta tecnología (MAT) –que 
aumentaron su peso del 0,6% al 3,3%, con una nada despreciable 
presencia de las maquinarias de oficina–. De haberse medido a 
valores constantes en lugar de corrientes, la caída del peso de los 
PP posiblemente habría sido mayor entre 1962 y 1974, debido a 
que entre dichos años los precios de las materias primas mejoraron 
vis à vis los industriales, como se desprende de la evolución de los 
términos del intercambio del gráfico 4. 

En los gráficos 4 y 5 podemos ver cómo repercutía la dinámica 
del sector industrial en la balanza de pagos. Hasta la década de 
1980, el déficit manufacturero era la principal fuente de salida de 
divisas en la cuenta corriente (gráfico 4). Sin embargo, durante la 
última fase de la industrialización sustitutiva, el déficit manufac-
turero, en relación a las exportaciones, tuvo distintas etapas: en 
primer lugar, la recesión de 1962-1963 hizo contraer fuertemente 
las importaciones industriales, lo cual conllevó una ostensible 
reducción del déficit manufacturero, de casi un 90% en 1962 a alre-
dedor de un 50% en 1964. Como se ve en el gráfico 5, dentro de las 
manufacturas, eran las maquinarias y equipos las que explicaban 
el grueso de dicho desbalance. 

En segundo lugar, dentro del período de intenso crecimiento 
industrial entre 1964 y 1974, puede observarse una tendencia al 

12	Vale recalcar que este autor realizó una clasificación en base al SITC ver. 2, en tanto 
que la disponibilidad de datos de Comtrade para los años previos a 1980 se basa en 
el SITC ver. 1. Hemos realizado pequeñas modificaciones para volver compatibles 
ambas clasificaciones que alteran los números finales marginalmente.
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aumento del déficit manufacturero entre 1966 y 1971, llegando 
en este último año a ser equivalente al 60% de las exportaciones. 
Contribuían a esta dinámica todos los sectores industriales: las 
maquinarias y equipos, los químicos y “otras manufacturas”, 
aunque el primero de éstos seguía siendo el de mayor peso; por 
su lado, los alimentos, como es sabido, aportaban el grueso de las 
divisas (gráfico 5).13 

Gráfico 4. Principales determinantes de las salidas de divisas por cuenta 
corriente (1960-2013)

Fuente: elaboración propia en base a Ferreres (2010), INDEC y Comtrade.

13	Aquí se incluyen la mayoría de las manufacturas industriales de bajo contenido 
tecnológico: textiles, indumentaria, calzado, muebles, equipajes, marroquine-
ría, vidrio y productos siderúrgicos; según Lall (2000), éstos son de baja tecno-
logía, a excepción de los tubos de acero, catalogados como de media intensidad 
tecnológica.
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Cuadro 1. Descomposición de la canasta exportable argentina según 
intensidad tecnológica, 1962 y 1974

1962 1974

Producto

Participación 
en las 

exportaciones Producto

Participación 
en las 

exportaciones
Trigo 14,2% Maíz 16,8%
Carne sin procesar 13,4% Cereales exc. trigo 9,3%
Lana 12,5% Trigo 7,8%
Maíz 9,9% Carne sin procesar 6,9%
Piensos para animales 7,6% Piensos para animales 3,3%
Pieles 7,4% Lana 2,7%
Cereales exc. trigo 3,5% Fruta sin procesar 2,6%
Fruta sin procesar 2,3% Otros PP 5,1%
Animales vivos 2,3% Subtotal PP 54,4%
Algodón 2,0%   
Otros PP 4,7% Azúcar y miel 7,9%
Subtotal PP 79,9% Aceites vegetales 4,7%
  Carne procesada 4,3%
Aceites vegetales 8,3% Químicos orgánicos 1,0%
Carne procesada 5,0% Otras MRRNN 6,4%
Extractos tintóreos y curtientes 1,0% Subtotal MRRNN 24,3%
Manteca 0,6%   
Otras MRRNN 2,9% Laminados de hierro y acero 2,9%
Subtotal MRRNN 17,8% Cueros 2,2%
  Indumentaria 0,9%
Cueros 0,2% Calzado 0,7%
Otras MBT 0,3% Productos impresos 0,6%
Subtotal MBT 0,5% Otras MBT 1,9%
  Subtotal MBT 9,2%
Productos químicos ncp 0,9%   
Otras MMT 0,3% Vehículos de transporte terrestre 3,2%
Subtotal MMT 1,2% Maquinaria y equipo no eléctricos 1,6%
  Maquinaria agrícola 1,0%
Medicamentos 0,5% Tubos de acero 0,6%
Otras MAT 0,1% Maquinaria para usos especiales 0,5%
Subtotal MAT 0,6% Productos químicos ncp 0,4%
  Otras MMT 1,4%
  Subtotal MMT 8,7%
  Maquinaria de oficina 1,1%
  Medicamentos 0,6%
  Otras MAT 1,6%
  Subtotal MAT 3,3%
Total 100,0% Total 100,0%

Fuente: elaboración propia en base a Comtrade.
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En 1971 se observa un punto de inflexión: el déficit manufacturero 
pasa del 60% de las exportaciones a alrededor del 25% en 1973, lo 
cual se debe no sólo al incremento de las ventas externas totales 
(lo cual aumenta el denominador de la ecuación) sino al despegue 
de las exportaciones industriales, en particular las de maquinaria 
y equipo y “otras manufacturas” (ver gráfico 5). A modo de ejem-
plo, en 1974 Argentina era superavitaria en maquinaria agrícola, 
equipos eléctricos para uso doméstico, vehículos de transporte 
terrestre (automóviles, sobre todo), muebles, confecciones, pro-
ductos elaborados del cuero, productos impresos y materiales 
para vivienda, en tanto que tenía un saldo neutro en maquinarias 
de oficina y aparatos de telecomunicaciones. 

Entre 1974 y 1975, la bonanza en el frente externo se desmo-
ronó vertiginosamente: en este último año, el déficit de cuenta 
corriente llegó a ser del 43% de las exportaciones y el stock relativo 
de reservas cayó a apenas un 15% (gráfico 1). La razón de ello 
estriba, fundamentalmente, en la crisis del petróleo. Entre 1973 y 
1975, los términos del intercambio cayeron un 35% (ver gráfico 3) a 
raíz del aumento del precio de las importaciones de combustibles 
(que pasaron a representar el 14,5% de las compras argentinas al 
exterior en 1974, cuando en 1972 tan sólo habían dado cuenta del 
3,7%), de los productos siderúrgicos (a raíz del fuerte aumento en 
el precio internacional del hierro) y de diversas manufacturas en 
las que los hidrocarburos y el acero eran componentes importante 
de los costos. Nótese cómo los combustibles, los químicos (con 
fuerte peso del petróleo en su precio final) y “otras manufacturas” 
(dentro de este último rubro, la siderurgia explicaba el grueso de 
las importaciones) acrecentaron su déficit entre 1973 y 1975 (grá-
fico 5). Asimismo, si bien las cantidades importadas aumentaron 
un 2% entre 1973 y 1975 (en un marco de crecimiento acumulado 
del producto del 4,7%, debido a 1974, ya que 1975 fue recesivo), 
las exportadas cayeron 20%, ya que el shock petrolero supuso 
un estancamiento en las economías industrializadas, que eran 
la principal fuente de demanda de las exportaciones argentinas 
(Rapoport, 2007). En este escenario, la economía local, atravesa-
da por un agudo conflicto distributivo y político, experimentó 
en 1975 –tras una megadevaluación del peso acompañada de 
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fortísimas subas en las tarifas públicas– una recesión con inflación 
de tres dígitos. De esta manera, se preludiaba un período oscuro 
para la economía argentina, caracterizado por una elevada vola-
tilidad económica, la cual daría pie a una intensa divergencia en 
materia de PBIpc respecto a Estados Unidos, y a una regresividad 
distributiva hasta entonces inédita. Si 1975 marcó el preludio de 
la nueva etapa, sería la política económica de la última dictadura 
militar (1976-1983) la que marcaría quiebres irreversibles en la 
historia económica argentina.

Gráfico 5. Saldo comercial sectorial sobre exportaciones (1962-2013)

Fuente: elaboración propia en base a COMTRADE.

El largo período del ajuste estructural: 1975-2001

Los golpistas del 76 consideraban que la severa crisis política a 
la que había llegado el país se originaba en la industrialización 
sustitutiva, que había generado las bases materiales necesarias 
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para la “alianza populista” entre sectores obreros y pequeños y 
medianos empresarios, que eran la columna vertebral del pero-
nismo. Teniendo en cuenta que las anteriores experiencias auto-
ritarias (como las de 1955-1958 y 1966-1973) habían fracasado en 
disciplinar al cuerpo social, la cúpula militar tuvo como objetivo 
central transformar la matriz productiva, con vistas a alterar las 
relaciones de fuerza entre los distintos actores sociales (Rapoport, 
2007; Belini y Korol, 2012; Kulfas, 2005; Arceo, 2005). Una serie de 
medidas económicas (entre las que destacan la apertura y desregu-
lación financiera de 1977, las bajas arancelarias de 1976 y 1979, la 
fenomenal apreciación cambiaria de 1979-1981 y la drástica caída 
del salario real en 1976 –sólo parcialmente compensada en los años 
posteriores– que deprimió la demanda a un sector industrial que 
aún era mayormente mercado-internista) afectó severamente al 
tejido industrial argentino. A la vez, las condiciones macroeconó-
micas fomentaron en el corto plazo un espectacular boom del sector 
financiero, que se expandió un 40% entre 1975 y 1980 cuando la 
economía en su conjunto lo hizo en un 12%. Como consecuencia 
de dichas medidas aumentó exponencialmente el endeudamiento 
externo y, en 1979 y 1980, se produjo una exorbitante avalancha de 
importaciones que deterioró severamente la balanza comercial.14 
En este último año, el déficit de cuenta corriente llegó a ser del 60% 
de las exportaciones, lo cual se debía al déficit de la balanza de bie-
nes, a una profundización del déficit en la de servicios (sobre todo, 
por las mayores importaciones que aumentaban el peso de los 
pagos de transportes y seguros y por el turismo) y al creciente peso 
de los intereses de la deuda, producto de los cuantiosos créditos 
otorgados desde el exterior en los años previos y al fuerte aumento 
de las tasas de interés decretada por Estados Unidos a fines de 1979 
(ver gráfico 4). De no haber sido por la considerable mejora en los 
términos del intercambio ocurrida entre 1976 y 1981 (gráfico 3), el 
panorama externo habría sido aún peor. 

14	Vale apuntar que la mencionada avalancha de importaciones estuvo motorizada 
por los bienes de consumo, que pasaron de representar el 4% de las compras 
externas argentinas entre 1964-1975 al 19% en 1980-1981 (datos de Ferreres, 2010).
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En el gráfico 1 se exhibe la importancia que adquirió la cuenta 
capital durante la dictadura. Aún más, durante el período 1976-
2001 la cuenta capital fue superavitaria en todos los años excepto 
1989-1990, en tanto que la cuenta corriente fue deficitaria en todos 
excepto 1976-1978 y 1990. La política de endeudamiento por parte 
del gobierno militar, junto con una cuenta corriente positiva, per-
mitió una rápida acumulación de reservas entre 1976 y 1978: en 
este último año, el stock de reservas fue equivalente al 126% de 
la suma de las importaciones, utilidades e intereses, el máximo 
de toda la serie. Sin embargo, el mencionado boom importador 
de 1979-1980, más el creciente peso de los intereses de la deuda 
condujeron a una drástica merma en las reservas, que en 1981 
representaron el 27% de las importaciones, utilidades e intereses, 
forzando así a devaluar la moneda. Aquí hay un dato por demás 
interesante: durante la última fase de la ISI, esta cifra no parecía ser 
un gran impedimento para el crecimiento de la economía argenti-
na, de hecho, en cinco de los once años del rápido crecimiento de 
1964-1974 el stock relativo de reservas fue menor al de 1981 (y al de 
los años que vendrían después). Ahora bien, el desmoronamiento 
de los acuerdos de Bretton Woods –sobre todo acaecido entre 1971 
y 1973– y la liberalización financiera –tanto a nivel mundial como 
local– pareció establecer un nuevo piso mínimo de reservas para 
evitar las tensiones externas. Una hipótesis posible para compren-
der esto es que al perder el Estado parte del control de los flujos 
financieros a manos de los actores económicos privados (sobre 
todo, de los más grandes, lógicamente), el sector externo adquie-
re nuevas fuentes de volatilidad. Ante este nuevo escenario, los 
actores económicos perciben que mayores reservas son necesarias 
para minimizar el riesgo de sus inversiones financieras; dicho de 
otro modo, el precio del creciente peso de los agentes económicos 
en el sistema financiero local es el de un mayor nivel mínimo en el 
stock relativo de reservas para mantener la estabilidad cambiaria.

Como decíamos más arriba, la política económica de la dic-
tadura –en particular, la de los años 1979 a 1981– dañó especial-
mente al sector industrial. Ello se refleja en los gráficos 4 y 5. En 
primer lugar, las exportaciones de mayor contenido tecnológico 
cesan la trayectoria ascendente de los últimos años de la ISI: las 
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MMT y MAT pasan de representar un 12% de las ventas externas 
en 1974 a apenas un 6% en 1983. Se podrá argüir que la mejora en 
los términos del intercambio explica esta trayectoria; quizá parte 
de ello sea cierto. Ahora bien, en 1973 los términos del intercambio 
fueron sensiblemente mejores que los de 1981, y el peso de estas 
manufacturas sensiblemente más elevado. 

La política desindustrializadora de la dictadura derivó, pre-
visiblemente, en un aumento del déficit manufacturero como 
porcentaje de las exportaciones, llegando a ser en 1980 –año de 
alta apertura comercial con apreciación cambiaria– de casi el 80% 
(gráfico 4), a pesar de un crecimiento del PBI casi nulo.15 En par-
ticular, las maquinarias y equipos, que hacia 1974 habían dejado 
de ser el sector industrial más deficitario, volvieron a arrojar un 
profundo desequilibrio, sobre todo en el bienio 1979-1980 (gráfico 
5). La intensa recesión de 1981-1982 deprimió sensiblemente las 
importaciones, con lo que el fenomenal déficit manufacturero 
se achicó a un 30% de las exportaciones (gráfico 54) y la balanza 
comercial volvió a ser positiva (gráfico 2). Sin embargo, la magni-
tud del déficit manufacturero de 1982 era similar al de 1973-1974, 
con una economía que en términos per cápita era un 13% inferior a 
la de este último año, y con una deuda externa ocho veces mayor. 

Este último factor sería, a partir de principios de los ochenta, 
absolutamente crucial en la dinámica del sector externo argentino 
(y, también, del de muchos países latinoamericanos). La suba de 
la tasa de interés estadounidense –de un promedio del 5/7% entre 
1976 y 1978 a un 11% en 1979, con un pico del 20% en 1981– generó 
enormes presiones al déficit de cuenta corriente en los países de la 
región, haciendo que México entrara en cesación de pagos en 1982. 
A partir de allí, y durante el resto de la década, las condiciones 
para el refinanciamiento de los compromisos financieros de los 
países latinoamericanos con el exterior se volvieron muy compli-
cadas, en un entorno en el cual los organismos multilaterales de 
crédito tendieron a jugar más a favor de los acreedores que de los 
deudores (Hirschman, 1987). En el caso argentino, esta situación 

15	Nótese que es el peor guarismo de la serie después de 1962 y 1992-1994.
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se vio agravada por la caída de los términos del intercambio, que 
disminuyeron un 33% entre 1981 y 1987, siendo en este último año 
de los peores de la historia argentina contemporánea (gráfico 3). 

En este contexto, la década del ochenta se caracterizó en 
Argentina por una aguda restricción externa; se trató de un perío-
do de profunda divergencia con Estados Unidos (y el resto del 
mundo desarrollado), con una economía que incluso en términos 
absolutos cayó (en 1990 el PBIpc argentino fue un 22% inferior al 
de 1980). Si durante la ISI, la restricción externa aparecía durante 
las fases de crecimiento y se relajaba durante las de contracción, 
aquí ocurrió algo sumamente diferente. La clave de ello radicó en 
los pagos de intereses de la deuda contraída durante la dictadura 
militar, que representaron en promedio el 65% de las exportacio-
nes nacionales entre 1982 y 1989, las cifras más altas de la historia 
argentina. El enorme esfuerzo en materia de balanza comercial, a 
partir de la contracción de las importaciones –lo cual, en definitiva, 
conspiraba contra la expansión del producto– y la promoción de 
exportaciones no tradicionales por parte del gobierno democrático 
de Raúl Alfonsín (1983-1989), no fue suficiente para compensar las 
erogaciones por intereses de la deuda, que incluso superaron por 
mucho al déficit manufacturero (gráfico 4). De tal modo, el déficit 
de cuenta corriente que abarcó a toda la década se financió con un 
nuevo aumento del endeudamiento externo.16 Como se ve en el 
gráfico 1, la cuenta capital procuró compensar el desbalance en la 
cuenta corriente, pero sin posibilidad de elevar el stock relativo de 
reservas, que promedió el 30% entre 1982 y 1989 (a excepción de 
1985 y 1988). Queremos volver a insistir con un punto: durante la 
ISI, este quantum de reservas no conllevaba los problemas que sí 
tenía una Argentina con mayor liberalización financiera y con rela-
ciones de fuerza entre el Estado y los grandes actores privados muy 
favorables a estos últimos.

Durante la administración radical, el peso de las manufacturas 
de origen industrial en la canasta exportable volvió a acrecentarse. 

16	Según Ferreres (2010), la deuda pública externa pasó de casi 32 mil millones de 
dólares a 58 mil millones entre 1983 y 1989.
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Varios factores explican este hecho: por un lado, incentivos fiscales 
(muchos de ellos habían surgido durante la última fase de la ISI y 
habían sido eliminados o minimizados durante la dictadura); en 
segundo lugar, la maduración, ya desde fines de los setenta, de 
proyectos de promoción industrial en ramas de insumos difundi-
dos como la siderúrgica, la petroquímica o la celulósica; en tercer 
punto, a que el bajo nivel de actividad hacía que diversos secto-
res industriales intentaran ubicar sus excedentes en el exterior 
(Azpiazu y Schorr, 2010); por último, a los bajos precios relativos 
de los productos primarios, que maximizaban el “efecto-precio” 
de las manufacturas en la canasta exportable. 

Por su lado, en lo que concierne a los déficits comerciales secto-
riales, podemos ver que entre 1983 y 1989 –a excepción del bienio 
1986-1987 (de crecimiento del producto)– hay una tendencia al 
cierre del déficit manufacturero y del de combustibles (gráficos 4 
y 5).17 Dentro de las manufacturas, tanto el sector de maquinaria 
y equipo como el de “otras manufacturas” exhiben una reducción 
del déficit, e incluso este último rubro llega a ser superavitario 
durante la segunda mitad de los ochenta. El bajo nivel de activi-
dad explica en buena medida por qué mejoró la balanza comercial 
en estas actividades (deprimiendo importaciones y aumentando 
saldos exportables), pero, en el caso puntual de “otras manufac-
turas”, no hay que dejar de tener en cuenta la mencionada madu-
ración de los proyectos de promoción industrial iniciados en los 
setenta en ramas de insumos difundidos. 

La escasez de divisas que caracterizó a los ochenta llegó al 
paroxismo en 1989, desatando así una megadevaluación de la 
moneda local que generaría una serie de sucesos hiperinflaciona-
rios que se prolongarían hasta 1990.18 Los descontroles de precios 

17	Respecto a este último punto, Serrani (2012, 2013) señala que el autoabasteci-
miento energético logrado durante los años ochenta se debe tanto a la madu-
ración de obras hidroeléctricas y nucleares iniciadas en la década del sesenta y 
principios de la del setenta (como Río Hondo, El Chocón, Corral, Futaleufú y 
Cerros Colorados) como a la mayor utilización del gas natural y a la disminución 
de la demanda doméstica, producto del bajo nivel de actividad imperante. 

18	En el gráfico 1 se observa que entre 1988 y 1989 hubo una aguda caída en las 
reservas (equivalente al 33% de las exportaciones, cifra sólo superada en 1982 
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de 1989 y 1990 implicaron una gran retracción del nivel de activi-
dad (-9% acumulado), junto con una profunda regresividad en el 
impacto de ésta. En 1990 el PBI era levemente inferior al de 1974, 
en tanto que en términos per cápita lo era en un 23%. De tal mane-
ra, no sorprende que un entorno recesivo de tal magnitud derivara 
en un fuerte superávit comercial, que al inicio de la nueva década 
llegó a ser del 70% de las exportaciones (gráfico 2). 

De todos modos, 1990 marca un quiebre respecto a los años 
anteriores, ya que por primera vez desde 1978 vuelve a haber 
superávit de cuenta corriente (gráficos 1 y 2). La clave, además 
de la balanza de bienes, estriba en que la balanza de rentas se 
torna significativamente menos desequilibrada (el déficit de ésta 
pasa de ser de un 65% de las exportaciones en 1989 a menos de 
un 40% al año siguiente). Ello se explica, en un primer momento, 
porque las privatizaciones de empresas públicas permitieron dis-
minuir una parte –menor– de la deuda externa (Rapoport, 2007). 
Sin embargo, ya desde 1991 –año de instauración del régimen de 
Convertibilidad, que implicó una fuerte apreciación real de la 
moneda y una profunda apertura comercial, que llegó mucho más 
lejos que la ejecutada por la dictadura a fines de los setenta–, la 
cuenta corriente volvió a ser deficitaria y no dejaría de serlo hasta 
2002.19 La composición del déficit de la cuenta corriente durante 

y 2002, ambos años de profundas devaluaciones recesivas), que llegaron a ser 
equivalentes al 31% de los pagos de importaciones, intereses y utilidades en el 
último año de la década de 1980. Si bien en términos históricos no es una cifra tan 
baja, cabe tener en cuenta varias cuestiones: a) primero, que como hemos venido 
mencionando en la era de la desregulación financiera es necesario un mayor 
nivel relativo de reservas para hacer frente a las tensiones externas; b) segundo, 
que a principios de dicho año la incertidumbre era muy grande, debido a que se 
trataba de un año electoral, en el que el candidato favorito –que resultaría gana-
dor, Carlos Menem– centraba su campaña con un discurso redistribucionista 
moderado que poco simpatizaba con el perfil ideológico de los grandes agentes 
económicos; c) tercero, que las expectativas de devaluación estaban en ascenso, 
producto no sólo del descenso en el nivel de las reservas, sino también de un 
agravamiento de la situación inflacionaria (Rapoport, 2007). 

19	En tanto el régimen de Convertibilidad buscó solucionar de una vez el proble-
ma inflacionario, que ya había adquirido matices severos a partir de 1975, se 
consideró que la conjunción de apreciación cambiaria en el marco de un tipo 
de cambio fijo por ley y una apertura comercial casi total permitiría discipli-
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la Convertibilidad fue bien distinta a la de los años ochenta y más 
parecida a la de los años 1979-1980: como se ve en el gráfico 2, la 
balanza comercial fue un canal de salida de divisas (a excepción 
de 1995, 1996, 2000 y 2001, todos ellos años recesivos excepto 
1996). Asimismo, la balanza de servicios profundizó su desequi-
librio, a partir de las mayores erogaciones en materia de turismo 
–producto de la apreciación cambiaria– y en seguros, transportes y 
fletes –por el mayor volumen comercializado a partir de una aper-
tura que, si bien fomentó muchísimo las importaciones, también 
fogoneó las exportaciones, aunque en menor medida que aqué-
llas– (Rapoport, 2007).20 En tercer lugar, la balanza de rentas expe-
rimentó una considerable baja en el déficit: si entre 1982 y 1989 
éste había sido equivalente al 65% de las exportaciones, entre 1992 
y 1998 lo fue en torno al 22% de las mismas. Es imposible entender 
este mayor desahogo financiero sin las reestructuraciones de la 
deuda externa que permitió el ingreso de Argentina al Plan Brady 
en 1992 y un nuevo escenario internacional caracterizado por una 
mayor liquidez. A pesar de ello, ya hacia finales de la década, el 
peso de la balanza de rentas se volvió a acrecentar, llegando a ser 
de alrededor del 30% de las exportaciones.

Como decíamos más arriba, el modelo de la Convertibilidad 
se caracterizó por un déficit crónico en la cuenta corriente, que 
habría sido aún peor sin la considerable mejora de los términos 
del intercambio, que en 1996 llegaron a ser 20% mejores a los de 
1990 (gráfico 3). El saldo negativo en la cuenta corriente suponía 
una contrapartida positiva en el lado de la cuenta capital, que 
era financiada mayormente por las privatizaciones de empresas 
públicas (que implicaron, sobre todo entre 1991 y 1994, fuertes 

nar los precios internos por medio de la competencia importada. En efecto, la 
Convertibilidad –a diferencia de los planes económicos aperturistas del “Proceso 
de Reorganización Nacional”– fue exitosa en disminuir la inflación a práctica-
mente cero hacia mediados de los noventa.

20	A modo de ejemplo, entre 1991 y 2001 el déficit en la balanza de servicios repre-
sentó en promedio el 17% de las exportaciones, cuando entre 1982 y 1990 lo 
había hecho en un 8%. A lo largo de nuestro período de estudio, sólo entre 1979 
y 1981 (años de la plata dulce, como se llamó a la fenomenal apreciación del tipo 
de cambio) se registraron guarismos similares.
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flujos de inversión extranjera directa y repatriación de capitales 
fugados durante la década previa) y por el endeudamiento exter-
no (gráfico 1). Como señala Brenta (2002), el déficit era “crónico” 
porque, por un lado, durante la fase ascendente del ciclo las 
importaciones aumentaban exponencialmente –debido a la aper-
tura y la apreciación cambiaria que dificultaban la integración 
del aparato productivo, en un contexto de ausencia de política 
industrial que permitiera compensar los efectos de la competencia 
extranjera– generando un desequilibrio comercial; por el otro, 
porque durante la fase descendente –si bien las importaciones 
se contraían y mejoraba la balanza comercial– subía el riesgo 
país, aumentando el pago de intereses de la deuda. Esto último 
quitaba margen de acción a un Estado que, por la propia ley de 
Convertibilidad y la independencia del Banco Central otorgada 
en 1991, no podía financiar su déficit fiscal con emisión moneta-
ria. Por tal razón, la suba de las tasas de interés comprometía una 
parte creciente del gasto público, dificultando así la posibilidad 
de hacer política fiscal expansiva. Asimismo, la suba del riesgo 
soberano obligaba a incrementar las tasas de interés locales para 
evitar la fuga de capitales, lo cual generaba aumentos en los costos 
financieros del sector productivo. A su vez, la dependencia de la 
cuenta capital para el crecimiento económico volvía al país aún 
más vulnerable a los shocks exógenos: de hecho, el “efecto Tequila“ 
mexicano tendría coletazos importantes sobre la economía local, y 
lo mismo ocurriría con la crisis asiática de 1997, la rusa de 1998 y, 
particularmente, la brasileña de 1999.

La economía argentina creció muy fuertemente entre 1991 y 
1994: en este último año, el PBIpc fue un 30% superior al de 1990 
e igual al de 1974. El relajamiento del estrangulamiento externo 
(véase cómo mejora el stock relativo de reservas en el gráfico 1), 
producto de las nuevas condiciones internacionales, del acceso 
al Plan Brady y de las privatizaciones, permitió expandir el pro-
ducto. Sin embargo, las altas tasas de crecimiento, en un marco de 
apertura y apreciación cambiaria, acarrearon una suba fenomenal 
de las importaciones, que casi se sextuplicaron en quantum entre 
1990 y 1994. Si bien todos los rubros mostraron alzas, los bienes 
de consumo registraron tasas récord, al multiplicarse por trece. De 
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tal modo, pasaron a representar el 20% de las importaciones entre 
1991 y 1994 (superando las marcas de 1980 y 1981, del 19,5% y 
17,6% respectivamente), cuando entre 1983 y 1989 tan sólo habían 
dado cuenta del 6% de aquéllas, según datos de Ferreres (2010). 
Entre 1995 y 2001, en que el dinamismo económico se desvane-
ció (sobre todo a partir de fines de 1998), los bienes de consumo 
siguieron representando un elevado porcentaje de las importacio-
nes (17%).

La combinación de apertura comercial, apreciación cambiaria y 
debilidad de la política industrial generó un entorno desfavorable 
al sector manufacturero. Si bien existieron momentos de creci-
miento industrial (sobre todo entre 1991 y 1997, con la excepción 
de 1995), éste tendió a hacerlo por debajo de la media de la econo-
mía. Hacia fines de 1998, la industria manufacturera experimentó 
una tendencia profundamente declinante: entre dicho año y 2002, 
la producción sectorial se contrajo un 27%, en tanto que la de la 
economía en su conjunto lo hizo en un 18%. De todos modos, 
existió una profunda heterogeneidad al interior del entramado 
industrial: mientras que, como ya venía ocurriendo desde media-
dos de los setenta, las ramas con ventajas comparativas estáticas 
(agroindustria) y las de insumos difundidos se desempeñaron 
relativamente bien, las intensivas en trabajo (textil, confecciones, 
calzado o muebles, por ejemplo) y las de maquinaria y equipo 
sufrieron severamente el aumento de la competencia extranjera y 
la contracción del mercado interno (a pesar del crecimiento econó-
mico de parte de los noventa, el creciente desempleo y el aumento 
de la regresividad distributiva restaron dinamismo a la demanda 
interna). En particular, estas dificultades en las ramas industriales 
más “sensibles” a la competencia extranjera se multiplicaron a 
partir de 1999, cuando la demanda local entró en una severa fase 
descendente, y la apreciación del tipo de cambio, la ausencia de 
medidas compensatorias y la devaluación recesiva de Brasil –por 
entonces, destino del 30% de las ventas externas argentinas– impi-
dieron la posibilidad de la exportación como canal de salida de la 
producción sectorial. 

Ahora bien, la composición de las exportaciones parecería 
mostrar un comportamiento paradójico con la secuencia recién 
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detallada. Por un lado, las MMT y las MAT aumentaron su peso 
en la canasta exportable, al pasar de un 12% a un 23% entre 1990 
y 1998. Ello se explica fundamentalmente por la puesta en marcha 
del Mercosur, que trajo consigo un particular régimen de integra-
ción automotriz con Brasil.21 De este modo, tanto las exportaciones 
como las importaciones de automotores y sus partes (considera-
dos MMT) se multiplicaron. A modo de ejemplo, los vehículos de 
transporte terrestre pasaron de representar el 1,8% de la canasta 
exportable en 1990 al 11,5% en 1998, en tanto que su aporte a las 
importaciones pasó del 0,3% al 6% entre los mismos años (datos 
de Ferreres, 2010). 

Sin embargo, el significado de esta aparente “mejoría” en el 
perfil exportador del país cambia radicalmente cuando incorpo-
ramos las importaciones. Como se ve en el gráfico 4, durante las 
fases ascendentes del ciclo (1991-1994 y 1996-1998) se produjo 
una fenomenal tendencia al déficit manufacturero. A modo de 
ejemplo, en 1994 llegó a ser de casi el 90% de las exportaciones, 
superando los récords de 1962 y 1980. Si bien tanto los productos 
químicos como las maquinarias y equipos y “otras manufactu-
ras” explican este fenómeno, son estas dos últimas ramas las de 
mayor deterioro comercial (ver gráfico 5). Entre 1990 y 1994, el 
déficit de maquinaria y equipo creció del 5% de las exportacio-
nes al 58%, en tanto que el de “otras manufacturas” pasó de ser 
superavitario en 13% de las exportaciones a deficitario en 19% 
(en químicos el déficit trepó de un 4% a un 13% de éstas). La rece-
sión de 1995, asociada al “efecto Tequila”, derivó en una rápida 
contracción de las importaciones, achicando así el déficit manu-
facturero, que pasó de un 90% de las exportaciones a casi un 50%. 
La recuperación de 1996-1998 volvió a reflotar las tendencias de 

21	Vale señalar que recién en 1993 se superó la cantidad de vehículos automotores 
producidos en 1973 (342 mil contra 293 mil), según Ferreres (2010). Sin embargo, 
mientras que el complejo automotor argentino de principios de los años setenta 
tenía un elevado nivel de integración nacional (traccionando así fuertemente al 
complejo metalmecánico y autopartista) el surgido en los noventa ha tendido a 
inscribirse crecientemente en las cadenas globales de valor, de modo que el con-
tenido local en el bien final ha sido reemplazado por insumos importados.
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1991-1994: en 1998 el saldo comercial manufacturero fue nega-
tivo en un valor equivalente al 70% de las ventas externas. La 
dramática recesión iniciada a fines de 1998 deprimió tanto las 
importaciones de modo que en 2002 el déficit manufacturero 
desapareció. Sin dudas, sin la desintegración del tejido industrial 
iniciada a mediados de los setenta y reforzada por la apertura de 
los noventa, la tendencia al déficit manufacturero en las fases de 
crecimiento económico habría sido menor. Lo descripto en este 
párrafo muestra que, por sí solo, la composición de la canasta 
exportable no significa demasiado.

Una mención aparte merece el sector de combustibles. Las 
políticas sectoriales de desregulación y privatización inicia-
das en las postrimerías de la década del ochenta y principios 
de la del noventa sentaron las bases para el aumento de las 
exportaciones hidrocarburíferas, aunque sobre la base de los 
yacimientos existentes –esto es, sin una reposición equivalente 
de los recursos extraídos– (Serrani, 2012, 2013). De esta manera, 
durante los años noventa la balanza comercial de combustibles 
mostró un signo positivo, llegando a ser hacia el año 2000 de 
alrededor del 15% de las exportaciones (gráficos 4 y 5), aunque 
esa dinámica extractivista no sería sostenible en el mediano 
plazo, como se verá luego. 

La posconvertibilidad: del crecimiento acelerado al 
(re)surgimiento de la restricción externa: 2002-2013

La salida de la Convertibilidad se dio bajo una crisis social, econó-
mica y política de características inéditas en la historia argentina. 
Entre 1998 y 2002, el PBI cayó un 18%, y en términos per cápita 
un 22%. Comparando contra 1974, el PBIpc fue en 2002 un 16% 
inferior, a la vez que con una distribución del ingreso incompara-
blemente más desigual.22 

22	Según datos del CEDLAS en base a la Encuesta Permanente de Hogares, el coe-
ficiente de Gini pasó de 0,35 en 1974 a 0,53 en 2002.



la restricción externa en el largo plazo | 349

Hasta fines de 2001, la Convertibilidad se había logrado man-
tener por el progresivo aumento del endeudamiento, que se veía 
reflejado en una cuenta capital altamente positiva. Sin embargo, 
las reservas no lograban aumentar sostenidamente (ver gráfico 
1) debido a que las altas y crecientes expectativas de devaluación 
fomentaban la fuga de capitales del sector privado. En los últimos 
meses de 2001, los organismos multilaterales de crédito –que 
hasta ese entonces habían apoyado la continuidad del régimen 
con la condición de que se profundizaran las medidas de ajuste 
estructural– optaron por cortar el financiamiento externo al país. 
A partir de allí, la suerte de la Convertibilidad estuvo echada 
(Brenta, 2002). 

En los últimos días de diciembre de 2001, el presidente 
interino Adolfo Rodríguez Saá declaró el default de la deuda 
soberana y, pocos días después, el 1 de enero de 2002, el nuevo 
presidente Eduardo Duhalde anunció la derogación de la Ley de 
Convertibilidad y una devaluación inicial de la moneda del 40%, 
que en poco tiempo llegó a ser de casi el 300%. La paridad se esta-
bilizó en la segunda mitad del año en torno a 3 pesos por dólar, 
lo cual implicó un aumento del tipo de cambio real de alrededor 
del 120%, ya que los precios internos se elevaron un 40%. De tal 
modo, se producía un radical cambio en los precios relativos, que 
fomentaba a los transables en desmedro de los no transables.

Hacia fines de 2002, la economía inició una fase de crecimiento 
acelerado que, con la excepción del año 2009, promedió un 7,2% 
anual hasta 2011. De tal modo, en este último año el PBIpc fue 
un 52% superior al de 2002, un 26% superior al de 1974 y un 21% 
mayor al de 1998, el anterior pico histórico.23 Asimismo, el veloz 
crecimiento abrió un período de fuerte convergencia con Estados 

23	Los datos provienen de ARKLEMS, en base al método encadenado Tornqvist 
(que realiza ajustes de precios relativos año a año, eliminando así los sesgos de 
utilizar un año base para los precios). Vale mencionar que los datos oficiales del 
INDEC (tomando precios de 2004 a partir de ese año y de 1993 para 2002-2003) 
muestran una mejora acumulada del PBI entre 2002 y 2011 que es un 12% mayor 
a la reportada por ARKLEMS. De esos 12 puntos de sobreestimación, 7 se deben 
al cambio de método usado (encadenado versus año base) y 5 a supuestas mani-
pulaciones de cantidades por parte del INDEC.
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Unidos y el resto del mundo desarrollado, que crecieron a tasas 
mucho más moderadas.24 Sin embargo, como señaláramos al prin-
cipio de este artículo, desde fines de 2011, la economía argentina ha 
ingresado en una fase de estancamiento a partir del (re)surgimiento 
de la restricción externa. El análisis de esta sección procurará apor-
tar algunos elementos para comprender los principales ejes de ésta.

En primer lugar, como se puede ver en el gráfico 2, la megade-
valuación de 2002 generó tal contracción de las importaciones que 
la balanza comercial se hizo altamente positiva (en casi un 70% de 
las exportaciones), traccionando al alza la cuenta corriente, que 
llegó a ser superavitaria en un monto equivalente al 36% de las 
exportaciones. El intenso crecimiento posterior del producto supuso 
un aumento grande de las importaciones, que conllevó una rápida 
reducción del saldo comercial como porcentaje de las exportaciones 
en 2003 y 2004 (si en 2002 había sido de casi el 70% de éstas, en 2004 
fue del 39%). Entre 2004 y 2013, la balanza comercial experimentó 
una tendencia descendente –excepto por los recesivos 2009 y 2012–, 
aunque siempre superavitaria (en 2013 fue equivalente al 14% de 
las exportaciones según el INDEC y del 8% de las mismas según 
Comtrade).25 Vale señalar que los términos del intercambio juga-
ron un rol clave en la prolongación del superávit comercial: sin la 

24	Los motivos del fuerte crecimiento argentino son hoy día motivo de debate. Por un 
lado, autores como Frenkel y otros (2008, 2011, 2015) hacen hincapié en que la reacti-
vación económica se debió al tipo de cambio real depreciado, que habría fomentado 
la demanda externa a partir de un mejoramiento de la competitividad de los bienes 
transables y una mayor protección local ante los bienes importados; por otro lado, 
Levy Yeyati y Cohan (2012) consideran que las favorables condiciones internacio-
nales (“viento de cola”) fueron la causa principal del crecimiento económico; en 
tercer lugar, Arceo y Schorr (2011) afirman que la devaluación de 2002 generó una 
gran caída del costo salarial y una recuperación de la rentabilidad empresaria, que 
habría impulsado el nivel de actividad. Por último, Amico (2013) asevera que fue-
ron la política fiscal expansiva y la redistribución progresiva del ingreso los motores 
de un crecimiento económico liderado por la demanda interna, en un entorno de 
relajamiento de la restricción externa por la mejora de los términos del intercambio.

25	El saldo comercial de 2013 ha sido motivo de controversia, debido a que el monto 
de las exportaciones informado por el INDEC contrasta, por primera vez, con 
el provisto por Comtrade. Mientras que para la cuenta de balanza de pagos del 
INDEC las ventas externas argentinas FOB fueron de 81.660 millones de dólares 
y las importaciones FOB de 70.541 millones, para Comtrade las exportaciones 
fueron de 76.633 millones (superávit equivalente al 8% de las exportaciones). 
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mejora del 35% entre 2000 y 2011 (gráfico 3), Argentina habría incu-
rrido en déficit comercial en 2008 –a precios constantes de 2000–. 
Es este fenómeno uno de los determinantes de por qué la cuenta 
corriente se mantuvo positiva hasta 2009, y levemente deficitaria 
a partir de entonces. Sin embargo, también las otras dos balanzas 
mostraron mejoras: la de rentas, que en los noventa había fluctuado 
entre un mínimo del 19% de las exportaciones en 1992 a un máximo 
del 32% en 1999, cayó al 11% en 2007 y 2008 (fue clave en este punto 
la renegociación de la deuda externa en 2005), para luego rondar el 
17% a partir de 2009. La de servicios, que había sido deficitaria en 
un 17% de las exportaciones durante la Convertibilidad, promedió 
un saldo negativo del 5% de éstas (gráfico 2).

Esta dinámica de cuenta corriente positiva y sostenida durante 
más de un lustro permitió un rápido incremento de las reservas 
absolutas hasta 2008 y del stock relativo hasta 2007 (en rigor, en 
2009 el stock relativo aumentó nuevamente, aunque se trató de 
un año recesivo). Sin embargo, a partir de 2010-2011, el proceso 
de acumulación de reservas absolutas llegó a un máximo, y el 
del stock relativo entró en una etapa de pronunciada contracción: 
de un monto equivalente al 102% de los pagos de importaciones, 
intereses y utilidades en 2009 se pasó a apenas el 30% en 2013 
(ver gráfico 1). En ello operaron varios factores: por un lado, el 
desmoronamiento del superávit de cuenta corriente, debido a la 
erosión del superávit comercial como porcentaje de las exporta-
ciones, causado por un fuerte incremento de las importaciones –a 
tono con el acelerado crecimiento económico y, según una óptica 
“frenkeliana”, también debido a la apreciación cambiaria desatada 
intensamente desde 2007-2008–; por el otro, a una cierta profundi-
zación del déficit en la balanza de rentas26 (gráfico 2).

26	Aquí vale apuntar un dato importante: según la balanza de pagos del INDEC, ya 
desde 2010 la cuenta corriente fue deficitaria, mientras que los datos del balance 
cambiario del BCRA (medido con otra metodología) muestran que el déficit de 
cuenta corriente recién se dio a partir de 2013 y que, en cambio, fue la dinámica 
de la cuenta capital (en particular, atravesada por el ritmo de la formación de 
activos externos del sector privado –fuga de capitales– en un marco de ausencia 
de créditos externos significativos) la que explica por qué las reservas llegaron a 
un techo en términos absolutos en 2010.
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Si bien desde 2011 Argentina ha experimentado un decreci-
miento en el monto absoluto de sus reservas, vale notar que en la 
cuenta corriente la situación ha estado lejos de ser dramática, tanto 
si lo analizamos en términos históricos (nótese que en 29 de los 50 
años correspondidos entre 1960 y 2009, Argentina tuvo un déficit 
de cuenta corriente superior al experimentado entre 2010 y 2013)27 
como regionales (en 2012, el déficit de cuenta corriente como 
ratio de las exportaciones fue del 20% en Colombia, del 30% en 
Uruguay, del 22% en Brasil, del 15% en Perú y del 12% en Chile).28 
A pesar de que varios de estos países tuvieron un desequilibrio 
mayor al argentino, ninguno de ellos sufrió una caída de las reser-
vas absolutas ni tensiones cambiarias como las registradas por 
Argentina desde fines de 2011. La gran diferencia entre Argentina 
y los países de la región que, aun teniendo un mayor déficit de 
cuenta corriente, no tuvieron crisis externas, reside en el manejo 
de la cuenta capital: si en Argentina no aportó divisas (según la 
balanza de pagos del INDEC) o incluso fue canal de salida de 
las mismas (según el balance cambiario del BCRA), en los países 
mencionados más que compensó los déficits de cuenta corriente.

Las razones de la particularidad argentina en el contexto regio-
nal respecto a la cuenta capital han sido interpretadas de modo 
variado.29 De Lucchi y otros (2013) destacan tres lecturas que 
podrían explicar por qué la cuenta capital no aportó divisas en 
Argentina en los últimos años. La primera de ellas es compartida 
tanto por analistas ortodoxos como por algunos neodesarrollis-
tas como Frenkel, Fanelli y Rapetti, entre otros, y señala que la 
apreciación cambiaria iniciada en 2007-2008 habría llevado la 
paridad peso-dólar a un punto que no se amoldaría a la produc-
tividad relativa del país respecto al resto del mundo, generando 

27	Si tomamos los datos del balance cambiario del BCRA, que muestran que el 
único año negativo en la posconvertibilidad fue 2013 (con un 18% de déficit 
sobre exportaciones), 20 de los 50 años comprendidos entre 1960 y 2009 habrían 
registrado un desempeño peor.

28	Los datos de exportaciones corresponden a Comtrade, mientras que los de cuen-
ta corriente provienen del Banco Mundial.

29	En rigor, también Venezuela ha experimentado una cuenta capital negativa 
durante los últimos años.
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crecientes expectativas de devaluación por parte de los agentes 
económicos que, de esta manera, y ante las bajas tasas de interés 
locales, habrían tendido a dolarizar sus carteras. Según De Lucchi 
y otros, el problema de esta explicación es que no contempla que 
el proceso de apreciación cambiaria se dio en muchos países de 
la región (Brasil y Uruguay son dos casos paradigmáticos), sin 
ocasionar corridas cambiarias. La segunda visión de la excepcio-
nalidad argentina en materia de cuenta capital posee tintes socio-
lógicos y políticos, y hace hincapié tanto en una “fijación cultural 
argentina por el dólar” como en maniobras desestabilizadoras por 
parte de los grandes agentes económicos, que fugarían capitales 
para presionar al gobierno a devaluar o como rechazo al sendero 
“nacional-popular” de éste. 

Por último, la tercera interpretación es la de los propios autores, 
quienes, al igual que Amico (2013), sostienen que –a diferencia de 
otros países de la región– en Argentina las tasas de interés locales 
medidas en dólares fueron sistemáticamente inferiores a la suma 
de la tasa de interés internacional, el riesgo soberano y las expec-
tativas de devaluación. Desde nuestra visión, la ecuación del dife-
rencial de las tasas de interés planteada por estos investigadores 
es acertada, aunque la discusión sobre por qué y cómo se forman 
las expectativas de devaluación está lejos de estar acabada. En este 
sentido, nos preguntamos si el proceso de apreciación cambiaria al 
“estilo argentino” –esto es, sin apreciar nominalmente la moneda 
local y con altos niveles de aumentos en los precios internos– es 
equivalente en términos de formación de expectativas de devalua-
ción al experimentado por los demás países de la región, que apre-
ciaron nominalmente sus monedas pero con baja inflación. Desde 
fines de los setenta, la idea de que bajas inflaciones son prerrequi-
sitos cruciales para el buen funcionamiento de las economías ha 
devenido hegemónica, en el plano ideológico, a nivel mundial. 
De este modo, si los agentes económicos poseen una racionalidad 
que no es del todo independiente de las ideologías, la existencia 
de procesos inflacionarios quizá podría incidir de alguna manera 
sobre las expectativas. Si esto fuera así, la apreciación cambiaria 
al “estilo argentino” sí podría haber jugado algún papel en la for-
mación de activos externos del sector privado, al incrementar, por 
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encima de los países de la región, las expectativas de devaluación. 
De todos modos, este razonamiento debe ser tomado como una 
mera reflexión e interpretado con cautela. Sí creemos que la discu-
sión al respecto está lejos de estar cerrada y que futuras investiga-
ciones deberán enriquecerla. 

Más allá de las vicisitudes de la cuenta capital, es importante 
tener en cuenta que el superávit de la cuenta corriente fue desva-
neciéndose gradualmente y que ello también incidió en la acumu-
lación de reservas. En lo que sigue, procuraremos estudiar por qué 
se dio dicha dinámica. En primer lugar, la erosión de la balanza 
comercial se debió al intenso crecimiento económico, que, en una 
estructura productiva desintegrada como la argentina y en ausen-
cia de políticas agresivas de sustitución de importaciones, hizo 
disparar las compras al exterior. Ello fue parcialmente atenuado 
por la sustancial mejora en los términos del intercambio, como fue 
señalado.30 

Ahora bien, en el gráfico 5 podemos ver un dato interesan-
te: en 2011 el déficit de maquinarias y equipos, en términos de 
exportaciones, fue levemente mayor al de 2004 (24% contra 20%), 
a pesar del intenso crecimiento registrado. De hecho, el déficit 
comercial, si bien mayor en términos absolutos, fue mucho menor 
al de 1998 (último año de crecimiento de la Convertibilidad) si lo 
dividimos por exportaciones: medido así, en ese año fue del 42%.31 
Evidentemente, la mejora en los términos del intercambio incidió 
en este punto, ya que hizo crecer fuertemente al denominador de 
la fórmula. Pero quizá haya influido otro factor, que se detalla 
en el cuadro 2, en el que se comparan el saldo comercial relativo 

30	Como se ha sugerido, desde una postura neodesarrollista como la de Frenkel y 
Rapetti (2011) se ha sostenido además que la apreciación del tipo de cambio real 
iniciada hacia 2007-2008 ha tendido a incentivar las importaciones en desmedro 
de las exportaciones, acelerando la tendencia al déficit, aunque esto también es 
motivo de debate. Por ejemplo, Amico (2013) sostiene que las exportaciones e 
importaciones son poco sensibles al tipo de cambio real y que, más bien, es la tasa 
de crecimiento de los socios comerciales de Argentina y de la actividad interna 
los que explican, respectivamente, la evolución de aquellas dos variables. 

31	En términos absolutos, el déficit de maquinarias y equipos pasó de 11.000 millo-
nes de dólares en 1998 a 7.000 en 2004, para luego subir a 20.000 en 2011.
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(esto es el ratio de exportaciones sobre el total intercambiado)32 de 
maquinaria y equipo, los productos químicos y “Otras manufac-
turas”, que en definitiva representan casi la totalidad de lo que se 
conoce como “manufacturas de origen industrial”, entre 1998 y 
2011. Hemos optado por 2011 y no por 2012 ni 2013, debido a que 
aquél fue el último año de intenso crecimiento económico en la 
posconvertibilidad, y el de mayor intercambio comercial (en 2012 
y 2013 tanto las exportaciones como las importaciones fueron infe-
riores a las de 2011). Como se ve, si en 1998 las exportaciones de 
maquinaria y equipo representaban el 21,4% del total comerciado, 
en 2011 dicha cifra llegó al 29,1%. 

En el rubro de “Otras manufacturas”, si bien se aprecia una 
tendencia de déficit creciente entre 2003 y 2011, la pendiente de 
la curva es relativamente suave, a pesar del intenso crecimiento 
económico registrado (gráfico 5). Por poner un ejemplo, entre 
2003 y 2011 Argentina pasó de un equilibrio comercial sectorial 
a un déficit del 9% de las exportaciones (en 1998 había sido del 
17%). Al igual que en las maquinarias y equipos, la suavidad de 
la pendiente de la mencionada curva se debió en parte a la mejo-
ra de los términos del intercambio. Sin embargo, la diferencia 
entre “Maquinaria y equipo” y “Otras manufacturas” reside en 
que en éstas el saldo comercial relativo sí empeoró entre 1998 y 
2011; en otras palabras, las importaciones crecieron más rápida-
mente que las exportaciones. Ello se plasma en que si en 1998 las 
exportaciones representaron un 34,6% del total intercambiado, 
en 2011 lo hicieron en un 31,0% (cuadro 2). En “Químicos”, por 
su lado, el déficit comercial se mantuvo relativamente esta-
ble como porcentaje de las exportaciones a lo largo de toda la 
posconvertibilidad (en torno al 6%, contra un 12% de 1998, ver 
gráfico 5). En esta dinámica probablemente haya incidido una 
mejoría en el saldo relativo del sector: las exportaciones pasaron 
de representar el 26,3% del total intercambiado al 37,5% entre 
1998 y 2011 (cuadro 2). 

32	Lógicamente, el total intercambiado es la suma de las exportaciones y las 
importaciones.
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Si tomamos los tres sectores mencionados juntos, vemos que 
con la profunda recesión de 2002 el saldo agregado fue levemente 
positivo, para luego caer a un 24% de las exportaciones en 2004 
y a un 40% en 2011, cifra muy inferior al 70% registrado en 1998 
(gráfico 5).33 Además del mencionado efecto de los términos del 
intercambio, posiblemente haya tenido un rol en esta trayectoria 
la mayor tasa de crecimiento de las exportaciones industriales res-
pecto a las importaciones industriales. En el cuadro 2 se comprue-
ba que si tomamos agregadamente los tres sectores reseñados, las 
exportaciones crecieron un 191% en tanto que las importaciones 
lo hicieron en un 115%. De este modo, las ventas externas totales 
pasaron de un 25,2% a un 31,4% del total intercambiado. 

Cuadro 2. Balanza comercial de maquinaria y equipo, químicos y otras 
manufacturas, 1998 y 2011

Sector

1998 2011

Expo Impo Saldo

Saldo 
relativo 

(1)/
([(1)+(2)] Expo Impo Saldo

Saldo 
relativo 

(1)/
([(1)+(2)]

Maquinaria 
y equipo 4.503.332 16.511.946 -12.008.614 21,4% 14.377.706 

 
35.038.605 -20.660.899 29,1%

Químicos 1.741.846 4.888.200 -3.146.354 26,3% 7.365.085  12.288.162 -4.923.077 37,5%

Otras  
manufacturas 2.711.853 

 
5.131.928 -2.420.075 34,6% 4.373.816 9.741.759 -5.367.943 31,0%

Total 8.957.032 26.532.074 -17.575.042 25,2% 26.116.607  57.068.526 -30.951.919 31,4%

 
Fuente: elaboración propia en base a Comtrade. Los valores están en miles de dólares.

A modo de resumen, la evidencia parecería indicar, a tono con 
Porta y Fernández Bugna (2008), Porta y otros (2014) y Azpiazu 
y Schorr (2010), la ausencia de un cambio estructural significativo 
en la matriz industrial argentina durante la posconvertibilidad, 
debido a que el sector industrial continuó siendo estructural-
mente deficitario. De todos modos, no es un dato menor que el 
saldo comercial relativo haya experimentado una ligera mejora 

33	En términos absolutos, el déficit fue 81% mayor en 2011 que en 1998: 33.600 
millones de dólares contra 18.500.
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si comparamos 1998 contra 2011. Analizar este fenómeno escapa 
a los objetivos de este trabajo, pero varias hipótesis deberán ser 
contrastadas: ¿será que el fuerte crecimiento económico permitió 
un cierto cierre de productividad con el mundo desarrollado vía 
Kaldor-Verdoorn favoreciendo la competitividad de la industria 
local?34 ¿Será que algunos de los efectos de los cambios en los 
precios relativos inaugurados en 2002 aún perduraban en 2011? 
¿O se explicará ello por la utilización creciente de instrumentos de 
política comercial, sobre todo a partir de 2008?

Más allá de la mejora en su saldo comercial relativo, la indus-
tria manufacturera siguió siendo el principal canal de salida de 
divisas por cuenta corriente. Sin embargo, si en términos absolutos 
la evolución del déficit industrial explica mayormente el deterioro 
en la cuenta corriente, en términos relativos (esto es, si medimos 
los déficits en función de sus ratios sobre exportaciones) ese lugar 
lo ocupa el sector energético. Si entre 2000 y 2004 los combustibles 
fueron superavitarios en un 17% de las exportaciones, a partir de 
2006 comenzó una tendencia descendente, que en 2011 se plasmó 
en un déficit equivalente al 5% de éstas (gráfico 5).35 De este modo, 
el empeoramiento fue de 22 puntos porcentuales (27 si nos exten-
demos hasta 2013), en tanto que el de las manufacturas industria-
les fue de 16 puntos (de un 24% en 2004 a un 40% en 2011). Ahora 
bien, en términos absolutos, el déficit industrial pasó de unos 18 
mil millones de dólares en 2006 a 33.600 en 2011 (15.600 millones 
mayor), en tanto que en el sector hidrocarburífero dejó de aportar 
divisas por alrededor de diez mil millones (5.500 de superávit 
en 2006 a 4.500 de déficit en 2011). Este desbalance energético 
se explica tanto por factores de oferta como de demanda: por 
un lado, la producción de petróleo crudo cayó sistemáticamente 

34	El teorema de Kaldor-Verdoorn sostiene que en el largo plazo el crecimiento de la 
producción suele estar acompañado por el crecimiento de la productividad, a par-
tir de los rendimientos crecientes de escala. Para una aplicación empírica de este 
teorema a la industria argentina en el largo plazo véase Borgoglio y Odisio (2012).

35	En números absolutos, Argentina pasó de tener un superávit energético de 5.500 
millones de dólares en 2006 a un déficit de 4.500 en 2011. En 2013 la situación fue 
aún peor: el déficit comercial energético fue de 7.400 millones de dólares, lo que 
es equivalente a casi el 10% de las exportaciones.
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desde 1999 y la de gas natural desde 2005;36 por el otro, el intenso 
crecimiento económico derivó en un alza de la demanda local.

Para finalizar, dedicaremos unas líneas a la evolución de la 
canasta exportable en la posconvertibilidad. Por un lado, tras una 
retracción entre 1998 y 2003 debido fundamentalmente a la baja 
de las exportaciones automotrices, el peso de las MMT y las MAT 
en las exportaciones mostró una trayectoria ascendente entre 2003 
y 2006, llegando a niveles similares a los de 1998 (22%). El com-
plejo automotor, junto con otras ramas de media y alta intensidad 
tecnológica como químicos y plásticos, tubos de acero y buena 
parte del sector de maquinaria y equipo, impulsó este proceso, 
que desde entonces entró en un amesetamiento. Vale mencionar 
un par de cuestiones: por un lado, la trayectoria argentina se 
enmarca dentro de una baja del peso de las MMT y las MAT en las 
exportaciones mundiales a partir de 2002, producto del aumento 
en los precios relativos de los commodities, muchos de los cuales 
Argentina exporta. En este sentido, parecería que Argentina fue a 
contramano de las tendencias mundiales y, particularmente, de los 
países con altas dotaciones de recursos naturales (Brasil, por ejem-
plo, es un caso paradigmático de esta reprimarización de la pauta 
exportadora; ver Ludmer y Schteingart, 2012). Sin embargo, cabe 
tener en cuenta dos cuestiones, que relativizan dicha suba del peso 
de las MMT y MAT en el total exportado: en primer lugar, la caída 
de las exportaciones de combustibles implicó un acrecentamiento 
del peso de las manufacturas industriales en el total exportado; 
en segundo punto, que a partir de 2008 fue el sector automotor 
(con bajos niveles de integración y reducidos gastos en I+D)37 el 
que traccionó al alza el coeficiente, en tanto que otros sectores de 
maquinaria y equipo perdieron dinamismo exportador.38

36	Analizar por qué cayó la producción de hidrocarburos en Argentina escapa a 
los objetivos de este trabajo; un muy buen análisis puede encontrarse en Serrani 
(2012, 2013), quien hace hincapié en la escasa capacidad de regulación y discipli-
namiento del Estado ante los oligopolios privados del sector tras las privatizacio-
nes de la década del noventa.

37	Según el CEP (2008), la intensidad del gasto en I+D sobre ventas del sector auto-
motor fue en 2004 del 0,08%, muy por debajo del promedio de la OCDE (3,3%).

38	Para mayor detalle, consultar Schteingart (2013).
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Conclusiones

En este trabajo nos hemos centrado en el análisis del sector externo 
argentino en una perspectiva de larga duración, comprendiendo el 
período de la última fase de la ISI (1960-1975), el del desmorona-
miento de dicho modelo de acumulación en conjunción con políti-
cas de ajuste estructural (1975-2001) y el de la posconvertibilidad 
(2002-2013).

Por un lado, hemos presentado evidencia empírica que tiende a 
probar que, en los albores de la última dictadura militar, el modelo 
sustitutivo –si bien aún presentaba problemas no menores– estaba 
lejos de estar agotado, concordando con las posiciones de autores 
como Arceo (2005), Kulfas (2005) o Azpiazu y Schorr (2010), entre 
muchos otros. El período 1964-1974 fue de un fuerte crecimiento 
económico liderado por las ramas más complejas –y extranjeriza-
das– del entramado industrial, que favoreció la competitividad 
de diversos sectores, logrando así una creciente –aunque limita-
da– sofisticación de la canasta exportable. Asimismo, el déficit 
manufacturero tendió a cerrarse en algunas partes del entramado 
industrial, aunque es cierto que en otros segmentos de éste se 
mantuvo o incluso se profundizó (por ejemplo, en el complejo 
químico). Sin embargo, en esos años se pusieron en marcha gran-
des proyectos de promoción industrial en estas áreas de reducida 
presencia en la matriz insumo-producto y que, una vez que vieron 
la luz hacia fines de los setenta y principios de los ochenta, permi-
tieron eliminar diversos déficits sectoriales en los ochenta (como 
fue mencionado, en este proceso también influyó el bajo nivel de 
actividad interna). 

La radical y abrupta transformación del tejido productivo ini-
ciada hacia mediados de los setenta inauguró una penosa etapa 
de la historia económica argentina que duraría un cuarto de siglo, 
y en la que el PBIpc tendería a caer en el tiempo, la divergencia 
con el mundo desarrollado se acentuaría como nunca antes (a 
modo de ejemplo, en 2002 el PBIpc de Argentina fue apenas el 
22% del de Estados Unidos, el más bajo de la historia) y la distri-
bución del ingreso pasaría de niveles similares a los que hoy tie-
nen países como España o Italia a cifras a tono con las realidades 
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latinoamericanas. Hay algunas versiones –más rastreables en el 
imaginario popular que en la investigación académica– que ponen 
en la década del noventa el epicentro de la debacle argentina, quizá 
porque el desempleo y la exclusión social llegaron al paroxismo 
con el cambio de siglo. En nuestra opinión, la clave está en la polí-
tica económica de endeudamiento regresivo y desindustrializante 
ejecutada por el “Proceso de Reorganización Nacional”: sin ella, 
sería imposible entender las décadas subsiguientes. La década del 
ochenta se “perdió” en buena medida debido al monumental ahogo 
externo que la caracterizó, y los principales responsables de dicho 
ahogo fueron los procesistas de 1976-1983. Asimismo, la particular 
modalidad que asumió el neoliberalismo vernáculo de los noventa 
–apertura brusca e indiscriminada, tipo de cambio fijado por ley y 
apreciado, privatizaciones expeditas y en condiciones desventajo-
sas– es inentendible sin el efecto disciplinador de las hiperinflacio-
nes de 1989-1990, las cuales, si bien policausales, tienen un induda-
ble trasfondo en la profunda escasez de divisas a la que se llegó por 
medio del mencionado endeudamiento desindustrializante. 

La posconvertibilidad marcó una gran novedad en la historia 
económica argentina y, en particular, en la dinámica de su sector 
externo. Por un lado, entre fines de 2002 y fines de 2011 la econo-
mía argentina creció a tasas superiores al 7% anual en promedio 
–con excepción de 2009–, permitiendo así una significativa –aun-
que limitada– reducción de la brecha de PBIpc respecto a Estados 
Unidos, que se retrotrajo a niveles similares a los de principios 
de los ochenta. Por el otro, por primera vez desde mediados de 
los sesenta, se logró crecer acelerada y sostenidamente con un 
superávit de cuenta corriente que, hasta 2008-2010, alcanzó para 
incrementar el monto absoluto de las reservas (el stock relativo 
tocó su pico en 2007, si dejamos de lado 2009 por tratarse de un 
año recesivo). La radical mejora en los términos del intercambio 
fue un dato crucial para explicar esta especificidad de la pos-
convertibilidad respecto a otros períodos. En esta dirección, vale 
apuntar que desde fines de los setenta hasta 2003, la única forma 
de acrecentar las reservas había sido por medio de la cuenta capi-
tal (lo cual puede traer problemas en términos de sustentabilidad, 
vulnerabilidad externa y pérdida de soberanía nacional) o a través 
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de una gran recesión que volviera positiva la cuenta corriente 
(1989 y 2002 son ejemplos de ello). 

No obstante, como fuera mencionado, desde fines de 2011 
Argentina ha visto (re)surgir una restricción externa por primera 
vez en casi una década. A diferencia de otras fases de la historia, 
en que ésta se debía a un profundo déficit en la cuenta corriente, 
aquí adquirió un cariz distinto. Como se ha dicho, el déficit de 
cuenta corriente de 2011-2013 fue relativamente leve, tanto si se lo 
compara con otros momentos de la historia económica argentina 
como con lo que ha ocurrido recientemente en otros países de la 
región.39 En consecuencia, la dinámica de la cuenta capital parece 
haber tenido un rol diferenciador a la hora de explicar por qué 
Argentina ha experimentado turbulencias externas que le han difi-
cultado el crecimiento desde entonces, a contramano de muchos 
de los países latinoamericanos. Más allá de ello, también es cierto 
que la cuenta corriente ha mostrado una tendencia descendente 
que también contribuyó al (re)surgimiento del estrangulamiento 
externo, y nos hemos preguntado por qué ocurrió ello. A dife-
rencia de décadas como las del ochenta, el peso de los intereses 
de la deuda fue menor tras el default declarado a fines de 2001 
y la reestructuración de la deuda de 2005. Como hemos visto, el 
problema principal siguió siendo –a pesar de ciertas señales de 
mejora en el saldo comercial relativo si se lo compara contra la 
Convertibilidad– el crónico y estructural déficit industrial, al que 
se le sumó el energético, sin el cual el ahogo externo actual habría 
sido mucho más leve.

Para retomar el proceso de crecimiento acelerado y convergen-
te con redistribución progresiva del ingreso, como el de 2003-2011, 
aplacar la situación en el frente externo resulta crucial. Una vez 
superados los problemas de liquidez del corto plazo, los cuales 
hoy o se resuelven por la vía de un ajuste del nivel de actividad 
que deprima las importaciones (solución a todas luces indeseable), 

39	Lógicamente, esta particularidad de la cuenta corriente no se debe tanto a un 
cambio estructural que haya resuelto los problemas de la estructura productiva 
argentina, sino a unos términos del intercambio muy favorables. 
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por una nueva mejora de los términos del intercambio (sobre la 
cual Argentina es absolutamente pasiva) o por la del financia-
miento externo, la pregunta por el perfil de desarrollo del país 
debe formar parte de la agenda política del país. En definitiva, 
como se ha insinuado a lo largo de este trabajo, las característi-
cas de la estructura productiva juegan un rol determinante en la 
dinámica de largo plazo del sector externo. Siendo Argentina un 
país periférico y geopolíticamente irrelevante, difícilmente pueda 
mantener un crecimiento sostenido con un déficit crónico de la 
cuenta corriente financiado por la cuenta capital, como sí lo han 
podido hacer Australia desde la segunda posguerra o Corea del 
Sur entre 1962 y 1985, período en el cual realizó el grueso del catch 
up tecnológico con el mundo desarrollado. Ello inevitablemente 
requiere aumentar la elasticidad-producto de las exportaciones y 
reducir la de las importaciones, para lo cual una agresiva, coor-
dinada y planificada política industrial, científica y tecnológica 
–centrada en la creación de capacidades tecnológicas endógenas 
tanto en sectores intensivos en recursos naturales como en algunos 
típicamente industriales (químicos, automotriz o algunas ramas 
metalmecánicas, por proponer algunos)– es decisiva. 

Asimismo, la cuestión energética, si bien hoy continúa siendo 
un canal de salida de divisas, presenta algunos signos positivos, 
particularmente tras la reestatización de YPF en 2012, empresa 
que en los primeros ocho meses de 2015 logró niveles de produc-
ción 25% superiores a los del mismo período de 2011 en petróleo 
crudo y del 22% en gas natural, quebrando así una tendencia 
descendente que se remonta a 1999 y a 2004 respectivamente. El 
principal de dichos signos alentadores lo representa el yacimiento 
de hidrocarburos no convencionales Vaca Muerta, que puede ali-
viar sustancialmente la restricción externa del país en el mediano 
plazo. Pero la importancia de YPF (así como de otras empresas 
públicas) puede ir más allá: su tamaño puede convertirla en un 
actor de peso en la política industrial, científica y tecnológica del 
porvenir, si es que se erige en demandante, al entramado produc-
tivo, de bienes de capital (y sus partes y piezas) y servicios de alto 
contenido tecnológico. 
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